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El presente trabajo es fruto de una investigación que tiene como objetivo hacer un 
análisis del sistema multilateral de comercio desde la perspectiva de la 
constitucionalización y de la fragmentación del derecho internacional. En ese sentido, 
este aporte busca flexibilizar las posiciones teóricas enfrentadas, según las cuales por un 
lado, el sistema multilateral de comercio sufre un proceso de constitucionalización a 
partir de la creacipon de la Organización Mundial de Comercio (OMC) y en cambio, 
por otro lado, es un sistema crecientemente fragmentado. Las posiciones que admiten la 
pluralidad y la cohabitación de tendencias en la literatura son muy escasas y no aportan 
datos empíricos (por ejemplo, Pauwelyn, 2006). Mi trabajo se propone identificar los 
procesos de constitucionalización y de fragmentación ocurriendo de forma simultánea 
en el sistema multilateral de comercio, a partir de la creación de la OMC.  
La idea de un trabajo de estas características surgió a partir de una conversación entre la 
autora y sus directores, Dra. Diana Tussie y Dr. Welber Barral, a raíz del debate 
coordinado por la Revista Puente Europa que salió publicado como “El sistema jurídico 
internacional y sus tensiones: fragmentación y vocación universal”, en la cual el Dr. 
Barral ha sido entrevistado sobre el tema, en el año 2007 (Puente Europa, 2007). En 
dicha oportunidad, hemos discutido algunos supuestos teóricos iniciales del debate que 
podrían guiar el trabajo de investigación y como enfocar en el tema del sistema 
multilateral de comercio. A partir de allí, el objetivo fue descubrir las preguntas no 
evidentes de ese debate para poder hacer un aporte al mismo, no solo revisandor la 
literatura más relevante y reciente sobre el tema, sino que también recolectando datos 
empíricos y realizando trabajo de campo. De hecho, la autora ha sido ganadora de una 
beca de investigación de la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el 
Desarrollo (UNCTAD, por sus siglas en ingles) en el año 2009 para realizar trabajo de 
campo en Ginebra, durante un mes y medio. Allí, pude hacer entrevistas en la sede de la 
OMC, en las misiones diplomáticas de diversos países, a funcionarios de otros 
organismos internacionales relacionados con el tema, y así también pude tener acceso a 
documentos y bases de datos.  
Las preguntas de investigación que dieron el puntapié inicial a este trabajo son: ¿El 
sistema multilateral de comercio están efectivamente sufriendo un proceso de 
constitucionalización? ¿El sistema multilateral de comercio está efectivamente 
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sufriendo un proceso de fragmentación? ¿Si sí, en qué áreas se verifican dichas 
transformaciones?  
Dicho debate se desarrolla en el marco de la creciente ramificación del Derecho 
Internacional, intensificada particularmente a partir del nuevo orden internacional 
establecido luego de la Segunda Guerra Mundial, plantea crecientes desafíos para la 
construcción de regulaciones armónicas en el ámbito internacional. Si bien ese 
fenómeno de ramificación no es exclusivo del siglo XX, es en ese siglo cuando se 
observa una fragmentación sin precedentes en la llamada sociedad internacional. En ese 
sentido, se manifiesta el fenómeno llamado "diferenciación funcional", donde hay una 
creciente especialización de partes de la sociedad y la creciente autonomía relativa de 
dichas partes (CDI, 2006). En ese marco, empiezan a funcionar y a reproducirse 
innumerables instituciones y tratados que regulan los más variados aspectos de la vida 
internacional y cuyo resultado es una creciente fragmentación institucional y legislativa. 
Se crea un conjunto de organizaciones internacionales con secretariados permanentes, 
asambleas plenarias compuestas por todos los Estados miembros, además de órganos 
ejecutivos (Álvarez, 2006). Al mismo tiempo, al crear consensos mínimos que permiten 
la convivencia de los Estados en la comunidad internacional, el nuevo orden contribuye 
a una creciente uniformización de la vida social. Ambas tendencias, uniformización y 
fragmentación componen la llamada “paradoja de la globalización”. En la literatura,  
existe un intenso debate sobre ambas tendencias, resumidas en dos fenómenos llamados 
“constitucionalización” y “fragmentación” del sistema internacional.  
Empezando por el primero, que paso a desarrollar, en la literatura dedicada a la 
constitucionalización, el debate se inspira en el término ‘constitución’ entendido como 
constitución moderna occidental, herencia de las paradigmáticas revoluciones liberales 
(francesa y estadounidense) de los siglos XVIII y XIX. Además, la discusión se 
proyecta al plano internacional con marcada inspiración neokantiana (Tomuschat, 1999; 
Habermas, 2000, 2008; De Wet, 2006, 2006A), aunque existen autores con posiciones 
más moderadas acerca del fenómeno de constitucionalización del Derecho Internacional 
(Cottier y Hertig, 2003; Loughlin y Walker, 2008; Dunoff y Trachtman, 2009; Dobner y 
Loughlin, 2010). Uno de los debates centrales en la literatura acerca del 
constitucionalismo internacional es la relación entre el Estado y los ámbitos regionales 
(procesos de integración, por ejemplo) y globales. Autores como Tomuschat (1999), 
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reconocido como uno de los principales juristas modernos del constitucionalismo 
internacional, defienden la formación de una comunidad legal global con un núcleo de 
valores compartidos. El autor invierte la noción usualmente aceptada de legitimidad 
democrática de la comunidad internacional para expresar que no existe una delegación 
de poderes por parte del estado hacia la comunidad internacional sino que el estado sería 
un agente de la comunidad global, utilizado para la implementación del núcleo de 
valores compartidos. El Derecho Internacional sería entonces un paso intermedio en el 
proceso de formación de dicha comunidad. En ese sentido, el autor afirma que el estado 
viene perdiendo su característica de guardián de los intereses comunes de sus 
ciudadanos y que las instituciones regionales y globales deben compensar esas pérdidas 
(citado en Bogdandy, 2006: 236).  
Así, el constitucionalismo en el ámbito internacional, sea en esferas regionales o 
globales, puede ser descripto como un proceso de des-estatización, resultado de la 
reducción de la capacidad regulatoria del Estado, y consiste en la transferencia de 
políticas tradicionalmente reguladas por el derecho doméstico hacia regímenes o 
estructuras de gobernanza internacional o supranacional, en una de migración de 
funciones constitucionales hacia el Derecho Internacional (Cottier y Hertig, 2003; 
Tsagourias, 2007; Dunof y Trachtman, 2009). Ello afecta directamente el campo de 
estudio del Derecho Internacional y, según Giovanni Biagginni, "el derecho 
constitucional se torna cada vez más internacional, mientras que el Derecho 
Internacional se torna cada vez más constitucional" (citado en Cottier y Hertig, 2003: 
269). En ese sentido, la función tradicional del Derecho Internacional estaría ahora 
suplementada por una función constitucional (Tomuschat, 1979). 
Más aún, para Cottier (2002) además, la causa de dicho cambio en la función del 
Derecho Internacional reside en los derechos humanos (DD. HH.) y en el comercio 
internacional, dado el reciente y vertiginoso proceso de globalización. Ambos, a lo largo 
del siglo XX, desdibujaron las fronteras entre lo doméstico y lo internacional y 
establecieron estándares internacionales a ser alcanzados por todos los estados. En 
efecto, según el autor, ambas ramas del Derecho Internacional son expresiones del 
liberalismo, ingredientes esenciales del orden de la post Segunda Guerra Mundial. 
Imponen fronteras y al mismo tiempo requerimientos positivos al Estado y se erigieron 
como respuestas al fenómeno de los totalitarismos que habían absorbido por completo 
 12
al individuo. Acorde a ese planteo, Habermas (2000; 2008) afirma que los DD.HH. 
constituirían el código moral de la normativa internacional básica que debe estructurar 
las reglas de convivencia entre los Estados. Así, el código legal en que se basa esa 
constelación posnacional es la Declaración Universal de los DD.HH., cuya aplicación 
en los ámbitos nacional, regional, internacional, así como no gubernamental, es la 
principal y más legitima fuerza que está detrás de la creciente constitucionalización en 
el plano internacional. 
A partir de la teorización de los orígenes del constitucionalismo en el plano 
internacional, los autores se abocan a definir y a caracterizar dicho fenómeno, llamado 
mayormente de “constitucionalización”. En ese sentido, surgen varias construcciones 
teóricas. Algunos afirman que el proceso de constitucionalización en la esfera 
internacional tiene reglas procedimentales y sustantivas básicas (De Wet, 2006) y que 
dicho fenómeno está compuesto por niveles de gobernanza, lo que lo caracteriza como 
un constitucionalismo multinivel (Cottier y Hertig, 2003). Dicho proceso de múltiples 
niveles, policéntrico, va más allá del tradicional procedimiento constitucional y de las 
discusiones sobre jerarquía de normas para incluir una red de soberanías y poderes 
difusos (Carrozza, 2008), como ser las diversas esferas de gobernanza (internacionales, 
regionales, nacionales, locales). 
Algunos autores ahondan en la discusión en búsqueda de características básicas que 
permitan identificar el fenómeno de constitucionalización en el sistema internacional. 
Walker (2001), Tsagourias (2007), Frank (2009), Dunoff y Tachtman (2009) sostienen 
entonces que deberían cumplirse algunas dimensiones o aspectos para que se pueda 
afirmar que un sistema de normas está atravesando un proceso de constitucionalización. 
Entre las dimensiones que detallan los autores, se encuentran la existencia de una norma 
fundacional; la creación de órganos de gobernanza; la delineación de esferas de 
competencia; la existencia de un órgano interpretativo de las normas o sea, función 
judicial; la existencia de condiciones de membresía; entre otros. En dicha discusión, los 
sistemas o regímenes de gobernanza, así como las instituciones internacionales son el 
objeto de estudio. La Organización de las Naciones Unidas (ONU), la Organización 
Mundial de Comercio (OMC) o la Unión Europea están entre las paradigmáticas. Al 
analizarlas, los autores indagan sobre la importancia de dichos sistemas/instituciones 
para promover una mayor armonización normativa, una mayor coherencia y una 
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jerarquización entre normas. Vale decir, un camino hacia un proceso de 
constitucionalización que no sólo aminore los riesgos de la multiplicación y 
fragmentación normativa y sus consecuencias sobre la seguridad jurídica, sino que 
promueva la construcción de esa comunidad global de valores compartidos. En se 
sentido, se observa que el debate todavía muy amplio; superpone lo fáctico y lo 
normativo, lo jurídico y lo político en el intento por analizar los cambios recientes 
ocurridos en el sistema internacional, compreender mejor los procesos de gobernanza 
global, en los cuales el Derecho Internacional y su creciente armonización son 
entendidos en clave de una creciente constitucionalización. 
Este debate de amplio espectro se traslada de dos formas al sistema multilateral de 
comercio, dada la ampliación de sus funciones a partir de la creación de la OMC en 
1995. Por un lado, están los autores que defienden la necesidad de integrar los DD.HH. 
y su lógica constitucional a la OMC y, en medio de ello, el debate acerca de si la 
libertad de comercio es o no es “constitucional”, o si dicha libertad es o no es un 
derecho fundamental (Alston, 2001; Peers, 2001; Petersmann, 2001, 2002, 2002A; 
Howse, 2002; Dunoff y Trachtman, 2009, 24). Ese debate tiene su raíz en el hecho de 
que muchos de los autores consideran que la constitucionalización supone, además de 
ciertos procedimientos, un nucleo de valores relacionado entre otras cosas con garantías 
fundamentales. Por otro lado, se encuentra la discusión sobre la constitucionalización 
del propio régimen multilateral de comercio, sobre si se observa o no un proceso de 
constitucionalización a partir de la creación de la OMC (Schoeleman y Ohiolf, 1999; 
Cass, 2005; Pauwelyn, 2006). El presente trabajo tendrá su foco en el segundo debate, 
aunque se hace la revisión del primer debate con vistas a contextualizar el trabajo en las 
intensas discusiones que provocaron el uso del término constitucionalización en el 
ámbito del sistema multilateral de comercio. En ese sentido, se usa el término para 
describir los logros sustantivos del sistema multilateral de comercio a partir de la 
creación de la OMC, con relación al sistema anterior, regido por el Acuerdo General de 
Aranceles Aduaneros y Comercio de 1947, conocido como GATT/47 (GATT por sus 
siglas en inglés).  
No obstante, el solo uso del término constitucionalización en el ámbito del sistema 
internacional y en el sistema multilateral de comercio suscita muchas controversias. En 
ese sentido, por un lado, Petersmann sostiene que los acuerdos de la OMC deben tener 
 14
una función constitucional porque el proteccionismo, en tanto y cuanto es una política 
selectiva, inexorablemente afecta los intereses de la mayoría (Petersmann, 2001). Los 
acuerdos de la OMC deben "atar de manos" a los gobernantes para que resistan la 
presión de los grupos de interés y para que de esta manera puedan promover un régimen 
de libre comercio internacional de la mano de un régimen democrático nacional 
(McGinnis y Movsesian, 2000). Por otro lado, autores como Pauwelyn (2006), 
Tachtman (2006) y Débora Cass (2005), afirman que si bien la existencia de un 
fenómeno de creciente constitucionalización en el sistema multilateral de comercio con 
la creación de la OMC es innegable, es recomendable evitar el uso del término, teniendo 
en cuenta otros aspectos de la OMC, como por ejemplo, su falta de legitimidad 
democrática, una característica esencial para cualquier orden que se de en llamar 
constitucional. Vale decir, que si bien la OMC cumple con algunas dimensiones de un 
proceso de constitucionalización (mayormente procedimentales), no cumple con otras 
(mayormente sustantivas), relacionadas con la participación, la transparencia, la 
legitimidad democrática. Howse y Nicholaidis (2001) dan un paso más y rechazan de 
pleno el argumento de constitucionalización del sistema multilateral de comercio con la 
creación de la OMC, por considerar que dicha organización sufre todavía de un enorme 
déficit democrático. Consideran que la aplicación del lenguaje constitucional al sistema 
multilateral de comercio exacerba las esperanzas de que el liberalismo económico pueda 
tener status y legitimidad de norma superior, irreversible, irresistible y abarcadora y al 
mismo tiempo, incrementa los temores de que las organizaciones internacionales de 
gobernanza económica se conviertan en "monstruos" supranacionales y no responsables 
ante nadie. 
Como se puede observar, el problema de la legitimidad en el plano internacional es 
recurrente entre los críticos de la constitucionalización. Desde adentro mismo del 
enfoque constitucionalista, algunos autores reconocen las tensiones que existen 
relacionadas con la falta de legitimidad democrática del sistema internacional en general 
y del Derecho Internacional en particular. Autores como Cottier y Hertig (2003) 
reconocen que la tensión existente entre los requerimientos de legitimidad y eficiencia 
en el plano internacional impacta directamente sobre la discusión, aumentando su 
complejidad. Asimismo, Tomuschat (1999) afirma que la comunidad global está basada 
en valores compartidos que funcionan como el sustrato social del Derecho 
Internacional, pero no como fuente de legitimidad democrática. Para el autor, el 
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Derecho Internacional poseería credenciales democráticas solamente de manera 
derivada y por eso el modelo de constitucionalismo internacional no se puede construir 
como mera reproducción del modelo de constitucionalismo nacional o doméstico, que sí 
posee legitimidad democrática, aunque sea discutida. De Wet (2006), Dunoff y 
Trachtman (2009) apuntan en la misma dirección para afirmar que la raíz del error es, 
por un lado, utilizar la gobernanza democrática nacional como modelo para la 
gobernanza internacional y, por el otro, equiparar democracia con legitimidad. Ambos 
llevan a que el déficit democrático a nivel internacional no pueda superarse nunca. Para 
dichos autores, la solución sería mejorar la calidad de la representación y de la 
participación en el nivel internacional, contribuyendo a la legitimidad en el plano 
internacional.  
Hasta ese punto, las críticas expuestas se tejen desde la literatura más afín al 
constitucionalismo internacional y buscan soluciones en cierta medida conciliadoras con 
dicha corriente de pensamiento. Sin embargo, existen muchas críticas estructurales al 
constitucionalismo internacional. Muchos autores lo critican en sus fundamentos, 
afirmando que no existe tal cosa como una constitucionalización internacional, porque 
ello supondría la existencia de valores universales que no existen actualmente. Muchas 
veces la crítica apunta además a que la pretensión de existencia de un fenómeno como 
el de la constitucionalización internacional responde al proyecto de pocos para controlar 
la comunidad internacional y hacerla funcionar conforme a sus intereses. Asimismo, en 
general apuntan a que dicho enfoque deja poco margen a la pluralidad de actores y 
posiciones políticas (Gill, 1998; Pureza, 2012; Stein, 2001; Rubenfeld, 2003; Delmas-
Marty 2003; Koskenniemi, 2005, 2011; Kennedy, 2009; Rajkovic, 2010, entre otros). 
En ese sentido, dichos críticos forman un conjunto más o menos uniforme de voces en 
contra de lo que consideran e "pensamiento único" del constitucionalismo internacional. 
Sin embargo, tienen menos densidad y presencia en la literatura y, si bien comparten las 
críticas, es complejo reunir sus visiones bajo un mismo marco teórico. De todos modos, 
se puede afirmar que esas visiones críticas se encuentran enmarcadas en el debate 
pluralista en general y del pluralismo jurídico y la teoría crítica del derecho en 
particular, y dan paso para la construcción de alternativas al modelo planteado por los 
teóricos del constitucionalismo internacional. De hecho, muchos autores defienden el 
pluralismo jurídico como respuesta a la constitucionalización.  
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Delmas-Marty (2003; 2005) resalta el problema del conflicto de valores y propugna un 
"pluralismo ordenado". En el mismo sentido apuntan Barral (2007) y Barreira (2007), 
quienes afirman que el avance del constitucionalismo con vocación “universalizadora” 
debe ser matizado. Por ello, en la práctica hay que buscar una armonización en lugar de 
la uniformización, promoviendo el acercamiento de las normas. A su vez, Martti 
Koskenniemi (2001, 2004, 2005, 2006a, 2011) considera que la diversidad es un hecho 
que debe ser reconocido, y que tanto la corriente constitucionalista como los estudiosos 
de la fragmentación desde un punto de vista de resolución de conflictos no son neutrales 
con relación a diferentes compromisos políticos en disputa. Así, el autor afirma que no 
hay valores universales porque no hay, ni puede existir, una posición universal y los 
argumentos a favor de los valores universales expresan simplemente una voluntad 
hegemónica. El Derecho Internacional personifica valores particulares, específicos, de 
aquéllos que lograron imponerse hegemónicamente, pero que en ese camino, muchas 
otras visiones válidas, quedaron invisibilizadas. En ese sentido, Koskenniemi (ídem) al 
igual que Martha Finnemore (1996) rechaza la existencia de un camino progresivo hacia 
la armonización de las normas internacionales. Para ellos, las tensiones y 
contradicciones entre normas siempre dejan espacio para diferentes soluciones y 
arreglos y reflejan las tensiones y los conflictos entre los involucrados. Ello significa 
que no existe un ideal político y económico hacia donde todas las normas convergen. 
No hay equilibro estable, no se llega al fin de la historia.  
Otros autores, como los de la New Haven School o de la escuela crítica del derecho 
advierten que el Derecho Internacional cristalizaría la práctica o el comportamiento de 
los estados más poderosos y que la constitucionalización es el (velado) intento político 
por parte de actores internacionales específicos de buscar preeminencia para cierto 
grupo de normas e instituciones sobre otras. Otros consideran que el constitucionalismo 
internacional es la dimensión jurídico-legal del neoliberalismo disciplinador y su lógica 
de pensamiento único (Gill, 1998; Pureza, 2012). 
Muchos trabajos vuelven a la cuestión de la legitimidad para criticar lo que sería el 
desarrollo de un sistema jurídico ilegítimo, impuesto, que tiene lugar sin ningún 
procedimiento democrático o de rendición de cuentas (Rubenfeld, 2003). Así, muchos 
autores consideran que las organizaciones internacionales son gobernadas por una elite 
de funcionarios gubernamentales que cuentan además con el apoyo de poderosas 
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organizaciones de la sociedad civil global. En ese sentido, la proliferación de las ONG 
que interactúan con poderosas organizaciones internacionales son consideradas elites 
autoelegidas que abogan por causas específicas, que no son representativas del público 
en general, y están involucradas en una alianza nefasta con burócratas internacionales y 
países simpatizantes, aunados "en un romance de cuestionada legitimidad" (Stein, 2001: 
491). El impacto de esa ilegitimidad es aún más palpable cuando el derecho de una 
organización internacional se aplica de forma directa en el sistema jurídico doméstico 
sin la aquiescencia del parlamento de ese país, sobre todo en los casos en los que el país 
miembro fue vencido en una votación en la organización que luego impone la decisión 
aplicable (Allot, 2001; Alvarez, 2006). 
Existen aún autores que critican el debate de la constitucionalización por estar muy 
sesgado por la experiencia de la UE, que si bien se puede entender como una comunidad 
de valores más o menos homogénea, no puede ser tomada como base para la aplicación 
de esos valores en la comunidad global, donde la armonía no es evidente (Stein, 
2001:502). Asimismo, en el caso de la pretendida constitucionalización del sistema 
multilateral de comercio, enfatiza la autonomía regulatoria de los miembros de la OMC 
y resalta las diferencias existentes con el esquema de la Unión Europea, señalando 
diferencias importantes entre la estructura internacional de la OMC y la supranacional 
de la Unión Europea, lo que hace que la transferencia de las características básicas de la 
Unión Europea sea algo difícil de prever o imaginar. Weiler (2002: 230) considera que 
constitucionalizar el sistema multilateral en términos estructurales y usar la UE como 
modelo es un sueño simplista y totalmente equivocado.  
Por su parte, David Kennedy (2009) afirma que el debate sobre constitucionalismo 
internacional es en realidad un debate sobre gobernanza. Según el autor, en cada rincón 
del mundo se pueden ver los resultados de la globalización, pero muy poco se sabe 
sobre la forma en que operan esas muchas facetas del mundo globalizado (Kennedy, 
2009: 6-7). Entender la forma en que el mundo globalizado funciona sería entonces la 
clave para empezar a ver el proyecto constitucionalista con más precaución. Hay que 
preguntarse dónde están las palancas, quiénes son las autoridades y cómo se relacionan 
entre sí en el mundo globalizado; si es todo simplemente caos y en qué medida es el 
trabajo de una mano invisible (ibíd.: p. 1). Sobre el debate específico del 
constitucionalismo y la llamada sociedad internacional, el autor cuestiona que la 
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comunidad internacional esté realmente constituida. Pone en tela de juicio si se sabe lo 
suficiente sobre la estructura de los arreglos globales para estar tan confiados de que la 
estructura de constitucionalismo nacional es un buen modelo para aplicar en la esfera 
internacional. En esa misma dirección, Nikolas Rajkovic (2010) critica el optimismo de 
los académicos liberales con relación al rol del derecho en la gobernanza global. Dicho 
rol no sería un factor de restricción del poder de los estados (rule of law), sino más bien 
una herramienta por medio de la cual los estados más poderosos imponen las reglas (lo 
que el autor llama rule through law). El autor afirma que la gobernanza es una 
construcción social en donde las técnicas jurídicas de poder son centrales en la 
construcción de la “verdad social” y en consecuencia, de las conductas consideradas 
adecuadas.  
Como se puede observar, las críticas al constitucionalismo desde los enfoques 
pluralistas son variadas, pero apuntan casi siempre a la necesaria relación entre el poder 
y las normas en la esfera internacional, sobre el modo de gobernar y dictar reglas en 
dicha esfera. Sin embargo, al momento de analizar la construcción teórica de los autores 
y trabajos relacionados con el pluralismo jurídico, la tarea no es sencilla, teniendo en 
cuenta que los trabajos que se inspiran en dicho enfoque no son sencillos de reunir bajo 
un mismo paraguas teórico. En general, dichos trabajos parten de un diagnóstico común 
según el cual, si bien es imposible negar una institucionalización creciente del sistema 
internacional, lo que se observa es en realidad una multiplicación de normas como 
consecuencia natural de la pluralidad del sistema internacional, compuesto por actores 
diversos dotados de posiciones muchas veces divergentes y contrapuestas que se ven 
reflejadas en esa fragmentación y multiplicidad de normas e instituciones 
internacionales. 
A partir de ese diagnóstico, la corriente pluralista va desplegándose en sus muchas 
vertientes. En ella, se encuentran trabajos que analizan desde el extensamente estudiado 
problema del conflicto entre normas jurídicas, hasta la situación en la que normas, 
actores e instituciones diversas interactúan en una compleja red de regímenes. Parten 
del reconocimiento de que el Derecho Internacional está compuesto de fragmentos de 
actividad normativa e institucional. Particularmente, desde fines de la Segunda Guerra 
Mundial, las instituciones y las normativas internacionales fueron multiplicándose para 
dar cuenta de una creciente complejidad en las relaciones que requerían reglas cada vez 
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más especializadas. Esta situación se ha intensificado sin duda con el fenómeno de la 
globalización (CDI, 2006). 
Uno de los primeros teóricos del fenómeno de fragmentación fue Nikklas Luhmann 
(1971) quien, mientras teorizada sobre el concepto de sociedad mundial, construyó una 
hipótesis según la cual hacia fines del siglo XX el derecho global experimentaría una 
fragmentación radical, no sobre líneas territoriales, sino sobre la base de sectores 
sociales. La razón sería la transformación de expectativas normativas (moral, política, 
derecho) en expectativas cognitivas (economía, ciencia, tecnología), que tendría lugar 
durante la migración de sociedades organizadas nacionalmente hacia sociedades 
globales. (citado en Fischer-Lescano y Teubner, 2004). En este escenario, los conflictos 
que predominan ya no son entre Estados, sino entre grupos de normas de diferentes 
sectores sociales globales.  
En ese momento, surgen perspectivas que complejizan el derecho interacional y su lugar 
en el sistema internacional. En primer lugar, se da lugar a una tendencia que permite 
observar el Derecho Internacional desde una perspectiva social, donde el Estado no es el 
único actor del sistema con capacidad normativa (Dupret, 2012). Asimismo, la 
multiplicación de los temas en la agenda internacional incrementó la demanda de 
regímenes internacionales, entendidos como complejos normativos mas amplios que 
engloban no solo normas, pero también procedimientos, principios y procesos de tomas 
de decisiones (Krasner, 1982). En ese punto, el fenómeno de la fragmentación 
normativa empieza a relacionarse más estrechamente con la idea de pluralismo jurídico 
y de regímenes, que pasamos a detallar.  
Acerca del enfoque de "regímenes", los trabajos de Keohane (1984) y Krasner (1983) 
son casi siempre el fundamento para la ampliada visión sobre los conjuntos normativos. 
Según dichos autores, las instituciones internacionales proliferaron rápidamente en el 
período de la posguerra debido a que la multiplicación de los problemas en la agenda 
internacional llevó a una mayor demanda de regímenes internacionales. El término 
"régime" se define como un conjunto de normas, principios, reglas y procedimientos de 
toma de decisiones, implícitos o explícitos, alrededor del cual las expectativas de los 
actores convergen en un determinado campo de las relaciones internacionales (Krasner, 
1982).  
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Para Keohane (1984: 97), los regímenes facilitan los acuerdos porque aumentan las 
posibilidades de anticipar los costos de la violación de las reglas, por proveer 
información fiable a los actores. Los regímenes se desarrollan en situaciones en que los 
actores tienen intereses comunes e intereses en conflicto acerca de temas múltiples que 
se solapan, en que las externalidades se manejan por medio de la negociación y el 
intercambio (bargain). 
Más recientemente, la creciente densidad de las instituciones internacionales, 
conjuntamente con un carácter más intrusivo de las normas internacionales, hacia el 
interior de las fronteras del Estado ha aumentado la complejidad de la gobernanza 
global y llevó a que algunos autores, sobre la base de los trabajos de Keohane y 
Krasner, intenten explicar esa cada vez más compleja gobernanza global. Allí 
intervienen agencias nacionales e internacionales, expertos, organizaciones 
transnacionales, todos involucrados en intrincados procesos de tomas de decisiones, 
creación de normas e implementación en un complejo de regímenes internacionales 
(Raustiala y Victor, 2004; Alter y Meunier, 2009).  
Estas definiciones son más abarcadoras dado que consideran como inherentes a los 
regímenes los actores y los procedimientos de tomas de decisiones, además de las 
normas y los principios. Vale decir, consideran procedimientos relativos a la 
negociación y la producción de las normas jurídicas (no solamente su implementación), 
así como consideran los diferentes actores involucrados en el régimen, sean estatales o 
no, sean instituciones, grupos transnacionales, burocracias nacionales, árbitros, 
especialistas, sociedad civil, entre otros. Esto implica una comprensión más crítica 
sobre la dimensión estratégica de la fragmentación (Young, 2012), en la que es 
necesario entender cómo interactúan los diferentes elementos relacionados con el 
Derecho Internacional y la gobernanza global, cuáles son los regímenes que se 
encuentran más enraizados en la sociedad internacional, y cuáles son los campos de 
convergencia y divergencia entre los diferentes regímenes.  
La perspectiva de los regímenes supone la existencia de muchos y diversos grupos 
normativos en el sistema internacional, que es lo que caracteriza la visión del pluralismo 
jurídico. La corriente del pluralismo jurídico ha sido entendida como uno de los 
conceptos clave en la visión post moderna del derecho y manifiesta la coexistencia de 
espacios legales superpuestos, interconectados e interrelacionados (Ianello, 2014).  
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La corriente del pluralismo jurídico hace referencia propiamente a la coexistencia de 
sistemas jurídicos diferentes en un mismo espacio-temporal, que por un lado niega el 
monopolio jurídico por parte del Estado y por otro lado acepta la descentralización del 
derecho estatal (Fariñas, 2006: 36). De esta forma, el pluralismo jurídico describe un 
caleidoscopio jurídico (Santos y García Villegas, 2001) que incluye, entonces, tanto el 
clásico “derecho duro” de los estados (por ejemplo, leyes y tratados internacionales) 
como formas novedosas de “derecho blando” (por ejemplo, los códigos de conducta 
empresariales y las recomendaciones de órganos internacionales de derechos humanos) 
(Garavito, 2011:74). 
Como se puede observar, el pluralismo jurídico se vincula al enfoque de los regímenes 
en la descripción el fenómeno de fragmentación y multiplicación normativa en el 
sistema internacional. En ese sentido, al describirlo, disminuye la importancia (o 
deseabilidad) de brindar jerarquía entre diferentes (sub)sistemas. Muchos autores 
pluralistas aducen que no existe una "metarracionalidad" que pueda invocarse para 
ordenar el creciente número de instituciones y normas internacionales. Asimismo, como 
ya mencionado, el pluralismo evita el énfasis desmedido en la norma y la jerarquía, para 
dar lugar a formas más múltiples de organización que den más espacio a la política, los 
actores y al intercambio más "heterárquico`"1 entre diferentes órdenes jurídicos (Krisch, 
2010). 
Fischer-Lescano y Teubner (2004) también sostienen que un orden jurídico jerarquizado 
no es viable, pues la fragmentación del sistema internacional y del Derecho 
Internacional no es más que un reflejo de la diferenciación funcional de la sociedad 
global, proceso que el derecho, como subsistema social, ya no puede frenar. Los autores 
afirman además que las causas de esa fragmentación son políticas, en las tensiones que 
subyacen las negociaciones y la elaboración de normas en el sistema internacional. La 
mejor manera de manejar dicha situación es no seguir insistiendo en jerarquizar las 
normas y las instituciones, tarea que además tiene pocas chances de éxito, sino que 
"politizar" el conflicto de normas, o sea, considerar la variable política en las 
negociaciones entre diferentes actores colectivos. Esto se debe llevar a cabo evitando el 
otro extremo, que es considerar norma y política como lo mismo. En cambio, se debe 
                                                 
1
 Mientras que el concepto de jerarquía se define como el orden de determinados elementos según su 
valor, el de heterarquía presenta una organización horizontal y bidireccional, que genera así una ausencia 
de poder de unos sobre otros aunque se haga presente la influencia entre pares. 
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mirar a la relación estructural entre derecho y poder en la construcción y la 
multiplicación de las normas.  
Por su parte, Engisch (citado en Simma y Pulkowski, 2006) manifiesta que el papel 
central de la noción de un orden legal unitario es dogmático y admite que los juristas 
deben ver la realidad empírica del orden legal menos unitario que sus construcciones 
intelectuales. En este mismo sentido, Canaris (ibíd.) expresa que tratar de conceptualizar 
el sistema del orden legal particular como un sistema formal o como un sistema 
axiomático-deductivo es una pérdida de tiempo. 
Vale decir, el enfoque pluralista no sólo observa la existencia de multiples (sub)sistemas 
jurídicos como algo propio de la actual configuración del sistema internacional, sino 
que rechaza la necesidad de ordenarlos jerárquicamente. En ese sentido, se contrapone 
al enfoque constitucionalista tanto desde el punto de vista descriptivo como 
prescriptivo. 
Otro enfoque que da fundamento a la fragmentación es el derecho administrativo global 
(el llamado Global Administrative Law), cuyos autores resaltan la importancia y la 
variedad de las prácticas administrativas en la implementación y la elaboración de 
regímenes regulatorios internacionales (Kingsbury et al, 2005; Kingsbury y Krisch, 
2006; Harlow, 2006; Kingsbury et al, 2009). Mayormente, su objetivo es analizar el uso 
y los límites en el ejercicio del poder en marcos transnacionales, sistematizar y 
racionalizar los resultados de las regulaciones transfronterizas en términos de 
gobernanza global (Marks, 2005; Kuo, 2009). La fortaleza de este enfoque es que tiene 
un punto de vista más amplio de los procesos internacionales, en particular porque pone 
atención en las entidades privadas y de carácter mixto, que en general quedan afuera de 
los análisis más convencionales del Derecho Internacional y de las relaciones 
internacionales. 
De todas maneras, existen algunos desafíos en el camino de analizar la fragmentación 
desde la perspectiva de los regímenes o el pluralismo legal. En primer lugar, la 
sobrevaloración de los regímenes como sistemas especializados crea "minisoberanías" y 
puede dificultar la visión del sistema internacional de manera abarcadora (Albert, 2007; 
Young, 2012). En segundo lugar, la diferenciación funcional de los regímenes aumenta 
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los costos de transacción y fomenta tendencias hegemónicas en el interior de cada 
régimen (Benvenisti y Downs, 2007; Teubner y Korth, 2012; Koskenniemi, 2012).  
Koskenniemi (2012) también advierte sobre las amenazas del giro hacia un enfoque de 
regímenes. El autor afirma que esto se manifiesta en una tecnificación de los problemas 
globales. La llamada interacción de regímenes sería entonces parte de un viraje hacia la 
gestión que resalta la naturaleza técnica de los problemas sociales, dando a la eficiencia 
un valor predominante y reduciendo el tema a un enfoque de problema-solución (p. 
305). El Derecho Internacional pasa a ser una herramienta y se retira de la discusión el 
dilema ideológico clave de la ciencia jurídica, a saber, la lucha entre política y técnica, 
entre poder y reglas. Según el autor, la "interacción de regímenes" transmitiría una falsa 
idea de que la coordinación entre regímenes asegura el buen funcionamiento del todo. Y 
esto se debe, en particular, a que el ejercicio de coordinación requiere evaluación y 
jerarquía, en cuyo caso, algunas preferencias serán subordinadas a otras. En este punto, 
la única diferencia con la teoría constitucionalista es que ésta construye o quiere 
construir reglas que determinen el alcance o la asignación de autoridad entre diferentes 
sistema jurídicos (Dunoff y Trachtman, 2009, 34), por medio de instituciones o 
Constituciones. Sin embargo, para el autor, el pluralismo jurídico sigue siendo la opción 
más aceptada entre los juristas. En esa misma dirección apunta Susan Strange (1982) 
desde la Economía Política internacional, quien afirma que la teoría de los regímenes 
ofusca y oscurece las relaciones de interés y de poder que impactan en los asuntos 
internacionales. La autora afirma que la teoría no solo es confusa en su terminología 
(por el uso del término "régimen"), sino que está sesgada por ciertos valores como la 
búsqueda del orden y de la estabilidad, que no solo no son universales sino que reflejan 
un deseo de perpetuar el status quo y evitan preguntas políticas que deben formularse 
antes de empezarse a analizar la realidad internacional. 
La fragmentación también es estudiada por juristas dedicados a analizar los desafíos 
técnico-jurídicos que plantea esa multiplicación normativa, como por ejemplo el 
conflicto de jurisdicciones, los fallos contradictorios, entre otros. En ese sentido, la 
inflación normativa que se observó con el proceso de globalización fue innegable y 
provocó un aumento importante en la preocupación por la fragmentación, que se 
expresó en el trabajo de la Comisión de Derecho Internacional (CDI) de las Naciones 
Unidas, que en 2003, nombró como Presidente del Grupo de Estudios a Martti 
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Koskenniemi, y en 2006, dio a conocer el informe “Fragmentación del Derecho 
Internacional: Dificultades derivadas de la diversificación y expansión del Derecho 
Internacional” (en adelante, "el informe" o "el documento")2. El documento no solo 
hace un análisis del tema, sino que brinda además una serie de conclusiones y consejos 
prácticos a la hora de enfrentar conflictos de normas.  
El informe manifiesta que el fenómeno de la fragmentación es una de las características 
de la reciente vida internacional, y rescata el concepto de diferenciación funcional, en 
donde  se observa una creciente especialización de partes de la sociedad y la 
consiguiente autonomización de esas partes. Esto sucede tanto a nivel nacional como 
internacional. Una paradoja bien conocida de la mundialización es que, si bien ha 
conducido a una creciente uniformación de la vida social en todo el mundo, también ha 
conducido a su creciente fragmentación, es decir, a la aparición de esferas de acción 
social y estructuras especializadas y relativamente autónomas (CDI, 2006: 11-12). El 
informe también reconoce que la fragmentación es inevitable y una tendencia natural en 
el Derecho Internacional, un reflejo de los diferentes propósitos y preferencias de los 
sujetos en una sociedad plural (mundial). El marco utilizado por el Informe es 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, dentro del cual se 
evalúa la fragmentación, resaltando la analogía con el conflicto de normas para resolver 
los desafíos planteados por ese fenómeno, y a partir del cual se ofrecen herramientas 
técnico-jurídicas de gestión de los conflictos.  
Una de las críticas que se hace al informe es que fue demasiado conservador en sus 
sugerencias, que no innovó en las fuentes jurídicas y herramientas utilizadas en la 
solución de los conflictos normativos y que se dedicó a la fragmentación sustantiva y no 
a la institucional, lo que es entendible teniendo en cuenta que el informe fue elaborado 
por una institución del sistema de las Naciones Unidas y la valoración sobre la 
multiplicación de instituciones sería políticamente delicada. En ese sentido, se observa 
la influencia de la técnica jurídica que por momentos se aleja del pluralismo y vuelve a 
hacer hincapié en los problemas derivados de la administración de normas y sistemas. 
El debate sobre la fragmentación se traslada a la OMC de dos maneras: por un lado, la 
relación entre el Derecho Internacional general y el derecho del comercio internacional 
(OMC) y, por otro lado, la relación entre la OMC y los acuerdos comerciales regionales 
                                                 
2
 Doc. A/CN.4/L.702, 18 de Julio de 2006.  
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(ACR). Con relación al primer debate, existen algunos pocos estudios acerca de cómo el 
derecho de la OMC se relaciona con el Derecho Internacional general en un contexto de 
conflicto de normas (Mus, 1998; Pauwelyn, 2003; Sadat-Akhavi, 2003; CDI, 2006). En 
general, esos estudios detallan cómo el Órgano de Apelación (OA) de la OMC ha 
aplicado principios de Derecho Internacional consuetudinario y general para interpretar 
los acuerdos abarcados de la OMC. Con relación al segundo debate, la mayoría de los 
autores sigue la clásica definición del sistema internacional de comercio como aquél 
conformado por una institución central multilateral (GATT y su sucesora, la OMC), y 
una red de acuerdos preferenciales y bilaterales a nivel regional, en un spaghetti bowl 
(Bhagwati, 1995). En muchos de los casos, se considera a la OMC y los ACR como 
competidores, y también se señala el conflicto de jurisdicción y normas como uno de los 
principales desafíos para la coherencia del sistema del comercio internacional. 
Enmarcada en dicha discusión teórica, la hipótesis del presente trabajo es la siguiente: 
así como la creación de la OMC y los Protocolos de Adhesión representaron una 
mayor constitucionalización del sistema multilateral de comercio y una mayor 
armonización de sus normas, también es cierto que se observan procesos simultáneos y 
continuos de fragmentación y multiplicación normativa en el sistema multilateral de 
comercio, como es el caso de los ACR y del Trato Especial y Diferenciado. 
La metodología utilizada es la investigación de estudio de caso del tipo cualitativa, con 
selección intencional (King, Keohane, y Verba, 1994). El caso seleccionado es el 
sistema multilateral de comercio y, en dicho marco, tres temas: la OMC y su marco 
institucional, los protocolos de adhesión, los acuerdos comerciales regionales y el trato 
especial y diferenciado. Las áreas seleccionadas, además de que son relevantes y 
representativos para las reglas multilaterales de comercio y para los diferentes grupos de 
países involucrados en las negociaciones, muestran a priori tendencias opuestas con 
relación a los fenómenos de constitucionalización (y armonización) por un lado y 
fragmentación (y multiplicación normativa) por otro.  
Las tendencias de constitucionalización y de fragmentación a su vez poseen un conjunto 
de dimensiones de análisis, que ayudarán en el análisis con vistas a abonar a la hipótesis 
del presente trabajo. Así, en base a la revisión de la literatura expuesta, las dimensiones 
del proceso de constitucionalización en el sistema multilateral son:  
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• existencia de norma fundamental superior (que da a las demás normas 
coherencia suficiente para suponer que constituyen un nuevo orden jurídico) 
• creación de normas que regulan y restringen el comportamiento político y 
económico de los Estados miembros 
• creación de instituciones (que regulan la comunidad política de Estados), 
estructura de gobierno y delineación de competencias  
• creación de derecho por medio de órgano interno con capacidad judicial de 
interpretación de normas y 
• condiciones de membresía. 
De la misma manera, las dimensiones de la fragmentación son:  
• modificación de normas multilaterales entre algunas de las partes únicamente 
• existencia de más de un tribunal competente para dirimir la misma 
controversia 
• existencia de normas contradictorias que regulan situaciones similares y  
•  existencia de fallos contradictorios sobre la misma materia. 
El marco temporal inicial del trabajo es la creación de la OMC, dado que gran parte de 
la literatura especializada toma el caso de la OMC como ejemplo de un proceso de 
constitucionalización del sistema internacional. Este trabajo hace el esfuerzo por no caer 
en un diagnóstico dicotómico o parcial y la hipótesis intenta matizar esa literatura, al 
afirmar que, así como la creación de la OMC significó una mayor constitucionalización 
del sistema multilateral de comercio y armonización de sus normas, también las reglas 
de ese sistema han sufrido procesos sucesivos, continuos de fragmentación y 
multiplicación normativa. Las áreas elegidas para ser analizadas, lo serán a partir de los 
Acuerdos de Marrakech y el marco temporal del trabajo comprende desde 1995 hasta 
febrero de 2015. 
En ese sentido, el trabajo está compuesto por siete capítulos, divididos en dos partes. La 
primera parte es teórica, compuesta por dos capítulos. El primer capítulo analiza la 
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corriente constitucionalista y su desarrollo en el plano internacional. El segundo 
capítulo se dedica a analizar las críticas que ha recibido esa escuela por un lado, y por 
otro lado, a detallar enfoques teóricos relacionados con el pluralismo jurídico y la 
fragmentación del sistema internacional.  
La segunda parte está dedicada a los casos. Está compuesta por cuatro capítulos. El 
capítulo tres detalla los aspectos metodológicos del trabajo, el cuarto sitúa la OMC en 
ese debate y la analiza cómo caso paradigmático. El quinto se dedica a los Protocolos de 
Adhesión, el sexto analiza el caso de los Acuerdos Comerciales Regionales (ACR) y el 
último capítulo está dedicado al trato especial y diferenciado (TED). Al final, se tejen 
conclusiones generales al trabajo. 
Como se observará a partir del análisis realizado en dichos capítulos y de manera de 
confirmar nuestra hipótesis, los hallazgos empíricos apuntan a que por un lado, la 
creación de la OMC representó una mayor constitucionalización del sistema multilateral 
de comercio, y los Protocolos de Adhesión también abonan a dicha tendencia 
promoviendo una mayor armonización normativa. Por otro lado, y de manera 
simultánea, los ACR producen una significativa fragmentación del sistema multilateral 
de comercio, y el TED aporta su contribución al fenómeno toda vez que viene 
multiplicando las reglas del sistema por medio de excepciones y flexibilidades a 
diferentes grupos de países.  
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PARTE I: MARCO TEÓRICO Y CONCEPTUAL 
CAPITULO 1: MARCO TEÓRICO Y CONCEPTUAL: EL 
CONSTITUCIONALISMO 
El debate acerca del fenómeno del constitucionalización en el ámbito internacional se ha 
incrementado de manera sorprendente en los últimos años. Liderado por investigadores 
y juristas en su mayoría provenientes del Derecho Internacional y derecho 
constitucional (en especial europeo), el tema presenta innumerables aristas y es blanco 
de apasionadas discusiones teóricas y doctrinarias en todo el mundo. En su mayoría, los 
autores se concentran en analizar los orígenes del constitucionalismo en el ámbito 
internacional, sus características, la terminología más adecuada para el debate y los 
principales desafíos enfrentados por ese fenómeno.  
Este capítulo deslindará entonces los debates relacionados al constitucionalismo en el 
ámbito internacional en general y en el sistema multilateral de comercio en particular, 
con el fin de sentar las bases del marco conceptual que guiará el trabajo. 
 
1.1. El constitucionalismo en el plano nacional: los orígenes  
Se reconocen las constituciones modernas como herencia de las revoluciones liberales 
(francesa y estadounidense) de los siglos XVIII y XIX, que —con ayuda de los filósofos 
del derecho— "crearon el concepto Constitución como forma de facilitar la transición 
del feudalismo hacia el liberalismo" (Fassbender, 1998: 573). Junto con el legado 
Westfaliano de los Estados nación, las revoluciones liberales trajeron la teoría 
constitucionalista hasta el corazón del Estado nación occidental (Cottier y Hertig, 2003). 
Así es que el término "Constitución" (entendido como Constitución occidental) 
históricamente hizo referencia a las constituciones nacionales, que proveen el marco 
legal para la vida política de una determinada comunidad en determinado momento 
histórico. Las constituciones reflejan un conjunto de normas fundamentales que 
gobiernan la organización y el desempeño de las funciones gubernamentales en un 
Estado dado y también la relación entre las autoridades estatales y los ciudadanos 
(Fassbender, 1998). Concebidas con esa "marca de nacimiento", las constituciones son 
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una manera de limitar los actos intrusivos del Estado sobre las libertades y los derechos 
individuales, al mismo tiempo que aseguran la participación política de los ciudadanos. 
Algunos principios básicos que traslucen ese concepto son la democracia, la igualdad, el 
estado de derecho, la separación de poderes y los derechos fundamentales.3 En ese 
sentido, el surgimiento del modelo constitucionalista moderno está relacionado con un 
cambio en la forma de concebir la relación entre el Estado (gobierno) y el pueblo. Para 
Cottier y Hertig (2003), ello está intrínsecamente ligado a un concepto normativo de 
Constitución, en lugar de un concepto meramente descriptivo. Es decir, el modelo 
constitucionalista moderno implica un determinado estilo de gobierno o gobernanza y 
no meras reglas organizacionales que legitiman cualquier poder establecido4.  
En cuanto concepto normativo, la función básica y nuclear de la Constitución es 
establecer y limitar el poder del gobierno, definiendo las fronteras fundamentales entre 
público y privado, entre el Estado y el individuo —en especial en lo que concierne a 
derechos fundamentales— y entre los diferentes órganos de gobierno. Como ley 
superior, vincula tanto aquellos que están sujetos al poder como los que están 
ejerciéndolo (Cottier y Hertig, 2003).  
La Constitución, en última instancia, garantiza algún grado de previsibilidad de 
conductas y alberga expectativas legítimas en cuanto al comportamiento humano. 
Asimismo, se espera que legitime la autoridad política, lo que implica, bajo la doctrina 
constitucionalista moderna, que el poder en última instancia derive de los ciudadanos. 
Entendida en estos términos, la Constitución implica un fuerte y cercano vínculo entre 
poder constituyente y procedimiento constitucional, como forma de mantener el orden 
                                                 
3
 Al margen de esos principios básicos, existen calificativos que son adicionales y pueden combinarse, 
pero no son considerados esenciales por la literatura. Por ejemplo, una constitución liberal resalta la 
función defensiva del constitucionalismo, como una herramienta de restricción de poder y de defensa de 
los DD.HH. en forma de derechos y libertades individuales negativas (Kommers y Thompson, 1995). A su 
vez, una constitución teleológica resalta la función integradora de la constitución, consagrando objetivos 
sociales y económicos comunes y estableciendo demandas afirmativas hacia el estado (Preuss, 1995). 
Una constitución federal debe establecer los límites entre los poderes nacionales y subnacionales y definir 
su forma de interacción. De todos modos, sin distinguir entre estos atributos adicionales, el concepto 
normativo de constitucionalismo occidental, así como fue concebido, implica el concepto de estado de 
derecho, de protección de derechos fundamentales, de equilibrio de poderes y legitimidad democrática. 
4
 El concepto descriptivo de constitución puede usarse para representar simplemente una estructura de 
gobernanza. En ese sentido, cualquier gobierno tiene una constitución, dado que cualquier poder es al 
menos de facto constituido. Es decir, las estructuras de poder a lo largo de la historia, en cualquier nivel 
de gobernanza —sea el estado nación, una tribu o las estructuras internacionales— cumplen con ese 
concepto factual y descriptivo. Así, se puede afirmar que todas las comunidades, a través de los tiempos, 
tuvieron su constitución. El término, entendido de forma factual, puede ser aplicado a cualquier estructura 
de poder, independientemente de sus atributos (Cottier y Hertig, 2003, 279). 
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político del Estado. De esa forma, la Constitución está pensada para tener un efecto 
estabilizador (Luhmann, 1971). 
En ese mismo sentido, escribe Cass (2005) que el proceso de constitucionalización 
posee dos camadas: un núcleo (core) y una parte denominada "agregada" (elaborated). 
El núcleo de lo que llama "constitucionalización" estaría determinado por dimensiones 
procedimentales y la parte agregada estaría compuesta por valores como el estado de 
derecho o la separación de poderes. La autora entiende dichos valores como 
relacionados con el concepto occidental de constitucionalización (democracias de países 
industrializados) y, por lo tanto, no poseedor de carácter universal. Sin embargo, Cass 
también reconoce que el procedimiento no puede entenderse sin su relación con algunos 
principios, por lo que reconoce la necesaria vinculación entre el núcleo y la parte 
agregada de la constitucionalización. 
Algunos autores, no obstante, critican ese modelo constitucionalista por entenderlo 
conservador y utópico, en la forma de describir el vínculo entre poder constituyente y 
procedimiento constitucional (Carrozza, 2008), al tiempo que lo consideran anacrónico, 
porque describe un contexto que ya no se corresponde con la realidad actual (Cottier y 
Hertig, 2003; Loughlin, 2010). De hecho, al quedar tan vinculado con el modelo 
revolucionario francés, el modelo constitucionalista occidental enfrenta desafíos como 
por ejemplo el surgimiento de nuevos arreglos de gobierno, como por ejemplo las 
democracias ancladas en lo local y o los nuevos actores no gubernamentales, que tienen 
capacidad creciente de participación e influencia en la vida política local, nacional e 
internacional. 
A su vez, según Loughlin (2010), las constituciones escritas cumplen un rol más bien 
ambivalente debido a la existencia de una brecha entre las normas constitucionales y la 
forma a través de la cual ocurren las decisiones del gobierno. En ese sentido, la 
Constitución tiene un papel simbólico muy fuerte, pero no cumple plenamente su papel 
de limitar el gobierno y regular el proceso de toma de decisiones. 
Dichas críticas rescatan aspectos importantes como la legitimidad y los límites de la 
noción occidental de constitucionalismo en su pretensión universal, que serán esenciales 
para el debate en la esfera internacional, que se abordará a continuación.  
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1.2. El constitucionalismo en el plano internacional: orígenes del debate actual 
El Estado nación occidental es el concepto clave de la teoría clásica del Derecho 
Internacional, el derecho de la coexistencia. "Desde esa perspectiva, en el ámbito 
internacional existe una "no sociedad" (unsociety) internacional, cuyo principal 
concepto es el de la soberanía, de Estados yuxtapuestos" (Cottier y Hertig, 2003: 265). 
El Derecho Internacional sería entonces un sistema escasamente institucionalizado, 
descentralizado, y los Estados nación serían los creadores y los sujetos de sus normas y 
los individuos sus objetos (Bull, 1977). 
Sobre la base de esa concepción clásica, acorde a los principios de la escuela dualista, 
de separación entre derecho interno e internacional, han existido dos sistemas 
esencialmente diferentes. Como consecuencia, principios como el estado de derecho y 
el de separación de los poderes —ambos preceptos clave del constitucionalismo 
liberal— solo se aplican al interior del Estado nación. El Derecho Internacional clásico 
permanece entonces como un ámbito libre de Constitución y de moralidad (Cottier y 
Hertig, 2003; Habermas, 2008). Según la mayor parte de la doctrina, la noción de 
dualismo siguió siendo muy fuerte durante parte del siglo XX. Dejando de lado el 
debate teórico entre monismo5 y dualismo, lo cierto es que el desarrollo del ámbito 
jurídico interno e internacional se daba, o parecía darse, de forma separada, y los unía 
nada más que los actos estatales en el plano internacional.  
Sin embargo, los primeros indicios de que esa relación era cada vez más cercana se 
dieron muy temprano, en la posguerra de la Segunda Guerra Mundial. En aquel 
momento se crearon consensos mínimos que han permitido la convivencia de los 
Estados en la comunidad internacional, y el nuevo orden ha creado un conjunto de 
organismos de gobernanza internacional que ha contribuido a una creciente 
uniformización de la vida social desde entonces. Según Cottier (2002), de la mano de 
los DD.HH. y del comercio internacional, se da nueva forma a la estructura del sistema 
internacional, desdibujando las fronteras entre lo doméstico y lo internacional y 
estableciendo estándares internacionales que deben ser alcanzados por los Estados de 
todo el mundo. En efecto, ambas ramas del Derecho Internacional son expresiones del 
                                                 
5
 El monismo es la escuela que defiende la existencia de un único orden jurídico, siendo el derecho 
interno y el internacional partes de ese mismo orden. El monismo se divide en dos corrientes, los que 
defienden la primacía del derecho interno (Jellinek, Wenzel) y los que defienden la primacía del Derecho 
Internacional (Kelsen, Verdross, Kunz) (Mello, 2001).  
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liberalismo, ingredientes esenciales del orden de posguerra de la Segunda Guerra 
Mundial. Imponen fronteras y al mismo tiempo requerimientos positivos al Estado y se 
erigieron como respuestas al fenómeno del totalitarismo que había absorbido por 
completo al individuo.  
En el ámbito del comercio internacional, también hay que resaltar el papel de los 
procesos de integración en la creciente visibilidad de ese debate, liderado por la 
experiencia europea. De la mano de una Europa devastada y fragmentada, luego de la 
lamentable experiencia de las guerras, la desintegración política y religiosa y la miseria 
social, se empieza a observar una creciente literatura que clamaba por una gobernanza y 
una soberanía centralizadas, que tenían entre sus valores subyacentes la libertad, la paz 
y la seguridad (Cottier y Hertig, 2003).  
Lo cierto es que con el correr de las décadas, se observó una creciente interacción entre 
las esferas nacional e internacional y sus fronteras se fueron borrando6. El Derecho 
Internacional se ocupó cada vez más de los asuntos internos de los Estados y fue 
migrando del concepto de coexistencia al concepto de cooperación, hasta llegar a 
representar en algunos casos un derecho de la integración regional o un derecho 
transnacional donde actúan sujetos públicos y privados. Con respecto a eso, es menester 
citar que otro factor que contribuye a dicho fenómeno es la creciente importancia de 
actores no estatales —tales como organizaciones no gubernamentales, organizaciones 
internacionales, corporaciones transnacionales—, que en el ámbito internacional, y 
junto con la consagración del individuo como sujeto del Derecho Internacional, desafían 
crecientemente la exclusividad del Estado en esa arena.  
Sin embargo, para llegar hasta el nivel de interacción que se observa actualmente, fue 
decisiva la aceptación del fenómeno de la globalización como algo inevitable (Carrozza, 
2008; Cottier y Hertig, 2003), considerado quizás como el principal responsable de que 
las fronteras entre lo nacional y lo internacional se borren en prácticamente todos los 
asuntos de las vida humana en sociedad.  
No es objetivo de este apartado iniciar un debate sobre el concepto "globalización", que 
es además un fenómeno multifacético, "líquido" como diría Bauman (2002) y que tiene 
                                                 
6
 Dicho debate estuvo muy presente en disciplinas afines al Derecho Internacional, como las relaciones 
internacionales, y quizás uno de los modelos clásicos que refleja esa interacción entre ámbitos 
diferenciados es el del juego de doble nivel en las negociaciones internacionales de Putnam (1992). 
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muchas y controvertidas definiciones en la obra de varios autores (Beck, 1998; 2004; 
Held, 2003; Dahrendorf, 2005, entre otros). A los efectos de este trabajo, basta con 
considerar la globalización como el fenómeno compuesto por los profundos cambios 
sociales, tecnológicos, ecológicos y económicos ocurridos desde fines del siglo XX que 
han llevado a niveles frenéticos de interacción social, político-institucional, jurídica y 
económica alrededor del globo (Cottier y Hertig, 2003). 
La globalización vista como responsable del crecimiento vertiginoso de la 
interdependencia inaugurada a mitad del siglo XX, surge entonces como uno de los 
principales motores del debate sobre el constitucionalismo internacional en los últimos 
años del siglo XX. Además, hoy por hoy, los Estados se ven limitados en sus acciones 
por una infinidad de acuerdos internacionales, muchos de ellos con sistemas más o 
menos efectivos de solución de controversias, como en el caso de la Organización 
Mundial de Comercio (OMC), que posee además niveles increíblemente altos de 
cumplimiento (compliance) a sus fallos. Lo mismo se da en el ámbito regional, con el 
establecimiento de sistemas de integración —como por ejemplo Unión Europea, 
MERCOSUR, NAFTA, SACU— poseedores de procedimientos de solución de 
controversias que son, en general, acatados por los Estados. 
Así, la regionalización y la globalización pueden ser descriptas como procesos de 
desnacionalización, resultado de la caída de la capacidad regulatoria del Estado, que 
consisten en la transferencia de políticas tradicionalmente reguladas por el derecho 
doméstico hacia regímenes o estructuras de gobernanza internacional o supranacional. 
Ello afecta directamente el campo de estudio y, según Giovanni Biagginni, "el derecho 
constitucional se torna cada vez más internacional, mientras que el Derecho 
Internacional se torna cada vez mas constitucional" (citado en Cottier y Hertig, 2003: 
269). 
Se observa entonces una migración de ciertas funciones constitucionales al plan 
internacional, por ejemplo, el mantenimiento de la paz, la protección de los DD.HH. o 
la no discriminación en temas de acceso a mercados, principios que actualmente no son 
responsabilidad exclusiva de las constituciones nacionales, sino que también son 
importantes tareas de diversas organizaciones internacionales y supranacionales. De 
hecho, muchas veces esas reglas están más detalladas en el ámbito internacional que en 
el doméstico. (ibíd.). En muchos casos, ese fenómeno fue denominado 
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"internacionalización del derecho constitucional" (Biaggini, 2000), emergencia de 
"constituciones internacionales paralelas" (Tomuschat, 1999), "apertura del Estado 
constitucional" o "constitucionalización del Derecho Internacional" (Cottier y Hertig, 
2003)7. 
Se comenzó a observar en la práctica qué significaban los debates teóricos sobre la 
consolidación de un orden internacional, nutridos especialmente del pensamiento de 
Kant. En el próximo apartado, se detallarán las principales construcciones teóricas que 
caracterizan a ese nuevo escenario internacional. 
 
1.3. El constitucionalismo en el plano internacional: construcciones teóricas y 
características 
Al momento de describir el escenario internacional en clave constitucionalista, los 
autores van desde la escuela de pensamiento universalista en la filosofía del derecho y 
en las relaciones internacionales como Tomuschat (quien rescata fundamentos teóricos 
de Grotius y Kant) hasta posiciones más procedimentales, postmodernas, multiniveles 
(y en definitiva moderadas) como Cottier y Hertig (2003), Habermas (2008) o posturas 
más escépticas como Loughlin (2010). 
Tomuschat (1999), reconocido jurista alemán y profesor de la Academia de Derecho 
Internacional de la Haya, es referenciado como uno de los principales autores modernos 
del constitucionalismo internacional. El análisis de su desarrollo teórico lo realiza 
Bogdandy (2006) y, según dicho desarrollo, Tomuschat defiende la formación de una 
comunidad jurídica global (global legal community), aunque reconoce que pensar el 
Derecho Internacional como un bloque complementario (building block) a la formación 
de una comunidad global de derechos es un desafío bastante importante.  
                                                 
7
 El término “constitucionalización” fue empleado por primera vez en el ámbito de la Corte Europea de 
Justicia, para describir el proceso a través del cual la Corte transforma un tratado en una constitución, 
básicamente confiriendo efecto directo y supremacía al derecho comunitario (de la hoy Unión Europea) y 
desarrollando doctrina acerca de derechos fundamentales para la Unión Europea (Snyder, 1995, citado 
en Cottier y Hertig, 2003) 
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Para Tomuschat, ya que el Estado viene perdiendo su característica de guardián de los 
intereses comunes de sus ciudadanos8, es necesario construir instituciones comunes a 
nivel regional o global para compensar esas pérdidas (Bogdandy, 2006: 226). Su 
definición de comunidad internacional es "un conjunto de reglas, procedimientos y 
mecanismos diseñados para proteger los intereses colectivos de la humanidad, basados 
en la percepción de valores comunes compartidos" (Tomuschat: 1999 citado en 
Bogdandy, 2006: 236). 
La esencia del argumento constitucionalista de Tomuschat es que el núcleo de 
principios del Derecho Internacional limita el poder político en todas sus formas. Es 
decir, el Derecho Internacional cumple una función constitucional de resguardar la paz, 
la seguridad y la justicia en las relaciones entre los Estados, en beneficio de los seres 
humanos, destinatarios últimos del Derecho Internacional. En ese sentido, la función 
tradicional del Derecho Internacional está ahora suplementada por una función 
constitucional, además de una función similar a la función administrativa. Es decir, para 
Bogdandy (2006), Tomuschat parte de la premisa de que el Derecho Internacional 
puede controlar la vida social en general y la vida política en particular.  
Contrariamente a la tradición de la doctrina clásica, la división entre derecho doméstico 
e internacional sería entonces meramente ilusoria, porque no existe esa concepción de 
delegación de poderes por parte del Estado hacia la comunidad internacional sino que lo 
que existe es la creación de un núcleo de valores a nivel internacional por parte de dicha 
comunidad. El autor invierte la noción, usualmente aceptada, de legitimidad 
democrática de la comunidad internacional para expresar que el Estado sería un agente 
de la comunidad internacional (Bogdandy, 2006: 226), utilizado para la implementación 
de sus valores. Los derechos fundamentales codificados en las constituciones nacionales 
son la base del poder público nacional, le dan legitimidad. Esos derechos están a su vez 
basados en derechos fundamentales universales, que están ahora consagrados en el 
Derecho Internacional de los DD.HH.  
Sin embargo, el autor sostiene que, si bien la legitimidad del estado deriva de los 
valores compartidos por la comunidad internacional, el Derecho Internacional carece de 
fuentes directas de legitimidad democrática. De hecho, la legitimidad de la comunidad 
                                                 
8
 El autor comparte el diagnóstico según el cual la creciente transnacionalización en la era de la 
globalización es un desafío para el Derecho Internacional, que debe ser puesto a prueba en cuanto a su 
efectividad y adecuación. 
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internacional se basa en los valores compartidos, no en el concepto de pueblo, que es el 
último punto de referencia en la discusión sobre legitimidad democrática. Esa es la 
principal diferencia entre la comunidad nacional y la internacional y para la cual, no hay 
reemplazo (no hay sustituto para esa fuente). 
En esa migración desde un razonamiento basado en la soberanía hacia uno basado en 
valores o en los individuos, el autor reconoce cuatro etapas históricas del Derecho 
Internacional: el derecho de la convivencia, el derecho de la cooperación, el derecho 
como un amplio anteproyecto (blueprint) para la vida social y, por último, el derecho de 
una comunidad internacional (ibíd., p. 233). 
Ese derecho de la comunidad internacional estaría compuesto por un amplio cuerpo de 
normas jurídicas, y por instituciones, que en su papel de gobierno cumplen funciones 
legislativas, ejecutivas y judiciales. Es decir, el sistema internacional tendría cierto 
grado de autonomía con relación al Estado. De hecho, para el autor los tratados no 
deberían ser la fuente primera de creación de normas en el sistema internacional, 
justamente porque es allí en los tratados, en su carácter de actos de autocompromiso, 
donde el respeto a la soberanía de los Estados es casi irrestricto. Si bien el autor afirma 
la necesidad de autonomía del sistema internacional, no defiende la creación de una 
federación mundial o de una burocracia internacional que regule el mundo, como 
defienden algunos autores (Thürer, 1999; Röhl, 2000) para los cuales la Unión Europea 
(UE) es un ejemplo de hacia dónde debería caminar el mundo en términos de 
gobernanza global. 
El autor vislumbra ciertos rasgos en el Derecho Internacional actual que permiten una 
evolución hacia una common law de la especie humana, pero afirma que esto solo 
ocurrirá si los seres humanos adquieren una percepción global de sí mismos, es decir, 
una conciencia de su existencia como parte de un mismo grupo. No obstante, también 
reconoce que esa transformación del Derecho Internacional —de estar centrado en el 
Estado a estar centrado en el individuo— no ha encontrado un equilibrio aún, teniendo 
en cuenta que el sistema internacional sigue dependiendo en gran parte de la soberanía 
del Estado. De hecho, para el autor, hoy por hoy, no queda totalmente claro qué 
principio debe prevalecer en caso de conflicto: el principio de la igualdad soberana o el 
de protección de los valores de la denominada comunidad internacional.  
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En la misma línea de Tomuschat, Erika de Wet (2006) afirma que está emergiendo un 
orden constitucional internacional que consiste en una comunidad internacional, un 
sistema de valores y algunas estructuras rudimentarias para su cumplimiento o 
aplicación (enforcement)9. La autora reconoce que, a pesar de que los Estados nunca 
asintieron conscientemente a crear una Constitución en el ámbito internacional, la 
comunidad internacional se fue desarrollando con el tiempo y la adopción de la Carta de 
las Naciones Unidas es un momento decisivo en la emergencia de esa comunidad. Esa 
membresía universal de Estados es esencial para crear lazos entre la comunidad de 
Estados en el ámbito internacional y equivale a la Constitución de la comunidad 
internacional (ibíd., p.615)10. 
Para la autora, el constitucionalismo internacional se refiere a normas procedimentales y 
sustantivas fundamentales – codificadas o no - del orden jurídico internacional como un 
todo. Así, cuando se hace referencia a la constitucionalización internacional se estaría 
refiriendo a la reorganización y la reubicación de competencias entre los sujetos del 
orden jurídico internacional, que da forma a la comunidad internacional, sus valores y 
su aplicación (ibíd., pp. 611-12). 
La autora defiende el uso del caso de la Unión Europea (UE) para hacer una 
transposición de las nociones del constitucionalismo hacia el ámbito posnacional. El 
mismo abarca todo lo que está más allá del Estado, desde un orden supranacional como 
un proceso de integración avanzado, hasta órdenes internacionales con menores niveles 
de integración y más universales como la Organización de las Naciones Unidas (ONU). 
Dichas nociones varían desde los valores humanísticos neokantianos hasta la 
democracia, la rendición de cuentas, la igualdad, el estado de derecho (rule of law), la 
separación de poderes y los derechos fundamentales.  
De Wet (2006) extiende el uso del término "Constitución" para decir que describe un 
sistema en el cual los regímenes constitucionales nacionales, regionales e 
internacionales conforman los bloques complementarios (building blocks) de la 
comunidad internacional que es apuntalada por un núcleo de valores compartidos por 
                                                 
9
 Para respaldar su argumento, la autora enumera casos conocidos de la Corte Internacional de Justicia 
en los que hubo referencia a la comunidad internacional: Barcelona Traction, Light and Power Company 
Ltd 1970; Legal Consequences of the Construction of a Wall in the Occupied Palestinian Territory. Allí, se 
diferencian las obligaciones con otros Estados y con la comunidad como un todo. (De Wet, 2006, 54). 
10
 Esa visión es sostenida por Fassbender (1997) y criticada por varios autores como Walter (2005), lo 
cual será analizado en el próximo capítulo. 
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todas las comunidades y enraizados en una variedad de estructuras legales que permiten 
su aplicación. Admite que la comunidad internacional está todavía compuesta 
predominantemente por Estados —aún centrales para el proceso de elaboración de 
normas y el establecimiento de obligaciones que son el núcleo de la comunidad de 
valores— pero advierte que su predominancia no puede confundirse con exclusividad. 
En ese sentido, el orden jurídico internacional está cada vez más integrado y el ejercicio 
del control sobre el proceso de toma de decisiones solo es posible en un sistema donde 
los órdenes constitucionales nacionales y posnacionales (regionales y funcionales) se 
complementan y se superponen, en un conglomerado constitucional 
(verfassungskonglomerate) (ibíd., p. 612).  
El conglomerado no desafía la existencia del todo porque esas redes son elementos 
complementarios. Se complementan en la formación de un orden constitucional 
internacional embrionario, en el cual la carta de la ONU sería el elemento conector más 
importante. En dicho sistema embrionario, empieza a emerger un sistema de valores que 
determina alguna jerarquía entre los regímenes, lo que ayudaría a resolver los problemas 
de conflictos entre regímenes.  
Por su parte, Habermas (2008) defiende puntos de vistas similares a De Wet (2006) y 
comparte con Tomuschat una visión idealista respecto del sistema internacional, de 
origen kantiano según la cual es posible y deseable la creación de una comunidad 
internacional que supere el Estado, un orden público con normas e instituciones que 
favorezcan el bien común. Para el autor, la constitucionalización significa una 
"judicialización" de las relaciones internacionales. Como la mayoría de los autores, 
considera que la rápida transformación hacia ese escenario se explica por la 
globalización del comercio, de las inversiones y la producción, de los medios y los 
mercados, como también por los riesgos transfronterizos relacionados con la salud, la 
criminalidad y el medioambiente. Dichos procesos sistémicos destruyen las condiciones 
para una independencia nacional a ultranza, que había sido el requisito para la soberanía 
(Habermas, 2008: 28-29).  
Para el autor, la constitucionalización en el sistema internacional se observa por medio 
de tres elementos: la creciente cooperación entre los Estados para afrontar los desafíos 
de la globalización, el escenario internacional compartido por agentes estatales y 
agentes globales no estatales (sociedad civil, corporaciones multinacionales, 
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organizaciones internacionales, tribunales internacionales, etc.), y la formación de 
comunidades supranacionales o alianzas regionales que se sometan a la autoridad y la 
jurisdicción de instancias superiores (ibíd., p. 30).  
Desde su punto de vista europeo integrador, Habermas (2000) habla de una constelación 
posnacional y sostiene que a medida que cada área de cada subsistema del mundo sea 
sistematizada y regulada por una institución internacional específica será más fácil 
alcanzar una integración y articulación total entre los Estados teniendo en cuenta que 
todas las interacciones que pueden registrarse entre ellos estarán pautadas por las 
diversas estructuras administrativas que contribuyeron a crear y que poseen una 
legitimidad estatal directa (y, a su vez, una indirecta validación de toda la humanidad 
mediada por sus respectivas autoridades gubernamentales).  
El autor identifica la necesidad de los países de crear espacios específicos y neutrales de 
articulación de intereses11, que no se vinculen a región o posición estratégica alguna y 
que posibiliten el arribo de soluciones y acuerdos concertados de aplicación 
generalizada y simultánea, a fin de garantizar su efectividad. Sin embargo, el autor no 
defiende la creación de un Estado federal internacional o un superestado, que 
significaría crear un Leviatán que comandara la vida de todos los individuos. Por el 
contrario, aclara que la constelación posnacional deberá poseer un carácter intermedio 
entre la única entidad internacional que posee la misión de pacificar las relaciones 
internacionales, la ONU, y cada uno de los Estados que la conforman. Vale decir, 
Habermas separa las funciones de mantenimiento de la paz del resto de las funciones 
necesarias para la vida internacional, con el fin de alejar la idea de monopolio en el uso 
de la fuerza en al ámbito internacional por parte de un superestado (Habermas, 1999, 
81-82). Habermas intenta así crear un equilibro entre el Leviatán global, incontrolable e 
ingobernable y la anarquía provocada por la anomia interestatal, tal como argumenta 
Bull (1977). Ambos extremos llevarían a la supremacía del poder de facto por sobre el 
de iure y la aceptación de la violencia bélica como instrumento por excelencia para la 
resolución de controversias (Habermas, 2006:34). 
Para el autor, la reproducción del concepto de Estado en el plano internacional por 
medio de una "analogía doméstica" tampoco es válida porque mientras que los sujetos 
                                                 
11
 La cuestión de la neutralidad en la gobernanza global será abordada más adelante, en respuesta a esa 
posición de Habermas por parte de otros autores como Koskenniemi (2006). 
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se encontraban desprotegidos en el Estado de naturaleza, cada nación cuenta tanto con 
derechos defendidos legítimamente tanto en su interior como en acuerdos 
internacionales. Así, lo que debe hacerse no es instrumentalizar la supremacía absoluta 
de una esfera pública supranacional sino fundamentarla en el doble consenso de los 
Estados ya existentes y todos los habitantes del planeta, y así extender la cadena de 
legitimación (Ilivitzky, 2011: 45-46). 
Los DD.HH. constituirían el código moral de la normativa internacional básica que debe 
estructurar las reglas de convivencia entre los Estados. Así, el código legal en que se 
basa esa constelación posnacional es la Declaración Universal de los DD.HH., cuya 
aplicación en los ámbitos nacional, regional, internacional, así como no gubernamental, 
es la principal y más legitima fuerza que está detrás de la creciente constitucionalización 
en el plano internacional (Habermas, 2000; 2008)12. 
Se observa que si bien los escritos de Habermas y De Wet tienen rasgos marcadamente 
neokantianos13, su desarrollo teórico sobre el constitucionalismo es menos filosófico 
que el de Tomuschat. Habermas y De Wet pertenecen al llamado constitucionalismo 
procedimental, que es una de las vertientes del constitucionalismo posmoderno 
(Carrozza, 2008). Ese enfoque más formal y menos filosófico sigue la misma línea del 
constitucionalismo multinivel de Cottier y Hertig (2003) y de los requerimientos de 
Dunoff y Trachtman (2009), analizados a continuación. Dichos autores se centran 
menos en cómo debería ser el constitucionalismo o cómo será, y se dedican a construir 
un enfoque más empírico, conceptualizando fenómenos que ellos vienen observando en 
la realidad internacional en las últimas décadas14. 
                                                 
12
 Habermas considera que su enfoque, al igual que el de Tomuschat, compite con tres otros enfoques, a 
saber: el enfoque tradicional, que ve las pluralidad de Estados como el horizonte último del Derecho 
Internacional; el segundo, el enfoque que afirma la construcción de una comunidad global de valores 
liberales, pero sujeta a la hegemonía de Estados Unidos en lugar de sujeta al Derecho Internacional e 
instituciones internacionales compartidas comunes; y tercero, el que afirma que la disminución del poder 
público socavaría las premisas de cualquier orden constitucional.  
No termina de estar claro si Habermas rechaza del todo los servicios de la “potencia bienintencionada”, 
dado que, si bien es bastante crítico de las acciones de EE.UU. durante las intervenciones militares del 
gobierno de Bush hijo, y afirma que es imposible que las acciones humanitarias de una potencia no se 
confundan con sus propios intereses, también es cierto que reconoce en los EE.UU. el motor de ese 
proyecto de ciudadanía universal, desde hace más de ochenta años, y espera que en algún momento la 
potencia vuelva a su misión original (Habermas, 2008: 37).  
13
 De hecho Habermas se reconoce expresamente como un seguidor de las ideas kantianas (2008).  
14
 Para Carrozza (2008), ese enfoque también es una forma de superar la crisis del constitucionalismo 
moderno, a raíz de la reformulación del vínculo entre poder constituyente y procedimiento constitucional 
(p. 185). 
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Como parte del denominado constitucionalismo internacional, Cottier y Hertig (2003) 
reconocen un proceso de constitucionalización irreversible en el escenario internacional. 
La creciente importancia de la voluntad de los Estados como un todo en detrimento de 
la voluntad individual de cada Estados se refleja directamente en las fuentes y en la 
implementación del Derecho Internacional Público. La idea de norma superior que 
vincula los Estados más allá de su consentimiento individual está presente en conceptos 
como "ius cogens", "obligaciones erga omnes", "crímenes internacionales", etc. Estos 
conceptos son muy limitados todavía en alcance, pero representan una estructura 
rudimentaria de jerarquía del sistema jurídico internacional que ya no está a disposición 
de la voluntad de los Estados nación. Es esto lo que se denomina la 
"constitucionalización del Derecho Internacional" (Cottier y Hertig, 2003), entendido en 
el sentido amplio, es decir, entendido como una perspectiva de la comunidad 
internacional que reconoce algunos aspectos del Derecho Internacional como un 
esquema de inspiración constitucional.  
Si bien los autores afirman que los valores que sostienen la sociedad occidental todavía 
son los mismos, advierten que la forma de garantizarlos y protegerlos debe repensarse 
en un contexto de sociedad cada vez más globalizada. Los fundamentos tradicionales 
del constitucionalismo viven nuevos desafíos a partir de la creciente interdependencia 
entre las naciones, la revolución tecnológica, de los transportes y comunicaciones y la 
globalización de los mercados más allá de los Estados. 
Para seguir cumpliendo con sus tareas tradicionales y seguir contribuyendo a la 
gobernanza global, la teoría del constitucionalismo debe modernizarse. En ese sentido, 
elaboran un concepto de constitucionalismo relacionado a la gobernanza multinivel. El 
núcleo del constitucionalismo sería la interrelación entre varias camadas en el ámbito 
local, nacional e internacional que unidas pueden ser vistas de manera coherente como 
un todo, un sistema. Ese sistema no es estático, sino que refleja un proceso cambiante 
de distribución de poder y funciones de gobernanza; donde varios tipos diferentes de 
estructuras y combinaciones son posibles. En esa gobernanza multinivel es muy 
relevante estudiar la distribución de poder entre esas camadas y adentro de ella, 
establecer garantías en las diferentes camadas (sean o no constituciones) y definir la 
relación existente entre ellas, con el fin de proteger los derechos y la seguridad jurídica. 
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Esas son algunas de las tareas más relevantes y actuales del constitucionalismo (ibíd., p. 
264). 
Sin embargo, para ellos, desde el punto de vista metodológico, es extremadamente 
difícil establecer el núcleo mínimo de estándares de un orden constitucional, dado que 
requiere establecer límites conceptuales firmes y dibujar una línea clara entre los 
gobiernos con una Constitución y aquellos cuya organización no califica como tal. Al 
final, eso equivale a establecer estándares mínimos de gobernanza legítima en el 
derecho global y, en consecuencia, hacer cumplir esos estándares por la comunidad 
internacional, tarea que no puede ser cumplida en el actual estadio en el que se 
encuentra la comunidad internacional. Así, están de acuerdo con Walker (2001), quien 
afirma que, en la actualidad, lo más fructífero y útil es considerar el constitucionalismo 
no en blanco y negro sino como una cuestión de matices y gradación. Para ayudar en la 
tarea de crear y reimaginar un nuevo orden, el constitucionalismo del siglo XXI para 
Cottier y Hertig debe romper con el marco estatista y huir de las proposiciones de "todo 
o nada", lo cual representa un paso necesario para asegurar los valores 
constitucionalistas en la era de la globalización y la interdependencia. 
En ese sentido es que Cottier y Hertig (2003) afirman no tener la intención de definir 
con precisión cuándo cada nivel de gobernanza, nacional o internacional, tiene o no una 
Constitución o cuál es el mínimo contenido normativo que una Constitución tendría que 
tener. El foco no debería estar en analizar si cierta organización ha pasado el umbral 
conceptual normativo y merece, por lo tanto, tener una Constitución. El foco debería 
estar puesto en cómo las funciones y los valores asociados con el constitucionalismo 
pueden asegurarse considerando el sistema constitucional como un todo. En cambio, se 
interesan por las necesarias relaciones y funciones de esos diferentes niveles de 
gobernanza, sea cual fuere su naturaleza o calidad, en un todo complejo.  
En el mismo sentido de evitar la creación de más normativa o de instituciones en el 
ámbito internacional, Andrea Paulus (2009) reafirma la necesidad de migrar desde un 
concepto formal de constitucionalismo —como por ejemplo la existencia de una unidad 
formal en el Derecho Internacional derivada de una fuente única y jerárquicamente 
superior— hacia un concepto más sustantivo, que se ocupe de la emergencia de 
jerarquías formales y sustantivas entre diferentes normas y principios del Derecho 
Internacional. Para el autor, el constitucionalismo internacional debe ser "desacoplado" 
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de la construcción de nuevas estructuras internacionales. Lo que debe existir es una 
forma de pensar constitucional o una lectura constitucional de los fundamentos jurídicos 
internacionales sobre los cuales descansa la fragmentación del Derecho Internacional 
actualmente. 
La idea de constitucionalización como proceso abierto refleja ese concepto. De esta 
forma, los diferentes niveles de constitucionalización pueden medirse y evaluarse 
críticamente sobre la base de una teoría constitucionalista escalonada, graduada, que 
brinde legitimidad y coherencia a lo que se denomina el sistema constitucional como un 
todo. El constitucionalismo así entendido debe abarcar diferentes camadas de 
gobernanza, "tengan o no estas camadas características suficientes para tener una 
Constitución con C mayúscula" (Cottier y Hertig, 2003: 298). No es una idea nueva y en 
cierta medida es una migración de la idea de federalismo como sistema constitucional, 
donde se interrelacionan camadas federales y subfederales de gobierno, como reconocen 
los mismos autores.  
Carrozza (2008) tiene un planteo similar a Cottier y Hertig (2003), al afirmar que el 
Estado nación se ve inserto en una gobernanza de múltiples niveles (multi-level 
governance) o un constitucionalismo de múltiples niveles (multi-level 
constitutionalism). Una de las propiedades más destacadas por los constitucionalistas es 
justamente la ausencia de un mecanismo que permita la reduction ad unitatem, que a su 
vez es una característica distintiva del Estado nación (ibíd., 169). 
La dinámica de ese mundo "polícéntrico" se extiende más allá del tradicional 
procedimiento constitucional y de las discusiones sobre la jerarquía de las normas. 
Incluye una idea red de soberanías y poderes difusos, no jerárquicamente organizados. 
Para el jurista italiano, ese concepto parece capturar mejor la aparente contradicción 
entre la reafirmación de poder de las partes y la compleja integridad del todo. La tensión 
entre la necesidad de identidad de las partes y la interdependencia de las mismas que 
componen el todo es el corazón de la paradoja del constitucionalismo o de la 
globalización (ibíd., 170)15. 
                                                 
15
 Tanto en el ámbito nacional como en el internacional, esa paradoja parece ser la razón principal de la 
crisis del poder constituyente y del procedimiento constitucional. Esa crisis es interna y externa, dado que 
tiene una dimensión global (organizaciones y actores supranacionales) y una dimensión local de poder 
(organizaciones y actores subnacionales), ambas dimensiones socavan al Estado nación. 
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Para describir ese proceso de constitucionalización, Cottier y Hertig (2003) usaron la 
imagen de una casa de cinco plantas o pisos. Los tres primeros pisos son los niveles 
municipales, provinciales y nacionales o federales. El cuarto y el quinto piso serían los 
niveles regionales (integración) y el global, respectivamente. La idea de pisos o niveles 
no quiere decir, desde el punto de vista normativo, que todos los pisos tienen la misma 
naturaleza o el mismo impacto. No significa que los niveles regionales e internacionales 
tengan más poder que la Constitución nacional, por ejemplo. Solo significa que todos 
los niveles deben de ser considerados parte de un sistema constitucional como un todo. 
Asimismo, tampoco significa que el constitucionalismo internacional sea una 
extrapolación del derecho constitucional nacional, sino que debe ser entendido como un 
concepto autónomo. 
Para los autores, el quinto piso, a pesar de que es todavía embrionario, muestra algunas 
señales de estructuras de integración global, en particular en lo que respecta a la 
regulación del comercio. Allí, se observa una construcción constitucional que 
gradualmente vincula a Estados y organizaciones de integración regional en estructuras 
supranacionales, por medio de medios efectivos de solución de disputas y de aplicación 
de derechos (ibíd., 300-301).  
Como se puede observar, existe una densa construcción teórica acerca del 
constitucionalismo en el ámbito internacional, con marcada tendencia neokantiana. Los 
autores se dedican a esbozar el panorama del escenario internacional inmerso en un 
proceso de constitucionalización, en donde conviven actores estatales, no 
gubernamentales e instituciones internacionales. Llevan “la voz cantante” los 
representantes del llamado "constitucionalismo posmoderno" o “constitucionalismo 
internacional”, que intentan construir una posición intermedia que resalta el proceso de 
constitucionalización, en varias velocidades, con diferentes niveles de consenso, y de 
gobernanza, que, por un lado, no esté atada al concepto de Estado como fuente de su 
legitimidad y, por otro lado, tampoco abogue por un constitucionalismo internacional 
autónomo, con funciones que se acercarían a las de una gran federación mundial. En el 
apartado siguiente, se detallarán las dimensiones de ese fenómeno, presentes en muchos 
autores pertenecientes a esa corriente de pensamiento.  
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1.4. Dimensiones de la constitucionalización 
Las visiones acerca de los elementos que caracterizan el fenómeno de la 
constitucionalización del sistema internacional se focalizan en aspectos sustantivos y 
procedimentales. 
Por su parte, Thomas Frank (2009) se concentra en aspectos procedimentales para 
afirmar que se puede diferenciar los sistemas internacionales constitucionales de 
aquellos que no lo son. Mientras los primeros se acomodan y se adaptan a su propia 
práctica, los segundos tienden a insistir en una construcción estricta y literal de sus 
términos y son reacios a la transformación a través de la interpretación.  
En ese sentido, los rasgos procedimentales por medio de los cuales se puede identificar 
un sistema constitucional en el plano internacional son tres: 
1.  Patrones consistentes en la práctica institucional que afectan el ámbito de 
jurisdicción de la institución y su modus operandi;  
2.  Elementos de separación de poderes, con vistas a operar de manera autónoma y 
prevenir abusos de poder por parte de la institución; y  
3.  Suplementación de la práctica y el texto por la jurisprudencia. Por medio de las 
"segundas opiniones", se determina cuándo una parte del sistema amenaza con 
salirse de control.  
Para el autor, la capacidad de limitar el desarrollo institucional a través de la revisión 
judicial justifica y legitima la capacidad constitucional de algunas instituciones de 
evolucionar en la práctica. Esto podría parecer paradójico, ya que la 
constitucionalización de sistemas internacionales tiene el efecto de, por un lado, facilitar 
los cambios, acomodando la práctica institucional y, por otro, de contener ese ímpetu. 
Ese es el equilibrio adecuado del constitucionalismo con alguna pretensión mínima de 
legitimidad. Así, un sistema constitucional es un sistema capaz de un crecimiento 
orgánico, pero que al mismo tiempo, esté controlado por una herramienta de separación 
de poderes, desplegada por un árbitro legítimo.  
En la misma línea del desarrollo de Thomas Frank (2009) se da la argumentación de los 
autores Dunoff y Trachtman (2009), quienes afirman que el momento actual es 
especialmente propicio para el desarrollo de esas cuestiones relacionadas con el debate 
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constitucional. Esto refleja, entre otras cosas: una larga y consolidada trayectoria en 
relaciones internacionales, inclusive la creciente densidad y el alcance de las normas 
internacionales; la creciente importancia de los nuevos actores en los procesos jurídicos 
internacionales y el auge de nuevos temas en la regulación internacional, en conjunto 
con la percepción de que algunas de dichas regulaciones amenazan elementos de la 
estructura constitucional doméstica (Dunoff and Trachtman, 2009: 6).  
Aunque los autores reconocen el poder ordenador de la constitucionalización 
internacional, prefieren no ahondar en cuestiones valorativas, es decir, analizar si resulta 
o no beneficioso para la comunidad internacional. Por ello, defienden un enfoque 
funcional y taxonómico para contestar a las preguntas acerca de la constitucionalización 
global. Si bien no rechazan expresamente el enfoque normativo mencionado por otros 
autores como Habermas o Tomuschat, entienden que dicho enfoque funcional es el más 
útil en este momento de la historia, porque permite evitar los "acertijos definitorios" que 
generalmente caracterizan la literatura sobre constitucionalismo al margen del Estado, 
además de que pone la atención en la pregunta adecuada, cual sea: ¿Las normas 
constitucionales internacionales están pensadas para servir a qué propósitos? (idem: 10). 
Así, al igual que Cottier y Hertig (2003), este enfoque permite un análisis conceptual 
que no tiene como premisa una definición que describa un grupo de condiciones 
necesarias y suficientes para determinar cuándo un cierto orden es constitucional o no. 
En la opinión de los autores, ese tipo de enfoque tiende a llevar la discusión hacia 
batallas terminológicas y desvía la atención del análisis sustantivo.  
Aún cuando dicen seguir el enfoque funcional, los autores afirman que hay un atributo 
distintivo de la constitucionalización internacional, cual sea, la medida en que se 
garantiza o niega el poder de crear normas a la autoridad centralizada. El 
constitucionalismo consiste, por lo tanto, en un tipo y no en una cantidad de normas. El 
foco está en observar en qué medida las constituciones internacionales permiten o 
restringen la creación de Derecho Internacional. Además, las constituciones 
internacionales cumplen una tarea adicional que es la de complementar las 
constituciones nacionales cuyo alcance se ve reducido a causa de la globalización16. 
Dichas funciones de la constitucionalización están asociadas a una serie de mecanismos, 
                                                 
16 Los autores toman la constitución como un acuerdo relacionado con la estructura social, sin indagar 
sobre esa estructura. Prefieren calificar las preguntas estructurales como metaconstitucionales, tomar la 
constitución como un resultado y trabajar a partir de ello (p.18).  
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como los derechos fundamentales, el efecto directo y la supremacía, entre otros, que 
deben entenderse en los términos de esas funciones y están asociados a ellas. La idea de 
los autores es construir una matriz constitucional que identifique qué mecanismos 
constitucionales se observan en diversos regímenes internacionales. 
Las dimensiones funcionales de la constitucionalización internacional son:  
• permitir la constitucionalización (enabling constitutionalization), vale decir, 
permitir la creación de Derecho Internacional; 
• restringir la constitucionalización (constraining constitutionalization), vale 
decir, restringir la creación de Derecho Internacional; y 
• complementar la constitucionalización o la constitucionalizacion 
suplementaria (supplemental constitutionalization), es decir, llenar los 
espacios del derecho constitucional nacional que emergen como resultado de 
la globalización. 
 
A continuación, nos explayamos en estos 3 puntos. 
- Permitir la constitucionalización: 
Algunas normas constitucionales habilitan o permiten la creación de Derecho 
Internacional ordinario. Las disposiciones de tratados que dotan a órganos 
internacionales de la habilidad de crear Derecho Internacional secundario son ejemplo 
de esta categoría. Asimismo, la asignación de autoridad en esta función tendría una 
forma agregada. Es decir, permitir constitucionalización significa determinar la 
asignación de autoridad y no el contenido específico (del ejercicio) de autoridad. La 
institucionalización asociada con esa asignación o distribución de autoridad adquiere 
valor cuando posibilita la cooperación más efectiva entre actores relevantes, cuando 
reduce los costos de transacción o estratégicos de la cooperación o cuando permite que 
esos actores sean parte de arreglos de cooperación que de otra forma no les estarían 
disponibles. 
Ejemplos concretos de esta función son: los varios tratados de la Unión Europea, que 
establecen procedimientos complejos para la creación de derecho comunitario 
secundario; la Carta de las Naciones Unidas, que confiere poder al Consejo de 
Seguridad, en ciertas circunstancias, de establecer normas que son vinculantes para los 
Estados miembros de la ONU.  
 
- Restringir la constitucionalización 
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Algunas normas constitucionales internacionales restringen la creación de Derecho 
Internacional ordinario. La Corte Europea de DD.HH. ha determinado sistemáticamente 
que las reglas de la Convención Europea de Derecho Humanos tienen preeminencia 
sobre los otros tratados a los que adhieren los Estados miembros. La Convención tiene, 
por lo tanto, una dimensión constitucional en la medida que restringe la creación o el 
efecto de normas inconsistentes de Derecho Internacional. De la misma manera, muchas 
normas jurídicas internacionales fundacionales actúan restringiendo la creación de 
Derecho Internacional ordinario, por ejemplo los compromisos constitucionales acerca 
de la soberanía de los Estados o las normas internacionales con carácter de jus cogens.  
 
Para Dunoff and Trachtman (2009), es necesario resaltar que generalmente las 
funciones de permitir constitucionalización y restringir constitucionalización aparecen 
juntas, como el art. 24 (2) de la Carta de la ONU, por ejemplo. Es decir, los sistemas 
constitucionalizados autorizan el ejercicio del poder y se aseguran de que ese ejercicio 
no se dé de forma desequilibrada y sin restricciones. Así, en la medida que la función de 
restringir constitucionalización limita el alcance del Derecho Internacional, restringe la 
habilidad de los Estados de usar el Derecho Internacional para ciertos fines. En algunos 
casos, restringir la constitucionalización preserva la autonomía de los Estados y 
restringe la autonomía individual. En otros casos, en donde el Derecho Internacional 
promueve las libertades individuales, la función de restringir la constitucionalización 
puede actuar al contrario. 
Para dichos autores, esperase que haya cada vez más demandas para restringir la 
constitucionalización a medida que el Derecho Internacional se torne cada vez más 
exigente e intrusivo y, particularmente, se esperan movimientos hacia procesos de 
creación de derecho sin el consentimiento unánime de los Estados. Un ejemplo claro es 
la Unión Europea. A través de los tiempos, varios tratados de la UE se han orientado 
hacia la autoridad legislativa con el uso de las mayorías. También es cierto que ese tipo 
de tendencia genera demandas de restricción de constitucionalización. Siguiendo el 
mismo caso de la UE, la cláusula de subsidiariedad es una clara reacción al cambio 
gradual hacia las mayorías e intenta limitar el alcance de la legislación de la UE y 
preservar cierta autonomía regulatoria en los niveles nacional y local. Otro ejemplo de 
demanda para restringir la constitucionalización se da en el área de las inversiones. La 
cantidad de tratados de inversiones ha crecido exponencialmente desde mediados de los 
90 y la mayoría de dichos tratados confiere a los inversores el derecho de demandar 
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directamente el Estado en tribunales arbitrales internacionales. Los fallos se han 
multiplicado y así también el número de decisiones inconsistentes entre sí. Esta 
situación ha generado una crisis de legitimidad y un debate sobre la necesidad de 
establecer un tribunal de apelación para corregir los errores legales y brindar coherencia 
a este conjunto de normas.  
 
- Complementar la constitucionalización o constitucionalización suplementaria 
La tercera categoría de derecho constitucional internacional, complementación de la 
constitucionalización, consiste en normas jurídicas internacionales que surgen en 
respuesta a deficiencias constitucionales domésticas, particularmente si dichas 
deficiencias surgen de la creciente globalización y el aumento de la densidad del 
Derecho Internacional o son exacerbadas por estos. 
La complementación de la constitucionalización se diferencia de las dos primeras 
categorías en que representa una especie particular de subsidiariedad constitucional, lo 
cual implica que, en caso de cambios en circunstancias tecnológicas y sociales, el nivel 
en que ciertos valores constitucionales deben garantizarse también puede cambiar.  
Ejemplo de ello son las situaciones en las que la norma constitucional se aplica pero la 
circunstancia excede el alcance de la norma nacional o en casos de conflictos entre 
normas constitucionales de diferentes países. Otro ejemplo de constitucionalización 
suplementaria es cuando se observa que una corte internacional empieza a revisar los 
tratados de su jurisdicción tras haber sido indagada sobre su consistencia respecto de 
otras normas internacionales. Este es un ejemplo de constitucionalización suplementaria 
en el cual el creciente activismo de instituciones internacionales genera demandas para 
suplementar constituciones nacionales por medio del establecimiento de normas 
constitucionales en el ámbito internacional. Otro caso similar sucedió con el Consejo de 
Seguridad de la ONU, cuando empezó a actuar sobre individuos y empresas 
sospechosos de participar en actividades terroristas17. En ese sentido, Dunoff and 
Trachtman (2009) creen que en el futuro es probable que surjan nuevas presiones hacia 
una constitucionalización suplementaria en el ámbito internacional, si los tribunales 
nacionales constitucionales fracasan en su función de protección de los derechos 
fundamentales de los individuos. 
                                                 
17
 Resolución 1267/99 del Consejo de Seguridad de la ONU. La decisión de la Corte Europea de Justicia 
de anular el intento de congelar activos de empresas por parte del Consejo de Seguridad puede 
entenderse como un ejemplo de resistencia que surge cuando se percibe a las normas internacionales 
como inconsistentes respecto de las garantías constitucionales nacionales. 
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A su vez, estas funciones constitucionales se implementan por medio de siete 
mecanismos que están comúnmente asociados con el fenómeno de la 
constitucionalización. Según los autores, la clasificación intenta describir un esquema 
analítico que pueda proveer conceptos y vocabulario para identificar, clasificar y 
comparar diferentes órdenes constitucionales. Así, cada uno de los mecanismos que 
cumplen con las tres funciones explicadas anteriormente debería considerarse como 
constitucional.  
 
1. Creación de instituciones de gobernanza o asignación horizontal de autoridad. 
Vale decir, creación de un organigrama de poder, donde los órganos cumplen 
diferentes funciones en la gobernanza del sistema; 
2. Asignación de autoridad de gobierno en un contexto vertical o asignación 
vertical de autoridad. Vale decir, establecimiento de jerarquía entre los órganos 
de gobernanza; 
3. Supremacía. La norma constitucional debe ser superior a las demás normas. En 
cuanto al Derecho Internacional convencional, esa supremacía es explícita. La 
diferencia está en el Derecho Internacional consuetudinario, por ejemplo con 
relación a normas consuetudinarias ordinarias y normas consuetudinarias 
constitucionales, como las normas de jus cogens. 
4. Estabilidad. Estabilidad entendida en el sentido de que la norma constitucional 
debe ser más difícil de cambiar que una norma de Derecho Internacional 
ordinario. La supremacía es precondición para la estabilidad. 
5. Derechos fundamentales. La norma constitucional debe cumplir con algunos 
derechos y garantías considerados fundamentales;  
6. Revisión. Se entiende como la autoridad, previamente establecida como tal, para 
determinar cuándo los actos y las normas son consistentes con las normas 
constitucionales. Esto crearía un ambiente político más estable; y 
7. Democracia y responsabilidad (accountability). Teniendo en cuenta que las 
constituciones existen para cumplir los deseos de los constituyentes, 
generalmente las constituciones incluyen mecanismos diseñados para proveer en 
alguna medida una rendición de cuentas a los constituyentes. En el ámbito 
internacional, los mecanismos de rendición de cuentas pueden, por ejemplo, 
restringir la constitucionalización, limitando la habilidad de las entidades 
internacionales de actuar cuando estas carecen de credenciales democráticas 
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suficientes. Los mecanismos de rendición de cuentas también pueden 
suplementar la constitucionalización, cuando las instituciones asumen más 
responsabilidades con relación a los Estados miembros de las que tenían 
anteriormente. 
Los autores llaman la atención hacia algunos aspectos relacionados con dichos 
mecanismos. Por un lado, cabe destacar que son provisionales, y que se espera que se 
puedan desarrollar mecanismos más refinados a medida que avance la investigación 
sobre la constitucionalización global. Por otro lado, cada orden constitucional puede 
exhibir varios mecanismos en mayor o menor grado; cada orden constitucional 
específico tendría su propia combinación entre las tres funciones constitucionales 
mencionadas anteriormente. 
En ese sentido, la obra de Tsagourias (2007) intenta llegar a una definición de 
Constitución en el plano internacional, para encontrar un mínimo denominador de 
construcción de Constitución. Para ello, la principal diferencia que hay que hacer al 
momento de definir si un documento fundacional es o no una Constitución es 
determinar si es simplemente un documento que provee cierto orden estructural e 
institucional o si, en cambio, permite el desarrollo normativo en un sistema legal 
determinado y establece o expone valores importantes para una cierta comunidad. 
Tsagourias denomina a este fenómeno como "constitucionalismo transnacional" y, 
según el autor, se compone de: poder constituyente, normativa y principios 
constitucionales, marco institucional (institutional settings), condiciones de membresía, 
ejercicio de poder político e interrelación entre los centros de poder. El autor intenta 
cambiar la percepción de que la Constitución debe ser un solo documento para pensarla 
como un conjunto de elementos construido a partir de documentos nacionales, 
regionales e internacionales. 
A su vez, Walker (2001), así como Cottier y Hertig (2003), afirman la necesidad de que 
la "constitucionalización" sea vista como un proceso y agrega que el fenómeno puede 
definirse como una serie de diferentes factores que sirven como índices a partir de los 
cuales puede medirse los niveles o grados de constitucionalización.  Los indicadores de 
Walker para determinar si un sistema atraviesa un proceso de constitucionalización son: 
- Discurso. Desarrollo de un discurso constitucional estricto y una autoconciencia 
constitucional 
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- Soberanía. Reclamo de una autoridad fundacional o soberanía (aunque no 
entendida de manera absoluta) 
- Competencias. Delineación de una esfera de competencias 
- Función judicial. Existencia de un órgano interno de con capacidad 
interpretativa en lo que se refiere al significado y el alcance de esas 
competencias 
- Estructura. Existencia de una estructura institucional de gobierno 
- Derechos y obligaciones. Desarrollo de un sistema de derechos y obligaciones 
de los ciudadanos, entendidos en sentido amplio, incluyendo las especificaciones 
sobre los términos y las condiciones de representación de los ciudadanos en el 
gobierno. 
Los enfoques que determinan las dimensiones de la constitucionalización del sistema 


























Cuadro I: Resumen de enfoques y dimensiones del proceso de 


















 Patrones que consisten 
en práctica 
constitucional y que 
afectan jurisdicción y 
modus operandi 
 Órgano interno con 
capacidad interpretativa 
 Poder constituyente 
 Marco institucional 
 Condiciones de 
membresía 
 Interrelación entre 
centros de poder 
 Estructura de gobierno 
 Autoridad fundacional 
 Delineación de 
competencias 
  























 Asignación horizontal de 
autoridad 








 Democracia y 
responsabilidad 




Fuente: elaboración propia sobre la base de la literatura revisada. 
* Elegimos titular de ‘dimensiones’ aunque muchos autores se refieran a indicadores, teniendo en cuenta 
que el último debe utilizarse cuando se utiliza metodología cuantitativa para la observación. 
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A partir del Cuadro I, que resume las dimensiones de la constitucionalización 
internacional persentes en la literatura especializada, se hace necesario mencionar 
algunas consideraciones críticas. En primer lugar, no hay claridad terminológica porque, 
si bien es cierto que algunos autores indican tener un enfoque funcional, al momento de 
detallar los mecanismos —como en el caso de Dunoff y Tachtman (2009) -  terminan 
por recurrir a elementos normativos. En segundo lugar, tampoco hay mucha claridad 
entre los elementos del enfoque funcional, aun cuando se brindan ejemplos para 
clarificarlos. Es el caso del argumento sobre las inversiones, que los autores afirman que 
es una demanda típica de restringir la constitucionalización (ibíd., p.13). Sin embargo, 
según sus propios argumentos (sobre la relación dialéctica entre globalización y 
fragmentación y demanda de constitucionalización), parece ser más una demanda de 
restringir los efectos de una "constitucionalización fragmentada" por medio de una 
nueva ola de constitucionalización centralizada, por ejemplo con la creación de un 
tribunal de apelación de función centralizadora. Vale decir, hay cierto nivel de 
circularidad en estas categorías, lo que dificulta la diferenciación entre ellas. 
Asimismo, las dimensiones son de difícil operacionalización si se quiere sistematizar y 
clasificar datos empíricos. Ello provoca cierta intangibilidad del fenómeno y está sujeto 
a varias críticas, según las cuales la corriente constitucionalista parece más una 
expresión de deseo o una recolección de datos casuísticos con el intento de reunir 
pruebas que certifiquen la manera constitucionalista de describir el mundo, como se 
verá en el capítulo dos.  
Por último, dado el carácter incipiente del debate, no hay mucha claridad entre 
elementos que pertenencen a la política internacional de aquellos más vinculados al 
análisis jurídico de la teoría de la constitucionalización del sistema internacional, 
aunque los autores, en su la gran mayoría, son juristas. 
A continuación, detallamos cómo el debate sobre la constitucionalización se introduce 
en el ámbito de estudio elegido para este trabajo, el sistema multilateral de comercio. 
 
1.5. Constitucionalización en el Sistema Multilateral de Comercio  
La discusión sobre constitucionalización se traslada al sistema multilateral de comercio 
y a la OMC de dos maneras principales. Por un lado, están los autores que defienden la 
necesidad de integrar los DD.HH. y su lógica constitucional a la OMC y, en medio de 
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ello, el debate acerca de si la libertad de comercio es o no constitucional, o si es o no un 
derecho fundamental (Alston, 2001; Peers, 2001; Petersmann, 2001, 2002, 2002A; 
Howse, 2002; Dunoff y Trachtman, 2009, 24). Ello deviene del hecho de que muchos 
de los autores consideran que la constitucionalización supone, además de ciertos 
procedimientos, un nucleo de valores relacionado entre otras cosas con garantías 
fundamentales. Por otro lado, se encuentra la discusión de la constitucionalización del 
propio régimen de la OMC y si hay o no indicios de que en el seno de esta institución se 
observe un proceso de constitucionalización (Cass, 2005; Pauwelyn, 2006, entre otros). 
Trataremos en primer lugar y a continuación, los aspectos relacionados al primer debate.  
- DD.HH. y comercio 
En el primer debate, como extensión de los principios liberales,  a lógica constitucional 
de la OMC se reflejaría por medio de la primacía (constitucional) que debería ser 
conferida a ciertos DD.HH. o principios jurídicos (relacionados con dichos DD.HH.) en 
el sistema multilateral de comercio. Uno de los pioneros en esa discusión, que defiende 
la integración de los DD.HH. en la OMC, es Ernest-Ulrich Petersmann. Para 
Petersmann (2001), desde una perspectiva democrática, los derechos de los gobiernos 
derivan de los derechos de sus ciudadanos; por ello la soberanía debe ser entendida 
como "soberanía popular" y no como "libertad de gobiernos". El Derecho Internacional 
debería tener al individuo, y no a los Estados, como unidades normativas primarias. En 
este marco, tanto la democracia como la economía de mercado son esenciales para el 
respeto de los DD.HH. (p. 49).  
El autor afirma que el reconocimiento universal de los DD.HH. como inalienables a 
todos los seres humanos supone una primacía constitucional. Así, los DD.HH. deberían 
reconocerse en el derecho global y empoderando a los ciudadanos e imponiendo límites 
de naturaleza constitucional a los abusos por parte de los poderes nacionales e 
internacionales. El caso de estudio que usa Petersmann es la OMC y, según su visión, 
hay una necesidad de integrar las libertades y los derechos sociales con el derecho de la 
OMC como forma de dar mayor efectividad tanto a los DD.HH. como a las reglas de la 
OMC.  
Para el autor, el constitucionalismo en la OMC serviría como mecanismo que protege 
contra los abusos de poder, y está compuesto de seis principios y supuestos: el imperio 
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de la ley, el equilibrio de poderes, el gobierno democrático, los DD.HH., la justicia 
social, y la noción de que los DD.HH. no pueden ser efectivamente protegidos si el 
Derecho Internacional no provee bienes públicos globales y protege contra los abusos 
del poder político. Petersmann llama a una reforma constitucional para cambiar la 
situación actual de los regímenes internacionales y sus limitaciones para prevenir 
abusos. En este sentido, el constitucionalismo viene a tratar de resolver la "paradoja de 
la libertad", que se refiere a una tendencia autodestructiva y al abuso de poder 
(Petersmann, 2002: 35).  
El constitucionalismo es entonces necesario para poder proteger efectivamente a los 
DD.HH.; de dicha protección emana la legitimidad del constitucionalismo. En cada 
país, el constitucionalismo y los DD.HH. se relacionan de manera particular, formando 
su propia "constitutional house", en base a principios como "derecho humanos", 
"democracia popular", "transparencia", "estado de derecho", "constitucionalismo 
internacional y cosmopolita", "paz democrática", etc. (ibíd., p. 43). 
Para ello, el constitucionalismo contaría con ocho principios básicos ("core principles"):  
1. Imperio de la ley o el estado de derecho ("Rule of law") en lugar de conductas 
orientadas al poder ("power-oriented behavior", para pasar de una libertad natural 
a una libertad jurídica 
2. Límites a la concentración y el ejercicio arbitrario del poder por medio de 
mecanismos de pesos y contrapesos ("checks and balances") 
3. Reglas que permitan la participación democrática, y a la vez instauren ciertos 
límites a dicha participación a fin de evitar la "tiranía de la mayoría" 
4. Constitutionalismo a nivel nacional, dotado de compromisos constitucionales 
autoimpuestos, para asegurar intereses de largo plazo, por ej. el respeto al estado 
de derecho y la libertad 
5. Derechos humanos, inalienables 
6. Constitutionalismo internacional, para asegurar el respeto al estado de derecho y 
la "paz democrática" 
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7. Justicia social, que se relaciona con los derechos positivos en términos sociales, 
civiles, políticos, económicos y culturales y 
8. Derecho constitucional cosmopolita, con legislaciones nacionales e 
internacionales que consideran al individuo como sujeto (y no como objeto) de 
derecho. 
El autor observa que el Derecho Internacional consagra el "derecho a la democracia" en 
diferentes instrumentos del sistema de Naciones Unidas, de organizaciones regionales, e 
incluso de tratados bilaterales. Con relación al sistema multilateral, si bien al momento 
de la celebración del GATT 1947 el paradigma internacional de DD.HH. no estaba 
consolidado, el panorama no era el mismo en el momento de creación de la OMC. 
Según el autor, debe matizarse porque, si bien el paradigma ya estaba consolidado, la 
OMC continuó la línea estadocéntrica del GATT. A pesar de las menciones a los 
DD.HH., tiene una orientación que la lleva a fracasar constantemente en la protección 
de dichos derechos y de la "paz democrática" en el sistema internacional, pues en gran 
medida persiste en la OMC la impronta de las legislaciones particulares de las potencias 
centrales, en especial EE.UU. y la UE (TRIPs, como ejemplo). Esto lleva a la primacía 
del poder y de la política en el sistema internacional por sobre los principios de la 
democracia constitucional. Teniendo en cuenta este panorama, el autor centra la 
discusión constitucionalista en el sistema multilateral de comercio sosteniendo que 
haya, en la OMC,  democracia constitucional, legitimidad y efectividad, es necesario 
fortalecer las limitaciones constitucionales a la formulación de reglas (rulemaking), la 
coordinación política y la adjudicación de poder en esa organización (Petersmann, 2002: 
34).  
En contra de este argumento, y entre los principales críticos de Petersmann, se 
encuentran Peers (2001), Howse y Nicolaides (2001), Howse (2002), y Alston (2001). 
Alston presenta un trabajo detallado de críticas que rebaten punto por punto los 
argumentos del trabajo de Petersmann. El autor también presenta un conjunto de críticas 
de carácter más general a los supuestos y la inclinación ideológica del trabajo del autor. 
Alston teme que la teoría de constitucionalizar el sistema multilateral de comercio a 
través de la OMC lleve a la instrumentación de los DD.HH. para los propósitos del libre 
comercio.  
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Así, Alston empieza reconociendo que la tesis inicial de Petersmann, según la cual los 
DD.HH. deberían incluirse en el sistema de reglas de la OMC en un rango 
jerárquicamente superior, es muy atractiva para los académicos dedicados a los DD.HH. 
y en general para todos los que defienden un aumento del foco en el ciudadano en la 
esfera internacional. Conceptos como "legitimidad democrática" y "justicia social", 
ambos definidos por la teoría de los DD.HH., deberían ser adoptados por el derecho 
global de la integración económica, que es el objetivo de la OMC. Sin embargo, el autor 
advierte que la primera impresión (positiva) acerca del argumento es solo aparente y sus 
potenciales beneficios son falsos. Su argumento es que al integrar los DD.HH. en la 
OMC, lo que se tendría sería una redefinición sustantiva de sus alcances y límites, 
haciéndolos sujetos a los principios libertarios expuestos en trabajos de autores como 
Fiedrich Hayec, Richard Pipes y Randy Barnett (p. 2).  
Howse (2002), así como Alston, también critica la autoridad de Petersmann para 
disertar sobre los DD.HH. y su integración a las reglas de la OMC, aduciendo los 
antecedentes del autor 18. Asimismo, advierte que en los trabajos en que Petersmann 
defiende la integración de los DD.HH. a las reglas de la OMC desde una lógica 
constitucionalista, no hay una definición de constitucionalismo o de mecanismos para 
asegurarlo. En cambio, recuerda que en trabajos anteriores del autor, el concepto de 
constitucionalismo para Petersmann se relaciona con acuerdos para "atar de manos a los 
gobiernos" y hacerlos resistir a presiones que puedan interferir en derechos económicos 
y de propiedad (pp. 3-4).  
En el trabajo que realizó en conjunto con Nicholaides (2001), estos autores critican, en 
primer lugar, la "revisión" que hace Petersmann de Kant y su sugerencia de que los 
gobiernos deberían crear una suerte de trinchera para los derechos de libre comercio en 
el ámbito internacional, sin poner atención al hecho de que la amplia mayoría de esos 
gobiernos no ha encarado el tema comercial en esos términos en sus constituciones 
nacionales (o sea, en lugar de libre comercio, lo que hay es un comercio administrado 
en la inmensa mayoría de los países).  
                                                 
18
 En su crítica más detallada, coexisten argumentos de fondo y falacias “ad hominem”, que muchas 
veces atacan y desacreditan a Pertersmann en lugar de sus argumentos. Desde el punto de vista de la 
argumentación política Alston tiene mucha razón cuando se refiere a los antecedentes de Petersmann 
(asesor legal del ministerio de Economía de Alemania, del GATT y de la OMC) que socavan su autoridad 
intelectual en temas de DD.HH. y lo hacen como mínimo parcialmente en cuanto a los resultados de una 
integración entre DD.HH. y las reglas de comercio. Sin embargo, sus críticas de fondo son las más 
interesantes para un análisis de contenido. 
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Asimismo, los autores reprochan la insistencia de Petersmann en considerar que el 
enfoque de "atar las manos de los gobiernos" —a través de la prioridad conferida al 
libre comercio, sacándolo del alcance de un debate democrático (nacional)— sería 
consistente con un mayor empoderamiento (empowerment) de los ciudadanos (Alston, 
2001: 2). Es decir, afirman que sostener el argumento de constitucionalización del 
sistema multilateral de comercio con la creación de la OMC es ir demasiado lejos 
porque impide que los Estados miembros busquen objetivos legítimos de política en la 
esfera doméstica, además de sobrecargar el sistema internacional. Además, los autores 
advierten que el uso del lenguaje y de conceptos constitucionales en el sistema 
multilateral de comercio puede aumentar la polarización entre los defensores del libre 
comercio y sus detractores.  
Howse (2002) considera que, en el contexto eufórico de la caída del muro de Berlín, es 
muy difícil no estar de acuerdo con que la plena realización de los DD.HH. es 
incompatible con la total supresión de las libertades de mercado (p. 1). Sin embargo, al 
autor empieza por resaltar que basta con acordarse de los conflictos relacionados con la 
minería o el tráfico de personas para el turismo sexual para darse cuenta de que también 
es cierto que el comercio está directamente relacionado con algunos de las violaciones 
más terribles a los DD.HH. De la misma forma, recuerda que, si por un lado el proyecto 
democratizador en América Latina, por ejemplo, está directamente relacionado con 
acuerdos de libre comercio; por otro lado, el modelo neoliberal que pugna por el libre 
comercio fue responsable de innumerables problemas sociales y políticos en la región, 
que llegaron hasta a amenazar los logros de la misma democratización (p. 3).  
Howse (2002) también analiza el argumento de Petersmann sobre integrar los DD.HH. 
y las reglas de mercado y hace tres reflexiones concluyentes. En primer lugar, si 
Petersmann considera que es un sesgo "antimercado" el hecho de que los derechos de 
propiedad y de libertad contractual no se consideren derechos fundamentales, significa 
que para él esos derechos deberían considerarse fundamentales. En segundo lugar, para 
el autor, el efecto de considerar a los derechos de propiedad y las libertades 
contractuales como derechos fundamentales significa que la libertad de mercado solo 
puede restringirse ante la presencia de otro derecho fundamental. En tercer lugar, en el 
caso concreto, el equilibrio entre derechos fundamentales es algo muy difícil de lograr 
sin que algún derecho ceda más que otro. Para Howse, teniendo en cuenta que la OMC 
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es un órgano que promueve básicamente la libertad de mercado, el resultado de todo 
ello es muy claro: la subordinación de los derechos sociales fundamentales a las 
libertades de mercado (ibíd., p. 6).  
Petersmann (2002) elabora una larga respuesta a Alston en la que refuta sus principales 
críticas, al tiempo que sostiene un fuerte argumento en defensa del constitucionalismo 
internacional. El punto de la argumentación relevante para este trabajo es que, para el 
autor, el constitucionalismo internacional —definido en términos de los principios 
mencionados arriba— es una condición previa para la efectiva protección de los 
DD.HH. y el imperio de la ley en las relaciones internacionales.  
Otros autores defienden visiones similares a la de Petersmann, aunque con diferencias 
con relación a la jerarquía entre el Derecho Internacional de los DD.HH. y el derecho 
del comercio internacional o sobre los efectos de esa relación sobre la protección de los 
DD.HH. Respecto de este debate, los autores se dividen entre los que solo reconocen la 
primacía de las normas sobre DD.HH. de carácter jus cogens sobre las normas del 
comercio internacional y los que reconocen la primacía de todas las normas sobre 
DD.HH. sobre las del comercio internacional. Autores como Cottier (2002; Cottier et al, 
2005) sostienen que el Derecho Internacional de los DD.HH. tiene un rango superior a 
las normas del comercio internacional solo en lo que a normas de carácter jus cogens 
respecta. En el resto de las normas sobre DD.HH. no ocurre lo mismo. Resalta que, de 
manera similar al ejercicio de coordinación de las garantías de rango constitucional, las 
normas del Derecho Internacional sobre DD.HH. y las normas del comercio 
internacional deben ser coordinadas con la máxima amplitud posible para fortalecer el 
diálogo y la interacción entre ambos campos.  
Lejos de considerar a estas dos ramas del Derecho Internacional como áreas separadas, 
el autor recuerda que se trata de dos campos del Derecho Internacional muy cercanos y 
cuyo origen se remonta al siglo XIX, a las revoluciones liberales y a la discusión en 
torno a la esclavitud. Resalta que tanto los DD.HH. como el comercio dan nueva forma 
a la estructura del Derecho Internacional, dado que borran las fronteras entre lo 
doméstico y lo internacional y actúan estableciendo estándares internacionales que los 
Estados deben alcanzar en todo el mundo. En efecto, ambas ramas del Derecho 
Internacional serían nada más que dos caras de la misma moneda, dos expresiones del 
liberalismo, ingredientes esenciales del orden de posguerra de la Segunda Guerra 
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Mundial, que se erigieron como respuestas al fenómeno del totalitarismo que había 
absorbido por completo al individuo. En ese sentido, tanto los DD.HH. como el 
comercio internacional imponen fronteras y al mismo tiempo requerimientos positivos 
al Estado. 
Sin embargo, al margen de las semejanzas, Cottier (2002) advierte que ambas corrientes 
siguieron caminos separados y en muchos casos divergentes. Como áreas tradicionales 
de divergencia se puede identificar, por ejemplo, el proceso de desarrollo normativo. 
Mientras que el sistema de DD.HH. establece sus reglas desde arriba hacia abajo (top 
down), las reglas del sistema de comercio internacional se establecen en un proceso de 
negociaciones que construyen reglas desde abajo hacia arriba (bottom up) en un 
ambiente de continuos intercambios (trade-offs). Además, resalta la diferencia en cuanto 
a la efectividad de ambos sistemas: mientras que los mecanismos para la protección 
internacional de los DD.HH. han permanecido débiles en el ámbito internacional, el 
reciente sistema de solución de controversias de la OMC se muestra sólido y eficaz en 
la protección de los derechos establecidos en las reglas del sistema multilateral de 
comercio.  
Acerca de los efectos del comercio internacional sobre los DD.HH., Cottier sostiene la 
existencia de efectos positivos, por lo menos en cuanto a los derechos civiles y políticos 
(Cottier, 2002) y, en ese aspecto, su posición se acerca bastante al argumento de 
Petersmann. El autor identifica algunas cuestiones que pueden servir como puntos de 
fortalecimiento mutuo entre los DD.HH. y las normas comerciales, en una lógica win-
win. Afirma que un sistema de comercio abierto y transparente es beneficioso para el 
avance de los derechos civiles y políticos, que la liberalización comercial ayuda a 
mantener la estabilidad política, la democracia y, por consiguiente, los DD.HH. De la 
misma manera, aduce que donde se protegen los derechos civiles y políticos, 
difícilmente las reglas del librecambio, la transparencia y el acceso a los mercados se 
verán afectados.  
Sin embargo, en lo atinente a los efectos del vínculo entre DD.HH. y comercio sobre los 
derechos económicos, sociales y culturales (DESC), el autor reconoce que es un campo 
mucho más complejo. De hecho, advierte que los efectos de bienestar creados por el 
comercio liberal no se han necesariamente "derramado" y no proveen la tan esperada 
justicia distributiva, ni igualdad de oportunidades para los individuos. Señala que esta 
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situación es más grave y urgente en los países en desarrollo, mucho más débiles a la 
hora de imponer límites a la libertad de mercado.  
Cottier (2002) sugiere la inclusión del concepto de desarrollo sustentable en el ámbito 
de la relación entre los DESC y el comercio. En este sentido, se deben establecer 
condiciones que debe tener el comercio internacional para apoyar políticas de bienestar 
domésticas, de inversión y de transferencia de tecnología para el desarrollo sustentable, 
de trato especial y diferenciado para los países en desarrollo y los menos adelantados. 
Sin embargo, el autor cuestiona la factibilidad de lidiar —bajo el título de DD.HH.— 
con el universo del comercio y el desarrollo, por lo que concluye que habría que 
establecer prioridades en el interior de los DESC, con el objetivo de obtener una mayor 
efectividad en su protección. 
No es el objetivo de este trabajo abordar el problema desde la perspectiva de los 
DD.HH.. Sin embargo, hay que resaltar que existe vasta literatura que sostiene la 
primacía de los DD.HH. sobre las reglas del comercio. Fundan su razonamiento en el 
artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas19, que consideran jerárquicamente 
superior a las demás normas del Derecho Internacional (salvo las normas de jus cogens). 
Allí, se puede resaltar trabajos de las agencias especializadas de las Naciones Unidas 
(Comité DESC, 1998, 1999; CIDH, 2000, 2002; Howse, 2000; ONU, 1998, 1999, 2002, 
2003a, y 2003b)  
Dicha literatura además apoya una posición diferente a la idea de complementariedad 
con rasgos positivos entre comercio y DD.HH., defendida por Petersmann y en menor 
medida por Cottier. Dichos trabajos señalan que la liberalización del comercio es una 
amenaza a la protección de los DD.HH., ya que en muchos casos los compromisos 
asumidos en la esfera comercial son incompatibles con las obligaciones de los Estados 
en materia de derechos fundamentales. De hecho, algunos de los trabajos (ONU, 1998, 
1999, 2002, 2003a, y 2003b) diagnostican un empeoramiento en el grado de protección 
de algunos derechos fundamentales en el marco de procesos de integración comerciales. 
                                                 
19
 El art. 103 de la Carta establece que en caso de “conflicto entre las obligaciones contraídas por los 
Miembros de las Naciones Unidas en virtud de la presente Carta […] y sus obligaciones contraídas en 
virtud de cualquier otro convenio internacional, prevalecerán las obligaciones impuestas por la presente 
Carta”. Es decir que en el ámbito del Derecho Internacional, la Carta de las Naciones Unidas es 
jerárquicamente superior a las demás normas convencionales y la misma Carta así lo declara en el 
artículo citado. De la misma manera, el respeto a los DD.HH. no solo está entre los propósitos de las 
Naciones Unidas (art. 1 y 3), sino que está presente en distintos artículos esparcidos por toda la Carta 
(por ejemplo, art. 13 inc. b; 55, c; 70, c ). De ese modo, si el respeto a los DD.HH. es una obligación de la 
Carta, las normas sobre DD.HH. prevalecen sobre las normas comerciales. 
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Las soluciones presentadas para afrontar esa realidad, en general, se asemejan a 
considerar la primacía constitucional de los DD.HH. en el sistema internacional, 
sugiriendo que las normas del comercio multilateral (entre otras) se ajusten a las 
exigencias impuestas por los DD.HH.20. 
 
- Constitucionalización en el sistema multilateral de comercio 
Otra manera de llevar la discusión constitucionalista a la OMC es indagar sobre la 
existencia de un proceso de constitucionalización de las reglas del sistema multilateral. 
Aquí, la discusión intenta responder si el régimen del derecho de comercio internacional 
sufrió o no un proceso de constitucionalización con la creación de la OMC. Al 
responder esta pregunta, los autores combinan argumentos de lo que es y lo que debería 
ser.  
Así, Petersmann defiende que los acuerdos de la OMC deben tener una función 
constitucional porque el proteccionismo inexorablemente afecta los intereses de la 
mayoría (Pauwelyn, 2006). Los acuerdos de la OMC deben "atar de manos" a los 
gobernantes para que resistan la presión de los grupos de interés y para que de esta 
manera puedan promover un régimen de libre comercio internacional de la mano de un 
régimen democrático nacional (McGinnis y Movsesian, 2000).  
Autores como Schoeleman y Ohlolf (1999) usan el término "constitucionalización" para 
describir los importantes logros sustantivos del derecho de la OMC, su cuasiobligatorio 
sistema de solución de controversias y el cambio de sistema multilateral de comercio 
desde un sistema orientado al poder hacia un sistema orientado a las reglas, que se ha 
desarrollado en una estructura "protosupranacional".  
                                                 
20
 Los trabajos traen a colación una variada e interesante lista de sugerencias, entre las cuales cabe 
destacar: que la OMC trabaje en conjunto con el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(CDESC, 1999) con el fin de garantizar la efectiva protección de esos derechos; que los Estados informen 
a los órganos encargados de promover la observancia de los DD.HH. sobre la manera en que están 
tomando en cuenta esos derechos en las negociaciones internacionales; que los organismos 
internacionales especializados en DD.HH. analicen detalladamente los acuerdos comerciales de cada 
región o sus borradores; que se promueva la creación de espacios para la participación de la sociedad 
civil en las negociaciones internacionales (CIDH, 2004); que el Marco de Asistencia de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo —que está en proceso de elaboración— haga referencia expresa, como marco 
fundamental, al Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales y que las 
observaciones finales de los órganos creados en virtud de tratados de DD.HH. sean consideradas como 
documentos de referencia ineludibles al elaborar las estrategias del Marco de Asistencia para cada país 
(CDESC, 1998). 
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A su vez, Pauwelyn (2006) considera que el proceso de constitucionalización del 
sistema multilateral de comercio con la creación de la OMC es innegable, a pesar de que 
recomienda evitar el uso de ese término. De hecho, para el autor, hay que observar la 
similitud que tienen los Tratados de Marrakech con una "Constitución" de la OMC21; el 
poder vinculante frente a los Estados y el equilibrio de intereses y valores - observado 
sobre todo en la manera en que el Órgano de Apelación de la OMC restringe la 
conducta económica de sus miembros y equilibra reglas de libre comercio y protección 
de otros bienes como el medioambiente, por ejemplo.-, entre otros aspectos, para 
concluir que esos son sin duda indicios de constitucionalización.  
Sin embargo, el autor también considera que en otras esferas, la OMC es un caso de no 
constitucionalización. Por ejemplo, en la falta de participación de los ciudadanos de 
forma directa, en el hecho de que en última instancia la OMC es una organización 
intergubernamental, un tratado comercial y no se acerca a una estructura supranacional 
(en alusión al caso europeo). Según el autor, el ejercicio más productivo entonces es 
concentrarse en los problemas reales (y no semánticos) de la OMC con respecto al 
equilibro de poder entre los actores, la delimitación de las competencias, la legitimidad 
y la rendición de cuentas (accountability). Ello resaltaría problemas más urgentes para 
la comunidad internacional como encontrar equilibrio entre compromisos 
internacionales y domésticos, dar respuesta a las demandas de flexibilidad política y 
entre eficiencia y legitimidad, contestación y participación.  
En una línea de argumentación similar, Tratchman (2006) reconoce que las 
Constituciones tienen muchas dimensiones y que la OMC ha desarrollado algunas de 
ellas, y otras no. El autor considera que el discurso constitucional puede acercar y 
expandir posibilidades para el desempeño de la OMC. En ese sentido, al autor encuentra 
demasiado restrictiva la visión según la cual no hay nada de constitucional (o no debe 
haber) en la OMC. Sin embargo, el autor también reconoce el "lado oscuro" del discurso 
constitucional porque crea una falsa necesidad y una falsa rigidez, haciendo creer que 
algunas reglas por ser constitucionales, priman sobre otras e incluso sobre la política.  
Por su parte, Cottier (2000) propone una constitucionalización de la OMC que 
represente un cambio, reflejado en la jurisprudencia, en el paradigma funcional, 
                                                 
21
 Que establecen los objetivos, alcance, funciones, presupuesto, estructura de toma de decisiones, 
membresía de la OMC. 
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fundamentalmente orientado hacia la liberalización comercial hacia un marco capaz de 
equilibrar de manera razonable, valores básicos y objetivos de políticas diferentes, 
igualmente legítimos y democráticamente definidos, con vistas a promover la libertad y 
el bienestar en sentido amplio.  
En contra de este argumento básico de constitucionalización de la OMC, se encuentran 
Howse y Nicholaidis (2001), quienes argumentan que dicha organización sufre todavía 
de un enorme déficit democrático. Como ya se detalló, los autores —quienes hacen una 
crítica directa al modelo de constitucionalización de Petersmann— consideran que la 
aplicación del lenguaje constitucional al sistema multilateral de comercio exacerba las 
esperanzas de que el liberalismo económico pueda tener status y legitimidad de norma 
superior, irreversible, irresistible y abarcadora. También exacerba los miedos de que las 
organizaciones internacionales de gobernanza económica se conviertan en "monstruos" 
supranacionales y no responsables ante nadie.  
Los autores recomiendan, sin embargo, que en lugar de caer en el pesimismo acerca de 
la constitucionalización de la OMC, se debe resaltar las funciones del sistema de 
solución de controversias, en la adjudicación de valores que compiten y tomando en 
consideración los márgenes de maniobra de las regulaciones domésticas de los Estados 
y las reglas de otros regímenes internacionales (p.3). Los autores defienden que 
mientras a la OMC no se le pida resolver todas las esferas humanas y sociales, el diseño 
institucional es suficiente y la organización no necesita ahondar en un proceso de 
constitucionalización y, por consiguiente, no necesita tener que cumplir tan rígidamente 
con el requisito de legitimidad. 
Otros autores también se dedican a analizar la constitucionalización en la OMC, 
resaltando algunos aspectos relacionados con la legitimidad de la organización. Es el 
caso de John Jackson (2001), quien hace un análisis constitucional de la OMC 
focalizado en su estructura institucional, pero resalta la necesidad de incrementar y 
mejorar la transparencia y la participación de actores no gubernamentales en los 
procesos de toma de decisión de la organización.  
De manera similar, Steve Charmovitz (citado en Cottier y Hertig, 2003) defiende la 
visión según la cual la gobernanza internacional debe cumplir con los requerimientos de 
legitimidad de acuerdo a principios constitucionales. El autor defiende lo que él llama 
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de "cosmopolítica" en oposición a la tradicional diplomacia intergubernamental o 
"orthopolítica" (ibíd., p. 273): "el individuo quiere legitimar la gobernanza democrática 
en todos los niveles, sean en la comisión de la escuela, en el municipio, la provincia, la 
Nación o la OMC". 
Otros autores reconocen que el debate de la constitucionalización de la OMC está 
demasiado sesgado por la experiencia europea. En ese sentido, Bogdandy —en su 
modelo de interdependencia coordinada— enfatiza la autonomía regulatoria de los 
miembros de la OMC y resalta las diferencias existentes con el esquema de la Unión 
Europea. Stein (2001: 502) a su vez señala que las diferencias entre la estructura 
internacional de la OMC y la supranacional de la Unión Europea hacen que la 
transferencia de las características básicas de la Unión Europea sea algo difícil de prever 
o imaginar. Weiler (2002: 230) considera que constitucionalizar el GATT en términos 
estructurales y usar la UE como modelo es un sueño simplista y totalmente equivocado. 
A pesar de la abundante literatura acerca de la constitucionalización de la OMC, no hay 
muchos autores que detallen dimensiones de análisis que permitan una evaluación de la 
realidad observada en dicha organización. Uno de los trabajos que lo hace es el de 
Deborah Cass (2005). La autora define que el núcleo de un proceso de 
constitucionalización está compuesto por seis dimensiones o elementos:  
- Prácticas sociales que restringen el comportamiento social, económico o 
político de la comunidad. Las prácticas en este caso pueden ser normas, 
instituciones o principios que regulan y restringen relaciones políticas y 
económicas entre actores en el sistema.  
- Existencia de un cambio en la norma fundamental (Grundnorm). Esta dimensión 
comprende la emergencia de una nueva norma jurídica superior que da a las 
normas, antes dispersas, una coherencia suficiente para suponer que dichas 
reglas constituyen un nuevo orden jurídico, válido en el sistema jurídico en 
cuestión. En esta dimensión, Cass emplea la teoría de Hans Kelsen acerca de la 
aparición de la norma fundamental y de Hart para tratar la cuestión de la 
vinculación entre las normas primarias sustantivas y las normas secundarias de 
procedimiento (rulemaking) (2005, pp. 32-33). 
- Comunidad. Existencia de una comunidad que pueda autorizar la constante 
creación y modificación de la Constitución.  
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- Deliberación. Para poder considerarse "constitucionalizado", un sistema jurídico 
debe incluir procedimientos de deliberación y comunicación cuyo propósito sea 
facilitar el diálogo del sistema jurídico en cuestión, sus valores, prácticas y 
procesos. En este caso, la autora considera fundamental que esa deliberación y 
comunicación abarque la sociedad civil (civic participation). 
- Reajuste de la relación Estado-institución. Otro elemento central del proceso de 
constitucionalización es la reorganización de la relación entre los Estados y la 
institución "constitucionalizada". En ese sentido, en un sistema de muchas 
camadas (multilayered), la definición de las relaciones y los límites entre los 
diferentes niveles de gobernanza es esencial para el cumplimiento de funciones 
constitucionales.  
- Legitimidad social. Esta dimensión excede el correcto procedimiento en el 
proceso de creación de derecho —según la teoría de Kelsen— para abarcar la 
autoridad normativa suficiente de una norma para hacer que la comunidad la 
acepte como Constitución, según construcciones teóricas de Howse (2000) y 
Weiler (2000). 
Otro autor que también detalla algunas dimensiones es Trachtman (2006), quien 
considera seis dimensiones en la constitucionalización de la OMC: 
- económica, en el sentido de conjunto de reglas para las transacciones y la 
institucionalización de las autoridades; 
- interfuncional, que permite integrar diferentes valores sociales; 
- política, que refleja la integralidad cultural y democrática de un grupo de 
personas; 
- jurídica y judicial, que provee reglas para la elaboración de otras reglas, para 
establecer las jerarquías y el alcance de las normas y de la actividad de 
interpretación de las mismas; 
- de DD.HH., que limita la esfera de autoridad gubernamental; y  
- redistributiva, fundada en la solidaridad social.  
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A partir de estas dimensiones y de las observadas en la literatura sobre 
constitucionalización del Derecho Internacional en general, este trabajo construirá las 
dimensiones del proceso de constitucionalización. Teniendo en vista que si bien el caso 
de la OMC es uno apuntados por la literatura como emergente del constitucionalismo 
internacional, y tomando en consideración que no sólo no hay consenso sobre esa 
afirmación, sino que además, las dimensiones presentes en la literatura son diversas, 
dispares y muchas veces contradictorias, se eligirán las dimensiones de mayor presencia 
en la literatura, es decir, las que cuentan con un mayor nivel de consenso entre los 
autores, como se puede vislumbrar en el apartado metodológico.  
 
1.6. Conclusiones del Capítulo 1 
A partir de la revisión de la literatura sobre constitucionalismo en el ámbito 
internacional, se pueden sacar algunas conclusiones. Existe una literatura que resalta 
que el sistema internacional en general y el Derecho Internacional en particular está 
sufriendo un proceso de constitucionalización. Muchos autores son neokantianos y 
rescatan el idealismo como corriente de pensamiento. En ese sentido, el proceso de 
constitucionalización podría sugerir que la comunidad internacional comparte un 
conjunto de valores y que eso puede traer orden y jerarquía al desorden e incertidumbre 
generalmente relacionados con el sistema internacional, situación agravada por la 
reciente ola de globalización.  
El constitucionalismo internacional estaría entonces vinculado con un proceso en el cual 
el sistema internacional comienza a cumplir algunas funciones constitucionales 
relacionadas con valores y procedimientos de esa índole. La literatura es vasta en el 
análisis de ese fenómeno. Sin embargo, al momento de operacionalizar dicho proceso de 
constitucionalización, tornarlo más preciso para un análisis más detallado, la literatura 
es más bien escasa. Hasta el momento, no muchos autores se dedicaron a construir 
elementos para determinar cuándo una institución, sistema o conjunto de normas está 
atravesando un proceso de constitucionalización.  
Asimismo, la literatura existente es confusa no solo en la definición de los términos y 
conceptos, sino también en la definición de los elementos del fenómeno de 
constitucionalización internacional. Las principales dificultades encontradas son la falta 
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de claridad terminológica, la confusión entre las categorías de análisis elegidas, cierto 
nivel de endogeneidad entre algunas de las dimensiones o de circularidad entre una y 
otra dimensión. A diferencia de algunos autores que consideran que la construcción de 
indicadores del constitucionalismo internacional no es la tarea prioritaria de la teoría 
constitucionalista (Cottier y Hertig, 2003), otros (Dunoff y Tratchman, 2009) afirman 
que debería haber más ejercicios de esa índole para ir refinando dicha teoría.  
En gran parte, esto se debe a que la intensificación del debate constitucionalista en la 
esfera internacional es relativamente reciente. En se sentido, se observa que el debate 
todavía muy amplio; superpone lo fáctico y lo normativo, lo jurídico y lo político en el 
intento por analizar los cambios recientes ocurridos en el sistema internacional, 
compreender mejor los procesos de gobernanza global, en los cuales el Derecho 
Internacional y su creciente armonización son entendidos en clave de una creciente 
constitucionalización. 
Con relación al debate trasladado al sistema multilateral de comercio, se observa que la 
OMC es uno de los casos más citados en la literatura como ejemplo de 
constitucionalización internacional, de legalización o de especialización de un régimen 
autónomo.  
La discusión más ideologizada acerca de la OMC ocurre cuando los autores se indagan 
sobre la relación entre los principios que rigen el sistema multilateral de comercio y los 
principios que rigen otros regímenes especializados de Derecho Internacional como el 
Derecho Internacional de los DD.HH. o el Derecho Internacional Ambiental.  
No hay consenso sobre los beneficios o perjuicios de una mayor constitucionalización 
del sistema multilateral de comercio; tampoco sobre su relación con otros regímenes 
autónomos, aunque una parte de la literatura reconoce un proceso de 
constitucionalización del sistema multilateral de comercio luego de la creación de la 
OMC, si se lo compara con relación a su antecesor el GATT.  
En el capítulo siguiente, se detallarán las principales críticas el constitucionalismo 
internacional y se analizará el debate relacionado con el pluralismo jurídico y la 
fragmentación del sistema internacional, con vistas a completar la discusión teórica que 
dará las bases para el posterior análisis del sistema multialteral de comercio. 
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CAPÍTULO 2: MARCO TEÓRICO Y CONCEPTUAL: LAS CRÍTICAS AL 
CONSTITUCIONALISMO Y EL CAMINO HACIA EL PLURALISMO 
JURÍDICO Y LA FRAGMENTACIÓN 
Como se puede rescatar del primer capítulo, el debate sobre el constitucionalismo en el 
sistema internacional comprende una larga y sólida corriente teórica que tiene sus raíces 
en la influencia del pensamiento kantiano. Sin embargo, muchos se rebelan en contra de 
una escuela de ambiciones universalistas y se oponen a esa perspectiva denominada por 
muchos como “hegemónica”. Asimismo, existen también críticas desde los mismos 
autores constitucionalistas, que reconocen algunos puntos débiles en la construcción 
teórica constitucionalista.  
Así, el debate puede ser resumido entre, por un lado, los autores constitucionalistas que 
reconocen los puntos débiles de la teoria constitucionalista, aunque buscan corregirlos 
en defensa de dicha construcción teórica y, por otro lado, autores que desafían el 
constitucionalismo como marco posible o deseable para analizar la comunidad 
internacional.  
Dicho debate tiene raíces históricas y da paso para la construcción de alternativas más 
relacionadas al pluralismo jurídico. Allí, la discusión es variada pero puede ser resumida 
entre los que rechazan el diagnóstico de que la comunidad internacional presencia una 
mayor constitucionalización por algún defecto intrínseco al propio Derecho 
Internacional (como la falta de legitimidad democrática); y los que si bien no lo 
rechazan, afirman que la corriente constitucionalista es sesgada y hegemónica, y puede 
ser resumida como un intento de hacer universalmente aceptadas normas y valores que 
no lo son en realidad. 
En general, las críticas apuntan a que el enfoque constitucionalista deja poco margen a 
la pluralidad de actores y posiciones políticas. Esas críticas forman un conjunto más o 
menos uniforme de voces en contra del denominado "pensamiento único" del 
constitucionalismo en la esfera internacional.  
Sin embargo, tienen menos densidad y presencia en la literatura y, si bien comparten las 
críticas al constitucionalismo, sus visiones no pueden reunirse fácilmente bajo una 
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misma construcción teórica. De todos modos, se puede afirmar que esas visiones 
críticas del constitucionalismo se encuentran en el marco amplio del pluralismo en 
general y del pluralismo jurídico en particular, incluyendo la teoría crítica del derecho.  
Muchos de sus autores tratan la fragmentación como una consecuencia natural de la 
comunidad internacional compuesta la misma por actores dotados de posiciones 
diferentes y divergentes en las negociaciones de las reglas y la construcción de 
instituciones. En esta postura, algunos autores adoptan posiciones más técnico-jurídicas 
y avanzan sobre la resolución de los conflictos normativos derivados de la 
multiplicación y la fragmentación de normas.  
En este capítulo, se detallarán las principales críticas a la corriente constitucionalista, 
además de abordar los principales rasgos de las corrientes de pensamiento pluralista y se 
incluirán algunas consideraciones sobre del conflicto de normas en el Derecho 
Internacional en general y en el sistema multilateral de comercio en particular. 
 
2.1. Desde adentro del constitucionalismo, el problema ineludible de la 
legitimidad  
En el debate sobre el constitucionalismo, tarde o temprano surge el problema de la 
legitimidad. Y esto ocurre porque, por un lado, casi toda la construcción teórica sobre el 
constitucionalismo internacional está inspirada en el modelo de Estado constitucional, 
aunque a veces lo rechace. Y por otro lado, porque trata a grandes rasgos de ordenar la 
vida internacional conforme unos parámetros más o menos comunes. Es decir, abordan 
el tema de la legitimidad no sólo con relación a la necesaria vinculación del término 
constitucionalización con el concepto de legitimidad democrática, sino que también con 
relación a la legitimidad de la pretensión de constitucionalización en la esfera 
internacional. De hecho, prácticamente todas las teorías constitucionalistas afirman que 
los miembros de una comunidad política deben poder decidir por ellos mismos el 
contenido de las reglas que gobiernan sus vidas colectivas (Dunoff y Trachtman, 2009), 
y eso constituye precisamente la legitimidad. Algunos autores afirman también que la 
legitimidad está estrechamente relacionada con la calidad democrática del proceso a 
través del cual la respectiva comunidad de valores se crea (Krisch, 2002). La 
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legitimidad es, por ende, el "nudo gordiano" de esta construcción teórica y el principal 
blanco de los detractores de la corriente constitucionalista.  
Cottier y Hertig (2003) enfatizan la tensión entre los requerimientos de legitimidad y de 
eficiencia en el plano internacional, que impacta directamente sobre la discusión de 
constitucionalización. Para los autores, el énfasis en la legitimidad puede dar como 
resultado un punto muerto —dado que no es posible, hoy por hoy, repetir los mismos 
requerimientos de legitimidad de la esfera doméstica en la esfera internacional—, 
mientras que privilegiar en demasía la eficiencia afecta de manera adversa la 
legitimidad del procedimiento. En su opinión, los puntos muertos y los procedimientos 
demasiado alejados de alguna base democrática difícilmente son modelos adecuados 
para las estructuras de gobernanza regional o global.  
Para Tomuschat (1999), la comunidad global está basada en valores compartidos que 
funcionan como el sustrato social del Derecho Internacional, pero no como fuente de 
legitimidad democrática. El autor afirma que el Derecho Internacional posee 
credenciales democráticas de manera derivada solamente. Ese es uno de los principales 
motivos por los que no utiliza el término "federalismo global" y rechaza la idea de que 
el modelo internacional se construya como mera reproducción del modelo 
constitucionalista doméstico o nacional. 
De Wet (2006) aclara que el error en este debate es utilizar la gobernanza democrática 
nacional como un modelo para la gobernanza internacional. Según este argumento, 
parecería ser que existe un modelo de gobernanza democrática nacional que puede fijar 
los umbrales de las condiciones para la legitimidad. Sin embargo, según la autora, no 
hay un solo modelo que pueda ser extrapolado; y por otro lado, la democracia no 
necesariamente se equipara a la legitimidad. De hecho, las democracias liberales 
generalmente excluyen aquellos que son afectados por sus políticas. Además, hay varios 
modelos de democracia: popular, representativa, pluralista, entre otras.  
Así, para la autora, no se debe dar por sentado que la superación de los déficits 
democráticos en el proceso de toma de decisiones a nivel internacional representará la 
superación de su déficit de legitimidad, teniendo en cuenta que la legitimidad está 
relacionada con la calidad de la representación y la participación. Es decir, los que 
tienen la democracia liberal a nivel nacional como modelo y prerrequisito para legitimar 
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el proceso de toma de decisiones podrían tener que aceptar que el déficit de legitimidad 
en el ámbito internacional nunca será superado.  
Sin embargo, De Wet (2006) sostiene que, si se acepta que la democracia no 
necesariamente sea la medida de la legitimidad del proceso de toma de decisiones, es 
posible entonces preguntarse si el déficit de legitimidad en el ámbito internacional 
podría ser superado de otras maneras que no tengan que ver con un proceso de toma de 
decisión democrático, sino por ejemplo, un sistema de toma de decisiones más accesible 
y con mayor participación `por parte de otros actores además de los gobiernos.  
Entre las medidas sugeridas por la autora para ayudar a construir el camino de la 
legitimidad está fomentar la participación y la transparencia en los procesos de toma de 
decisiones, por ejemplo, a través de la mayor participación de las ONG en el ámbito 
nacional e internacional. En ese sentido, en lugar de acusar a las ONG de ser la elite 
autoelegida de la sociedad civil, lo que hay que hacer, según la autora, es concentrarse 
en expandir esa modalidad de participación a la mayor cantidad posible de actores.  
Dunoff y Trachtman (2009) reconocen que la construcción teórica sobre legitimidad 
democrática tiene larga historia en la esfera doméstica y que su traducción a la esfera 
internacional presenta desafíos prácticos, analíticos y normativos. Se puede afirmar que, 
en general, las normas jurídicas internacionales ordinarias de por sí ya están más 
aisladas de prácticas de legitimación democrática con relación a las prácticas internas 
nacionales. Así, teniendo en cuenta que las normas constitucionales son jerárquicamente 
superiores a las normas de Derecho Internacional ordinario, se espera entonces que la 
relación entre democracia y constitucionalización sea aún más problemática.  
Los autores justifican la legitimidad en el proceso de constitucionalización por medio de 
un argumento constructivista según el cual la constitucionalización global es la 
extensión de un pensamiento generalizado con relación al orden global. Está 
fundamentado en ideas, convicciones y compromisos tanto cuanto en política y doctrina 
jurídica. Según los autores, este enfoque constructivista no se contradice con el enfoque 
funcionalista porque ambos están de acuerdo en que la Constitución está basada en el 
contexto social e histórico: las funciones constitucionales analizadas por los autores 
están basadas en una necesidad percibida en el entorno social. 
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La autoridad constitucional —su status como norma fundamental— depende, en última 
instancia, no de provisiones escritas, ni siquiera de prácticas históricas, sino de una 
aceptación de la autoridad constitucional. Dicha aceptación, cuando existe, depende de 
hechos externos a la Constitución, que pueden ser considerados como pre o 
extraconstitucionales. Los autores citan a Schauer (1995:230) para afirmar que "Las 
constituciones dependen de presuposiciones lógicas anteriores que le proveen su status 
constitucional". Es decir, la existencia de un entendimiento o acuerdo intersubjetivo es 
una de las claves que distingue un orden constitucional de uno que está altamente 
legalizado solamente. En otras palabras, consideran que una autoridad constitucional lo 
es cuando tiene legitimidad en la comunidad internacional para serlo; un argumento, 
verdad sea dicha, que bordea lo tautológico.  
 
2.2. Desde afuera, la crítica a la pretensión de constitucionalización del 
sistema internacional 
Así como la teoría constitucionalista es rica en matices y perspectivas de distintos 
autores, también lo es la corriente de sus detractores. Las críticas se sostienen en el 
tiempo desde la crítica a Kant y la escuela universalista por parte de Carl Schmitt 
(Habermas, 2008) hasta la los críticos posmodernos de la llamada escuela pluralista 
(Koskenniemi, 2001, 2006; Stein, 2001; 2004; Fischer-Lescano y Teubner, 2004, entre 
otros).  
Las críticas al constitucionalismo pueden dividirse en dos corrientes principales: los que 
cuestionen la existencia misma del fenómeno de constitucionalización y los que 
reconocen su existencia, pero advierten sus riesgos. Ambas corrientes se relacionan en 
cierta medida y el principal argumento en contra de la existencia del constitucionalismo 
(el que afirma que el constitucionalismo presupone valores universales que no existen 
actualmente) casi siempre lleva a la crítica de que la pretensión de existencia de un 
fenómeno como el de la constitucionalización responde al proyecto de pocos para 
controlar la comunidad internacional y hacerla funcionar conforme a sus intereses.  
Algunos autores, como los de la New Haven School, advierten en este debate que el 
Derecho Internacional seguiría la práctica o el comportamiento de los Estados más 
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poderosos22. Ya la escuela crítica del derecho ("Critical Legal Studies") ve el debate 
sobre la constitucionalización como el (velado) intento político por parte de actores 
internacionales específicos de buscar preeminencia para cierto grupo de normas sobre 
las demás. Otros directamente afirman que la búsqueda de unidad jurídica a través de 
normas constitucionales es un proyecto hegemónico (Koskenniemi, 2001)23. 
Otros autores afirman que el argumento a favor de la constitucionalización presupone la 
existencia de un consenso global acerca de un núcleo de valores, lo que sencillamente 
no existe en la actualidad. Según su punto de vista, el intento de mediar entre diferentes 
valores es simplemente el reconocimiento de la necesidad ineludible de hacer 
intercambios (trade-offs) entre los diferentes valores en juego.  
Algunos critican el desarrollo de un sistema jurídico de valores bajo la influencia de 
instituciones internacionales y tribunales por ser ilegítimo, un sistema normativo 
impuesto que tiene lugar sin ningún procedimiento democrático o de rendición de 
cuentas (Rubenfeld, 2003). Así, estos autores consideran que las organizaciones 
internacionales son gobernadas por una elite de funcionarios gubernamentales que 
cuentan además con poderosas organizaciones de la sociedad civil global. En ese 
sentido, la proliferación de las ONG que interactúan con poderosas organizaciones 
internacionales son consideradas elites autoelegidas que abogan por causas específicas, 
que no son representativas del público en general, y están involucradas en una alianza 
nefasta con burócratas internacionales y países simpatizantes, "en un romance de 
cuestionada legitimidad" (Stein, 2001: 491). 
Para algunos, el impacto de esa ilegitimidad es aún más palpable cuando el derecho de 
una organización internacional se aplica de forma directa en el sistema jurídico 
doméstico sin la aquiescencia del parlamento de ese país, sobre todo en los casos en los 
que el país miembro fue vencido en una votación en la organización que está 
imponiendo la decisión aplicable (Alvarez, 2006; Allot, 2001). 
                                                 
22
 En respuesta a esas críticas, que son en su mayoría dirigidas hacia Tomuschat, Bogdandy (2006) se 
defiende afirmando que, si bien el Derecho Internacional presenta las limitaciones apuntadas arriba, 
también es cierto que la teoría social y la filosofía política nunca probaron ser aptas para resolver el 
problema de lo ‘cierto’ y lo ‘errado’ de manera más eficiente que los caminos establecidos por el 
razonamiento jurídico. 
23
 En respuesta a eso, Bogdandy hace un tímido llamado a la teoría constitucionalista para tener más en 
cuenta la relación entre los principios que conforman el Derecho Internacional y la situación dramática en 
muchos países no desarrollados (p. 241, nota al pie 85). 
 76
Existen otros autores que critican el constitucionalismo por estar muy sesgado por la 
experiencia de la UE, que si bien se puede entender como una comunidad de valores 
más o menos homogénea, no puede ser tomada como base para la aplicación de esos 
valores en la comunidad global, donde la armonía no es evidente.  
Sobre los riesgos de esa universalización, Delmas-Marty (2003; 2005) resalta el 
problema del conflicto de valores y defiende, en lugar del universalismo, un "pluralismo 
ordenado". A su vez, Martti Koskenniemi (2000) considera que la diversidad es un 
hecho que debe ser reconocido, pero que al mismo tiempo tiene consecuencias políticas 
para la comunidad internacional ya que emergen y predominan los intereses de algunos 
y se tornan subsidiarios los de otros. 
En ese sentido, el avance del constitucionalismo con vocación "universalizadora" 
debería ser matizado, dada la tendencia inevitable de las construcciones humanas a la 
concentración de poder. Para ello, habría que controlar los avances excesivos de la 
regulación internacional y buscar una armonización en lugar de la uniformización 
propuesta por las corrientes del constitucionalismo. Dicha armonización se entiende 
como la aproximación de las normas para lograr una aplicación compatible de reglas 
que están relacionadas con las mismas situaciones jurídicas al mismo tiempo que se 
protege la seguridad jurídica en las relaciones internacionales (Barral, 2007; Barreira, 
2007). 
En cambio, autores como Martha Finnemore (1996) rechazan la existencia de un 
camino progresivo hacia la armonización de las normas internacionales. Para ella, las 
tensiones y contradicciones entre las normas dejan espacio para diferentes soluciones y 
arreglos y reflejan las tensiones y los conflictos entre los involucrados. Esto significa 
que no existe un ideal político y económico hacia donde todas las normas convergen. 
No hay equilibro estable, no hay fin de la historia. En el mismo sentido, usando la 
terminología de Erika de Wet (2006), la proliferación de los llamados "regímenes 
funcionales" lleva a que la comunidad internacional se asemeje a una red de 
comunidades —en lugar de una sola comunidad—, caracterizadas por la ausencia de 
jerarquía entre sus sistemas normativos, que pudiera determinar el resultado en 
conflictos interregímenes (Slaughter, 2004; Fischer-Lescano y Teubner, 2004).  
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A su vez, David Kennedy (2009), uno de los mayores exponentes de la escuela crítica 
del derecho, hace una de las críticas más abarcadoras a la corriente constitucionalista e 
incluye aspectos políticos y de las relaciones internacionales. Para el autor, el 
constitucionalismo no es nada más ni nada menos que un esfuerzo continuo de repensar 
la manera en que nos gobiernan a escala global; es decir, el constitucionalismo es un 
debate sobre gobernanza. Esto resulta significativo no solo por la cantidad de estudios 
que se están desarrollando actualmente sobre el tema en las más diversas disciplinas, 
sino que también refleja lo poco que sabemos sobre la manera en que nos gobiernan. En 
cada rincón del mundo se pueden ver los resultados de la globalización, pero muy poco 
se sabe sobre la forma en que operan esas muchas facetas del mundo globalizado 
(Kennedy, 2009: 6-7).  
Según Kennedy, esa es la clave para empezar a ver el proyecto constitucionalista con 
más precaución: entender la forma en que el mundo globalizado funciona. En ese 
sentido, considera que cualquier estudio sobre gobernanza global debería empezar por 
preguntar dónde están las palancas, quiénes son las autoridades y cómo se relacionan 
entre sí en el mundo globalizado. Además, cómo encajan las piezas de ese mundo 
globalizado, si están conectadas o más bien están puestas al azar. Es decir, si existe más 
de un orden global, si es todo simplemente caos y en qué medida es el trabajo de una 
mano invisible (ibíd., p. 1).  
Sobre el debate específico del constitucionalismo y la llamada "sociedad internacional", 
el autor se pregunta si la comunidad internacional está realmente constituida; si se sabe 
lo suficiente sobre la estructura de los arreglos globales para estar tan confiados de que 
la estructura de constitucionalismo nacional es un buen modelo para aplicar en la esfera 
global24. Los principales puntos de alerta contra la tendencia constitucionalista para el 
autor son cinco: 
1.  Gran densidad de reglas en el sistema internacional. La internalización de la 
política también significo la legalización de esa política. Entonces, lo que hay 
que hacer no es incluir a los actores "adentro" de la norma, sino entender si es 
necesario y cuándo, rearmar las normas que constituyen dichos actores, 
canalizando sus interacciones e influyendo sus poderes relativos. 
                                                 
24
 El autor mantiene que su preocupación no es solamente formal. De hecho, afirma que, si entendemos 
las dinámicas por las cuales se reproducen las desigualdades en la distribución de la riqueza, el 
conocimiento y el poder, podemos llegar a saber cómo hacer del mundo un lugar mejor. 
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2.  Dispersión de las reglas en el sistema internacional. Ese desorden e 
incertidumbre generan una enorme dispersión de las normas. Hay conflicto de 
normas, de jurisdicción, jurisdicciones múltiples que deciden la validez y la 
aplicación de esas normas, sin que exista una última instancia o un último 
recurso. Si la intención es armar un panorama constitucional, debe haber espacio 
para todo ese escenario; es inútil negarlo o mirarlo superficialmente en una 
pretensión de coherencia. 
3.  Informalidad. El enfoque legal en general dedica escasa atención a lo que es 
informal, vale decir, las normas de costumbre, los patrones y las expectativas 
públicas y privadas, el mercado negro, los flujos ilegales, etc. Es necesario 
dedicar más tiempo y esfuerzo en entender los efectos de ese "lado oscuro" para 
ver cómo altera el sentido legal la conciencia de esos procesos con relación a las 
grandes preguntas: ¿Dónde está y qué es el poder global? ¿Cómo está 
organizada la política? ¿Dónde están las claves para el cambio? Asimismo, es 
necesario modificar la idea de que las excepciones a las reglas están por fuera 
del derecho, como si las excepciones y los privilegios no fueran también una 
regla.  
4.  Tendencia al panorama estático. El panorama constitucional tenderá a ser 
estático, cuando en realidad, la gobernanza global es un proceso. Además, el 
contexto global ha cambiado mucho y es preciso considerar el contexto actual 
para que la reestructuración de la gobernanza tenga cierto grado de éxito. Es 
decir, es necesario considerar los poderes emergentes, las grandes democracias. 
En ese camino, es fundamental reformar la ONU, así como la OMC o el FMI, 
que se consideran voceros de lo universal.  
5.  Prisa en el proyecto de gobernanza. El autor llama la atención hacia el peligro 
de que los intentos de repensar la gobernanza global no logren captar la 
profundidad de la injusticia del mundo actual y la urgencia de un cambio. Son 
todos proyectos de reforma moderada, para los cuales lo normal es lo estable y 
lo sustentable. El simple hecho de escribir sobre la historia de la dominación y la 
inequidad y cómo se borró esa historia de los mapas intelectuales jurídicos que 
se produjeron es en sí una gran tarea. 
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Además de la crítica al proyecto constitucionalista, el autor embiste contra sus 
defensores. En ese sentido, afirma que "es triste ver que, mientras el mundo está 
convulsionando, los numerosos debates sobre constitucionalismo y gobernanza global 
se contenten solamente con adornar los hábitos de la tecnocracia, decorando su forma de 
hacer gestión con filigranas intelectuales. Gran parte de la academia hoy es solo un 
resumen que sirve para resaltar la importancia y la vitalidad de una cultura profesional y 
una sensibilidad muy estrechas, que defiende propuestas de gobernanza global 
enraizadas en el status quo" (ibíd., p. 59)25. Es decir, muchos proyectos 
constitucionalistas se centran en arreglos institucionales ya existentes. Al hacerlo, es 
decir, al constitucionalizar las estructuras existentes, lo que se está haciendo es retirarlas 
del campo de la contestación y de la revisión, endureciendo sus divisiones de poder y 
congelando el campo de juego, "elevándolas" a la categoría de constitucionales. Esto 
representa un grave peligro ya que, para el autor, el modelo constitucional es una 
descripción muy laxa de la forma en que el poder realmente opera en la realidad. 
Así, Kennedy sostiene que el constitucionalismo no es una buena forma de gobernanza 
global. Uno de los puntos mencionados para sostener dicho argumento es el hecho de 
que, si bien las discusiones constitucionalistas empiezan como descripciones —lo que 
es importante porque se necesita mayor claridad en cómo somos gobernados—, 
terminan como propuesta para reconstruir el orden político global a través de la 
santificación o sacralización de procedimientos institucionales a los que estamos más 
familiarizados.  
El autor apunta varios sesgos en la literatura constitucionalista. En primer lugar, afirma 
que todo parece tener un propósito. Vale decir, los constitucionalistas afirman, en 
general, que los elementos del orden constitucional tienen una función, que eso refleja 
necesidades sociales o tiene justificativo de una manera u otra en una razón instrumental 
o en una lectura progresiva o evolutiva de la historia. En segundo lugar, afirma que hay 
un sesgo procedimental en el enfoque constitucionalista, que defiende la idea de que la 
mejora en los procesos es un beneficio para todos y olvida o pretende olvidar la agenda 
sustantiva que hay detrás de los procesos, y hace olvidar el status quo que ese tipo de 
                                                 
25
 El autor sigue con la crítica incendiaria, preguntándose por qué los derechos de propiedad viajan a 
través del globo de manera tan segura mientras el alcance extraterritorial del derecho laboral, de la 
defensa en contra de la discriminación laboral o de la protección ambiental sigue siendo tan acotado. El 
autor teme no solo que no haya capacidad pública global suficiente para enfrentar esos retos, sino que la 
propia gobernanza global sea un instrumento para reproducir situaciones como pobreza, conflictos, 
injusticia. 
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idea legitima. En ese sentido, las propuestas constitucionalistas suelen mostrarse como 
inocentes, desprovistas de ideologías, sino basadas en valores, principios, derechos 
universales. Tratan a todo lo demás como si fuesen portador de intereses e ideologías, 
cuando la realidad es que es muy difícil deslindar el contenido sustantivo de los 
proyectos políticos en las propuestas de gobernanza global. Por eso, habría que pensar 
dos veces antes de mejorar los procedimientos por medio de los cuales la política global 
reproduce ese tipo de tendencia. Por último, el autor apunta a un sesgo del consenso por 
medio del cual se transmite la sensación de que las cosas están ordenadas cada vez que 
el orden internacional está organizado de manera similar a nuestras propias 
Constituciones. Sin embargo, esto no significa que esa sea la realidad ni tampoco que 
exprese algo global.  
Otro fuerte crítico del constitucionalismo es el autor Martti Koskenniemi. El jurista 
además fue el responsable del informe de la Comisión de Derecho Internacional de la 
ONU sobre la fragmentación del Derecho Internacional, como se analizará más 
adelante.  
El autor (2001, 2004, 2005, 2006a) también hace una crítica de fondo, que abarca la 
relación entre el poder y el derecho y afirma que el Derecho Internacional 
contemporáneo no es neutral con relación a diferentes compromisos políticos en disputa 
ni tampoco refleja una verdad universal. Negar esto sería reducir el Derecho 
Internacional al uso de estructuras intelectuales —tales como derecho, humanidad, 
consenso, universalidad— para convencernos de que lo que nosotros queremos es lo 
que quieren todos los demás26.  
Así, la posición del autor es que no hay valores universales porque no hay una posición 
universal y los argumentos a favor de los valores universales son simplemente 
hegemónicos. El Derecho Internacional personifica valores particulares, específicos, de 
aquellos que lograron éxito en sus luchas. En ese sentido, es otro autor que afirma que 
en el futuro tampoco habrá armonía: no hay ni habrá el fin de la historia de Fukuyama. 
El autor asevera que, en la medida en que el derecho afianza el orden e intenta asegurar 
la paz, esa paz nunca puede ser justa. Todo universalismo sustantivo es imperialismo 
                                                 
26
 “Todos deberíamos ser tratados como iguales, pero según mis estándares”. El autor sigue explicando 
que esto significa la necesaria parcialidad del juicio de valor universal, es la universalización falsa, y una 
suposición de que lo que yo quiero es lo que todo el mundo debería querer. (Koskenniemi, 2005, 122) 
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(2005: 122) y la búsqueda de consenso es compleja porque no significa lo mismo para 
aquel que puede vivir con la falta de consenso que para aquel que debe resignar todo por 
lograr llegar a un consenso (2006: 598). Así, el consenso tampoco puede personificar la 
posición de todos los involucrados de igual manera. Y esto es verdad al margen de la 
apertura que tenga el proceso de armado de borradores de normas que serán 
consensuadas/creadas. Los diferenciales de poder siempre persisten y el resultado es 
siempre sesgado. Sin embargo, el autor afirma que esto no significa que no debe de 
haber procedimientos. Todo lo contrario, si bien rechaza la pretensión universalista del 
constitucionalismo y la idea de neutralidad, rescata el papel central del derecho a lo hora 
de mediar la lucha y el conflicto.  
Una vez detalladas las principales críticas al proyecto de constitucionalización 
internacional, a continuación, se esbozarán los principales rasgos teóricos de las 
corrientes pluralistas y dedicadas a analizar la fragmentación del sistema internacional 
en general y del Derecho Internacional en particular. 
 
2.3. El pluralismo jurídico y la fragmentación del Derecho Internacional en 
relación con los diferentes ámbitos que abarca 
Los trabajos considerados "pluralistas" no son sencillos de reunir bajo un mismo 
paraguas teórico, ni son tan abundantes en la literatura. Sin embargo, parten de un 
diagnóstico común según el cual, si bien es imposible negar una institucionalización 
creciente del sistema internacional, lo que se observa es una multiplicación de normas 
como consecuencia natural de la pluralidad del sistema internacional, compuesto por 
actores diversos dotados de posiciones muchas veces divergentes que se ven reflejadas 
en esa fragmentación y multiplicidad de normas e instituciones internacionales. 
A partir de ese diagnóstico común, se encuentran desde el extensamente estudiado 
problema del conflicto entre normas jurídicas, hasta la situación en la que normas, 
actividades e instituciones diversas interactúan en una compleja red de regímenes. Los 
trabajos possen enfoques tanto de relaciones internacionales como de Derecho 
Internacional, como por ejemplo la teoría de los regímenes y el pluralismo jurídico y 
son analizados a continuación. 
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2.3.1. La fragmentación, la interacción de regímenes y el pluralismo jurídico: 
intentos de coordinación y sus críticas 
El reconocimiento de que el Derecho Internacional está compuesto de fragmentos de 
actividad normativa e institucional no es algo nuevo. Particularmente, desde fines de la 
Segunda Guerra Mundial, las instituciones y las normativas internacionales fueron 
multiplicándose para dar cuenta de una creciente complejidad en las relaciones que 
requerían reglas cada vez más especializadas. Esta situación se ha intensificado sin duda 
con el fenómeno de la globalización y también ha propiciado un ensanchamiento del 
debate en el seno del Derecho Internacional. De hecho, el debate ganó mas visibilidad y 
también generó una inquietud general a partir del caso Tadic de 199927, donde la Sala de 
Apelaciones del tribunal penal especial para la ex Yugoslavia (TPIY) decidió cambiar el 
criterio adoptado por la Corte Internacional de Justicia (CIJ) en el caso Nicaragua, de 
1986, sobre la atribución de responsabilidad del Estado por actos cometidos por grupos 
privados en conflictos armados, además de indicar que "en derecho internacional, cada 
tribunal es un sistema autónomo (salvo que se disponga lo contrario)" (Rodiles, 2009). 
Inquietados por decisiones como Tadic y los desarrollos a los que nos hemos referido, 
diversos jueces de la CIJ, particularmente Robert Jennings, Stephen M. Schwebel y 
Gilbert Guillaume, empezaron a alertar sobre los peligros que, a su juicio, encierra el 
fenómeno, poniendo el énfasis, como era de esperarse, en la fragmentación 
institucional. Coincidiendo con la preocupación de los jueces de La Haya —y también 
en consecuencia a ésta— el tema "fragmentación del derecho internacional" fue 
introducido a largo plazo dentro del programa de trabajo de la Comisión de Derecho 
Internacional (CDI), en 2000 (Koskenniemi y Leino, 2002; Rodiles, 2009), como se 
detallará en el próximo apartado.  
Sin embargo, la fragmentación en la esfera internacional tiene raíces sociológicas bien 
anteriores. Uno de los primeros teóricos del fenómeno de fragmentación fue Nikklas 
Luhmann (1971) quien, mientras teorizada sobre el concepto de sociedad mundial, 
construyó una hipótesis según la cual el derecho global experimentaría una 
fragmentación radical, no sobre líneas territoriales, sino sobre la base de sectores 
                                                 
27
 The Prosecutor vs. Dusko Tadic, IT–94–1–A, del 15 de julio de 1999, párrs. 120 y ss., en 
http://www.un.org/ictty/tadic/appeal/judgement/tad–aj990715e.pdf.  
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sociales. La razón sería la transformación de expectativas normativas (moral, política, 
derecho) en expectativas cognitivas (economía, ciencia, tecnología), que tendría lugar 
durante la migración de sociedades organizadas nacionalmente hacia sociedades 
globales (Fischer-Lescano y Teubner, 2004). En este escenario, los conflictos que 
predominan ya no son entre Estados, sino entre grupos de normas de diferentes sectores 
sociales globales.  
En ese momento, surgen perspectivas que complejizan el derecho interacional y su lugar 
en el sistema internacional. En primer lugar, se da lugar a una tendencia que permite 
observar el Derecho Internacional desde una perspectiva social, donde el Estado no es el 
único actor del sistema con capacidad normativa (Dupret, 2012). Asimismo, la 
multiplicación de los temas en la agenda internacional incrementó la demanda de 
regímenes internacionales, entendidos como complejos normativos mas amplios que 
engloban no solo normas, pero también procedimientos, principios y procesos de tomas 
de decisiones (Krasner, 1982). En ese punto, el fenómeno de la fragmentación 
normativa empieza a relacionarse más estrechamente con la idea de pluralismo jurídico 
y de regímenes, que pasamos a detallar.  
Acerca del enfoque de "regímenes", los trabajos de Keohane (1984) y Krasner (1983) 
son casi siempre el fundamento para la ampliada visión sobre los conjuntos normativos. 
Según dichos autores, las instituciones internacionales proliferaron rápidamente en el 
período de la posguerra debido a que la multiplicación de los problemas en la agenda 
internacional llevó a una mayor demanda de regímenes internacionales. El término 
"régime" se define como un conjunto de normas, principios, reglas y procedimientos de 
toma de decisiones, implícitos o explícitos, alrededor del cual las expectativas de los 
actores convergen en un determinado campo de las relaciones internacionales (Krasner, 
1982).  
Para Keohane (1984: 97), los regímenes facilitan los acuerdos porque aumentan las 
posibilidades de anticipar los costos de la violación de las reglas, por proveer 
información fiable a los actores. Los regímenes se desarrollan en situaciones en que los 
actores tienen intereses comunes e intereses en conflicto acerca de temas múltiples que 
se solapan, en que las externalidades se manejan por medio de la negociación y el 
intercambio (bargain). 
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Más recientemente, otros autores dan cuenta de que la creciente densidad de las 
instituciones internacionales, conjuntamente con un carácter más intrusivo de las 
normas internacionales, hacia el interior de las fronteras del Estado ha aumentado la 
complejidad de la gobernanza global. Allí intervienen agencias nacionales e 
internacionales, expertos, organizaciones transnacionales, todos involucrados en 
intrincados procesos de tomas de decisiones, creación de normas e implementación en 
un complejo de regímenes internacionales (Raustiala y Victor, 2004; Alter y Meunier, 
2009).  
La interacción de regímenes es entonces necesaria teniendo en cuenta que hay un 
número cada vez mayor de regímenes internacionales y transnacionales, cada uno 
dotado de objetivos, instituciones, expertos (y ethos) particulares. Esta nueva situación 
ya no puede manejarse por medio de las relaciones interestatales tradicionales. Los 
problemas globales, como la protección del medio ambiente, la lucha contra el crimen 
organizado, y los objetivos como la prosperidad económica y la protección de los 
DD.HH. requieren interacción entre regímenes especializados a escala global (Twining, 
2009).  
Estas definiciones son más abarcadoras dado que consideran como inherentes a los 
regímenes los actores y los procedimientos de tomas de decisiones, además de las 
normas y los principios. Vale decir, consideran procedimientos relativos a la 
negociación y la producción de las normas jurídicas (no solamente su implementación), 
así como consideran los diferentes actores involucrados en el régimen, sean estatales o 
no, sean instituciones, grupos transnacionales, burocracias nacionales, árbitros, 
especialistas, sociedad civil, entre otros.  
Esto implica una comprensión más crítica sobre la dimensión estratégica de la 
fragmentación (Young, 2012), en la que es necesario entender cómo interactúan los 
diferentes elementos relacionados con el Derecho Internacional y la gobernanza global, 
cuáles son los regímenes que se encuentran más enraizados en la sociedad internacional, 
y cuáles son los campos de convergencia y divergencia entre los diferentes regímenes. 
La perspectiva de los regímenes supone la existencia de muchos y diversos grupos 
normativos en el sistema internacional, que es lo que caracteriza la visión del pluralismo 
jurídico. La corriente del pluralismo jurídico ha sido entendida como uno de los 
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conceptos clave en la visión post moderna del derecho y manifiesta la coexistencia de 
espacios legales superpuestos, interconectados e interrelacionados (Ianello, 2014). Se 
refiere tanto a las ramas del derecho como a sus fuentes. 
Esta perspectiva no sólo defiende la existencia y coexistencia de diversos regímenes y 
esferas jurídicas sino que también analiza las relaciones existentes entre ellos (Merry, 
Griffiths y Tamanaha, 2013). Este nuevo sistema jurídico internacional aceptaría un 
conjunto de elecciones normativas igualmente legítimas y diferentes de instituciones y 
tribunales dentro del contexto de un sistema global (Burke-White, 2004). Reconoce un 
conjunto de dinámicas jurídicas (entendidas en el sentido amplio) diferenciadas que 
coexisten en la regulación social. 
El pluralismo sostiene que cada uno de los regímenes que se van formando expresa una 
forma de racionalidad sobre el derecho que se auto-afirma en la medida en que produce 
autónomamente sus elementos y estructuras normativas (idem). La diversidad de 
racionalidades que se auto-constituyen normativamente pueden subordinar, coexistir e 
incluso subsumir a la propia racionalidad estatal sobre el derecho poniendo en evidencia 
la imposibilidad de su aspiración a la unidad y el monopolio sobre la definición de lo 
jurídico (idem). 
El pluralismo jurídico hace posible una nueva concepción del subsistema jurídico en el 
cual no se considera el derecho únicamente en su condición de autorreproducción y 
delimitación operacional sino también en los espacios en los cuales se entrecruza con 
otros modos de existencia de lo social (Guauque Torres, 2011).  
La corriente del pluralismo jurídico hace referencia propiamente a la coexistencia de 
sistemas jurídicos diferentes en un mismo espacio-temporal, que por un lado niega el 
monopolio jurídico por parte del Estado y por otro lado acepta la descentralización del 
derecho estatal (Fariñas, 2006: 36). De esta forma, el pluralismo jurídico describe un 
caleidoscopio jurídico (Santos y García Villegas, 2001) que incluye, entonces, tanto el 
clásico “derecho duro” de los estados (por ejemplo, leyes y tratados internacionales) 
como formas novedosas de “derecho blando” (por ejemplo, los códigos de conducta 
empresariales y las recomendaciones de órganos internacionales de derechos humanos) 
(Garavito, 2011:74). 
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Como se puede observar, el pluralismo jurídico se vincula al enfoque de los regímenes 
en la descripción el fenómeno de fragmentación y multiplicación normativa en el 
sistema internacional. En ese sentido, al describirlo, disminuye la importancia (o 
deseabilidad) de brindar jerarquía entre diferentes (sub)sistemas. Muchos autores 
pluralistas aducen que no existe una "metarracionalidad" que pueda invocarse para 
ordenar el creciente número de instituciones y normas internacionales. Asimismo, como 
ya mencionado, el pluralismo evita el énfasis desmedido en la norma y la jerarquía, para 
dar lugar a formas más múltiples de organización que den más espacio a la política, los 
actores y al intercambio más "heterárquico`"28 entre diferentes órdenes jurídicos 
(Krisch, 2010). 
Fischer-Lescano y Teubner (2004) también sostienen que un orden jurídico jerarquizado 
no es viable, pues la fragmentación del sistema internacional y del Derecho 
Internacional no es más que un reflejo de la diferenciación funcional de la sociedad 
global, proceso que el derecho, como subsistema social, ya no puede frenar. Los autores 
afirman además que las causas de esa fragmentación son políticas, en las tensiones que 
subyacen las negociaciones y la elaboración de normas en el sistema internacional. La 
mejor manera de manejar dicha situación es no seguir insistiendo en jerarquizar las 
normas y las instituciones, tarea que además tiene pocas chances de éxito, sino que 
"politizar" el conflicto de normas, o sea, considerar la variable política en las 
negociaciones entre diferentes actores colectivos. Esto se debe llevar a cabo evitando el 
otro extremo, que es considerar norma y política como lo mismo. En cambio, se debe 
mirar a la relación estructural entre derecho y poder en la construcción y la 
multiplicación de las normas.  
Por su parte, Engisch (citado en Simma y Pulkowski, 2006) manifiesta que el papel 
central de la noción de un orden legal unitario es dogmático y admite que los juristas 
deben ver la realidad empírica del orden legal menos unitario que sus construcciones 
intelectuales. En este mismo sentido, Canaris (ibíd.) expresa que tratar de conceptualizar 
el sistema del orden legal particular como un sistema formal o como un sistema 
axiomático-deductivo es una pérdida de tiempo. 
                                                 
28
 Mientras que el concepto de jerarquía se define como el orden de determinados elementos según su 
valor, el de heterarquía presenta una organización horizontal y bidireccional, que genera así una ausencia 
de poder de unos sobre otros aunque se haga presente la influencia entre pares. 
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Vale decir, el enfoque pluralista no sólo observa la existencia de multiples (sub)sistemas 
jurídicos como algo propio de la actual configuración del sistema internacional, sino 
que rechaza la necesidad de ordenarlos jerárquicamente. En ese sentido, se contrapone 
al enfoque constitucionalista tanto desde el punto de vista descriptivo como 
prescriptivo. 
Otro enfoque que da fundamento a la fragmentación es el derecho administrativo global 
(global administrative law o GAL), cuyos autores resaltan la importancia y la variedad 
de las prácticas administrativas en la implementación y la elaboración de regímenes 
regulatorios internacionales (Kingsbury et al, 2005; Kingsbury y Krisch, 2006; Harlow, 
2006). Mayormente, su objetivo es analizar el uso y los límites en el ejercicio del poder 
en marcos transnacionales, sistematizar y racionalizar los resultados de las regulaciones 
transfronterizas en términos de gobernanza global (Marks, 2005; Kuo, 2009). La ventaja 
del GAL es que tiene un punto de vista más amplio de los procesos internacionales, en 
particular porque pone atención en las entidades privadas y de carácter mixto, que en 
general quedan afuera de los análisis más convencionales del Derecho Internacional y 
de las relaciones internacionales. 
Sin embargo, existen algunos desafíos en el estudio de la fragmentación desde la 
perspectiva de los regímenes y/o el pluralismo legal. En primer lugar, la sobrevaloración 
de los regímenes como sistemas especializados crea "minisoberanías" y puede dificultar 
la visión del sistema internacional de manera más abarcadora (Albert, 2007; Young, 
2012). En segundo lugar, la diferenciación funcional de los regímenes también conlleva 
la dependencia de la trayectoria (path dependency), además de aumentar los costos de 
transacción y fomentar tendencias hegemónicas en el interior de cada régimen 
(Benvenisti y Downs, 2007; Teubner y Korth, 2012; Koskenniemi, 2012). De igual 
modo, la retórica de la fragmentación y sus amenazas puede usarse estratégicamente 
para provocar reformas en el sistema internacional y en el Derecho Internacional 
(Martineau, 2009). 
Koskenniemi (2012) advierte sobre algunas amenazas de ese giro hacia un enfoque de 
regímenes o de pluralismo legal. El autor afirma que esto se manifiesta en una 
"tecnificación" de los problemas globales. La "interacción de regímenes" sería entonces 
parte de un vocabulario de gestión que resalta la naturaleza técnica de los problemas 
sociales, dando a la eficiencia un valor predominante y reduciendo el tema a un enfoque 
 88
de problema-solución (p. 305). El Derecho Internacional pasa a ser una herramienta y se 
retira de la discusión el dilema ideológico clave de la ciencia jurídica, a saber, la lucha 
entre política y técnica, entre poder y reglas29.  
La "interacción de regímenes" transmite una falsa idea de que la coordinación entre 
regímenes asegura el buen funcionamiento del todo. Y esto se debe, en particular, a que 
el ejercicio de coordinación requiere evaluación y jerarquía, en cuyo caso, algunas 
preferencias serán subordinadas a otras. En este punto, la única diferencia con la teoría 
constitucionalista es que ésta construye o quiere construir reglas que determinen el 
alcance o la asignación de autoridad entre diferentes sistema jurídicos (Dunoff y 
Trachtman, 2009: 34), por medio de instituciones o Constituciones.  
Además, en general se requiere que la solución adoptada en la ejercicio de la 
coordinación personifique el "bien común", que a su vez personifica los intereses 
genuinos de cada régimen en particular. La denominada "armonía de intereses" expresa 
entonces valores básicos que han unido la humanidad a través de los tiempos, o en su 
defecto, la voluntad de la comunidad internacional. Cómo saber cuál es esa voluntad, y 
quién está autorizado o es capaz de captar la esencia del bien común son preguntas 
esenciales que escapan a esa visión y la acercan a las pretensiones constitucionalistas.  
Sin embargo, para Koskenniemi (2012), el pluralismo es la opción más aceptada entre 
los juristas, pero solo porque el pensamiento alternativo a eso es demasiado 
problemático para afrontar. Es decir, si el choque de intereses, o valores o regímenes no 
es un problema de conocimiento (de saber captar el bien común), sino simplemente una 
cuestión de preferencias incompatibles, entonces la solución adoptada no gozaría de 
mucha autoridad entre las partes (ibíd., p. 308)30. El autor advierte que esa tensión 
aumenta, porque en general cada conjunto de normas del pluralismo global o cada 
régimen aboga por validez global para sí, en base a criterios técnicos o científicos, en 
lugar de preferencias políticas31.  
                                                 
29
 La proliferación de trabajos dedicados al estudio de la “gobernanza global”, utilizando vocabulario 
técnico, institucional, de gestión de procesos es un claro ejemplo de esto, según el autor. 
30
 Este es uno de los argumentos centrales de la escuela crítica del derecho, según el cual, la actividad 
judicial, de interpretación y aplicación de normas, es en última instancia una actividad ideológica, llevada 
a cabo por actores dotados de ideología (Kennedy, 2010).  
31
 El autor advierte que, si bien en el caso de los Estados la cuestión de la soberanía se considera desde 
un punto de vista político, donde cada Estado quiere hacer prevalecer sus intereses, en el caso de los 
regímenes no es así. Los regímenes operan como ‘clusters’ de intereses y conocimiento mucho más 
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En esa misma dirección apunta Susan Strange (1982) desde la Economía Política 
internacional, quien afirma que la teoría de los regímenes ofusca y oscurece las 
relaciones de interés y poder que impactan en los asuntos internacionales. La autora 
afirma que la teoría no solo es confusa en su terminología (por el uso del término 
"régimen"), sino que está sesgada por ciertos valores como la búsqueda del orden y de 
la estabilidad, que no solo no son universales sino que reflejan un deseo de no cambiar 
el status quo y evitan preguntas políticas que deben formularse antes de empezarse a 
analizar la realidad internacional. 
El estudio de la fragmentación debe tener en cuenta todas esas consideraciones, 
advertencias, en la búsqueda de soluciones para los conflictos normativos que se 
presentan en la realidad. En primer lugar, se debe evitar que la visión de regímenes 
separados y "minisoberanos" disminuya la capacidad de ver todo el panorama 
internacional. En segundo lugar, se debe promover la ampliación y flexibilidad en el 
análisis de la fragmentación, pero que ello no impida la tarea analítica, teniendo en 
cuenta que más abarcador es un concepto, más difícil es la tarea de operacionalizarlo. 
En tercer lugar, tener siempre presente al momento del análisis, que ninguna 
construcción teórica es apolítica. Rescatar las preguntas políticas que están en la base de 
la dinámica internacional, aunque no sea para contestarlas sino para matizar los 
resultados obtenidos, es una manera de pensar el Derecho Internacional de manera más 
genuina y dinámica.  
 
2.3.2. La fragmentación en el informe de la Comisión de Derecho 
Internacional de las Naciones Unidas 
Las diversas y divergentes instituciones del Derecho Internacional parecen estar 
amenazadas por una multiplicidad de regímenes internacionales sin coherencia aparente. 
En este sentido, algunos afirman que la fragmentación aumenta las preguntas acerca de 
la estabilidad del Derecho Internacional, así como su consistencia y naturaleza 
abarcadora (Paulus, 2009; Kumm, 2009). Sin lugar a dudas, la versión más difundida en 
la escuela tradicional del derecho es que la fragmentación es una amenaza. Desde ese 
punto de vista, todos los problemas técnico jurídicos generados por la fragmentación 
                                                                                                                                               
cerrados y homogéneos que un Estado y, sin embargo, en general no se analizan en términos de 
hegemonía (ibíd. p. 318).  
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como el "forum shopping", los fallos contradictorios, entre otros, atentan contra la 
seguridad jurídica, la economía procesal, la estabilidad y el orden en las relaciones 
económicas y sociales.  
Según Young, (2012: 1), muchas veces el solo hecho de reconocer la fragmentación es 
visto con desconfianza por los académicos del derecho (internacional) porque eso sería 
refutar la naturaleza sistémica del mismo y los principios rectores que son esenciales 
para la disciplina y la idea misma de Derecho Internacional. Sin embargo, la inflación 
normativa que se observó con el proceso de globalización fue innegable y provocó un 
aumento importante en la preocupación por la fragmentación, que se expresó en el 
trabajo de la Comisión de Derecho Internacional (CDI) de las Naciones Unidas.  
Dicha Comisión comenzó a trabajar en el año 2000 en el tema a partir de un estudio 
sobre los riesgos que resultan de la fragmentación del Derecho Internacional. En el año 
2002, el tema fue formalmente incluido y se creó un grupo de trabajo para analizar "La 
fragmentación del Derecho Internacional: dificultades derivadas de la expansión y la 
diversificación del Derecho Internacional". En 2003, se nombró como Presidente del 
Grupo de Estudios a Martti Koskenniemi, y se aprobó un calendario de actividades 
hasta el año 2006 para la elaboración y entrega de un informe. En 2006, se da a conocer 
el informe “Fragmentación del Derecho Internacional: Dificultades derivadas de la 
diversificación y expansión del Derecho Internacional” (en adelante, "el informe" o "el 
documento")32. El documento no solo hace un análisis del tema, sino que brinda además 
una serie de conclusiones y consejos prácticos a la hora de enfrentar conflictos de 
normas. 
El informe manifiesta que el fenómeno de la fragmentación es una de las características 
de la reciente vida internacional, que los sociólogos han denominado "diferenciación 
funcional", es decir, la creciente especialización de partes de la sociedad y la 
consiguiente autonomización de esas partes. Esto sucede tanto a nivel nacional como 
internacional. Una paradoja bien conocida de la mundialización es que, si bien ha 
conducido a una creciente uniformación de la vida social en todo el mundo, también ha 
conducido a su creciente fragmentación, es decir, a la aparición de esferas de acción 
social y estructuras especializadas y relativamente autónomas (CDI, 2006: 11-12). 
                                                 
32
 Doc. A/CN.4/L.702, 18 de Julio de 2006.  
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El informe también reconoce que la fragmentación es inevitable y una tendencia natural 
en el Derecho Internacional, un reflejo de los diferentes propósitos y preferencias de los 
sujetos en una sociedad plural (mundial). Identifica dos tipos de desafíos generados por 
la fragmentación: institucional y sustantivo. El primero tiene que ver con la jurisdicción 
y la competencia de las distintas instituciones que aplican normas jurídicas 
internacionales y las relaciones jerárquicas entre ellas. El segundo, con la división del 
derecho en "marcos" sumamente especializados que pretenden tener autonomía relativa 
entre sí y respecto del derecho general.  
La Comisión decidió dejar de lado la cuestión institucional, aduciendo que es mejor que 
la cuestión de las competencias institucionales sea tratada por las propias instituciones. 
Eso es entendible teniendo en cuenta la posición que ocupa la Comisión como parte de 
las Naciones Unidas. Sería políticamente delicado que hiciera recomendaciones de ese 
estilo (Young, 2012). En cambio, se concentra en la cuestión sustantiva, indagando 
sobre los efectos de esa especialización, sobre cómo debería entenderse la relación entre 
esos "marcos" especializados o qué se puede hacer si las normas de dos o más 
regímenes entran en conflicto.  
Al ocuparse de la fragmentación sustantiva, el informe se concentra en el régimen de los 
tratados, rescatando por un lado la doctrina de Wilfried Jenks, según la cual "los 
tratados normativos tienden a desarrollarse en diversos grupos históricos, funcionales y 
regionales separados entre sí y cuyas relaciones mutuas en muchos aspectos son 
análogas a las de los sistemas separados del derecho interno" (Jenks, 1953, 403). Por 
otro lado, rescata le descripción sociológica de la fragmentación, como "diferenciación 
funcional", es decir, la creciente especialización de partes de la sociedad y la 
consiguiente autonomización de esas partes. 
El problema, aduce el informe, "es que esa legislación y creación de instituciones 
especializadas tiende a producirse con relativa ignorancia de las actividades legislativas 
e institucionales en los campos adyacentes de los principios y prácticas generales del 
Derecho Internacional. El resultado es el conflicto entre normas o sistemas de normas, 
prácticas institucionales desviadas y quizá la pérdida de una perspectiva general del 
derecho" (CDI, 2006: 12). 
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Sin embargo, así como se considera la fragmentación como una tendencia natural, el 
informe resalta dos cuestiones que matizan tal afirmación. En primer lugar, reconoce 
que siempre ha habido también procesos compensatorios igualmente naturales que 
llevaban en dirección opuesta a la fragmentación. El más claro ejemplo es el hecho de 
que el Derecho Internacional general se ha seguido desarrollando por medio de la 
aplicación de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, el 
derecho consuetudinario y "los principios generales del derecho reconocidos por las 
naciones civilizadas". Ese sería el reflejo de la vitalidad y la sinergia del sistema y su 
predisposición a la coherencia. En segundo lugar, el punto de partida del informe es que 
conviene proporcionar un marco conceptual en el que lo que quizá es inevitable 
(fragmentación) pueda comprenderse, evaluarse y gestionarse de una forma técnico-
jurídica (CDI, 2006:13). 
El marco utilizado es por lo tanto la Convención de Viena, dentro del cual se evalúa la 
fragmentación, resaltando la analogía con el conflicto de normas para resolver los 
desafíos planteados por ese fenómeno, y a partir del cual se ofrecen herramientas 
técnico-jurídicas de gestión de los conflictos. Ese punto de partida marcó un perfil más 
bien conservador en el trabajo de la Comisión. En palabras del mismo informe, "se parte 
del supuesto de que la "fragmentación" tradicional del Derecho Internacional ya ha 
dotado a los juristas de técnicas para hacer frente a normas y sistemas de normas que 
apuntan en diferentes direcciones. Esto no significa anular la importancia de la reciente 
tendencia a la especialización funcional en los regímenes regulatorios, pero indica que 
la evolución de los hechos tiene una importancia relativamente menor para el 
funcionamiento del razonamiento jurídico," (ibíd., p. 17). 
Los tópicos que trata el informe en el estudio minucioso de la fragmentación del 
Derecho Internacional son cinco: 
- la función y el alcance de la norma de la lex specialis y la cuestión de los "regímenes 
autónomos" (self-contained regimes); 
- la interpretación de los tratados a la luz de "toda norma pertinente de Derecho 
Internacional aplicable en las relaciones entre las partes" (apartado c) del párrafo 3 del 
artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) en el contexto 
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de la evolución general del Derecho Internacional y de las preocupaciones de la 
comunidad internacional; 
- la aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia (artículo 30 de 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados); 
- la modificación de tratados multilaterales entre algunas de las partes únicamente 
(artículo 41 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados); y 
- la jerarquía normativa en Derecho Internacional: el jus cogens, las obligaciones 
erga omnes y el artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas como normas de 
conflicto. 
Estos puntos se orientan a cuatro tipos de relaciones que se plantean en los conflictos 
normativos: la relación entre el derecho especial y el derecho general, la relación entre 
el derecho anterior y el derecho posterior, la relación entre derechos de diferente rango 
jerárquico y la relación del derecho con su "entorno normativo" más general. 
El grupo de estudio también apunta a la existencia de normas perentorias, que serían las 
normas aceptadas y reconocidas por la comunidad internacional de Estados como un 
todo y cuya derogación no es permitida, tales como la esclavitud o el genocidio. Dichas 
normas tendrán primacía sobre todas las demás normas en caso de conflicto. También se 
analizan cláusulas especiales que resuelven conflictos de normas, tales como la 
disposición de la Carta de las Naciones Unidas que establece que las obligaciones de la 
carta prevalecen sobre obligaciones de los miembros en cualquier otro tratado 
internacional. 
Acerca de cada punto, la comisión diserta sobre las soluciones potenciales en caso de 
conflictos, utilizando como respaldo no solo dispositivos de la Convención de Viena, 
sino también normas consuetudinarias, principios generales del derecho, así como 
jurisprudencia de cortes del sistema internacional, como la Corte Internacional de 
Justicia, y de órganos de solución de disputas pertenecientes a regímenes especiales, 
como es el caso del Órgano de Apelación de la OMC. El resumen de cada uno de los 
cinco puntos tratados por la Comisión se expone a continuación: 
- Conflicto entre la ley especial o posterior y la ley general 
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En el Derecho Internacional, este conflicto se vislumbra en situaciones entre un tratado 
multilateral general y tratados bilaterales o regionales específicos. En esos casos, la 
primera observación del informe es que la calificación de los tratados bilaterales o 
regionales como lex specialis o ley posterior "no puede conducir a soslayar el tratado 
general. En lugar de ello, el instrumento más antiguo y más general sigue "en el fondo", 
controlando la manera en que normas posteriores y más específicas se interpretan y 
aplican." (ibíd., pp. 23.-24).  
Esto lleva a un segundo punto: la dificultad de apreciar cuando un instrumento posterior 
o más específico significa un "desarrollo" o una "aplicación" de un instrumento más 
general y cuando se pretende que sea una excepción o limitación al mismo.  
En ese sentido, el informe considera que, teniendo en cuenta que los sistemas jurídicos a 
veces apuntan en dirección diferente, es tarea del razonamiento jurídico establecer 
relaciones significativas entre ellos a fin de determinar si pueden aplicarse de una forma 
mutuamente corroborante o si una norma o principio debe tener una prioridad definida 
sobre otra, en una "integración sistémica" (ibíd., p. 130). 
De hecho, por más que los sistemas se autodenominen autónomos, no están aislados del 
resto del derecho y, en efecto, deben su validez, reciben sus límites y se complementan 
constantemente por normas y principios jurídicos que no están establecidos ni 
constituidos por actos específicos. El informe resalta el carácter pragmático de las reglas 
de la "especialidad" y la "generalidad" de las reglas normativas en el proceso del 
razonamiento jurídico y la forma en que su aplicación específica depende siempre del 
contexto en que se aplican (ibíd., p. 131), aunque reconoce como problemático 
considerar que dos ramas del derecho se rijan por principios diferentes cuando están 
intrínsecamente vinculadas, como es el caso del derecho mercantil y del derecho del 
medioambiente, por ejemplo. 
- Conflicto entre normas sucesivas 
El informe considera que la relación entre derecho especial y derecho general suele 
estar influida por otra relación: la relación entre el derecho anterior y el derecho 
posterior. En términos generales, suele suceder que, cuando los Estados promulgan una 
ley general posterior, el objeto es dejar de lado la ley anterior aun cuando esta última en 
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cierto sentido fuera más "especial". Uno de los ejemplos es la adopción de un tratado en 
un ámbito anteriormente regulado por el derecho consuetudinario.  
Pese a que se considere que el tratado subsiguiente prevalece sobre su rival porque es lo 
que las Partes han pretendido, no es sencillo aceptar la justificación pragmática de la lex 
posterior. Según la Comisión, preferir lo de hoy a lo de ayer, refleja más completamente 
las circunstancias presentes y la voluntad presente de los actores. Y sin embargo, 
naturalmente no se puede reclamar prioridad absoluta (ibíd., pp.134).  
Vale decir que el derecho en materia de conflictos entre acuerdos sucesivos se funda en 
gran parte en presunciones sobre la intención de la partes y sobre el objeto y el fin de los 
tratados. Así, la solución de los conflictos está necesariamente vinculada con la 
interpretación de los tratados. Por lo tanto, ni el tratado anterior ni el tratado posterior 
gozan de una preferencia automática. 
Según el informe, en caso de conflicto, el problema no es la validez sino la prioridad 
relativa de los tratados. Este criterio se refleja también en el artículo 30 de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que, aunque codifica en gran 
parte una práctica anterior variable, deja sin respuesta algunas de las cuestiones más 
espinosas (ibíd., p. 188). Asimismo, según el documento, por ejemplo, es claramente 
insatisfactorio que la parte que haya celebrado un acuerdo incompatible tenga derecho a 
elegir qué acuerdo cumplir y cuáles de sus partes tendrán que contentarse con la 
responsabilidad de los Estados. 
En vista de que los Estados a menudo se han resistido a establecer una jerarquía clara 
entre acuerdos mediante, por ejemplo, la adopción de cláusulas precisas para resolver 
los conflictos, la "coordinación" en la aplicación de varios tratados puede parecer una 
medida práctica, especialmente cuando los tratados forman parte de lo que se ha 
llamado un "régimen", es decir, cuando están institucionalmente vinculados y tienen por 
objeto la consecución de objetivos paralelos. Sin embargo, esa coordinación es 
problemática entre distintos regímenes, es decir, cuando el enfoque "legislativo" del 
conflicto entre tratados parece menos pertinente.  
Estas son también las situaciones en que el principio de la lex posterior encuentra 
menos aplicación. En estos casos, se debe hacer hincapié en garantizar los derechos 
establecidos en las correspondientes convenciones. Si un derecho queda invalidado por 
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la incompatibilidad con el otro tratado, deberá entrar en juego la responsabilidad de los 
Estados. Sin embargo, para la solución de conflictos entre varios regímenes e incluso 
dentro del mismo régimen cuando los tratados hayan creado derechos claramente 
especificados (subjetivos), una solución más realista parecería ser recurrir a los órganos 
generales encargados de la solución de diferencias (ibíd., p. 189). 
- Conflictos entre normas y principios de diferente autoridad normativa 
El informe también hace un análisis detallado sobre la relación entre el artículo 103 de 
la Carta de las Naciones Unidas, el jus cogens, y las obligaciones erga omnes. Allí, 
considera que, aunque no hay una única serie fija de relaciones jerárquicas entre las 
normas, los principios y las obligaciones de Derecho Internacional, no significa que no 
existan relaciones de superioridad e inferioridad, sino que las que hay no pueden 
determinarse de una manera abstracta, independientemente de los contextos en que se 
invoquen algunas normas (reglas, principios) frente a consideraciones contrapuestas 
(ibíd., p. 236).  
Asimismo, destaca que existe una clara diferencia entre normas de jus cogens y 
obligaciones erga omnes. Las primeras tienen que ver con la "importancia" normativa 
de una norma; las segundas, con su "ámbito o alcance" procedimental. En tanto que una 
norma de jus cogens tiene necesariamente un alcance erga omnes, no todas las 
obligaciones erga omnes tienen rango de jus cogens (ibíd.).  
Para la Comisión, el artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas indica el rango 
jerárquicamente superior de la Carta sobre otras partes del Derecho Internacional y, si 
bien no se cuestiona de forma significativa la noción de jus cogens, todos los debates 
actuales se refieren a la determinación de su contenido, en particular respecto de la 
calificación de algún hecho o acontecimiento. A este respecto, la comisión reconoce que 
todo depende de la evolución de las preferencias políticas.  
- Conflicto de normas como interpretación: la integración sistémica 
Por último, el informe aborda la llamada "la integración sistémica" en el conflicto de 
normas, como principio que considera presente en todo el informe. Teniendo en cuenta 
que la comisión considera que no puede distinguirse entre la solución de conflictos y la 
interpretación, la manera en que se interpretan las normas pertinentes determina si 
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existe un conflicto y qué puede hacerse con los conflictos prima facie. Vale decir, la 
interpretación no entra en juego únicamente cuando ya se ha comprobado que existe un 
conflicto, sino que las normas parecen ser compatibles o estar en conflicto como 
consecuencia de la interpretación (ibíd., p. 239). 
En este sentido, resalta la importancia del apartado c) del párrafo 3 del artículo 31 de la 
Convención de Viena, que expresa lo que se denomina "principio de integración 
sistémica"33, por el cual las obligaciones internacionales se interpretan en relación con 
su entorno ("sistema") normativo. 
Así, según la Comisión, el apartado c) del párrafo 3 del artículo 31 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, y el "principio de integración sistémica" 
consagrado en él, resumen los resultados de todo el informe. En ellos, en el proceso de 
definir cuál es el derecho aplicable, las fuentes más concretas o inmediatamente 
disponibles se interpretan las unas respecto de las otras y teniendo en cuenta el derecho 
general que sirve de fondo (ibíd., p. 280). 
Al asegurarse de que el resultado está relacionado con el entorno jurídico y que se 
tienen en cuenta las normas adyacentes (quizá aplicadas, quizá invalidadas, quizá 
descartadas momentáneamente), toda decisión expresa además el entorno jurídico 
institucional respecto de unas preferencias básicas, opciones en materia de distribución 
y objetivos políticos. Así, el principio de la integración sistémica va más allá de la causa 
particular, lo que para la Comisión es algo muy importante en un mundo 
descentralizado y espontáneo cuyas prioridades y objetivos suelen enunciarse de manera 
deficiente. También es importante para el desarrollo crítico y constructivo de 
instituciones internacionales, especialmente de las que tienen competencias en materia 
de aplicación de leyes (ibíd., p. 181).  
El Cuadro II que sigue a continuación detalla algunos de los conflictos que se presentan 
en el Derecho Internacional, ilustrado por la Comisión y presentes también en Dunoff y 
Trachtman (2009). 
 
                                                 
33
 A ese respecto, ver: Jean Combacau y Serge Sur (2004). “Principe d’intégration" en Droit international 
public, París: Montchrestien; y Campbell McLachlan (2005), "The Principle of Systemic Integration and 
Article 31 (3) (c) of the Vienna Convention", I.C.L.Q., vol. 54, pp. 279-320. 
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Cuadro II: Tipología de conflictos derivados de la fragmentación del Derecho 
Internacional 
 
Tipo de conflicto Caso concreto Solución brindada 
 
Dos tribunales proveen 
interpretaciones opuestas o 
contradictorias de una misma 
norma jurídica. 
 
El Tribunal Penal 
Internacional para la ex 
Yugoslavia (TPIY) determinó 
que el pronun-ciamiento de la 
Corte Inter-nacional de 
Justicia (CIJ) sobre la 
responsabilidad del Estado no 
era correcto desde el punto de 
vista del Derecho 
Internacional y elaboró su 
propia fórmula para establecer 
la responsabilidad. (Caso 
Tadic, n. IT-94-I-A, 15 de julio 
de 1999) 
El conflicto no se resolvió 
dado que la CIJ posterior-
mente reafirmó su fórmula 
(Nicaragua test) y consideró 
la interpretación realizada por 
el TPIY como inadecuada y 
poco persuasiva, además de 
contribuir a que otros tribuna-
les internacionales puedan 
in-terpretar la misma norma 
de manera diferente. 
 
Un tribunal (permanente o ad 
hoc) se niega a seguir una 
norma general del Derecho 
Internacional con el argu-
mento que se debe aplicar 
una ley especial. 
 
La Corte Europea de 
Derechos Humanos (CEDH) 
rechazó la aplicación de 
normas generales sobre la 
reserva de tratados, deter-
minó que la supuesta reserva 
que había hecho el Estado no 
tenía validez y determinó que 
el Estado estaba obligado por 
el tratado (Belilos v. Suiza).  
Para sostener su fallo, la 
Corte adujo que la 
Convención Europea de 
Derechos Humanos goza de 
carácter constitucional, re-
mitiéndose al caso Loizidou 
v. Turquía.   
 
Se considera un mismo 
conflicto en jurisdicciones 
múltiples en donde se aplican 
normas potencialmente in-




El caso Chile-Comunidades 
Europeas (Pez espada) fue 
sometido al sistema de 
solución de controversias de 
la OMC y a una cámara 
especial del Tribunal In-
ternacional de Derecho del 
Mar.  
Hasta el momento, el caso 
está suspendido en ambos 
tribunales, por consenso 
entre las partes. 
 
Se convoca a un tribunal de 
algún régimen especializado 
a interpretar o aplicar normas 
generadas en otros regí-
menes. 
 
En el caso de las Hormonas 
(Comunidades Europeas – 
EE.UU. y Canadá), el órgano 
de apelación de la OMC 
afirmó que el principio 
precautorio podría ser parte 
del Derecho Internacional 
ambiental, pero no era un 
principio del derecho inter-
nacional general y, por eso, 
no sería aplicable a la 
controversia en cuestión en la 
OMC. 
El Órgano de solución de 
Diferencias autorizó retor-
siones de EE.UU. y Canadá 
contra las CE, por 116 millo-
nes de dólares esta-
dounidenses y 11,3 millones 
de dólares canadienses, res-
pectivamente.  
Fuente: CDI, 2006; Dunoff y Trachtman, 2009. 
 
El informe concluye que el Derecho Internacional no debe ceder a la lógica del 
"aislamiento clínico", aunque la multiplicación normativa sea intrínseca a la naturaleza 
espontánea, descentralizada y carente de jerarquía de la formación del Derecho 
Internacional (ibíd., p. 283-84). En ese sentido, hace un confuso llamado a que se 
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mantenga un equilibrio entre la coherencia y el pluralismo y resalta que la coherencia 
recibe una valoración positiva por su relación con la previsibilidad y la seguridad 
jurídica. Textualmente, considera que "solo un sistema jurídico coherente trata de forma 
igual a los sujetos jurídicos" (ibíd., p. 286).  
Sin embargo, al mismo tiempo considera que la coherencia es una virtud formal y 
abstracta. Cuando un sistema jurídico se considera injusto o impracticable en algunos 
aspectos, no aporta ningún valor el hecho de que lo haga de forma coherente. Por lo 
tanto, la comisión concluye que, junto con la coherencia, el pluralismo debe 
considerarse un valor constitutivo del sistema. Aun cuando la diversificación del 
Derecho Internacional puede amenazar a su coherencia, lo hace aumentando su 
sensibilidad al contexto regulador (ibíd.).  
Así, para la Comisión, la fragmentación impulsa el Derecho Internacional en el sentido 
del pluralismo jurídico pero lo hace utilizando constantemente las fuentes del Derecho 
Internacional general, especialmente las normas de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados, el derecho consuetudinario y los principios generales de 
derecho reconocidos por las naciones civilizadas. 
Aunque el informe parte de la perspectiva sistémica del Derecho Internacional, sus 
hallazgos son modestos, contextuales y heterogéneos (Young, 2012). Además, si bien 
considera que la fragmentación tiene un aspecto institucional y otro sustantivo, la 
comisión decide dedicarse solamente a los aspectos sustantivos (no todos) en el 
informe. Probablemente, esa decisión más bien tímida por parte de la comisión buscó 
esquivar posibles roces políticos derivados del hecho de que la CDI haga comentarios 
sobre la competencia de otras instituciones internacionales.  
El informe se atuvo a principios más bien tradicionales del derecho en general y del 
Derecho Internacional Público en particular para hacer frente a las tensiones o conflictos 
entre normas y principios jurídicos, cuando en realidad se hubiera podido avanzar más y 
proponer alternativas nuevas que pudiesen traer aire fresco a la técnica jurídica. En 
cambio, se atuvo a principios como el de lex posterior derogat legi priori  o del lex 
specialis derogat legi generali o el principio de armonización que apunta a que las 
normas de Derecho Internacional deben ser interpretadas de tal manera que permitan el 
surgimiento de un conjunto de obligaciones compatibles entre sí. Además, dejó muchas 
 100
cuestiones abiertas, como por ejemplo la tensión que puede surgir entre el principio de 
lex posteriori y el de lex specialis. Según el documento, son casos que no pueden 
resolverse de manera general sino que las soluciones varían en cada caso concreto.  
Por último, le informe se acercó a los enfoques pluralistas al matizar la importancia de 
la coherencia en el Derecho Internacional, invocando la justicia y la equidad como 
valores que parecerían relacionarse con el pluralismo en cuanto enfoque válido de 
concepción y construcción del sistema internacional. Sin embargo, en ese camino, se 
remitió a históricos "verdugos" de los derechos de los débiles (según los propios 
pluralistas), como los principios de derecho reconocidos por las naciones civilizadas.  
En la próxima sección, se analizará de la multiplicación y fragmentación normativas en 
el sistema multilateral de comercio. 
 
2.4.  Fragmentación del Sistema Multilateral de Comercio  
Si bien el debate acerca de la fragmentación del sistema multilateral de comercio 
regulado por la OMC está presente en la literatura especializada, dicha presencia es 
relativamente escasa y la discusión se concentra, casi completamente, en la relación 
entre el Derecho Internacional general en el derecho del comercio internacional 
(entendido como derecho de la OMC) y en la relación entre la OMC y los acuerdos 
comerciales regionales (ACR), ambas discusiones analizadas a continuación. 
- El Derecho Internacional general y el derecho de la OMC 
Existen algunos pocos estudios acerca de cómo el derecho de la OMC se relaciona con 
el Derecho Internacional general en un contexto de conflicto de normas (Mus, 1998; 
Pauwelyn, 2003; Sadat y Seyed, 2003; CDI, 2006). En general, esos estudios detallan 
cómo el Órgano de Apelación (OA) de la OMC ha aplicado principios de Derecho 
Internacional consuetudinario y general para interpretar los acuerdos abarcados de la 
OMC.  
 101
De hecho, en el caso Shrimp-Turtle, el OA se remitió ampliamente a textos de Derecho 
Internacional ambiental34. Estimó que los términos "recursos naturales" y "agotables" en 
el párrafo g) del artículo XX eran "por definición, evolutivos" y, por lo tanto, se remitió 
al artículo 56 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar para 
apoyar la proposición de que los recursos naturales podían comprender recursos vivos y 
no vivos. Para apoyar esa interpretación, el Órgano de Apelación se refirió también al 
Programa 21 aprobado por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo, en 199235 y a la resolución sobre la asistencia a los países en 
desarrollo adoptada en conjunción con la Convención sobre la conservación de las 
especies migratorias de animales silvestres. Al hacerlo, destacó que el preámbulo del 
artículo XX no era "sino una expresión del principio de buena fe", que estimó un 
principio general del Derecho Internacional36.  
El OA se basó en el apartado c) del párrafo 3 del artículo 31, afirmó que su labor 
consistía en interpretar el texto del preámbulo y buscó una orientación interpretativa 
adicional, según correspondiera, en los principios generales del Derecho Internacional37. 
De igual manera, el OA reconoció que la condición establecida en el párrafo 2 del 
artículo 3 del Entendimiento sobre Solución de Diferencias (ESD), en el sentido de que 
los grupos especiales deben aplicar las normas habituales de interpretación del Derecho 
Internacional Público, obliga a los grupos a aplicar rigurosamente los artículos 31 y 32 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en las cuestiones que se 
sometan a su consideración (CDI, 2006: 258). De hecho, el OA ha revocado decisiones 
de grupos especiales que no han cumplido dicha condición38. 
Al desempeñar su función interpretativa, el OA se ha remitido ampliamente a otras 
normas del Derecho Internacional. Sin embargo, nunca ha considerado que esas otras 
normas hubieran derogado alguna disposición de los acuerdos abarcados de la OMC, 
aunque hayan influido en la interpretación y aplicación de esos acuerdos (ibíd.). 
Asimismo, vale resaltar que cuando el OA utiliza el apartado c) del párrafo 3 del 
                                                 
34
 Estados Unidos - Prohibición de las importaciones de determinados camarones y productos del 
camarón (12 de octubre de 1998) WT/DS58/AB/R, DSR 1998:VII, pp. 2793-98. 
35
 , Informe de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de 
Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992 (publicación de las Naciones Unidas, E. 93.I.8 y correcciones) 
36
 Estados Unidos - Prohibición de las importaciones de determinados camarones y productos 




 Estados Unidos - Pautas para la gasolina reformulada y convencional (29 de abril de 1996) 
WT/DS2/AB/R, DSR 1996:I, pp. 15-17. 
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artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, se hace con la 
autorización específica del propio ESD. Además, la interpretación no "agrega" nada al 
instrumento que se está interpretando, sino que analiza el sentido del instrumento 
mediante una técnica jurídica (una técnica aprobada específicamente por el ESD) que 
tiene en cuenta su entorno normativo (CDI, 2006: 260). 
- La OMC y los acuerdos comerciales regionales 
Con relación al segundo debate, algunos autores afirman que una mayor legalización de 
las instituciones internacionales, incluidos la OMC y los acuerdos comerciales 
regionales (ACR), tiene efectos diversos en los países. Mientras que disminuye los 
niveles de incertidumbre y aumenta la convergencia entre las expectativas de los países 
con relación al sistema internacional, impone altos costos por incrementar la 
complejidad de los procedimientos y por multiplicarlos, lo que es especialmente 
aplicable para el caso de los países en desarrollo con menor capacidad administrativa 
(Kim, 2008). 
Hay autores que defienden que, así como hay una tendencia de los internacionalistas a 
definirse en oposición al unilateralismo, también existe la necesidad de imponer límites 
al avance del multilateralismo, en especial cuando ese multilateralismo intenta 
establecer una relación orgánica entre derecho interno e internacional (Álvarez, 2000). 
La mayoría de los autores sigue la clásica definición del sistema internacional de 
comercio como conformado por una institución central multilateral (GATT y su 
sucesora, la OMC), y una red de acuerdos preferenciales y bilaterales a nivel regional, 
en un spaghetti bowl (BID, 2002). Esa complejidad de regímenes internacionales 
provocaría, entre otras cosas, el "Forum Shopping", la excesiva importancia del 
conocimiento técnico, la competencia entre instituciones, por nombrar solo algunas 
consecuencias (Jackson, 2006; Davis, 2009; Alter y Meunier, 2009).  
Acerca del conflicto de normas, hay una influencia predominante de las preguntas 
jurídicas relacionadas con el conflicto de normas entre la OMC y los ACR, en particular 
entre los sistemas de solución de controversias de los acuerdos regionales y el sistema 
de solución de controversia de la OMC.  
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En ese sentido, y como se verá en el capítulo dedicado a los ACR, donde se analizará el 
caso de esos acuerdos en detalle, existen más de 570 notificaciones de acuerdos 
regionales ante la OMC. En general, cada acuerdo regional dispone de algún tipo de 
sistema de solución de controversias, para tratar temas que muchas veces coinciden con 
los temas regulados por el sistema multilateral: comercio de bienes, servicios, propiedad 
intelectual, valoración en aduana, barreras técnicas al comercio, etc. Dichos sistemas de 
solución de controversias se dividen en tres grandes grupos, a saber: 1) aquéllos que 
permiten la elección de foro, con o sin la garantía de exclusividad del foro elegido 
inicialmente; 2) aquellos que determinan jurisdicción exclusiva y requieren que todas 
las disputas que emerjan del acuerdo regional sean resueltas según el sistema de 
solución de disputas del mismo acuerdo y 3) aquellos que determinan un foro 
privilegiado para la solución de disputas, que puede cambiarse por un foro alternativo 
previo acuerdo entre las partes (Hillman, 2009: 195). 
La mayor parte de los acuerdos notificados ante la OMC son del primer tipo, en los que 
la parte demandante puede elegir si lleva el reclamo al sistema de solución de 
controversias del acuerdo regional o de la OMC, aunque en muchos de los casos, el 
acuerdo establece que una vez que la parte demandante eligió el foro, la misma disputa 
no puede presentarse en otro foro. Un ejemplo de ello sucedió en el MERCOSUR. 
Brasil demandó a Argentina en el sistema de solución de diferencias del acuerdo 
regional y luego, ante la decisión desfavorable, llevó la disputa a la OMC39. A raíz de 
ese episodio, se creó una cláusula de elección de foro en el Protocolo de Olivos de 2004, 
que pasó a regular el sistema de solución de disputas del MERCOSUR en reemplazo del 
Protocolo de Brasilia de 199140. 
Claramente, estas consideraciones traen aparejadas preguntas acerca de los riesgos de 
estas situaciones que atentan contra la consistencia de las normas del sistema 
multilateral. Según el art. 23 del Entendimiento sobre la Solución de Diferencias (ESD) 
de la OMC: "Cuando traten de reparar el incumplimiento de obligaciones u otro tipo de 
anulación o menoscabo de las ventajas resultantes de los acuerdos abarcados, o un 
impedimento al logro de cualquiera de los objetivos de los acuerdos abarcados, los 
Miembros recurrirán a las normas y procedimientos del presente Entendimiento, que 
deberán acatar". 
                                                 
39
 Argentina – Derechos antidumping sobre los pollos (7 de noviembre de 2001) WT/DS241/R.  
40
 Ver protocolos en www.mercosur.int  
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Algunos autores sostienen que ese artículo significa que el ESD tiene jurisdicción 
obligatoria y exclusiva sobre dichas materias (Steger, 2004). Al hacerlo, arguyen que el 
art. 23 establece que, si los miembros de la OMC buscan reparar el incumplimiento de 
obligaciones bajo los acuerdos abarcados, deben usar el ESD. Consecuentemente, una 
vez que se inicia una solicitud de panel, se establece automáticamente y las decisiones 
del panel y del OA de la OMC son vinculantes para las partes.  
En caso de que el art. 23 realmente tenga jurisdicción obligatoria y exclusiva sobre los 
acuerdos abarcados por la OMC, habría que indagar si los acuerdos regionales que 
poseen disposiciones similares a la OMC pero que requieren que los miembros recurran 
a su propio sistema de solución de diferencias no estarían coartando el ejercicio del 
derecho de acceso al sistema de solución de disputas de la OMC. La contracara de esa 
pregunta es si la OMC debería ocuparse del tema (o hasta declinar de su competencia) 
en el caso de miembros de acuerdos regionales que inician algún panel ante la OMC en 
violación de las obligaciones ante el acuerdo regional (ibíd., 196).  
Ante la preocupación creciente por ese "spaghetti bowl" que significa la OMC y los 
centenares de ACR, en la Declaración de Doha se incluyó un mandato negociador para 
"aclarar y mejorar las disciplinas y procedimientos previstos en las disposiciones 
vigentes de la OMC aplicables a los acuerdos comerciales regionales. En las 
negociaciones se tendrán en cuenta los aspectos de los acuerdos comerciales regionales 
relativos al desarrollo"41. Sin embargo, como se verá en el capítulo dedicado a los ACR, 
hay todavía pocas aclaraciones por parte de los órganos de solución de controversias de 
la OMC sobre los conflictos de jurisdicción y normas. Para ayudar a resolver este 
problema, la literatura realiza varias sugerencias con miras a mejorar esa situación: 
- permitir o requerir que los Paneles de la OMC apliquen las normas de los 
acuerdos regionales, teniendo en cuenta que muchos ACR contienen 
disposiciones específicas que podrían considerarse lex specialis. (Pauwelyn, 
2004); 
- modificar el art. 23 del ESD para permitir que los miembros elijan el foro más 
conveniente para resolver cada disputa (Kiwak y Marceau, 2002: 8) y permitir 
                                                 
41
 Ver Declaración de Doha, § 29, disponible en: 
http://www.wto.org/spanish/thewto_s/minist_s/min01_s/mindecl_s.htm#rules, último acceso el 18/02/2014. 
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que un panel decline de su jurisdicción en favor de la jurisdicción de un ACR si 
la disputa ya fue iniciada en dicho foro (Hillman, 2009: 205); 
- requerir que los miembros de los ACR agoten los remedios disponibles en sus 
acuerdos antes de llevar la disputa a la OMC o viceversa (ibíd. p. 10); 
- requerir la suspensión de disputas en otros foros, mientras el foro inicial no se 
expide (idem, pp.10-11). 
Cada una de estas sugerencias conlleva sus propios desafíos, sobre todo teniendo en 
cuenta el equilibrio delicado y por veces la competencia existente entre la OMC y los 
ACR. No es fácil imaginar hasta dónde puede llegar la coordinación entre los ACR y la 
OMC en términos técnicos concretos, en el ámbito de la solución de una demanda, 
sobre todo teniendo en cuenta la disposición de los países para permitir ese 
acercamiento. Eso podría disminuir su margen de maniobra en términos de política 
comercial, que hasta ahora en muchos casos, oscila entre el aprovechamiento de las 




2.5. Conclusiones del Capítulo 2 
Como se expuso en este capítulo, las críticas al constitucionalismo internacional se 
concentran en que dicho enfoque no reconoce la diversidad existente en la comunidad 
internacional. Ello promueve análisis jurídicos que no consideran la variable política, la 
desigual capacidad en el ejercicio del poder, el acceso desigual al conocimiento y la 
información, la inserción desigual en el ámbito internacional, en fin, todos los factores 
que inciden en el resultado, de creación o implementación del derecho en el sistema 
internacional.  
Así, las críticas se orientan a considerar la pluralidad como objetivo, sin que la 
fragmentación en el sistema internacional sea considerada necesariamente un problema 
que se deba solucionar. Si bien advierten el riesgo de que la fragmentación favorezca la 
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creación de espacios donde la asimetría entre los actores se potencie, sostienen que la 
solución al problema no es la homogeneización y la jerarquización, sino que se debe 
garantizar la capacidad de disidencia y contestación. 
Sobre el pluralismo y la fragmentación, hay dos tipos de literatura: los que parten de la 
crítica a la perspectiva constitucionalista y defienden la existencia de un pluralismo que 
incluya las diferentes voces en el escenario internacional y la plularidad de subsistemas 
y los que consideran la fragmentación como un desafío que hay que resolver.  
Acerca del primer debate, hay algunas teorías que buscan acomodar la diversidad en la 
esfera internacional, como ser la teoría de los regímenes, la coordinación de regímenes, 
la teoría del derecho global administrativo, entre otros. 
Sobre el segundo debate, si bien hay abundante literatura desde una perspectiva jurídica 
—que se dedica a los conflictos concretos de normas jurídicas en el plano 
internacional—, la misma es poco innovadora. La mayor parte de los estudios más 
sistémicos se dedica a resolver conflictos utilizando principios más bien tradicionales 
del derecho en general como el principio de lex posterior derogat legi priori42, o de lex 
specialis derogat legi general43i, o el principio de armonización44.  
En cuanto al debate trasladado al sistema multilateral de comercio, los estudios son 
escasos y casi siempre se concentran en los problemas y desafíos de la fragmentación 
causada por los acuerdos comerciales regionales (ACR) dentro del sistema multilateral. 
No existen estudios que, por ejemplo, establezcan una relación entre la multiplicación 
de normas en el sistema multialteral de comercio y la perspectiva política de las visiones 
pluralistas. Vale decir, los estudios no consideran que quizás la multiplicación de 
normas sea el resultado del embate de fuerzas entre diferentes actores con intereses 
muchas veces divergentes en las negociaciones comerciales internacionales y que logran 
crear normas contrdictorias dentro del mismo sistema. 
De hecho, como se verá en los capítulos dedicados a los casos, no solo los ACR 
provocan la multiplicación de las normas. Existen otros ámbitos donde las normas se 
multiplican y fragmentan a raíz de la pluralidad de actores y la reconfiguración de 
                                                 
42
 Según el cual la norma más reciente tiene primacía sobre la norma más antigua. 
43
 Según el cual, en general, una norma o tratado más específico tiene primacía sobre una norma o 
tratado general. 
44
 Según el cual las normas de Derecho Internacional deben ser interpretadas de tal manera que permita 
el surgimiento de un conjunto de obligaciones compatibles entre sí. 
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fuerzas en el sistema multilateral de comercio, como en el caso del Trato Especial y 
Diferenciado.  
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PARTE II: METODOLOGÍA Y ESTUDIOS DE CASO 
CAPÍTULO 3: ASPECTOS METODOLÓGICOS 
3.1. Definición de conceptos 
Constitucionalización y fragmentación 
En esta sección, se harán algunas aclaraciones previas a la definición de los conceptos 
que se utilizarán en los capítulos siguientes, tanto para el caso de la 
constitucionalización como de la fragmentación. Vale mencionar que como se observa 
en los capítulos teóricos, ambos conceptos se encuentran estrechamente relacionados, 
dado que no sólo son ambos parte de la paradoja de la globalización (CDI, 2006), como 
mencionado en el capitulo anterior, sino que la creciente presencia del 
constitucionalismo en el debate internacional es el resultado, en cierta medida, de la 
fragmentación del Derecho Internacional y la preocupación generada por ella. De todos 
modos, como se menciona mas adelante en ese cpaítulo, con el fin de evitar problemas 
de endogeneidad entre estos dos conceptos, se los considerará independientes, lo que 
nos permitirá que cada uno cuente con un conjunto de dimensiones de análisis, que 
ayudarán en el análisis de algunos casos con vistas a verificar las hipótesis del presente 
estudio. 
En la mayor parte de la literatura constitucionalista, los términos "Constitución", 
"constitucionalismo" y "constitucionalización" se usan sin distinción. El uso del término 
"Constitución" para el ámbito internacional generó una diversidad terminológica como 
por ejemplo "Constitución global emergente", "Constitución de la especie humana" 
(Tomuschat, 1997), "derecho constitucional de la comunidad internacional", 
"constitucionalismo posnacional" (Maduro, 2003), o incluso "constitucionalismo 
transnacional" (Tsagourias, 2007). Con relación específicamente a la OMC se hizo 
referencia a una "Constitución internacional económica" (Dupuy, 1997; Fassbender, 
2009). Dicho uso “inflacionario” del término "Constitución" ha generado otro debate 
entre los teóricos del derecho constitucional, sobre si efectivamente se puede usar el 
término en el Derecho Internacional o si conlleva el riesgo de diluir el significado y la 
esencia de lo que es una Constitución. Los estudiosos se dividen, según Biaggini 
(2000), en "estatistas" e "internacionalistas". 
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Según la corriente estatista de pensamiento, el concepto de Constitución es inherente al 
Estado. Los internacionalistas, a su vez, defienden la idea de que el término 
Constitución sea desacoplado del Estado e insisten en que el término ha evolucionado a 
través del tiempo, y de hecho solo ha estado ligado al Estado en los últimos doscientos 
años.  
El foco en la Nación, por parte del modelo estatista, como el único y excluyente sujeto 
constitucional también trae dificultades con relación al origen legítimo de una 
Constitución. Es decir, el establecimiento de una Constitución en el ámbito nacional 
está vinculado, por un lado, con la teoría del pouvoir constituant (Abbé Sieyes, 1970) 
—según el cual la Nación es anterior a la Constitución y por ello no está sujeta a 
ninguna norma legal—, y por otro lado, con un acto revolucionario, según autores 
positivistas como Schmitt o Kelsen (Cottier y Hertig, 2003).  
Dicho enfoque está demasiado sesgado por la experiencia de la revolución francesa y 
supone la adopción de una Constitución luego de una crisis —como una revolución o 
una guerra civil— o a partir de una visión política y social compartida por la mayoría de 
los miembros de la comunidad. La homogeneidad no es precisamente un rasgo de la 
comunidad internacional, con lo cual una Constitución internacional siempre estaría 
marcada por el defecto de la legitimidad. Asimismo, esperar una crisis para establecer 
una Constitución es muy poco eficiente y demasiado costoso en términos de 
inestabilidad política. Según Cottier y Hertig (2003), este tipo de enfoque tampoco 
ofrece una herramienta analítica útil en un mundo donde se vienen borrando las barreras 
entre el derecho nacional y donde emergen nuevos actores y gobiernos que desafían la 
exclusiva autoridad legal y política de los Estados.  
En suma, los estándares y criterios normativos de una Constitución entendida en los 
límites de un Estado nación son muy ambiciosos para utilizarse íntegramente en el 
ámbito internacional y la inclinación por adoptar un concepto demasiado estricto de 
Constitución para el ámbito internacional conlleva el riesgo de que el Estado nación 
siga siendo el único estándar contra el cual se miden otras estructuras de gobierno, 
como por ejemplo la estructura de gobernanza internacional, entendida como el sistema 
internacional, sus miembros e instituciones. (Biaggini, 2000). 
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Esa es la posición más aceptada en la teoría, según la cual no hay que quedarse 
"encorsetado" por un marco constitucional demasiado restringido, cuyos estándares 
remiten a la esfera nacional y que limite la riqueza de la discusión y finalice el debate en 
lugar de estimularlo. Además, el término "constitucionalismo" se relaciona con un 
conjunto de valores que están asociados a constituciones liberales como "estado de 
derecho", "separación de poderes", "derechos y garantías fundamentales" (Cass, 2005: 
28). En otras palabras, el constitucionalismo se refiere a la corriente de pensamiento que 
subyace a todo este debate. A su vez, Cottier y Hertig prefieren referirse a 
"constitucionalización" como un proceso abierto, que avanza en diferentes velocidades 
y en diferentes capas de gobernanza (2003: 283). Esto se adecua a la presente 
investigación porque da cuenta de un proceso de cambio, que puede ser aprehendido por 
medio de criterios de evaluación.  
Así, el fenómeno que se debe observar es el de constitucionalización, entendido como el 
proceso de cambio por el cual ciertos arreglos formales se realizan en dirección a 
integrar valores del liberalismo constitucional (Cass, 2005) en determinado conjunto de 
reglas.  
En este sentido, muchos autores —implícita o explícitamente— dan cuenta de que la 
constitucionalización posee dimensiones de carácter sustantivo y jurídico-
procedimental. Es lo que Cass (2005) denomina "dos camadas": un núcleo (core) y una 
parte denominada agregada (elaborated). El núcleo de la constitucionalización estaría 
determinado por dimensiones procedimentales y la parte agregada estaría compuesta por 
valores como el estado de derecho o la separación de poderes, aunque la autora entiende 
dichos valores como relacionados con el concepto occidental (democracias de países 
industrializados) de constitucionalización y por lo tanto, no poseedores de carácter 
universal.45  
El presente trabajo se concentrará en la parte agregada, o jurídico-procedimental, por 
varios motivos. La adecuación temática es el primer motivo. El debate por determinar 
cuáles son los contenidos inherentes a la constitucionalización se adecua más a trabajos 
teóricos de filosofía del derecho así como los debates acerca de la legitimidad remiten a 
cuestiones como participación de la sociedad civil, democracias reales o formales, etc. 
                                                 
45
 Luego, Cass también reconoce que el procedimiento no puede entenderse sin su relación con algunos 
principios, por lo que reconoce la necesaria vinculación entra el núcleo y la parte agregada de la 
constitucionalización. 
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Este trabajo, sin embargo, intenta ser un ejercicio de análisis de la normativa existente 
en el sistema multilateral de comercio. Las tensiones existentes en la OMC que llevan a 
preguntas sobre su legitimidad, la universalidad de los valores que promueve o sus 
pretensiones hegemónicas son tomadas en consideración en el recorte temporal y en la 
elección de los casos, como se verá más adelante.  
Otro motivo es la factibilidad. Si bien dichas discusiones son relevantes y están 
presentes en este trabajo, pueden llevar el debate a "puntos muertos" o interminables 
discusiones terminológicas, lo que vaciaría de sentido el trabajo que busca avanzar 
sobre la realidad y proponer cierto nivel de sistematización de datos.  
Por su parte, el término "fragmentación" encierra menor grado de complejidad que el de 
constitucionalización, teniendo en cuenta lo anteriormente mencionado, sobre una 
menor densidad de construcción teórica alrededor del término y la presencia de estudios 
de carácter más práctico-jurídico.  
Sin embargo, algunas aclaraciones son necesarias. La fragmentación del mundo social 
internacional ha alcanzado significado jurídico especialmente al ir acompañada de la 
aparición de normas o complejos de normas, instituciones jurídicas o esferas de práctica 
jurídica especializados y (relativamente) autónomos (Barnhoorn y Wellens, 1995; 
Fischer-Lescano y Teubner, 2004; CDI, 2006). Lo que antes aparecía regido por el 
"Derecho Internacional general", se ha convertido en campo de operaciones para 
sistemas especializados tales como el "derecho mercantil", el "derecho de los DD.HH.", 
el "derecho ambiental", el "derecho del mar" (CDI, 2006:12).  
En ese sentido, la fragmentación puede entenderse como multiplicación de regímenes 
que tienden a desarrollarse en diversos grupos históricos, funcionales y regionales 
separados entre sí y cuyas relaciones mutuas en muchos aspectos son análogas a las de 
los sistemas separados del derecho interno (Jenks, 1953: 403). Es el caso de la 
fragmentación interrégimen (Slaughter, 2004).  
La fragmentación también puede ser entendida como la multiplicación y el desarrollo 
de normas en el marco de un mismo régimen, en subgrupos de normas separadas y 
reagrupadas temática, geográfica o funcionalmente. En este sentido, la fragmentación 
es intrarrégimen. Es el caso por ejemplo de la red de acuerdos regionales, bilaterales, 
unidos por una institución central como la OMC, que conforman el régimen o el sistema 
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multilateral de comercio. La fragmentación intrarrégimen será el fenómeno que se 
observará en el presente estudio. Más precisamente la fragmentación de las normas del 
sistema (o régimen) multilateral de comercio.  
 
3.2. Definición del campo de análisis 
Como se mencionó en varias ocasiones a lo largo de este estudio, el sistema multilateral 
de comercio reviste gran importancia para el presente debate teniendo en cuenta que fue 
uno de los campos que más se ha desarrollado en el sistema internacional en los últimos 
veinte años, inclusive el desarrollo de un sistema de solución de controversias 
cuasiobligatorio y un importante cambio de orientación hacia el derecho, con relación a 
su antecesor, el GATT (Cottier y Hertig, 2003). 
Así, el campo elegido para el presente estudio es el sistema (o régimen) multilateral de 
comercio, actualmente regulado por la Organización Mundial de Comercio (OMC) y 
compuesto por las normas que regulan las relaciones comerciales entre los países, 
denominadas "normas de la OMC"46.  
 
3.3. Dimensiones de análisis 
El trabajo fue recortado en cantidad de casos, como se detalla en el punto anterior. A 
partir de la revisión del debate acerca de la constitucionalización y el pluralismo y la 
fragmentación en el sistema internacional en general, y del sistema multilateral de 
comercio en particular, se puede resumir algunos aspectos de estos dos fenómenos y 
construir algunas dimensiones para su análisis. Con el fin de evitar problemas de 
endogeneidad entre estos dos conceptos centrales del estudio, se los considerará 
independientes. Esto permite que cada concepto cuente con un conjunto de dimensiones 
de análisis, que ayudarán en el análisis de algunos casos con vistas a verificar las 
hipótesis del presente trabajo.  
La tarea de definir las dimensiones del fenómeno de "constitucionalización" y de 
"fragmentación" consideró dos criterios. El primero, el grado de claridad de la 
                                                 
46
 Fuente: http://www.wto.org/spanish/thewto_s/whatis_s/whatis_s.htm . Úlltimo acceso: 08/01/2013. 
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dimensión, o sea, su capacidad de aplicarse en un caso concreto. En segundo lugar, el 
grado de consenso entre los autores analizados alrededor de esa dimensión o elemento.  
Las dimensiones de constitucionalización serán utilizadas para dar el puntapié inicial a 
la parte empírica del trabajo y su intención es mostrar que de hecho la creación de la 
OMC significó un avance en la constitucionalización del sistema multilateral de 
comercio.  
Se tomó como base mayormente a Walker (2001); Cass (2005); Trachtman (2006); 
Tsagourias (2007) y Dunoff y Trachtman (2009) para la conformación de las 
dimensiones del proceso de constitucionalización47 en el sistema multilateral, que se 
detallan a continuación: 
• existencia de norma fundamental superior (que da a las demás normas 
coherencia suficiente para suponer que constituyen un nuevo orden jurídico) 
• creación de normas que regulan y restringen el comportamiento político y 
económico de los Estados miembros 
• creación de instituciones (que regulan la comunidad política de Estados), 
estructura de gobierno y delineación de competencias  
• creación de derecho por medio de órgano interno con capacidad judicial de 
interpretación de normas y 
• condiciones de membresía. 
Con relación a la fragmentación, se tomó como base el Informe de la CDI (2006), 
además de los trabajos de Fischer-Lescano y Teubner (2004). Está compuesto por los 
siguientes elementos o dimensiones de análisis: 
• modificación de normas multilaterales entre algunas de las partes únicamente 
• existencia de más de un tribunal competente para dirimir la misma 
controversia 
• existencia de normas contradictorias que regulan situaciones similares y  
                                                 
47
 Ver Cuadro I (cuadro que sintetiza la literatura sobre constitucionalización). 
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• existencia de fallos contradictorios sobre la misma materia. 
 
3.4. Selección de los casos y metodología utilizada 
La metodología utilizada en esta investigación es la de estudio de caso del tipo 
cualitativa. El estudio de caso se define como el análisis intensivo (cualitativo o 
cuantitativo) de una sola unidad o de pocas unidades (casos), donde el objetivo es 
entender a un grupo mayor de unidades similares (una población de casos) (Seawright y 
Gerring, 2008: 296). En estos análisis, la selección de casos no es aleatoria sino 
intencional, debe ser consistente con los objetivos de investigación (King, Keohane, y 
Verba, 1994: 139) y está entrelazada al propio análisis. Los antecedentes de los casos en 
general se integran al análisis de una manera informal y esto significa que la distinción 
entre el caso y la población nunca es tan clara en los análisis de estudios de casos 
reducidos (small-N) como en los estudios numerosos (large-N). Asimismo, los casos 
elegidos deben cumplir la tarea de representar una población más amplia: deben ser 
representativos y relevantes para la población estudiada. (Seawright y Gerring, 2008: 
294-95) 
En la presente investigación, las unidades de análisis son normas, clasificadas según 
Mayntz, Holm y Rubner (1988) como productos de la acción humana del tipo material o 
inmaterial. La población es el conjunto normativo de la OMC, agrupado en diferentes 
subconjuntos, que son los casos elegidos. Las variables de este estudio son las 
dimensiones de análisis de los fenómenos de constitucionalización y fragmentación.  
El criterio general para la selección de los casos estuvo determinado por el carácter 
representativo del caso sobre las reglas multilaterales de comercio. Además, se buscó 
elegir casos que a priori denotaran tendencias opuestas.  
Otro criterio utilizado, menos general que el anterior, fue la relevancia de los casos para 
los principales grupos de países involucrados en las negociaciones. Esto se debe a que el 
análisis de las normas sin tener en cuenta los actores involucrados y sus relaciones de 
fuerza es un análisis como mínimo incompleto, ya que la creación y modificación de las 
normas de la OMC es en gran medida el resultado de las relaciones entre los países 
miembros, directamente influidas por las asimetrías de poder (Steinberg, 2002) e 
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información. Así, en un análisis que se propone mayormente normativo, la manera más 
acertada de aproximarse a una visión menos tradicional del derecho es hacer que las 
consideraciones sobre las asimetrías de poder incidan en la elección de los casos. Al 
hacerlo, se percibe que no todas las normas tienen la misma importancia y se obtiene un 
panorama más aproximado de la realidad del régimen normativo de la OMC. 
En ese sentido, el primer caso elegido es el de la OMC como conjunto de normas 
organizados en una institución. El caso es de importancia fundamental para la literatura 
que estudia los procesos de constitucionalización en el sistema internacional. El 
segundo caso que se estudiará es el de los protocolos de adhesión a la OMC. Desde la 
Ronda Uruguay, 33 países completaron su adhesión a la OMC y hay 22 adhesiones en 
curso, que en conjunto representan la negociación de mayor envergadura en la OMC 
desde la Ronda Uruguay, incluyendo la negociación de China, un actor mundial que 
tiene impacto directo sobre los flujos del comercio global. A diferencia del caso de la 
OMC, en donde se aplican las dimensiones de constitucionalización, los Protocolos son 
analizados en su capacidad de contribuir a la armonización de las normas, es decir, su 
capacidad de contribuir a la tendencia de constitucionalización del sistema multilateral 
de comercio.  
El tercer caso es el de los acuerdos comerciales regionales (ACR), contenidos en el art. 
XXIV del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT, por sus 
siglas en inglés), el art. V del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS, 
por sus siglas en inglés) y la Cláusula de Habilitación. Las preferencias comerciales son, 
sin duda, el mayor desafío sistémico para la OMC en su objetivo de armonización de las 
reglas del comercio internacional. De hecho, el desafío no es solo teórico sino también 
práctico, ya que cerca del 60 % del comercio mundial se realiza entre bloques 
regionales (Pomfret, 2007). Los ACR son quizás el caso más relevante considerado en 
la literatura como ejemplo de fragmentación del sistema multilateral de comercio. 
El cuarto caso elegido es el del Trato Especial y Diferenciado (TED). El tema reviste 
una importancia esencial en el debate sobre asimetrías de poder entre los países 
miembros, ya que el TED brinda el marco donde los países en desarrollo buscan 
corregir desigualdades presentes en las negociaciones multilaterales de comercio. En 
ese sentido, se estudiará la tendencia de multiplicación de normas a partir de las 
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disputas de poder al interior de la OMC en un tema fundamental desde la perspectiva 
del desarrollo, como ser el TED. 
Como se mencionó anteriormente, la metodología utilizada en esta investigación es de 
tipo cualitativa y en ella prima el análisis documental para la revisión y recolección de 
la información. Se utilizan fuentes primarias y secundarias. Las fuentes primarias 
analizadas son los documentos oficiales de la OMC (inclusive la jurisprudencia de los 
paneles y el Órgano de Apelación de la OMC) y los contenidos de su página web. Las 
fuentes secundarias analizadas son la bibliografía existente sobre el tema. De forma 
muy puntual, se recurre al análisis de discurso por medio de entrevistas personales y 
telefónicas a representantes de gobiernos (negociadores, técnicos, políticos), 
funcionarios de la OMC, así como especialistas en el tema y representantes de la 
sociedad civil. Esto tuvo relevancia en especial en el diseño de la investigación, además 
de que auxilia en la tarea de ponderar el razonamiento jurídico con la realidad política 
de las negociaciones. 
 
3.5. Marco temporal 
El marco temporal inicial del trabajo es la creación de la OMC. Eso es así no solo por 
razones de factibilidad, dado que un trabajo que abarcara el análisis de casos desde la 
creación del GATT conlleva mucho más tiempo y extensión de páginas, sino también y 
principalmente por las características de la hipótesis de trabajo. Lo que sucedió antes de 
la OMC no tiene importancia crucial para el análisis empírico que demostrará la 
hipótesis, que trata de refutar o matizar un consenso más o menos instalado en la 
literatura especializada. Vale decir, gran parte de la literatura especializada toma el caso 
de la OMC como ejemplo de un proceso de constitucionalización del Derecho 
Internacional. La hipótesis intenta matizar esa literatura, al afirmar que, así como la 
creación de la OMC y los Protocolos de Adhesión representaron una mayor 
constitucionalización del sistema multilateral de comercio y una mayor armonización de 
sus normas, también es cierto que se observan procesos simultáneos y continuos de 
fragmentación y multiplicación normativa en el sistema multilateral de comercio, como 
es el caso de los ACR y del Trato Especial y Diferenciado. 
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Los casos serán entonces analizados a partir de los Acuerdos de Marrakech y el marco 
temporal del trabajo comprende desde 1995 hasta febrero de 2015. 
En los capítulos siguientes, se analizarán los casos elegidos para este estudio. 
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CAPÍTULO 4: LA CONSTITUCIONALIZACIÓN EN EL SISTEMA 
MULTILATERAL DE COMERCIO. LA OMC EN EL DEBATE. 
Como ya se ha mencionado en apartados anteriores, la OMC es quizás unos de los casos 
sobre los que más se ha escrito cuando el asunto es constitucionalización en el sistema 
internacional. También es cierto que, aunque las perspectivas son bastantes diversas, a 
grandes rasgos los escritos se dividen en dos grupos: los que observan un proceso de 
constitucionalización en el sistema multilateral de comercio a partir de la creación de 
dicha institución (estimen o no este proceso como deseable) y los que lo niegan 
utilizando argumentos generalmente vinculados con la falta de legitimidad democrática 
y transparencia de dicha organización; vale decir, arguyen que la OMC no cumple con 
muchos de los principios inherentes al constitucionalismo.  
Sin embargo, es necesario considerar perspectivas que enriquecen la discusión en el 
sentido de considerar la OMC como una institución en movimiento, que va cambiando a 
través del tiempo y cuya dinámica, en gran medida, depende no solo de la dinámica de 
los actores de la negociación, sino también de su momento histórico (Ruggie, 1982). En 
ese sentido, se demostrará que de hecho hay aspectos de constitucionalización en el 
sistema multilateral de comercio con la creación de la OMC, lo cual no es un hecho 
aleatorio sino que coincide además con el predominio del neoliberalismo como lógica 
de pensamiento dominante y su respectiva comunidad epistémica (Lang, 2011). 
Para ello, se hace un recorrido histórico del sistema multilateral de comercio desde el 
GATT hasta la OMC, intentando resaltar los temas relevantes de la negociación y la 
perspectiva de países en desarrollo (PED) y de países desarrollados (PD), para luego 
hacer foco en los argumentos sobre la constitucionalización del sistema multilateral de 
comercio con la creación de la OMC y los principales desafíos que enfrenta esta 
organización actualmente. 
 
4.1. Los antecedentes del GATT 
El escenario que dio origen al cambio hacia el multilateralismo 
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Para entender la emergencia del GATT y el texto del acuerdo finalmente aprobado, hay 
que entender los sucesos ocurridos en las décadas de 1920 y 1930 del siglo XX y 
particularmente la relación entre EE.UU. y el Reino Unido (UK). Fueron décadas de 
desastres económicos y políticos que llevaron a un clima de aislamiento y 
proteccionismo. La Ley Hawley-Smoot de EE.UU. fue un verdadero hito del 
proteccionismo y hacia 1930 tuvo un efecto contagioso en otras naciones como Canadá, 
España, Italia, Suiza y el UK.  
En el caso del UK, el Sistema de Preferencias Imperiales (SPI) y el Área Esterlina 
fueron muy significativos en ese contexto, en el que surgieron además otros acuerdos de 
comercio discriminatorio en otras partes del mundo (Alemania y los países de Europa 
Central; Japón y Asia). El SPI, formalizado en 1932, le otorgaba prioridad a las colonias 
y dominios británicos para que vendieran sus productos básicos al UK a cambio de 
preferencia para los fabricantes británicos en sus respectivos mercados (Rajamoorthy, 
2004; Fram, 2006). El Área Esterlina, creada en 1937, era un grupo de colonias y 
dominios británicos que ataron sus monedas a la libra esterlina y mantuvieron todas o 
gran parte de sus reservas en la moneda británica (Kuijper, 2002).  
Los EE.UU., que en cierto modo comenzaron la escalada proteccionista con la Ley 
Hawley-Smoot, mostraron un giro hacia 1933, en el marco de la presidencia demócrata 
de Roosevelt. Un actor central de ese giro fue el Secretario de Estado, Cordell Hull. 
Convencido de la relación entre comercio y paz, impulsó acuerdos de reducción de 
aranceles aduaneros denominado formalmente de Acta de Acuerdos Comerciales 
Recíprocos (RTAA, por sus siglas en inglés) a partir de 1934. En parte, la RTAA tenía 
como objetivo terminar con el SPI, que comprometía el comercio con el UK y Canadá. 
Tampoco se trataba de un intento radicalmente liberal; buscaba más bien reducir tarifas 
excesivas y permitir un crecimiento económico adicional (Tussie, 1987; Irwin et al, 
2008). 
En ese marco, hacia 1939, EE.UU. había firmado acuerdos con 22 países, lo que le daría 
experiencia en negociaciones comerciales, permitiéndole proponer una base firme sobre 
la cual armar el GATT. La cláusula de la Nación Más Favorecida (NMF) y otras tantas 
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disciplinas de relevancia en el GATT son una herencia de los acuerdos de EE.UU. en el 
marco de la RTAA.  
Sin lugar a dudas, la Segunda Guerra Mundial (SGM) cambió el escenario de las 
negociaciones. Tras la caída de Francia y la vulnerable situación del UK —que estaba al 
punto de la debacle económica y financiera a raíz de la guerra contra la Alemania 
nazi—, EE.UU. ofreció el "Lend Lease Program" (surgido de la ley "Leand Lease Act" 
de 1941). El UK no tendría que devolver el dinero prestado, sino ofrecer otra cosa a 
cambio: es decir, la voluntad de sentarse a negociar los términos de su comercio exterior 
con los EE.UU.. Era la oportunidad de los EE.UU. para avanzar sobre el SPI. 
Para el UK no era fácil negociar el SPI ya que contaba con posiciones divergentes en el 
interior del gobierno, desde librecambistas hasta proteccionistas (encarnados en la 
figura de Keynes) y defensores del SPI. Churchill, que personalmente no estaba a favor 
del SPI, no quería arriesgarse y trataría de dilatar el debate sobre el rumbo económico 
del UK hasta el fin de la SGM. Desde los EE.UU. la posición a favor del 
desmantelamiento del SPI era más fuerte que lo que Churchill creía; no eran solamente 
Hull y el Departamento de Estado los que presionaban. Churchill esquivaba cualquier 
compromiso de eliminar el SPI aduciendo que cualquier medida en ese sentido 
requeriría el consentimiento de los Dominios del Commonwealth. 
La propuesta de EE.UU. sobre la negociación de los términos comerciales con el UK se 
reflejó en el borrador del art. VII del "Acuerdo de Ayuda Mutua" (MAA por sus siglas 
en inglés) entre ambos países, discutido en el marco de la Cumbre del Atlántico, en el 
año 1941. Hubo muchas discusiones sobre dicho artículo. Las negociaciones se 
destrabaron a partir de la intervención de Roosevelt, que terminó persuadiendo a 
Churchill. El art. VII adquirió su forma definitiva, pero lo cierto es que cada país tuvo 
su propia interpretación de él. Para EE.UU. (específicamente para el Departamento de 
Estado) significaba el compromiso de eliminar el SPI; para el UK, significaba que el 
SPI entraba en la mesa de negociación, junto a otras posibles prendas de cambio. El 
significado del art. VII sería motivo de extensas discusiones que recién se cerrarían en 
1947, en las negociaciones del GATT en Ginebra (Irwin et al, 2008: 21). 
En cuanto se terminó de escribir el art. VII del MAA, el UK intentó tomar la iniciativa 
en las negociaciones para la arquitectura económica mundial. Por ello, comenzó a 
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delinear borradores que apuntarían al libre comercio, la conversión de monedas, las 
limitaciones a la flexibilidad de las tasas de cambio. En 1942, James Meade 
(funcionario del UK, luego premio Nobel) presentó un borrador que puede considerarse 
precursor del GATT: un memorándum titulado "Proposal for an International 
Comercial Union". La denominada Unión Comercial International (UCI) plantearía la 
no discriminación entre sus miembros, pero mantendría a su vez el SPI en un nivel 
moderado. La propuesta incluía también un mecanismo de solución de controversias. Se 
trataba de una propuesta cercana al libre comercio, que despertó la oposición en los 
economistas del Tesoro (Henderson y Keynes). Hubo debate interno en el UK, y 
finalmente se optó por una fórmula de reducción multilateral de las barreras al 
comercio, pero manteniendo algunas herramientas de política comercial capaces de 
hacer frente a desequilibrios de la balanza de pagos (Rjarmoothy, 2004).  
El borrador se elevó a los Dominios, que con mayor o menor grado de adhesión, 
terminaron aceptándolo (Irwin et al, 2008: 28). Canadá estaba particularmente 
interesado en la creación de un sistema multilateral, ya que le permitiría mantener las 
relaciones tanto con los EE.UU. como con el UK. Con el apoyo de Canadá, la propuesta 
fue evaluada por el Departamento de Estado. Diferentes circunstancias específicas de 
EE.UU. (básicamente Pearl Harbor, la entrada en la guerra y la renovación por dos años 
—no tres— de la RTAA) llevaron a que las negociaciones anglo-americanas recién 
comenzaran en 1943. 
El Seminario de Washington de 1943 sirvió de marco para consultas informales: no se 
trató de una negociación oficial. Las discusiones se dividieron entre aquellas dedicadas 
a temas financieros y monetarios por un lado y a temas comerciales por otro. En el 
primer caso, las negociaciones fueron tensas (Keynes era el representante del UK), pero 
aun así llevaron a las discusiones de Bretton Woods, que incluyeron a otros países y 
terminaron en la creación del FMI y el Banco Mundial. Las segundas, las comerciales, 
estuvieron a cargo principalmente de Mead y de Hawking (del Departamento de 
Estado), tocaron una agenda que incluía aranceles, preferencias, restricciones 
cuantitativas, inversión, empleo, cárteles y empresas comerciales del Estado. Cada país 
mostró su propia postura sobre estos temas, pero en los principios generales hubo 
acuerdo. Uno de los puntos donde había coincidencias era en la utilización de la 
cláusula NMF. El logro del UK en materia comercial fue convencer al Departamento de 
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Estado acerca de la necesidad de un sistema multilateral, en reemplazo del sistema de 
acuerdos bilaterales tradicionalmente celebrados en EE.UU.. Esto se vio reforzado por 
la posición de Canadá, que comenzó negociaciones con EE.UU. en 1944; en ellas 
Canadá dejó en claro que el SPI solo se eliminaría gradualmente (ibíd., p. 40).  
Las negociaciones anglo-americanas del Seminario de Washington de 1943 generaron 
rechazo en algunos sectores políticos del UK, especialmente en los conservadores, dada 
su adhesión a la vocación imperial. La cuestión de las preferencias imperiales seguía 
siendo una preocupación central; de hecho, los Dominios (excepto Canadá) cambiaron 
su posición y giraron hacia una defensa más férrea del SPI. Desde el UK se 
restringieron los contactos con los EE.UU., y las que se mantuvieron reportaron un tono 
sumamente informal e hipotético. Las dilaciones del UK generaron descontento en los 
EE.UU..  
De todos modos, EE.UU. no permaneció inmóvil. Luego del Seminario de Washington, 
se puso a trabajar en su propio borrador para la arquitectura del comercio internacional 
con Dean Acheson a la cabeza. Se barajaron diferentes propuestas y la que se impuso se 
presentó en octubre de 1944. Proponía apertura multilateral y tocaba algunos otros 
temas (subsidios, cuotas, preferencias, etc.), que recogían en gran medida aquellos 
puntos tratados en la agenda de política comercial de las conversaciones anglo-
americanas de 1943. En diciembre de 1944, los oficiales del UK y los EE.UU. se 
volvieron a reunir. A pesar de que el borrador cumplía muchas de las condiciones que el 
UK había manifestado en 1943, disensos en el interior del gobierno del UK en torno a la 
apertura comercial llevaron a más demoras y al planteo de nuevas condiciones (ibíd., p. 
52), entre ellas, la exclusión del sector agricultura de un acuerdo general, dada la 
experiencia sufrida durante la guerra.  
Para 1945 el escenario se modificaría, con el fin de la guerra y los cambios de elencos 
políticos en ambos países. A pesar de ello, las negociaciones sobre el comercio 
internacional seguirían en pie. En junio de 1945, EE.UU. renovó la RTAA y le otorgó al 
Departamento de Estado la potestad de hacer reducciones arancelarias de hasta un 50 % 
a través de un enfoque selectivo. No se trató de una renovación sencilla y la RTAA 
estuvo en peligro de sufrir importantes modificaciones que limitarían la discrecionalidad 
del ejecutivo generando un control parlamentario.  
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La renovación de la RTAA motivó nuevas negociaciones. Sin embargo, desde el UK no 
se aceptaba el criterio selectivo de las reducciones arancelarias porque impedía un 
acuerdo totalmente multilateral para el comercio internacional. El esquema de los 
EE.UU. desembocaba en un enfoque multilateral-bilateral. Canadá intervino para tratar 
de desbloquear el problema del enfoque mixto; propuso negociaciones bilaterales 
simultáneas con un grupo (una docena aproximadamente) de países selectos (ibíd., p. 
63). Sin embargo, el UK seguía mostrando escepticismo, dado que tenía que 
desmantelar el SPI, sin garantías de mejorar el acceso a nuevos mercados. 
En agosto de 1945, poco tiempo después de la finalización de la Segunda Guerra 
Mundial, el escenario cambio: EE.UU. surgía como la nueva potencia mundial. Ahora, 
como principal victorioso de la guerra, ya podía mostrar todas sus cartas. Su aparato 
productivo, intacto durante la guerra y de alto nivel tecnológico, podía competir 
satisfactoriamente con cualquier país industrializado. El país tenía la necesidad de dar 
salida a sus capitales y sus mercancías, sostener su ritmo de crecimiento y su nivel de 
empleo y para eso hacía falta tener acceso a los mercados, todo realizable por medio de 
la liberalización del comercio (Campos, Durán, Nápoles, 1979).  
En ese sentido, Truman cortó abruptamente la ayuda financiera de la Lend Lease Act al 
UK y los aliados. El UK no estaba en condiciones de prescindir de esa ayuda, por ello 
rápidamente comenzó a negociar con los EE.UU. para un nuevo préstamo. Los EE.UU. 
le demandarían al UK negociar no solamente en el plano financiero, sino también en 
materia de política comercial. Al comienzo de las negociaciones, EE.UU. plantó un 
escenario de negociación donde la discusión de la ayuda financiera estaba supeditada a 
la discusión sobre el SPI. Desde el UK, esto se interpretó como un chantaje y generó 
rechazos. El UK solamente discutiría el SPI en el marco de las negociaciones de la 
reducción de aranceles de los EE.UU.. Finalmente, EE.UU. cedió a los planteos del UK 
bajo la condición que se evitaran más dilaciones en la discusión sobre comercio 
internacional (ibíd., p. 70). Las discusiones versaron sobre aranceles y preferencias, 
subsidios, empresas comerciales del Estado, controles de cambio y cárteles.  
Se fueron generando acuerdos con relación a los diferentes puntos; las negociaciones se 
terminaron de cerrar con el préstamo de los EE.UU. al UK por USD 3,75 mil millones. 
Sobre la base de los acuerdos, los EE.UU. y el UK decidieron que el primero debía 
convocar a una reunión con países selectos (13 o 14) para una discusión más amplia 
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sobre reducción de aranceles. La convocatoria se hizo a partir de la publicación del 
documento "Proposals for the Expansion of World Trade and Employment", con la idea 
de comenzar a debatir en los primeros meses de 1946.  
EE.UU. habilitó dos caminos paralelos para lograr un acuerdo sobre comercio 
internacional. Por un lado, la reunión con los países selectos donde se negociarían 
acuerdos concretos sobre reducciones arancelarias; por otro, logró que el Consejo 
Económico y Social de la recientemente creada Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) organizara una reunión para debatir la creación de la Organización Internacional 
del Comercio (OIC). La reunión de la ONU se llamaría "Conferencia Internacional 
sobre Comercio y Empleo". La OIC no discutiría temas tan específicos como la 
reducción arancelaria, tema que se resolvería incluyendo el resultado de la discusión de 
los países selectos, denominado el Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y 
Comercio (GATT, por sus siglas en ingles), como un Protocolo de la OIC. La Carta 
fundacional de la OIC se llamaba Carta de La Habana y, de hecho, el texto del GATT y 
el capítulo sobre política comercial de la Carta de La Habana son muy similares 
(Soberanis, 1979).  
Si bien la idea original era debatir a comienzos de 1946, las discusiones del GATT 
debieron posponerse hasta los primeros meses de 1947, especialmente debido a 
cuestiones de política interna de los EE.UU.. Durante 1946, el Departamento de Estado 
se dedicó a reunirse con los países selectos para evaluar el nivel de aceptación que 
tendría el borrador de las "Proposals for the Expansion of World Trade and 
Employment" de diciembre de 1945. Dadas ciertas resistencias, en septiembre de 1946, 
EE.UU. revisó las propuestas de 1945 y además presentó un nuevo documento llamado 
"Suggested Charter" en la primera reunión preparatoria de la Conferencia, realizada en 
Londres, en noviembre de 1946. 
Algunos países que gozaban de preferencias (Australia, Nueva Zelanda, China, Chile y 
Brasil) defendieron la necesidad de mantener aquellas medidas restrictivas del comercio 
capaces de promover el empleo y el desarrollo industrial. Dichos países demandaban un 
trato diferencial, que se les concedió a través de la incorporación de un capítulo sobre 
desarrollo. El UK también tenía su interés en un mayor grado de discrecionalidad en el 
uso de las restricciones cuantitativas para atender crisis de balanza de pagos.  
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La reunión de Londres sirvió para abordar algunos temas importantes de la agenda para 
la Carta de la OIC, aunque algunos de ellos quedaron sin resolver. Lo más destacado de 
la reunión fue el acuerdo para generar un texto provisional del GATT. 
A comienzos de 1947, los países se reunieron en Nueva York (“Conferencia de Nueva 
York") con el objetivo de afinar el lenguaje de los acuerdos. De dicha reunión emanó el 
primer borrador del GATT, que luego se conocería como el GATT de 1947. Este era 
considerado fundamental para cristalizar las concesiones arancelarias que se 
negociarían. Sucintamente, se puede decir que la reunión de Nueva York abonó el 
terreno para una segunda reunión preparatoria de la Conferencia de la ONU que se 
celebraría en Ginebra durante el mes de abril. Cuestiones de política interna de los 
EE.UU. (mayoría republicana en el Congreso) hicieron que dicho país asistiera a 
Ginebra reforzando el discurso de concesiones parciales alejadas de un esquema de total 
libre comercio y atendiendo a los sectores sensibles a los intereses proteccionistas de 
EE.UU. (zinc, textiles de lana, textiles de algodón, caucho y estaño). 
El objetivo de la segunda reunión preparatoria consistía en la preparación de la Carta de 
la OIC, para su discusión final y ratificación durante la Conferencia de la ONU que se 
haría en La Habana el año siguiente. Además, se seguirían debatiendo los términos 
específicos de política comercial del GATT. En primer lugar, se dieron las discusiones 
del GATT mientras que las discusiones sobre el acuerdo multilateral comenzaron recién 
en mayo de 1947. La cuestión de las restricciones cuantitativas seguía siendo importante 
ya que los países estaban menos dispuestos a renunciar a ellas. A pesar del carácter 
multilateral de las negociaciones, los EE.UU. y el UK fueron los actores clave. 
Al comienzo de las negociaciones, el SPI continuó siendo uno de los grandes obstáculos 
para lograr un acuerdo. Desde el UK, el SPI se defendía con fuerza. El préstamo de 
1945 había exigido al UK fijar un tipo de cambio que agudizaría la delicada situación de 
balanza de pagos, y el país ya no estaba dispuesto a otorgar más concesiones 
comprometedoras para la situación doméstica. Además, para el UK la disolución del 
SPI significaba un verdadero golpe simbólico a su posición de primera potencia 
mundial. Por su lado, EE.UU. buscaba desmantelar el SPI, pero el delicado estado 
económico y político de los países de Europa generó un replanteo en las condiciones 
que se exigirían en el marco de las negociaciones multilaterales. De hecho, el 
negociador principal de los EE.UU. (Will Clayton) fue quien propuso al Presidente 
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Marshall el lanzamiento de un plan de ayuda capaz de apuntalar a los países de la 
Europa Occidental y evitar así avances de la Unión Soviética (ibíd., p. 92).  
El Plan Marshall y la conservación del SPI permitieron que en octubre de 1947 se 
cerrara el acuerdo GATT, que incluía un total de 23 países: Australia, Bélgica, 
Birmania, Brasil, Canadá, Ceilán, Chile, China, Cuba, Estados Unidos de América, 
Francia, India, Líbano, Luxemburgo, Noruega, Nueva Zelandia, los Países Bajos, 
Paquistán, el Reino Unido, la República Checoslovaca, Rhodesia del Sur, Siria y 
Sudáfrica. El GATT se enfocó básicamente en reducciones arancelarias para bienes 
industriales y dejó afuera al sector de la agricultura y los bienes que requieren mucha 
mano de obra.  
Por su parte, en las discusiones del borrador de la Carta de la OIC, varios países no 
estaban de acuerdo con que la cláusula NMF fuera aplicada de manera tan extensiva y 
se opusieron en la búsqueda de excepciones más amplias. Otros países querían combatir 
el desempleo y no tanto promover la eficiencia en las relaciones comerciales. Dentro de 
los EE.UU., había sectores que buscaban excepciones que pudiesen proteger a los 
agricultores estadounidenses y algunos sectores industriales sensibles. 
Como resultado de difíciles negociaciones que buscaron en cierta forma acomodar las 
diferentes visiones, se obtuvo una Carta cuyo texto era demasiado detallado y estaba 
plagado de excepciones. Aun así, durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Comercio y el Empleo, inaugurada en La Habana el 21 de noviembre de 1947, los 
representantes de 53 países aprobaron la Carta de La Habana con el objetivo de 
establecer la OIC.  
La Carta contenía más de 100 artículos, que cubrían los más diversos temas 
relacionados con el comercio, entre ellos el empleo y la actividad económica, el 
desarrollo económico y la reconstrucción de los países devastados por la guerra, la 
cooperación, cuestiones institucionales como la relación con la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) y su sistema de solución de controversias. 
Sin embargo, la Carta de La Habana no fue ratificada por los países que la aprobaron. 
Gran parte de ese fracaso fue el resultado de la falta de interés de los EE.UU. en ella. La 
conclusión del GATT, la Guerra Fría, el Plan Marshall, la iniciativa de crear la OTAN y 
las exigencias de los países en desarrollo en la Conferencia de La Habana, dieron al 
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Congreso de los EE.UU. suficientes motivos para no mostrar un interés marcado en la 
creación de la OIC, que además implicaba ciertas tensiones internas con las visiones 
más conservadoras. Además, la opinión pública de los EE.UU. se opuso fuertemente a 
la ratificación en esos términos y también al congreso. Finalmente, el presidente 
Truman retiró el proyecto sin someterlo a ratificación (Tussie, 1987). 
Al no ser ratificada por los EE.UU., casi ningún otro país ratificó la Carta de la Habana, 
con excepción de Liberia y Australia. Finalmente, frente al fracaso de la iniciativa de la 
OIC, el GATT se estableció como un acuerdo provisional que regiría gran parte del 
comercio internacional durante décadas. En ausencia de una organización internacional 
con personería jurídica (la OIC), el GATT empezó a funcionar como tal y se empezó a 
referir a las "partes contratantes" para suplir en cierta medida esa ausencia de 
institucionalidad. 
 
4.2. Del GATT a la OMC 
Para entender el resultado de las negociaciones del GATT, es necesario tener en 
consideración algunos aspectos que explicarían la emergencia de ciertos artículos. En 
primer lugar, al final de las negociaciones ya se podía vislumbrar un contexto de posible 
fracaso de la OIC (lo que finalmente se hizo realidad). Esto explicaría la incorporación 
de cláusulas referidas a cuestiones institucionales, que en principio excederían el ámbito 
de las negociaciones arancelarias del GATT. En segundo lugar, EE.UU. que, al igual 
que el UK, tuvo un papel dominante en la negociación, trató de adaptar el acuerdo en la 
mayor medida posible a su legislación local. Esto explicaría el tratamiento dado a las 
medidas antidumping, algo fundamental para lograr la aceptación del GATT por parte 
de EE.UU. En tercer lugar, a pesar de su penosa situación financiera, y también a causa 
de ella, el UK tuvo una presencia activa en las negociaciones y defendió la visión de un 
Estado activo en la economía, lo que explicaría la presencia de artículos referidos a la 
balanza de pagos y la renegociación de los aranceles, empresas estatales, entre otros. 
Por último, la emergencia de ciertos PED como interlocutores válidos, explicaría el 
abordaje de las industrias nacientes (y posteriormente la inclusión de la Parte IV del 
GATT). Las delegaciones más prominentes fueron India, Brasil y Australia, que en ese 
momento era considerada un PED (Irwin et al, 2008). 
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Además de esas cuestiones, hay que considerar otras cuestiones importantes a la hora de 
entender por qué el GATT resultó un acuerdo más favorable a los PD que a los PED. La 
regla del proveedor principal y la mayor experiencia negociadora de los PD son 
elementos que se deben tener en cuenta. También hay que subrayar que los PED 
pusieron muchas energías en la negociación de la OIC (que atendía a productos 
primarios y confiando que el GATT quedaría bajo su égida), la cual finalmente fracasó. 
A continuación, se detallan las cuestiones comerciales más relevantes del GATT de 
1947. Como se verá, los temas planteados debieron congeniar intereses entre los líderes 
respectivos y las necesidades de países diversos que participaban de las negociaciones. 
A) Cláusula de Nación Más Favorecida (NMF) 
La cláusula NMF es el principio básico del GATT, derivado del principio liberal de 
igualdad (jurídica) entre las partes. Su contracara estaba representada por el Sistema de 
preferencias imperiales (SPI). La cláusula NMF se planteó en el "Borrador de Londres", 
fruto de la “Conferencia de Londres”, inspirada en los tratados bilaterales previos a la 
SGM (en particular, firmados por los EE.UU.). Algunas cuestiones de la NMF del 
"Borrador de Londres" se dejaron abiertas, con la idea de que sería más apropiado 
discutirlas en el marco de la OIC. Asimismo, existieron algunos intentos de extender el 
principio NMF según la costumbre internacional, pero no prosperaron. Por esta razón, 
salvo que haya un compromiso a través de un tratado, los Estados son libres de adoptar 
medidas discriminatorias en sus relaciones comerciales con otros Estados (Matsumita et 
al, 2003). 
En la conferencia de Nueva York, la cláusula solo sufrió cambios menores. En la 
conferencia de Ginebra, se operó un cambio en el orden del articulado del GATT para 
dejar más en claro el vínculo entre NMF, aranceles y Trato Nacional (que pasaron a ser 
los Artículos I, II y III, respectivamente). En La Habana, se añadieron las 
consideraciones especiales respecto de los países ligados al Imperio Otomano. Luego, 
no hubo otros cambios (Irwin et al, 2008). 
En general la cláusula NMF estipula que cualquier ventaja, favor, privilegio o 
inmunidad concedido por una parte contratante a un producto originario de otro país o 
destinado a él será concedido inmediata e incondicionalmente a todo producto similar 
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originario de los territorios de todas las demás partes contratantes o a ellos destinados 
(Art. I:1 del GATT de 1947). 
B) Trato Nacional 
El Trato Nacional puede considerarse la otra cara de la no discriminación, hacia el 
interior de las fronteras. Está presente en el Art. III del GATT de 1947 y es otro de los 
principios fundamentales de acceso a los mercados dentro del sistema multilateral de 
comercio. Viene a garantizar la igualdad en las condiciones de competencia entre los 
productos nacionales y los importados, una vez que estos ingresan a un territorio. El 
objetivo es evitar la erosión de las concesiones arancelarias a través de medidas 
domésticas de protección. Se aplica incluso a aquellos bienes sobre los que no se ha 
acordado una concesión arancelaria. El trato nacional sanciona tanto los beneficios 
otorgados a bienes domésticos como el trato desfavorable hacia los bienes importados. 
Prohíbe la aplicación de leyes, regulaciones e impuestos que alteren las condiciones de 
competencia entre los bienes nacionales e importados.  
C) Reducción de aranceles 
En la "Conferencia de Londres" quedó claro que la reducción de aranceles se veía como 
un elemento de intercambio para la reducción/eliminación de las preferencias. En dicha 
conferencia no se trató el Sistema Armonizado (SA), pero sí se hizo patente la 
necesidad de contar con una herramienta de esas características. Hasta ese momento la 
única herramienta disponible era el intento de armonización puesto en marcha por la 
Liga de las Naciones, y completado luego por la "Nomenclatura de Bruselas". En la 
"Conferencia de Nuevas York” no hubo grandes cambios, y en la "Conferencia de 
Ginebra" se creó un artículo aparte para la renegociación de aranceles (Art. XXVIII). 
De allí no hubo cambios hasta la "Sesión de Revision" de 1955, cuando se produjeron 
discusiones en torno al Art. XXVIII que llevaron a una mayor flexibilidad en los 
términos del artículo, como se verá en la próxima sesión. 
D) Regulación interna (doméstica) 
Las negociaciones sobre regulación doméstica no fueron concluyentes en la 
"Conferencia de Londres". Durante la "Conferencia de Nueva York" se hicieron algunos 
cambios sobre el "Borrador de Londres". Básicamente se dejó en claro que la 
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legislación doméstica no tendría que ser discriminatoria y que las especificaciones que 
debería seguir serían delineadas en el marco de la OIC. Se agregó el párrafo 
introductorio para dejar en claro que el artículo buscaba evitar medidas proteccionistas 
camufladas en la legislación doméstica. Además, se optó por el término "like products", 
antes que "identical" o "similar". No todas las delegaciones aceptaron el nuevo borrador 
(India y Cuba mantuvieron sus objeciones). En Ginebra, sobre la base de la propuesta 
de los EE.UU., el Trato Nacional se extendió a productos "directly competitive or 
substitutable" (DCS). En la reunión de La Habana se siguió discutiendo sobre el 
término "protección" y sus posibles implicaciones sobre el texto final del Art. III del 
GATT. (Irwin et al, 2008).  
E) Antidumping y medidas compensatorias 
Durante la "Conferencia de Londres" se lograron avances en el debate del tema, pero no 
se llegó a un acuerdo. El debate se centró en la discusión de las medidas antidumping y 
en las medidas compensatorias, más que en la discusión sobre el dumping, que hasta ese 
momento no se consideraba una práctica desleal de comercio. De todos modos, se 
reconocieron cuatro tipos de dumping: de precio, de servicios, de intercambio y social. 
El foco estuvo puesto en el dumping de precio. Las medidas antidumping y 
compensatorias se podrían utilizar solo en casos de daños serios y quedaría la carga de 
la prueba en el país que las aplicara. Recién en La Habana se discutió sobre el dumping 
y por propuesta de la delegación cubana pasó a ser considerada una práctica condenable 
(ibíd.). Con posterioridad, no se ocurrieron modificaciones sustanciales, particularmente 
por la complejidad del tema y su vínculo con las prácticas del sector privado.  
F) Reglas de origen 
En la "Conferencia de Londres" se deliberó sobre el tópico, pero no se llegó a un 
acuerdo. Se estableció que era menester lograr un balance entre la protección del 
consumidor y los costos de las transacciones comerciales. Además, se dejó en claro la 
voluntad de respetar acuerdos internacionales previos sobre la materia: la "Convención 
de Madrid" de 1891, el "Union Agreement of Paris/Brussels" de 1900, "Washington 
Arrangements" de 1911, "Hague Arrangement" de 1925. Francia intentó vincular a la 
reglas de origen con las indicaciones geográficas, pero no logró apoyo (finalmente la 
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cuestión de las indicaciones geográficas se trataría recién en el acuerdo sobre propiedad 
intelectual, Art. XXIII de 1994).  
G) Restricciones cuantitativas 
En la "Conferencia de Londres" se acordó que las cuotas estarían "en principio" 
prohibidas; ciertas situaciones enumeradas permitían un uso legal de dicho instrumento: 
escasez de posguerra, escasez/sobreproducción de productos agrícolas, acuerdos 
internacionales sobre commodities, protección de la balanza de pagos y el tipo de 
cambio. Se estableció la aplicación no discriminatoria de las excepciones. En Nueva 
York, se siguieron discutiendo las excepciones, el uso no discriminatorio de estas y la 
excepción al uso no discriminatorio de estas. Por sugerencia de la delegación de India, 
se incorporó la excepción relacionada a las industrias nacientes. En la "Conferencia de 
Ginebra” se quitó del texto la exigencia de eliminar cuotas domésticas, por tratarse de 
una disciplina ajena a la discusión. En La Habana no hubo mayores cambios, y en la 
"Sesión de Revision" de 1955 se hicieron algunas modificaciones en las que participaron 
activamente los delegados de algunos PED donde nuevamente se destaca India como se 
verá más adelante. 
H) Balanza de pagos 
En Londres, el UK propuso un borrador que autorizaba la aplicación de medidas 
restrictivas como mecanismo de protección de la balanza de pagos, algo no menor, 
teniendo en cuenta que en ese entonces la política cambiaria de los países estaba regida 
por la escasez de divisas. En Nueva York, se adoptó un texto que autorizaba las 
excepciones. Como se verá en la próxima sesión, en la "Sesión de Revision" de 1955, en 
cambio, tuvo lugar una fuerte discusión, básicamente entre los PED y los PD. Los 
primeros buscaban mayor flexibilidad en los requisitos para aplicar la excepción, 
mientras que los segundos tenían intenciones de supeditarla a un mecanismo de 
autorización multilateral cada vez que un país deseara aplicarla. Finalmente se acordó 




Durante la "Conferencia de Londres" tuvo lugar el primer debate multilateral sobre 
subsidios, en el cual se determinaron dos categorías para éstos: a) a las exportaciones 
(prohibidos, salvo en el marco de esquemas de estabilización de precios); b) domésticos 
(requieren consulta, si es que algún país se ve seriamente afectado). Durante la 
"Conferencia de Nueva York" se discutieron los avances de la reunión anterior, sin 
lograr acuerdos vinculantes para los subsidios a la exportación, debido a que la mayoría 
de los países los consideraban materia para la OIC, y no para el GATT. No hubo 
mayores cambios hasta la "Sesión de Revision" de 1955, donde se produjo una discusión 
entre los PED y los PD. Dicha deliberación, condujo a la formulación de disciplinas 
adicionales que afectarían solamente los subsidios a las exportaciones, sin prohibirlos 
del todo. La delegación de India fue la que más se destacó entre los PED.  
J) Salvaguardias  
En Londres se acordó que estaría permitido aplicar medidas restrictivas multilaterales 
en casos de emergencia y que sería necesario consultar con las demás partes. Una 
medida de salvaguarda multilateralmente aceptada no podría acarrear contramedidas. En 
la "Conferencia de Nueva York" se reprodujo el texto negociado en la conferencia 
anterior. En Ginebra se acordó que sería posible aplicar salvaguardias sin consultas 
previas, en caso de que la emergencia no permitiera demora alguna; este tipo de 
medidas no consultadas sí podrían ser objeto de contramedidas por parte de otros países 
(esto se plasmó en el artículo XIX del GATT).  
K) Compras gubernamentales 
Las compras gubernamentales normalmente exceptuadas de aranceles también están 
exceptuadas del Trato Nacional. Es decir que un país puede favorecer compras en el 
extranjero al exceptuar las misiones del arancel al mismo tiempo que favorecer compras 
nacionales al no extender a proveedores externos el trato nacional. Se trata de una 
excepción que ha generado algunos problemas dada la creciente participación de 
algunos gobiernos en las economías de sus países y también debido a la difusa 
interpretación de los términos "governmental agencies" y "governmental purposes" 
(Matsumita et al, 2003: 177). Dadas estas dificultades, en la Ronda de Tokio se negoció 
un acuerdo específico sobre el tema, que fue incorporado por algunos países, con la 
figura de Acuerdo Plurilateral. Actualmente, dicho acuerdo permite la solución de 
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controversias por medio del DSU, y también habilita la posibilidad de que un Estado 
consulte a otro el porqué de una exclusión en una licitación. El Acuerdo de Compras 
Gubernamentales tuvo un éxito moderado, debido a ciertas limitaciones; la prevalencia 
en EE.UU. de las leyes "Buy American" es un ejemplo de ello (ibíd., p.179). 
L) Excepciones generales 
Originalmente, se trataba de excepciones que recaían solamente sobre medidas de 
importación y exportación y no sobre cuestiones de política doméstica como se plasmó 
posteriormente. En Nueva York, se incluyó un párrafo introductorio similar al actual 
(correspondiente al Art. XX) y los temas ambientales negociados en dicha conferencia 
se vieron influidos por la "Convención internacional para la eliminación de las 
restricciones y prohibiciones a las exportaciones” de 1927. En La Habana se incluyó la 
excepción relacionada a la seguridad pública, y en la "Sesión de Revision" de 1955 la 
excepción GATT XX(j) para casos de escasez de un determinado producto.  
M) Solución de controversias 
Durante la "Conferencia de Londres", se definieron tres tipos de situaciones que podrían 
generar consultas: a) reclamaciones en el caso de infracción (violation complaint), b) 
reclamaciones para casos de no infracción (non-violation complaint), y c) reclamaciones 
para otros casos (situation complaint). Las negociaciones se realizaron teniendo en 
consideración posibles vínculos con la OIC y con la Corte Internacional de Justicia 
(CIJ). Los temas específicamente relacionados con los aranceles se discutirían en el 
marco del "Comité Provisional de Aranceles Aduaneros" del GATT. En la "Sesión de 
Revision" de 1955 se trataron cuestiones relacionadas con la forma de reparación y la 
composición de los cuerpos que entenderían en las disputas. A pesar de algunas 
oposiciones, se aceptó la represalia como mecanismo válido de reparación. En cuanto a 
los cuerpos, se acordó sobre la conformación de paneles de expertos. 
N) Acuerdos preferenciales de comercio 
En la Conferencia de Londres se acordó sobre la compatibilidad de las Uniones 
Aduaneras (UA) con el GATT, en tanto estas liberalizaran una parte sustancial de su 
comercio y el arancel común aplicado no fuera mayor al promedio de los aranceles de 
cada una de las partes de la UA consideradas de manera individual. En La Habana, la 
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preferencia se extendió a las Zonas de Libre Comercio (ZLC), debido a un acuerdo de 
ZLC que se estaba planificando en secreto entre los EE.UU. y Canadá y que finalmente 
no se concretó (sino hasta fines del siglo XX). Además, en dicha conferencia se cambió 
el término "promedio" por "incidencia general de los derechos de aduana", para evitar 
de esa forma un cálculo matemático que tal vez complicaría la compatibilidad de una 
UA o una ZLC con el GATT. El tema se consolidó en el Art. XXIV del GATT y no 
sufrió cambios, salvo por el hecho de que se crearon condiciones más flexibles para la 
integración comercial entre los PED en la llamada Cláusula de Habilitación de 1979, 
como se verá más adelante.  
O) Cuestiones institucionales  
En la "Conferencia de Londres" se trató únicamente la creación del "Comité Provisional 
de Aranceles Aduaneros", ya que se creía que el resto de las cuestiones debían discutirse 
en el marco de la OIC. En Nueva York, ya era evidente que el GATT entraría en vigor 
antes que la OIC (Irwin et al, 2008). Por ello, se cambió el nombre del "Comité 
Provisional de Aranceles Aduaneros" a "Comité Provisional de Comercio". Este último 
se encargó del funcionamiento cotidiano del sistema multilateral de comercio. Además, 
se abordaron algunas otras cuestiones, por ejemplo, los términos de adhesión y renuncia 
al GATT, y las enmiendas, las revisiones y la extinción del acuerdo.  
 
4.2.1. Del GATT de 1947 a la Cláusula de Habilitación: el desarrollo y las 
crecientes tensiones en el GATT  
Como se expuso anteriormente, en un principio, el GATT estuvo ligado a las 
discusiones más ambiciosas acerca de la creación de la OIC. Su autonomía fue un rasgo 
que se fue acentuando conforme las discusiones fueron avanzando. Durante la reunión 
de La Habana en 1948, el GATT sufrió algunas modificaciones más y la Carta de La 
Habana se concluyó. El fracaso de esta última hizo que el GATT fuera el único acuerdo 
multilateral existente en materia de comercio internacional. Si bien el GATT tuvo 
instancias de modificación ("Sesión de Revision" de 1955, y agregado de Parte IV en 
1965), se puede decir que el acuerdo fue prácticamente completado en la década de 
1940 y que subsistió por más de 60 años. 
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Como ya se mencionó en los puntos anteriores, el contrincante inicial del principio de 
no discriminación materializado por la cláusula NMF era el sistema de preferencias 
imperiales (no las cuestiones de desarrollo). Asimismo, el borrador del GATT 
finalizado durante las reuniones preparatorias tuvo una gran influencia de la política 
comercial de los EE.UU. y su relación bilateral con el UK. Este panorama empezó a 
cambiar recién a partir de fines de los 50 (siglo XX) de la mano de los procesos de 
descolonización y tomó relevancia central hacia fines de los 60 y principios de los 70. 
La "Sesión de Revision" de 1955 se llevó a cabo en la novena reunión de las partes 
contratantes del GATT. Para ese entonces ya estaba claro que la OIC no sería ratificada. 
Se produjo un documento para modificar al GATT (el preámbulo y las Partes II y III) y 
se clarificaron cuestiones relativas a las restricciones cuantitativas, al uso de las 
restricciones cuantitativas por parte de los PED y a la renegociación de aranceles 
consolidados, entre otras.  
Con el correr de los años, se fue haciendo más evidente que el diseño del GATT 
favorecía mayormente a los PD. Basado en los principios de igualdad jurídica entre las 
partes —que es la base de su principio más importante, el de no discriminación—, el 
GATT dejaba de lado discusiones fundamentales del escenario internacional, marcado 
justamente por la desigualdad entre las "partes contratantes", los diferentes niveles de 
desarrollo y la capacidad de negociación.  
La falta de liberalización en agricultura era otro ejemplo de esto. El Informe Haberler de 
1958 dejó asentado que dicha consideración era cierta, tanto en el corto plazo como en 
el largo (Tussie, 1987; Irwin, 2008: 124). Dicho informe sirvió de fundamento para la 
"Declaración de promoción del comercio de los países menos desarrollados", de 1961. 
Adicionalmente, durante la Ronda de Kennedy (1963-1967), bajo el embate de la 
creación de la UNCTAD, el Comité de asuntos legales e institucionales se dedicó a 
trabajar sobre cuestiones de comercio y desarrollo. A pesar de la voluntad de algunos 
PED de establecer una agenda más amplia, en particular Brasil y Uruguay proponían 
modificar el sistema de solución de controversias, el comité se limitó a discutir 
aranceles preferenciales no recíprocos. 
Durante las negociaciones, los PED mostraron una perspectiva alineada con el 
pensamiento de Singer y Prebisch, dos de los principales intelectuales del pensamiento 
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desarrollista en América Latina y en el mundo. En esa línea, en las discusiones entre las 
partes contratantes del GATT había acuerdo sobre la cuestión de las preferencias y la no 
reciprocidad, pero había que negociar cómo determinar qué país calificaba como PED, 
qué bienes entraban en el trato preferencial, qué duración tendría la preferencia, entre 
otras cosas.  
El resultado de las negociaciones fue la Parte IV del GATT, que entró en vigencia en 
1966 y estuvo dedicada a cuestiones de comercio y desarrollo. Es interesante notar que 
los tres artículos que se acordaron (GATT XXXVI, XXXVII y XXXVIII) no tenían un 
vocabulario vinculante, sino de "best endeavours". Sintéticamente, en el Art. XXXVI se 
encuentran las cuestiones relativas a la no reciprocidad, en el Art. XXXVII 
recomendaciones a los PD en su trato con los PED (es de particular interés la cuestión 
de las medidas AD), y en el Art. XXXVIII cuestiones institucionales para dar curso a 
los dos artículos anteriores. La Parte IV eximía a los PED de la prohibición de aplicar 
subsidios a la exportación de bienes manufacturados y permitía una mayor flexibilidad 
en el uso de las protecciones arancelarias.. 
Además, en 1964 se crearon el Comité de Comercio y Desarrollo (CCD) y el Centro de 
Comercio Internacional (CCI), que luego pasó a formar parte de la Conferencia de las 
Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo (UNCTAD), creada en 1971 a partir 
del trabajo de PED nutridos de las corrientes de pensamiento desarrollistas de la época. 
Sin embargo, el efecto de la Parte IV fue limitado, no solo por su limitado contenido 
sustantivo sino por su carácter no vinculante. Más bien, se trató de un instrumento para 
visibilizar una situación conflictiva en el interior del GATT y preparar el terreno para 
posteriores medidas, como por ejemplo la Cláusula de Habilitación, que dio lugar a la 
emergencia de esquemas como el Sistema Generalizado de Preferencias.  
Así, en la Ronda de Tokio iniciada en 1973, los esfuerzos de los PED de la mano de la 
UNCTAD para consolidar el trato especial en su favor conllevaron la "Decisión sobre 
trato diferencial y más favorable, reciprocidad y completa participación de los países en 
desarrollo", conocida como Cláusula de Habilitación. La Cláusula de Habilitación 
abarca: a) el Sistema Generalizado de Preferencias; b) medidas no arancelarias en los 
instrumentos del GATT; c) acuerdos globales o regionales entre países en desarrollo y 
(d) trato especial para países menos adelantados (PMA). Las discusiones sobre el 
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desarrollo y la necesidad de flexibilidades para los PED llegaban al corazón del sistema 
multilateral de comercio. 
 
4.2.2.  La participación de los países en desarrollo en GATT y el giro hacia la 
OMC: cambio de posiciones 
En el contexto de las negociaciones permanentes desde las reuniones preparatorias de la 
Conferencia de La Habana, mucho se ha dicho sobre la participación de los países en 
desarrollo (PED) en el sistema multilateral de comercio. La primera visión afirma que 
los PED participaron del GATT de forma poco activa (Narlikar, 2005), mayormente 
para negociar la exención de sus obligaciones, sea porque perseguían la 
industrialización por sustitución de importaciones y/o porque buscaban el "free-riding". 
(Jovanovic, 2011)  
Otra visión afirma que durante el GATT los PED participaron relativamente poco del 
sistema multilateral, porque el GATT era un sistema orientado a los intereses de los PD 
y los PED no veían que pudiese atender a sus intereses, o bien porque tenían una 
modesta presencia en el comercio mundial —hecho que se retroalimenta con su 
marginalización al sistema— (OMC, 2000). 
Como afirman Wilkinson y Scott (2008), el problema es que esas visiones 
predominantes no representan del todo cómo fue la participación de los PED en el 
GATT. Contrariamente a lo difundido en general, la participación de los PED fue 
activa; ellos se esforzaron para crear reglas pertinentes y sí hicieron concesiones. Si bien 
es cierto que su energía fue generalmente orientada a buscar un tratamiento más 
favorable para ellos, esto es consecuencia de la naturaleza sesgada del GATT y de su 
condición de subdesarrollo, antes que la pura búsqueda de "free-riding" (Tussie, 1996).  
Así, como punto de partida, se considera que hubo una participación creciente de los 
PED en el sistema multilateral de comercio y que esa participación intentaba modificar 
reglas inequitativas del sistema multilateral de comercio, además de ayudar aquellos 
países a avanzar con sus estrategias de desarrollo. En ese contexto, los PED adoptaron 
diferentes estrategias a lo largo de las negociaciones multilaterales del GATT y 
posteriormente de la OMC. En una primera etapa (desde las reformas de la "Session 
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Review" hasta la Ronda de Tokio), los PED tomaron conciencia del sesgo en las reglas 
del sistema multilateral y se puede decir que mostraron una estrategia cada vez más 
confrontadora, impulsando la modificación de las reglas, la creación de sistemas 
alternativos como la UNCTAD y de un nuevo orden económico internacional. 
Eso cambiaría por completo en las negociaciones de la siguiente ronda, la Ronda 
Uruguay (que culminaría con la creación de la Organización Mundial de Comercio, 
OMC), en medio de la búsqueda de ayuda de los PED para salir de la crisis de los 80 en 
un contexto de marcado cambio de paradigma hacia el neoliberalismo, simbolizado por 
la caída del Muro de Berlín.  
Las negociaciones en la Ronda Uruguay marcan un antes y un después en el sistema 
multilateral. Las presiones por parte de EE.UU. y Europa para que los PED aceptaran 
incluir cuestiones novedosas como propiedad intelectual, servicios, vinieron 
acompañadas de algunas medidas para convencer a los más escépticos, como por 
ejemplo, la entrada de la agricultura como tema central en las negociaciones, la apertura 
de los mercados de la OECD en industrias con mano de obra intensiva, además de un 
mayor compromiso en asistencia técnica (Ostry, 2002). A pesar de algunas resistencias, 
como la del G10 —básicamente liderado por Brasil e India y que se oponía fuertemente 
a los nuevos temas como comercio de servicios, propiedad intelectual e inversiones—, 
en un contexto de crisis de la deuda, apertura unilateral como resultado de los ajustes 
estructurales, no quedaba mucho espacio de maniobra ante ese avance por parte de los 
poderes transatlánticos (los EE.UU. y la Comunidad Europea) (Abreu, 1993; Kumar, 
1993; Tussie, 1996). A esto hay que sumarle la presión de los EE.UU. a través de la 
Sección 301 de la Trade Act de 1974 que autorizó al gobierno de EE.UU. a tomar las 
medidas apropiadas incluyendo la retaliación para eliminar cualquier acto violatorio de 
un acuerdo internacional o sea injustificada, no razonable o discriminatoria y que 
entorpezca el comercio de los EE.UU. Ello funcionó como herramienta de presión que 
empujó a los países a negociar bajo el sistema multilateral. Hacia fines de la Ronda, 
también hay que mencionar el efecto simbólico y real de la caída del Muro de Berlín 
para la consolidación del paradigma de libre comercio (Ostry, 2002: 286). 
Además, otro de los cambios significativos en el paso del GATT a la OMC fue el 
"single undertaking" o "compromiso único": otra maniobra exitosa de la Secretaría del 
GATT y de los poderes transatlánticos para garantizar que los países se comprometieran 
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de forma total con las nuevas reglas (Steinberg, 2002). Según ese principio, los países 
deberían aceptar o rechazar todo el paquete en negociación que forma parte de la OMC 
y todos los acuerdos que fuesen acordados como resultado de la ronda Uruguay (salvo 
los acuerdos plurilaterales, de adhesión voluntaria).  
Con todas esas variables en juego, los PED adoptaron una posición más colaboradora, 
participaron en coaliciones de forma conjunta con los PD (Grupo Cairns) y aceptaron (y 
en cierta medida fueron obligados a aceptar) el paquete de compromisos y concesiones, 
consolidados en los llamados "Acuerdos de Marrakech" (Narlikar y Tussie, 2004).  
Ese pasaje del GATT a la OMC significaría, entre otras cosas, un aumento en el grado 
de injerencia del sistema multilateral en las regulaciones nacionales. Con esto, 
cambiaron las características de la política comercial, que pasó a abarcar un conjunto de 
medidas e instrumentos de política interna de cada país que hasta entonces estaba afuera 
de los límites de la negociación internacional (Tussie, 1996). El cambio de enfoque de 
"barreras en frontera" a "regulaciones domésticas y sistemas legales" implicaría altos 
costos de implementación para los PED e implicaría mucho tiempo de adaptación. En 
lugar de considerar esta situación, lo que se observó en los Acuerdos de Marrakech fue 
que los períodos de transición fueron establecidos de manera arbitraria y no se 
generaron compromisos efectivos de asistencia técnica para facilitar la implementación 
de los acuerdos por parte de los PED. De ese modo, es posible pensar que los PED no 
fueron totalmente conscientes del cambio profundo que este nuevo sistema implicaba 
(Ostry, 2002: 288). 
 
4.3. La Organización Mundial de Comercio (OMC) 
4.3.1. Mandato, estructura y toma de decisiones en la OMC 
Formalmente, el tratado que crea la OMC es el "Acta de Marrakech por el que se 
establece la Organización Mundial de Comercio". El documento, conocido como la 
"Carta de la OMC", consiste en unas pocas páginas (15 aproximadamente) y oficia de 
documento principal al cual se le anexan diferentes tratados. El Anexo 1 incluye los 
acuerdos GATT 1994 (1A, incluyendo el GATT de 1947 con los acuerdos de la ronda 
anterior, Ronda de Tokio, y algunas "decisiones y declaraciones" y "entendimientos"), 
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el GATS (1B) y el TRIPS (1C). El Anexo 2 aborda el mecanismo DSU, homogéneo 
para todas las disciplinas y todos los miembros. El Anexo 3 aborda el Mecanismo de 
Examen de Políticas Comerciales (MEPC), que en realidad fue establecido en 1988 
durante la Ronda Uruguay pero antes del establecimiento de la OMC (Van de Bossche, 
2005: 106). El Anexo 4 contiene los acuerdos opcionales/acuerdos plurilaterales, que 
son de adhesión opcional. En cierta medida la Carta se parece a la propuesta de la 
Organización para la Cooperación Comercial de la Sesión de Revision de 1955 
(Jackson, 1998). 
La OMC posee varias diferencias fundamentales con relación al GATT, que se 
detallarán a lo largo de esta sección. Entre las más relevantes se encuentra el hecho de 
que es una organización internacional con personería jurídica, con sede en Ginebra; no 
es un acuerdo internacional (como en el caso del GATT). En ese sentido, suplió la 
ausencia de una institución que regulara el comercio multilateral, tarea que el GATT 
cumplió con relativo éxito a pesar de sus falencias. Otra de las diferencias fue el 
desarrollo de un sistema de solución de controversias mucho más orientado a normas 
(rule-oriented) que el GATT, que era más político y diplomático (power-oriented). 
Asimismo, la OMC hizo avances importantes en cuanto al alcance de las normas del 
sistema multilateral al incluir temas como los servicios, la propiedad intelectual y las 
inversiones.  
A continuación, se detallan sus principales rasgos, objetivos, órganos y competencias. 
A) Mandato y objetivos 
Los objetivos de la OMC quedan establecidos en su preámbulo, el cual no es meramente 
declarativo sino que puede acarrear consecuencias legales. A diferencia del GATT, la 
OMC se compromete en su preámbulo con la preservación del medioambiente y el 
respeto por las necesidades de los PED, en especial los países menos adelantados 
(PMA). Los objetivos se pueden resumir de la siguiente manera:  
 aumentar los estándares de vida 
 apuntar al pleno empleo 
 generar un aumento real en el crecimiento y la demanda efectiva, y 
 141
 contribuir a la expansión de la producción y del intercambio de bienes y 
servicios. 
Las herramientas principales para dar curso a los objetivos de la OMC son la reducción 
de las barreras al intercambio y la eliminación de la discriminación.  
Tal como se aprecia en el Art. II:1 del Acuerdo de la OMC, el objetivo primario es 
proveer un marco institucional para la las relaciones de intercambio entre los países 
miembros. Además, el Art. III enumera otras cinco funciones, a la cuales habría que 
sumarles una sexta función que se ha vuelto indiscutible en la OMC: la asistencia 
técnica a los miembros PED (Van den Bossche, 2005: 89): 
 implementación de los acuerdos OMC: consiste en la facilitación, 
administración y operación del Acuerdo de la OMC y sus Anexos, así como la 
profundización de los objetivos de dichos acuerdos (ibíd.). Esta función también 
atañe a los acuerdos plurilaterales (p. 90), y se lleva adelante en la mayoría de 
los órganos de la OMC; 
 negociación de nuevos acuerdos: la OMC ofrece espacio para negociar 
acuerdos sobre temas ya tratados en la OMC, y también para temas novedosos; 
 solución de controversias: el sistema de DSU de la OMC es único comparado 
con otros sistemas de solución de controversias; ha sido el más prolífico de los 
últimos años. Su utilidad consiste en la preservación de los derechos y 
obligaciones de los miembros, y especialmente en la interpretación de las 
normas de la OMC.; 
 Mecanismo de Examen de Políticas Comerciales (MEPC): elabora informes 
periódicos sobre la política comercial de los miembros, con el objetivo de 
generar transparencia, cumplimiento de reglas y mejores prácticas. Su 
periodicidad varía según el peso del país en el comercio mundial. Las fuentes de 
datos del "Órgano de Revisión de Políticas Comerciales" son los informes 
presentados por los propios países y de los informes presentados por la 
Secretaría de la OMC en relación al país en evaluación. A partir de ellos, el 
Órgano presenta un informe con la finalidad de exponer públicamente las 
conductas inconsistentes con la legislación de la OMC, aunque dicho informe no 
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tiene por objeto ser la base de acciones de enforcement ni de solución de 
disputas (ibíd., p. 96); 
 cooperación con otras organizaciones: incluye otras organizaciones 
intergubernamentales y también ONG. El artículo III:5 del Acuerdo de la OMC 
refiere específicamente a la cooperación con el FMI y el BM con el objeto de 
dar coherencia la política económica global (p. 97). Las tres organizaciones 
intercambian información y consultas. En cada organización hay un observador 
de las otras dos. Además, el artículo V:1 del Acuerdo de la OMC establece la 
cooperación con otros organismos, como WIPO y UNCTAD, ya sea a través de 
proyectos conjuntos, observadores o celebración de memoranda de 
entendimiento (p. 98). El artículo V:2 establece el contacto con las ONG, que se 
realiza de acuerdo a los lineamientos desarrollados por el Consejo General (CG) 
en julio de 1996 (p. 99); esto incluye, por ej., la participación de la ONG en 
Conferencias Ministeriales (CM) y la circulación entre los miembros de position 
papers elaborados por ONG en relación a diferentes temáticas; y 
 asistencia técnica a los PED: si bien no está descripta en el Artículo III, es una 
función con peso suficiente para considerarla autónomamente; se puede decir 
que está implícita en las cinco funciones mencionadas ut supra (ibíd., p.100). La 
asistencia puede darse a través de una cooperación bilateral o multilateral. La 
Secretaría de la OMC organiza seminarios generales, seminarios técnicos, 
talleres y cursos de capacitación para formar a los funcionarios de los PED en 
diferentes áreas relacionadas al comercio de bienes y servicios. Asimismo, 
organiza misiones técnicas para ayudar a los PED con el cumplimiento de sus 
obligaciones frente a la OMC y para asistirlos en la implementación de 
estrategias de reducción de la pobreza (ibíd., p. 102). 
 
B) Membresía 
A enero de 2015, la OMC contaba con 160 miembros, 25 observadores (24 países y la 
Santa Sede) y decenas de organizaciones internacionales también en condición de 
observadores de los diferentes órganos del sistema multilateral (FMI; Banco Mundial 
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UNCTAD, OECD, OMS, OIT, FAO, ISO, etc.)48. El grupo de miembros de la OMC es 
prácticamente universal: incluye a todos los países de más peso en el comercio 
internacional y a la mayoría de los PED, y nuclea alrededor del 92 % de la población 
mundial y el 95 % del comercio mundial (ibíd., p.103). Según el Artículo XII del 
Acuerdo de la OMC (y sus notas explicativas anexas), los miembros pueden ser tanto 
países como territorios aduaneros separados, por ejemplo Hong Kong).  
La calificación de país en desarrollo (PED) de la OMC no responde a ningún criterio 
específico, sino que nace de una autoproclamación. La distinción de país menos 
adelantado (PMA), en cambio, nace de la caracterización de la ONU a partir del 
producto interno bruto per capita, la calidad de los recursos humanos y el nivel de 
diversificaciòn económica del país. Tres cuartos de los miembros de la OMC son PED; 
algunos de los más influyentes son China, Brasil, India y Sudáfrica, potencias 
emergentes que suman casi 1/5 del PBI mundial.  
La membresía de la OMC puede obtenerse por dos caminos. El camino de la membresía 
original, disponible para los miembros del GATT de 1947, está reflejado en el Artículo 
XI del Acuerdo de la OMC. Dicho camino estuvo disponible hasta marzo de 1997. El 
otro camino, más difícil y largo, es la adhesión para miembros nuevos, normado en el 
Artículo XII del Acuerdo de la OMC, que se detallará en el apartado sobre Protocolos 
de Adhesión. 
C) Estructura institucional 
La estructura institucional básica puede encontrarse en el Artículo IV de la Carta de la 
OMC. A ella se han sumado posteriormente algunos comités y grupos de trabajo 
creados por decisiones posteriores. En total hay setenta órganos dentro de la OMC, 
treinta y cuatro de los cuales son permanentes. La mayoría de ellos se reúne 
regularmente, lo que genera una carga de trabajo y costos importantes para los 
diplomáticos de los miembros, en especial de aquellos que no cuentan con una 
delegación permanente en Ginebra.  
El Organigrama de la OMC se detalla en la siguiente figura: 
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Figura I: Organigrama de la OMC 
 
 
 Rinden informe al Consejo General (o a un órgano subsidiario) 
 Rinden informe al Órgano de Solución de Diferencias 
 
  
Los Comités de los Acuerdos plurilaterales rinden informe de sus actividades al Consejo 
General o al Consejo del Comercio de Mercancías, aunque no todos los miembros de la 
OMC han firmado estos acuerdos 
 
  
El Comité de Negociaciones Comerciales rinde informe al Consejo General 
Fuente: www.wto.org  
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La Conferencia Ministerial (CM) es el órgano supremo de la OMC, compuesto por 
ministros de cada miembro. Tiene poder de decisión sobre todos los aspectos de todos 
los acuerdos de la OMC. Se reúne cada dos años, de acuerdo a las prescripciones del 
Artículo IV:1 del Acuerdo de la OMC (p. 122-23). Cuando la CM no está en sesión, es 
reemplazada por el Consejo General (CG), órgano que le sigue en jerarquía. El CG está 
compuesto por diplomáticos del nivel de los embajadores y se reúne cada dos meses. De 
facto, ejercita los mismos poderes generales y específicos de la CM. Es el órgano que 
reemplaza a la CM en el día a día de la OMC. Entre sus funciones específicas se 
encuentran la aprobación del presupuesto y la cooperación con otras organizaciones 
internacionales y ONG. 
El CG tiene a su cargo: a) el Órgano de Solución de Diferencias (OSD), y b) el Órgano 
de Examen de Políticas Comerciales (OEPC). Además, guía a los Consejos específicos 
(Bienes, Servicios, Propiedad Intelectual) y a otros órganos que funcionan en el interior 
de la OMC.  
El OSD y el OEPC tienen la misma jerarquía que el CG, ya que son el propio CG que se 
reúne en calidad de éstos órganos para los casos específicos de solución de 
controversias y de revisión de políticas comerciales, tal como lo afirma los Artículos 
IV:3 y IV:4. Tanto el OSD como el OEPC se reúnen al menos una vez por mes. 
El sistema de solución de controversias ha evolucionado y cuenta con tres etapas claves: 










Figura II: Flujograma del sistema de solución de diferencias de la OMC 
 






FIN III. APELACIÓN(60/90 días)
Retorsiones
I. CONSULTAS




Fuente: elaboración propia en base al Entendimiento sobre Solución de Diferencias de la OMC. 
 
 
En caso de que las consultas no lleguen a buen puerto, se puede utilizar todavía los 
buenos oficios, la conciliación y la mediación para intentar resolver el conflicto. En 
caso de que no se pueda resolver, se establece un grupo especial de expertos compuesto 
por tres especialistas (la Secretaría mantiene una lista de personas que se adecuan al 
perfil), que rendirá un informe al OSD, que será adoptado dentro de los 60 días 
siguientes a su presentación, a menos que el OSD decidiera por consenso no adoptar el 
informe o que una de las partes notificara al OSD su intención de apelar. En este último 
caso, la demanda es elevada al Órgano de Apelación (OA) que es un órgano permanente 
integrado por siete miembros representativos en términos generales de la composición 
de la OMC (tres de los cuales actuarán en cada caso). Los miembros del OA son 
nombrados por un período de cuatro años. Deben ser personas de competencia 
reconocida en derecho y comercio internacional y que no estén vinculadas a ningún 
gobierno. La apelación tendrá únicamente por objeto las cuestiones de derecho tratadas 
en el informe del grupo especial y las interpretaciones jurídicas formuladas por este.  
Una vez adoptado el informe de un grupo especial o del Órgano de Apelación, la parte 
interesada tendrá que informar su propósito con respecto a la aplicación de las 
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recomendaciones adoptadas, inclusive un plazo para adecuación, bajo vigilancia del 
OSD. En caso de incumplimiento, se establecen normas relativas a la compensación o la 
suspensión de concesiones En caso de desacuerdo en cuanto al nivel de la suspensión 
propuesta, la cuestión podrá someterse a arbitraje. En principio, se deberían suspender 
concesiones con respecto al mismo sector al que hubiese afectado el asunto sometido al 
grupo especial. De no ser viable o eficaz lo anterior, podría efectuarse la suspensión en 
otro sector distinto del mismo acuerdo. A su vez, de no resultar esto viable o eficaz, y 
siempre que las circunstancias revistieran la gravedad suficiente, podría procederse a la 
suspensión de concesiones otorgadas en el marco de otro acuerdo (represalias cruzadas). 
El sistema de solución de diferencias de la OMC es considerado uno de los grandes 
avances del régimen cuando se lo compara con el GATT. Como ya se mencionó, los 
principales avances se refieren a: plazos relativamente cortos para cada etapa (según los 
patrones internacionales), la facultad de apelar, la inversión de la regla de consenso 
(anteriormente, la regla de consenso para adopción del informe del grupo de expertos 
era positivo y bastaba con que un miembro estuviera en desacuerdo para que el informe 
no se adoptara. Ahora ocurre lo contrario: el informe será adoptado salvo que todos los 
miembros digan que no, lo que hace que la adopción del informe sea prácticamente 
automática). La incidencia del sistema de solución de diferencias y su capacidad 
resolutiva se ve reflejado en la cantidad de casos: más de 450 desde la creación de la 
OMC hasta el momento (fines de 2013).  
Además de los órganos y sistemas descriptos con anterioridad, la OMC también cuenta 
con consejos específicos, que tienen la capacidad de supervisar el funcionamiento del 
GATT y los Acuerdos anexos, así como de establecer sus propios órganos subsidiarios 
(comités). Entre los consejos específicos más destacados, están los tres mencionados en 
el Artículo IV:5, que son el Consejo para el Comercio de Bienes (o simplemente 
Consejo de Bienes) el Consejo para el Comercio de Servicios (o simplemente el 
Consejo de Servicios) y el Consejo para el Acuerdo sobre Propiedad Intelectual. Tienen 
por función llevar adelante tareas delegadas por el CG y las especificadas en sus 
respectivos acuerdos (GATT, GATS y TRIPS). De acuerdo con el Artículo IV:6, los 
consejos específicos tienen la potestad de crear órganos subsidiarios para su 
funcionamiento; los "grupos de trabajo" son aquellos que se crean temporalmente para 
tratar un asunto específico. También existen otros consejos y comités que facilitan el 
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funcionamiento de la CM y el CG, por ej. el Comité de Comercio y Desarrollo (CCD), 
el Comité de Negociaciones Comerciales (CNC). Este último fue el encargado de 
supervisar las negociaciones de la Ronda de Doha.  
La mayoría de los órganos mencionados tienen una naturaleza política. Los paneles de 
expertos y el OA del sistema de solución de diferencias son de naturaleza cuasijudicial y 
significativamente menos políticos y más orientados a la interpretación e 
implementación de las reglas que el GATT de 1947, por los motivos ya expuestos. 
También existen órganos de carácter más técnico como el Grupo de Expertos del 
Acuerdo de Subsidios y Medidas Compensatorias.  
La OMC cuenta aún con un Secretariado o Secretaría, que posee alrededor de 600 
empleados. Es relativamente pequeña si se compara con organizaciones internacionales 
de igual relevancia. Sin embargo, hay que considerar que la OMC tiene una estructura 
de red, y hay lazos de cooperación entre el personal de la Secretaría y los Delegados, 
con los funcionarios de los diferentes países que integran la organización.  
Las principales tareas de la Secretaría son las siguientes: 
 dar soporte técnico y profesional a los diferentes órganos de la OMC 
 dar soporte técnico a los PED 
 monitorear y analizar el comercio mundial 
 aconsejar a los países que quieren incorporarse a la OMC como miembros 
 dar información al público general y la prensa. 
Además, brinda soporte administrativo y legal a los paneles del DSU y comparte 
algunas instalaciones con la propia Secretaría del OA. 
La estructura de la Secretaría tiene a la cabeza al Director General, quien es asistido por 
cuatro Directores Generales Adjuntos (Deputy DG o DDG), lo que permite que la 
diferentes regiones del mundo tengan una representación. Los DDG están a cargo de 
diferentes Divisiones de la Secretaría y dichas Divisiones suelen estar a cargo de un 
Director que reporta al DDG.  
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La designación del DG de la OMC es tarea de la CM. Este suele ser un tema muy 
debatido y polémico. En 2002, el CG adoptó nuevos procedimientos para la elección del 
DG de la OMC. Entre ellos se prevé la posibilidad de adoptar un sistema de votación en 
caso de que el consenso no sea posible. Históricamente, los DG de la OMC fueron todos 
de países desarrollados, siguiendo una práctica del GATT. Las primeras excepciones 
son recientes (Supachai, de Tailandia, quien fue director desde 2002 hasta 2005 y 
Roberto Azevêdo, de Brasil, recientemente elegido para el mandato de cuatro años a 
partir de 2013). 
El papel de la Secretaría de la OMC y del DG es actuar como facilitadores ya que la 
organización es liderada por los miembros. El Artículo VI:4 específica que la Secretaría 
y el DG deben ser neutrales y actuar en carácter internacional. Claramente esa es una 
declaración de forma más que una realidad observable, dado que históricamente se 
conoce el poder de los tecnócratas para influir las negociaciones, la escritura de los 
borradores de los acuerdos, etc. Por algo el proceso de elección del DG es tan debatido 
y por algo el cargo de DG estuvo en las manos de los PD por tanto tiempo. 
En relación a la sociedad civil, el Artículo V:2 del Acuerdo de la OMC prevé aun la 
cooperación con dichas organizaciones. Estas consideraciones, presentes en la Carta de 
La Habana de la OIC, no estaban presentes en el texto del GATT de 1947. Sin embargo, 
en el contexto de emergencia y auge de la sociedad civil global de fines del siglo XX, el 
tema volvió a tomar énfasis y se incluyó en los textos del RU. Posteriormente, en 1996 
el CG estableció pautas para la relación de la OMC con las organizaciones no 
gubernamentales. Si bien se consiguió algunas mejoras en el acceso de las ONG a la 
información de la OMC, por ejemplo a través de la organización de simposios o de la 
participación en reuniones de la CM o del CG, el impacto ha sido limitado. Luego de la 
presión causada por el fracaso de Seattle, en 2003 se crearon dos órganos consultivos 
informales, uno para ONG y otro para empresas , los cuales brindan asesoramiento al 
DG. 
D) Proceso de toma de decisiones 
Este es uno de los puntos más criticados y controvertidos del sistema multilateral de 
comercio: su proceso de toma de decisiones. Algunos autores consideran que todos los 
avances realizados en la estructura institucional y en la transparencia de los 
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procedimientos del GATT a la OMC quedan opacados por la falta de transparencia en el 
proceso de toma de decisiones (Kupjer, 2005; Cass, 2005; Steinberg, 2002; Steger, 
2009). En este sentido, la OMC dio continuidad, por ejemplo, a la práctica del "slaón 
verde” (Green Room) del GATT de 1947 y a las reuniones de "cabezas de delegaciones" 
(Heads of Delegations Meetings).  
Más allá de esto, las reglas de procedimiento normales para la toma de decisiones 
figuran en el Artículo IX:1 del Acuerdo de la OMC (p. 141). Allí se establece la toma 
de decisiones por consenso, lo cual implica que, salvo que haya oposición formal de un 
miembro, la decisión será adoptada por la CM (o el CG). También implica que hay un 
poder de veto disponible para cada miembro. Sin embargo, una vez más el poder 
político se impone y en la práctica este poder de veto es más bien potestad de los países 
más poderosos (Van de Bossche, 2005: 142). Cuando no se alcanza el consenso, el 
artículo prevé la toma de decisiones por mayoría a través del voto (1 miembro, 1 voto). 
Cada órgano de la OMC determina su propio criterio de quórum en sus Reglas de 
Procedimiento, aunque en general hay homogeneidad. Los procedimientos especiales de 
toma de decisiones afectan a las siguientes instancias detalladas a continuación en el 
cuadro: 
 
Cuadro III: Procedimientos especiales de toma de decisiones en la OMC 
 
Tema Procedimiento 
Solución de controversias La nota al pie del Artículo IX del Acuerdo de la OMC 
establece que las decisiones que tome el CG deben estar en 
concordancia con el Artículo 2.4 del Acuerdo de DSU. 
Autoridad para adopción de 
interpretaciones 
El Artículo IX:2 del Acuerdo de la OMC establece que la CM 
o el CG tienen la autoridad exclusiva de efectuar estas 
decisiones, las cuales tienen la particularidad de obligar a 
todas las partes y poder modificar derechos y obligaciones. 
Estas características las diferencian de las decisiones del 
DSB, que solo obligan a los miembros de la disputa y no 
pueden modificar derechos y obligaciones 
Adhesiones El Artículo XII:2 del Acuerdo de la OMC establece que las 
decisiones en materia de adhesión serán adoptadas por la 
Conferencia Ministerial, que aprobará el acuerdo sobre las 
condiciones de adhesión por mayoría de dos tercios de los 
miembros de la OMC. 
Exenciones (waivers) El Artículo IX:3 establece que las solicitudes de exención con 
respecto al Acuerdo se presentarán a la Conferencia 
Ministerial para que las examine con arreglo a la práctica de 
adopción de decisiones por consenso. La Conferencia 
Ministerial establecerá un plazo que no excederá los 90 días 
para examinar la solicitud. Si durante dicho plazo no se 
llegara a un consenso, toda decisión de conceder una 
exención se adoptará por tres cuartos de los miembros. 
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Enmiendas Están reguladas por el Artículo X:1 del Acuerdo de la OMC. 
Constituyen el proceso de toma de decisiones más complejo. 
Pueden adoptarse por consenso o por mayoría y solo tienen 
efecto en los miembros que la aceptaron. Sin embargo, hay 
ciertos artículos que solo pueden enmendarse por consenso 
(p. 147): son los artículos fundamentales enumerados en el 
Artículo X:2, es decir, la cláusula NMF del GATT, GATS y 
TRIPS, los cronogramas arancelarios del GATT 1994 y los 
procedimientos de enmienda y toma de decisiones del 
GATT. También es necesario el consenso para modificar al 
DSU. El Artículo X:3 del Acuerdo de la OMC establece la 
posibilidad de expulsión para el miembro que se niegue a 
aceptar una enmienda. De todos modos, el Acuerdo de la 
OMC nunca ha sido enmendado. 
Presupuesto anual y 
decisiones financieras 
Se regulan por el Artículo VII:3 del Acuerdo de la OMC. Se 
señala al CG como órgano decisorio. 
Fuente: www.wto.org y Van de Bossche, 2005.  
 
 
4.3.2.  Las Rondas de negociación de la OMC: de Doha a Bali, auge y caída 
del paradigma neoliberal 
La OMC empezó a funcionar, con ciertas dificultades, sobre todo relacionadas con la 
implementaciòn de los Acuerdos de Marrakech por parte de los PED, que empezaron a 
constatar el alto costo que estaban pagando por la Ronda Uruguay, mientras la deuda en 
agricultura siguió pendiente del lado de los PD dado que los compromisos en ese 
ámbito no se cumplieron satisfactoriamente. Hacia los fines de los 90, se perfilaba que 
un cambio de estrategia de los PED era necesario. Por un lado, las estrategias 
confrontadoras que apuntaban hacia el cambio del orden internacional —por medio del 
rechazo al orden establecido y la creación de una realidad contrahegemónica a través de 
la UNCTAD— no dieron el resultado esperado. Por otro lado, tampoco dieron los 
resultados esperados las estrategias de colaboración en medio de las dificultades hacia 
fines de los 80, la búsqueda del acceso al mercado y el intento de conseguir algún 
beneficio de la apertura unilateral. 
Se observa entonces un cambio de estrategia hacia una confrontación "desde adentro". 
Ante la intención de los PD de inaugurar una "ronda del milenio", impulsando la 
profundización de los compromisos a través de los llamados "temas de Singapur, En 
alusión a la conferencia ministerial realizada en ese país en diciembre de 1996, donde se 
discutieron los temas de inversiones, compras gubernamentales, competencia y 
facilitación del comercio. Los PED empezaron entonces una ofensiva para abrir una 
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nueva ronda de negociaciones dedicada a los temas de desarrollo. Hicieron hincapié en 
una ronda que pusiera el desarrollo en el centro de la agenda y además promoviera el 
cumplimiento de los compromisos pendientes en agricultura por parte de los PD.  
En la Conferencia Ministerial de Seattle (1999), el fallido intento de apertura de una 
nueva Ronda, fue producto en gran parte de las presiones de la sociedad civil. Las ONG 
demostraron una interesante capacidad de organización y lograron, en algunos casos, 
trascender el hermetismo de la OMC (Howse, 2002). Sin embargo, el fracaso de Seattle 
también fue resultado de problemas de fondo como la ausencia de un tema que fuera 
denominador común entre los países (Odell, 2002) y la creciente tensión entre los PED 
y los PD, a pesar de algunas condiciones externas favorables a la negociación, tales 
como una mejor situación macroeconómica en general y el auge del paradigma 
neoliberal, entre otras. La situación se revirtió en el 2001, en medio a la conmoción 
causada por los ataques del 11 de septiembre y la necesidad de dar señales positivas al 
mundo, sobre todo por parte de los EE.UU.. Así, en el mismo año, los PD accedieron al 
lanzamiento en la Conferencia Ministerial de Doha, de la "Ronda de Doha para el 
Desarrollo".  
No obstante, el cambio más marcado se hace notar en el 2003 en la Ministerial de 
Cancún con la creación del G-2049. El G-20 nace a partir de una combinación de 
factores. La sensación de que la OMC no atendía de manera satisfactoria los intereses 
de los PED, en particular en lo relativo a temas agrícolas, la brecha visible que existía 
entre el compromiso de Doha en agricultura y el borrador en negociación, la posición de 
los EE.UU. y la UE de seguir intentando obtener mayores niveles de compromiso por 
parte de los PED mientras presentaban una propuesta marco en agricultura que no solo 
era acotada con relación a sus propios compromisos sino que contrariaba por completo 
los objetivos de la ronda (Narlikar y Tussie, 2004; Uzquiza, 2009: 12). 
Para disminuir esa brecha, hicieron hincapié en algunos puntos clave como la extensión 
de los períodos de transición en la implementación de los Acuerdos de Marrakech (con 
fuerte oposición de los EE.UU.),  la promoción de más y mejor asistencia técnica, la 
reforma del TRIPs (Lo que fue parcialmente lográndose logró parcialmente con la 
Declaración sobre TRIPs y Salud Pública y la Enmienda al Acuerdo TRIPs., en 2001) 
                                                 
49
 El G-20 está formado por: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, China, Cuba, Ecuador, Egipto, Filipinas, 
Guatemala, India, Indonesia, México, Nigeria, Pakistán, Paraguay, Perú, Sudáfrica, Tailandia, Tanzanía, 
Uruguay, Venezuela, Zimbabwe. 
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—con la consciencia de que los PED reúnen el 80% de los recursos genéticos que son la 
base de la innovación—, la democratización de la OMC a través de un aumento de la 
transparencia interna y externa y el equilibrio entre los compromisos asumidos en 
agricultura y productos no agrícolas (acceso a mercados de productos no agrícolas, 
NAMA, por sus siglas en ingles). 
Cabe resaltar que las coaliciones actuales de los PED (post Ronda Uruguay) son 
bastante diferentes de las coaliciones más confrontadoras de la década de los 60-70, 
como el G-77, por ejemplo. Si bien siguen con la idea de fondo de que los PED 
comparten problemas y necesidades que deben tratarse de manera colectiva, las 
coaliciones como el G-20 no piden la sustitución de la OMC por otra institución, no 
avanzan en una idea alternativa al modelo de inserción orientado a las exportaciones y 
el cambio que abogan es adentro de la OMC en lugar de impulsar la construcción de 
otro régimen (Tussie, 2010: 18).  
Desde el principio, quedó claro que el G-20 —así como algunas otras coaliciones 
formadas posteriormente como el NAMA 1150— reunían poder suficiente para impedir 
el avance de las negociaciones y el cierre de la ronda en caso de no lograr alcanzar sus 
objetivos.  
En este sentido, la principal negociación de Doha se planteó como el binomio 
agricultura versus productos no agrícolas. Allí se encuentra la mencionada "gran 
batalla" de la OMC: encontrar un equilibrio aceptable para todos entre agricultura 
(ayuda interna y acceso al mercado) y el NAMA. Todas las demás negociaciones de 
esta ronda quedaron en compás de espera, avanzando en cuestiones menores, sin tomar 
decisiones, sin cerrar acuerdos, a la espera de que se cerraran las negociaciones en esas 
modalidades. 
La negociación sobre las flexibilidades en esas modalidades obedece un criterio de 
liberalización de una "reciprocidad menos que plena", para atender los requisitos más 
generales de la Ronda del Desarrollo, y el equilibrio entre agricultura y NAMA como 
regla general51. Como regla específica, cada país o grupo de países negociaría sus 
flexibilidades de manera puntual. A pesar de dicho enfoque "a la carta", la agenda se 
                                                 
50
 El NAMA 11 está formado por: Argentina, Brasil, Egipto, Filipinas, India, Indonesia, Namibia, República 
Bolivariana de Venezuela, Sudáfrica, Túnez. 
51
 Regla prevista en el párrafo 24 de la Declaración de la Ministerial de Hong Kong (2005). 
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estancó luego de la Conferencia de Hong Kong (2005), cuando se produjeron los 
últimos avances sobre la agenda de negociaciones, inclusive una decisión sobre medidas 
especiales que los miembros debían adoptar a favor de los países menos adelantados52. 
La crisis global de mediados del 2008 acentuó la parálisis de las negociaciones. 
Posteriormente, se realizaron dos Conferencias Ministeriales en Ginebra (2009 y 2011) 
sin resultados y sin poder finalizar la Ronda de Doha.  
Finalmente, a fines de 2013, se logró avanzar con una agenda mucho más modesta y 
diferente de las sustantivas negociaciones de los momentos de auge de la ronda. El 
denominado "paquete de Bali" es un conjunto de medidas comerciales que gira en torno 
a tres temas: la agricultura, la facilitación de comercio y el componente de desarrollo 
para los PMA, además de algunas decisiones del Consejo General en áreas como 
comercio electrónico y quejas de no violación y situación respecto al Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el comercio 
(ADPIC), así como otros asuntos pendientes de las reuniones ministeriales de la OMC. 
La más reciente Conferencia Ministerial de la OMC se realizó en Bali y logró el primer 
acuerdo comercial formal firmado por los representantes de los países en casi dos 
décadas de negociaciones. 
La agricultura fue uno de los puntos más polémicos teniendo en cuenta sobre todo la 
reserva de alimentos que defendía el G-33 encabezado por India. Esos países buscan 
mayor flexibilidad para la compra de alimentos a precios regulados cuando se trate del 
abastecimiento de reservas públicas de alimentos con propósitos de seguridad 
alimentaria y la cláusula de paz. Por medio de dicha cláusula, todos los países se 
comprometieron a abstenerse de iniciar acciones legales en estos sistemas en virtud del 
Acuerdo sobre Agricultura de la OMC a cambio de mayor información y transparencia 
sobre la forma en que operan las reservas públicas de alimentos (Puentes, 2013: 8). 
Los miembros se comprometieron a revisar el resto de las negociaciones comerciales de 
la ronda y a preparar un programa de trabajo "claramente definido" durante el año 2014 
sobre cómo abordar los asuntos pendientes (ibíd.). Tal es el mandato del párrafo 1.11 de 
la Declaración de Bali, según el cual: Como una prueba más de esa adhesión, 
encomendamos al Comité de Negociaciones Comerciales que prepare, en los próximos 
                                                 
52
 Ver Declaración Ministerial de Hong Kong en: 
http://www.wto.org/spanish/thewto_s/minist_s/min05_s/final_text_s.htm. 
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12 meses, un programa de trabajo claramente definido sobre las cuestiones restantes 
del Programa de Doha para el Desarrollo. Este se basará en las decisiones adoptadas 
en la presente Conferencia Ministerial en particular sobre la agricultura, el desarrollo 
y las cuestiones relacionadas con los PMA, así como sobre todas las demás cuestiones 
comprendidas en el mandato de Doha que son fundamentales para poder concluir la 
Ronda. Se dará prioridad a las cuestiones del paquete de Bali en las que no se pudieron 
lograr resultados jurídicamente vinculantes. 
Entre esos asuntos pendientes se encuentra el núcleo de la controversia que contribuyó 
al estancamiento de las negociaciones y el fracaso de la "miniministerial" de Ginebra en 
2008: el equilibrio entre los compromisos de acceso al mercado agrícola y los 
compromisos en NAMA en base a la reciprocidad menos que plena, además de las 
reformas a las políticas internas de apoyo agrícola. 
 
4.3.3.  Los desafíos de la OMC 
A pesar del avance reciente en Bali, la OMC viene enfrentando muchos desafíos, que 
son de diversa naturaleza. La organización es parte de un conjunto de tantas otras 
instituciones (como el FMI o el Banco Mundial) que quedó atrapado en una lógica de 
negociación que responde a una configuración de fuerzas que ya no es la actual. A pesar 
de todas sus falencias, la OMC es la más transparente entre las organizaciones con 
poder vinculante, no tiene sistema de voto calificado o sistema de cuotas, es las mas 
monitoreada por sus miembros y es relativamente poco burocrática. Esto la hace más 
sensible a los cambios ocurridos en el escenario internacional. (Peixoto, 2010). China, 
Brasil, India, Argentina, Sudáfrica, entre otros, irrumpieron como fuertes líderes del 
grupo de PED; se proyectaron en posiciones de liderazgo en el sistema multilateral, con 
una mayor capacidad negociadora e impusieron límites al polo EE.UU.-UE, que había 
sido predominante en el sistema multilateral de comercio desde los tiempos del GATT. 
La OMC también padece de la desconfianza por parte de los PED, lo que representa un 
obstáculo adicional en la tarea de dar respuestas adecuadas al cambio en el balance de 
poder entre sus miembros.  
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Los desafíos son también de orden institucional, lo que llevó a diversos estudios sobre 
su reforma53. En ese sentido, se observan problemas sistémicos/constitutivos, como ser: 
demasiado énfasis en la reciprocidad, utilización de ficciones de soberanía en las 
negociaciones, posiciones demasiado inflexibles desde la perspectiva del productor 
(producer-oriented), y dificultades asociadas al consenso (Van den Bossche, 2005: 30).  
Asimismo, el proceso formal de toma de decisiones sigue en tensión con la práctica 
informal, incluso por ejemplo, la práctica del "green room". La regla de consenso 
tampoco parece estar adecuada a los nuevos desafíos, teniendo en cuenta que es muy 
efectiva en negociaciones donde hay o bien un alto grado de cohesión entre las partes o 
una gran desigualdad en el poder negociador de estas, que hace que algunas partes 
impongan su posición y obliguen el consenso o al menos silencien el disenso. En 
relación con este mismo tema, tampoco está claro cuándo se toma una "decisión". Sería 
importante distinguir entre "decisiones" y "recomendaciones", y entre "decisiones de 
efectos externos" (obligaciones para los Estados miembros) y "decisiones de efectos 
internos" (obligaciones para los órganos de la OMC) (Van den Bossche, 2002: 77). 
El "compromiso único" también terminó por complicar el panorama. Fue concebido en 
un momento particular en el que había un consenso más o menos uniforme acerca del 
paradigma neoliberal, mezclado con la capacidad de presión de las grandes potencias y 
la posición de debilidad de muchos países líderes del mundo en desarrollo. Todos estos 
factores hicieron posible que los países aceptaran firmar el paquete completo de los 
Acuerdos de Marrakech. Hoy esta regla limita mucho el margen de maniobra de los 
países y hace que estos sean más cuidadosos acerca de lo que van a negociar (ibíd., p. 
76)  
A estos problemas, se suman los referidos a la transparencia de la información y al 
hermetismo de la OMC respecto de la participación de la sociedad civil, que traen 
aparejado la cuestión de su (falta de) legitimidad democrática. A partir de la 
Conferencia de Seattle, y su fracaso, liderado por las organizaciones no 
gubernamentales, se ha puesto más atención al déficit democrático de la OMC. Se 
                                                 
53Ver el informe Sutherland encargado por la OMC y los comentarios sobre este como ser, Pauwelyn 
(2005) "The Sutherland Report: A Missed Opportunity for Genuine Debate on Trade, Globalization and 
Reforming the WTO", Journal of International Economic Law, v. 8, n. 2, pp.329-340. Van Den Bossche, P. 
(2005). "Debaring Future of the World trade Organization: Divergent Views on the 2005 Sutherland 
Report", Journal of International Economic Law, v.8, n. 3, pp. 759-768; Tempone, 2007, op.cit. Low, P. 
(2011), “WTO Decision-Making For The Future”, Staff Working Paper, ERSD 2001-05. 
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empezó a organizar foros para la sociedad civil y a permitir su participación en algunas 
reuniones de comités y consejos. Sin embargo, queda mucho por hacer para avanzar en 
el ámbito, dado que la OMC es sin dudas una organización que impacta directamente 
sobre la vida de la población de sus miembros y, sin embargo, sigue alejada de los 
procesos democráticos de toma de decisiones o de los mecanismos de transparencia y 
rendición de cuentas ante la sociedad civil global.  
Por último, se destacan los desafíos derivados de la multiplicación de los regímenes del 
Derecho Internacional, que se especializaron a lo largo del siglo XX y crearon 
conexiones complejas entre sí. En el caso del comercio, es cada vez más difícil separar 
sus debates de cuestiones como el medioambiente, la salud pública, los DD.HH., las 
migraciones, los estándares laborales, etc. La agenda "comercio y … (temas 
relacionados)" es extensa y fue objeto de muchos estudios académicos y simposios 
internacionales sin que se llegase a resolver uno de sus principales dilemas: restringir la 
acción de la OMC a temas comerciales, a pesar de sus impactos en otros ámbitos de la 
vida social o forzar el marco del sistema multilateral para que incluya principios no 
comerciales y así responsabilizarse de los impactos que provoca en las otras arenas54. 
Se puede considerar algunas alternativas para afrontar los crecientes desafíos de la 
OMC. Por ejemplo, algunos autores recomiendan que la OMC adopte una perspectiva 
más orientada a la formación de una coalición internacional, capaz de superar las 
limitaciones que el nivel doméstico imprime a los negociadores. Asimismo, en cuanto al 
proceso de toma de decisiones, muchos consideran que el "green room" carece de 
legitimidad y que el Director General debe elegirse a través de un proceso legítimo (Van 
Den Bossche, 2008; Jackson, 2001).  
También puede ser más realista para el contexto actual que la regla del compromiso 
único, adoptada en los Acuerdos de Marrakech, se flexibilice para permitir una mayor 
capacidad de aceptación del sistema multilateral al cambio de contexto. De hecho, como 
se observa lo largo de este trabajo, las condiciones excepcionales que proporcionaron la 
creación de la OMC y el consenso alrededor de los principales puntos de su agenda no 
solo ya no están presentes sino que no son la regla en las relaciones internacionales, que 
                                                 
54
 Entre los debates más memorables se encuentra el protagonizado por Petersmann y Alston sobre la 
relación entre comercio y derecho humanos. Ver capítulo 2 de este trabajo. 
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se caracterizan por disensos, avances y retrocesos, negociaciones permanentes, acuerdos 
en diferentes velocidades y dosis no depreciables de "free-riding".  
 
4.4. La constitucionalización del Sistema Multilateral de Comercio – la 
creación de la OMC 
Las negociaciones en la Ronda Uruguay y la creación de la OMC coinciden 
históricamente con el auge del pensamiento neoliberal, mayormente en los PD y sus 
relaciones económicas con el resto del mundo. Para muchos autores, esto no es 
coincidencia. Según Barton et al (2006), el proceso de toma de decisiones de las 
organizaciones internacionales, incluida la OMC, refleja los intereses materiales de los 
Estados más poderosos o es suplantado por la acción informal de esos Estados, que 
despliegan su poder en las sombras según la expresión de Steinberg (2002).  
De manera complementaria, Lang (2011) defiende la importancia de la dimensión 
interpretativa de la acción social. Si bien Lang considera su aporte como contrapuesto a 
la visión anterior sobre respecto de los intereses materiales, las que considera demasiado 
simplistas, objetivistas., lo cierto es que ambas visiones son complementarias, y apuntan 
al mismo sentido de los argumentos esgrimidos en este capítulo. El autor usa el término 
"‘objetivista’" según la definición de Bourdieu, para quien "‘objetivista"’ se refiere las 
explicaciones de la realidad social que la tratan como una estructura objetiva, surgida de 
afuera, cuyas articulaciones pueden observarse materialmente, medirse, mapearse, 
independientemente de las representaciones de los que viven en dicha realidad 
(Bourdieu citado en Lang, 2011:7).  
El autor afirma que los enfoques interpretativos evolucionan en diferentes direcciones, 
en diferentes momentos de la historia del régimen (de comercio internacional) y que, si 
la OMC fuerza cierto tipo de relación Estado-mercado, se debe buscar las teorías 
predominantes subyacentes de la OMC que hacen que sus normas (maleables) se 
adecuen a ese u otro objetivo (íbid., p. 9).  
De ese modo, para estudiar el régimen de comercio multilateral durante los 80 y los 90, 
es esencial estudiar el neoliberalismo y su influencia en la interpretación de las normas 
del régimen de comercio multilateral. El concepto de interpretación debería tomarse en 
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sentido amplio, no solo la actividad de los paneles y el órgano de apelación sino de una 
comunidad interpretativa mucho más amplia, que incluye delegaciones, consultores, 
comités, expertos, académicos, estudiantes, la sociedad civil, el sector privado, que 
interactúan en diversas arenas del régimen de comercio, interpretando el significado de 
sus normas, con diferentes grados de autoridad interpretativa y de influencia (ibíd., p. 
11-12). 
En este sentido, se puede resaltar dos puntos que contribuyen a nuestros argumentos. 
Por un lado, se debe resaltar la influencia del pensamiento neoliberal no solo en la 
interpretación de las normas del régimen sino también en la creación de normas, en este 
caso, el giro que hizo posible la creación misma de la OMC. Por otro lado, y en 
consecuencia de lo anterior, la existencia de un pensamiento predominante en el sistema 
multilateral hizo posible el avance de una suerte de constitucionalización del régimen 
multilateral de comercio, como se detallará en la próxima sección.  
 
4.4.1. Las dimensiones de la constitucionalización 
Retomando las principales dimensiones características de un proceso de 
constitucionalización (detalladas en el capítulo teórico y en los aspectos 
metodológicos), en esta sección se sostendrá que la creación de la OMC representó una 
mayor constitucionalización del sistema multilateral de comercio, de la mano del 
predominio de la corriente de pensamiento neoliberal de ese momento (a pesar de su 
posterior fragmentación, como se verá en los capítulos posteriores). 
A) La Carta de la OMC: la norma fundamental 
Unos de los principales argumentos en el sentido de afirmar la existencia de cierto grado 
de constitucionalización de las normas del sistema multilateral de comercio es la 
existencia de la "Carta de la OMC", que es la carta fundamental del sistema, concebida 
para dar coherencia al conjunto de sus normas.  
La Carta contiene los principios básicos del régimen, enunciados al inicio del 
documento:  
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- las actividades comerciales deben tender a elevar los niveles de vida, a lograr 
el pleno empleo y el aumento de los ingresos reales y la demanda efectiva; 
- las actividades comerciales deben tender a aumentar la producción y el 
comercio de bienes y servicios; 
- las actividades comerciales deben ser de conformidad con el objetivo de un 
desarrollo sostenible y procurando proteger y preservar el medio ambiente e 
incrementar los medios para hacerlo; 
- se deben realizar esfuerzos para que los PED, en especial los PMA, obtengan 
parte de las ventajas derivadas del comercio internacional, para suplir sus 
necesidades de desarrollo; y 
- se debe favorecer la rebaja sustancial de aranceles. 
Oficialmente conocida como el "Acta de Marrakech por el que se establece la 
Organización Mundial de Comercio", la Carta de la OMC consiste en unas pocas 
páginas (15 aproximadamente) y cuenta con cuatro anexos principales. El Anexo 1 
incluye los acuerdos de carácter obligatorio: el GATT 1994 (1A, incluso los acuerdos de 
la Ronda de Tokio y algunas "decisions and declarations" y "understandings"), el GATS 
(1B) y el TRIPS (1C). El Anexo 2 aborda el mecanismo DSU, homogéneo para todas 
las disciplinas y todos los miembros. El Anexo 3 comprende el Trade Policy Review 
Mechanism (TPRM), que comenzó en 1988. El Anexo 4 contiene los acuerdos 
opcionales/acuerdos plurilaterales. Asimismo, define las relaciones de competencia y 
distribución de poder, como se verá en las dimensiones siguientes. 
B) Creación de normas que regulan y restringen el comportamiento político y 
económico de los Estados miembros 
A diferencia del GATT, la Carta de la OMC deja en claro el carácter vinculante de sus 
obligaciones. "Esto diferencia a la OMC de otros organismos donde los órganos 
plenarios no toman decisiones vinculantes" (Kiupjer, 2002: 82). En términos generales 
unifica el mecanismo de solución de controversias para las diferentes disciplinas e 
implementa el "compromiso único" que garantiza una adhesión de los miembros a todas 
las obligaciones. 
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Asimismo, la OMC cuenta con un Órgano de Examen de Políticas Comerciales 
(OEPC), que tiene el poder de examinar y evaluar las medidas relacionadas con la 
política comercial tomadas a nivel doméstico, como forma de restricción del 
comportamiento de los miembros.  
C) Creación de instituciones (que regulan la comunidad política de los Estados), 
estructura de gobierno y definición de competencias 
Como ya se detalló en la sección de estructura institucional, además de la creación de la 
propia OMC, los Acuerdos de Marrakech crearon una serie de instituciones y 
especificaron la estructura de gobierno del sistema multilateral, que difiere de la del 
GATT.  
En resumen, por encima de todo se encuentra la Conferencia Ministerial (CM), que se 
reúne cada dos años. Cuando la CM no está en sesión, es reemplazada por el Consejo 
General (CG), que de facto ejerce los mismos poderes generales y específicos de la CM.  
El CG tiene a su cargo: a) el Órgano de Solución de Controversias (DSU) y b) el 
Órgano de Examen de Políticas Comerciales. Además, guía a los Consejos específicos 
(Bienes, Servicios, Propiedad Intelectual) y a otros órganos que funcionan dentro de la 
OMC. Los consejos específicos tienen la capacidad de supervisar el funcionamiento del 
GATT y los Acuerdos anexos, como también de establecer sus propios órganos 
subsidiarios (comités).  
El mecanismo de toma de decisiones de la OMC es más elaborado y en muchos 
aspectos es sustancialmente diferente al del GATT y denota rasgos de 
constitucionalización por varias razones. En primer lugar, la Regla 33 de la "Reglas de 
Procedimiento" establece que deben funcionar por consenso para la toma de decisiones 
vinculantes y, que si éste no es alcanzado, se debe elevar la cuestión a los consejos. 
Vale decir, la OMC establece que las decisiones de la Conferencia Ministerial y del 
Consejo General deben tomarse por consenso; sin embargo habilita la posibilidad de 
llegar a acuerdos por mayoría (los dos tercios de la Conferencia Ministerial pueden 
obligar a un Estado a aceptar la modificación o nuevo acuerdo, o bien, a dejar el 
acuerdo)55: En segundo lugar, ese sistema de toma de decisiones es sui generis, y en él 
                                                 
55
 La regla de la mayoría no es aplicable en ciertos casos, entre los que se destacan: Artículos IX y X de la 
Carta, artículos I y II del GATT, artículo II:1 GATS, y artículo 4 TRIPS. 
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poseen poder vinculante tanto normas de derecho primario u original (normas de mayor 
jerarquía, por ejemplo nuevos tratados creados por los órganos superiores) como 
normas de derecho secundario o derivado (normas creadas por órganos de menor 
jerarquía). En tercer lugar, en la definición de competencias, la OMC tiene marcados 
rasgos de constitucionalización porque posee un sistema mixto de atribución de poder 
compuesto por puvoirs d'attribution (ciertos órganos con poderes específicos) y de 
"poder general" (poder depositado en los órganos superiores).  
D) Creación de derecho por medio de órgano interno con capacidad judicial de 
interpretación de normas  
A partir de la creación de la OMC, el sistema multilateral de comercio posee un proceso 
de solución de diferencias más orientado a reglas (rule-oriented), con una serie de 
avances que le permitieron ser uno de los sistemas de solución de diferencias más 
eficientes en el Derecho Internacional.  
Según el Art. III:2 del "Entendimiento para la Solución de Diferencias" (DSU, por sus 
siglas en inglés), el sistema preservará los derechos y obligaciones de los miembros en 
el marco de los acuerdos abarcados y aclarará las disposiciones vigentes de dichos 
acuerdos de conformidad con las normas usuales de interpretación del Derecho 
Internacional Público.  
El DSU estableció la creación un órgano permanente de apelación (OA) compuesto por 
7 miembros elegidos para mandatos de 4 años. Este órgano es responsable de abarcar 
las cuestiones de derecho tratadas en el informe del grupo especial y las interpretaciones 
jurídicas formuladas por este. Sus interpretaciones crean derecho y sus decisiones son 
vinculantes para los miembros. 
La eficacia del sistema se observa por la cantidad de casos ya tratados desde su 
creación: más de 450 desde 1995. En dichos casos, las normas del sistema han sido 
interpretadas y aclaradas en vista de su constante evolución y aplicación. 
E) Condiciones de membresía  
La Carta de la OMC establece las condiciones para que un país pueda ser miembro de la 
OMC. Existen dos vías por la cuales un país puede convertirse en miembro: 
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- Art. XII Carta de la OMC (heredero del art. XXXIII del GATT): un Estado que 
quiera ser miembro deberá brindar concesiones que los miembros de la OMC 
consideren suficientes para cumplir con el criterio de la reciprocidad. Para que el 
país sea admitido en la organización, su postulación debe ser aceptada al menos por 
dos tercios de los miembros de la OMC. Vale mencionar que tanto el GATT como 
la OMC (Art. XI de la Carta de la OMC) ofrecen a los países que ya son miembros 
el camino de membresía original (que quedó disponible hasta marzo de 1997). 
- Art. XXVI:5(c): establece el régimen de adhesión para países que antiguamente 
eran colonias. 
En el caso de membresía por el Art. XII, se pueden distinguir diferentes etapas en el 
proceso: 
 Presentación de un informe por parte del país interesado. A través de él, el país 
se da a conocer. En él deben figurar todos los aspectos comerciales y de política 
económica relacionados con los temas sobre los cuales la OMC establece reglas. 
El informe es estudiado por un grupo de trabajo de la OMC especialmente 
creado para la tarea. 
 Cuando la evaluación del informe está en una etapa avanzada, comienzan las 
negociaciones bilaterales del país interesado con los otros miembros. Las 
concesiones y los compromisos serán extendidos a los demás miembros según el 
principio NMF. 
 Una vez que concluyen las negociaciones y la evaluación por parte del grupo de 
trabajo, se realiza un borrador del protocolo de adhesión y de las agendas para la 
concreción de los compromisos y las concesiones.  
 Por último, tal como lo establece el Artículo XII:2 del Acuerdo de la OMC, la 
CM o el CG toman la decisión de aceptar (o no) al nuevo miembro por 
consenso, o en su defecto, por mayoría.  
 
4.5. Conclusiones del Capítulo 4 
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El sistema multilateral de comercio surgió en el período de la post Segunda Guerra 
Mundial, muy influenciado por los años de crisis de la década de 1930, la política 
comercial de los EE.UU., las guerras en Europa, la escalada de medidas proteccionistas 
y la especial relación entre los EE.UU. y el Reino Unido. Moldeado en los acuerdos 
comerciales firmados por los EE.UU. a partir de mediados de la década de 1930, con 
algunas herencias arrastradas de la fallida Liga de Naciones y en medio de un panorama 
de devastación luego de la guerra, el sistema tuvo algunos sesgos característicos que 
fueron su marca de nacimiento: énfasis en la liberalización de los bienes industriales, 
ausencia de negociaciones agrícolas, margen de maniobra para la actuación del Estado 
en temas de monopolios estatales y compras públicas.  
Uno de los puntos ciegos del GATT fue (y sigue siendo) la cuestión del desarrollo. El 
acuerdo tiene un sesgo que favorece a los países industrializados, no solo por las 
disciplinas incluidas en las negociaciones sino porque determina un trato igualitario 
(cláusula NMF) entre países que en realidad poseen diferentes niveles de desarrollo, 
capacidad económica y de negociación. En sucesivas rondas de negociación, el GATT 
sufrió algunas modificaciones e incluyó cuestiones relacionadas con los países en 
desarrollo (PED), en tanto y en cuanto las tensiones entre los diferentes grupos de países 
fueron cada vez más evidentes. En la Ronda de Tokio, quedó plasmada la Cláusula de 
Habilitación, instrumento creado para facilitar el comercio entre los PED y para 
garantizar algunos espacios de no reciprocidad por parte de los PD en beneficio de los 
PED.  
El escenario cambió en la década de 1980. El auge del pensamiento neoliberal de la 
mano de los procesos de reforma y ajuste de muchos PED, la presión de los PD (sobre 
todo de los EE.UU. y la UE) por incluir los llamados nuevos temas en las negociaciones 
y la inclusión de la agricultura en las negociaciones (en respuesta a la presión del grupo 
Cairns de países agroexportadores, muchos de ellos PED) crearon el marco para la 
Ronda Uruguay, iniciada en 1986 y finalizada en 1994 con la creación de la OMC 
(Tussie, 1987). El giro se hizo notar en muchos aspectos: la creación de una institución 
de Derecho Internacional con personería jurídica (a diferencia del GATT), con una carta 
fundacional; el mayor grado de injerencia en las regulaciones domésticas de los 
miembros; la disminución de los márgenes de maniobra para adopción de estrategias de 
industrialización por parte de los PED; muchas restricciones temporales para la 
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adaptación a las nuevas reglas (tema que será analizado en el capítulo sobre trato 
especial y diferenciado) y un gran avance en el sistema de solución de diferencias, por 
nombrar solo algunos cambios. 
En conjunto conformaron un cambio paradigmático por lo cual iniciaron un debate 
acerca de un posible proceso de constitucionalización del sistema multilateral de 
comercio a partir de la creación de la OMC. De hecho, de acuerdo a las dimensiones de 
constitucionalización formuladas y aplicadas en este capítulo, los cambios ocurridos en 
el sistema multilateral dan cuenta de la existencia de dicho proceso en el sistema 
multilateral de comercio a partir de la creación de la OMC. Los principales aspectos de 
esa evidencia son la existencia de la Carta de la OMC como carta fundacional (como 
“constitución” en sentido amplio para algunos autores), el poder vinculante de sus 
normas, la definición de los procesos de toma de decisiones y de competencias, la 
creación de instituciones con poder normativo, la creación de un órgano interno de 
interpretación normativa.  
En el debate sobre la constitucionalización del sistema multilateral con la creación de la 
OMC, las principales objeciones son aquéllas que la relacionan con la gran distancia de 
la que se encuentra la OMC de los procesos democráticos, de legitimidad ciudadana y 
de transparencia. Así, si bien formalmente la OMC cumpliría con el criterio de 
representatividad, lo cierto es que la cadena de legitimidad que vincula a los tomadores 
de decisiones con aquellos afectados por la decisión es indirecta y no muy transparente. 
Asimismo, las decisiones en la OMC se caracterizan por ser selectivas en tanto apuntan 
a sectores en particular y secretas, basadas en regateos más que en argumentaciones 
racionales sobre el bien común.  
De esta forma, como ejemplo de las críticas a la corriente constitucionalista en el 
sistema internacional, detalladas en el primer capítulo de este trabajo, algunos autores 
sostienen que no se puede hablar de constitucionalización del sistema multilateral de 
comercio porque éste no presenta los elementos que caracterizan al constitucionalismo 
entendidos en términos nacionales (Van den Bossche, 2005). Además, hay quienes 
señalan que no se puede hablar de constitucionalización en el sistema multilateral de 
comercio debido a que éste no difiere de otros tratados del Derecho Internacional en 
general, incluso su sistema de solución de controversias (Allot, 2001; Harris, 1991; 
Steger y Bossche, 1998). Otros autores no refutan la constitucionalización del sistema 
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multilateral de comercio con la creación de la OMC sino que afirman que el ámbito 
genuino de constitucionalización es el Derecho Internacional general, cuyo marco sería 
la Convención de Viena. En este sentido, la OMC no puede tratarse como un caso 
aislado de constitucionalización sino que estaría dentro del marco de la Convención 
(Cass, 2005). 
El desarrollo de este capítulo muestra algunos argumentos más. En primer lugar, el 
propio término "constitucionalización" utilizado para el análisis de los cambios en el 
sistema internacional si bien hace referencia a una serie de suspuestos inspirados en el 
constitucionalismo moderno occidental no equivale a plantear que el sistema 
multilateral cuente con una Constitución al estilo nacional. Desde luego, la carta de la 
OMC no incluye todos los elementos (ni siquiera la mayoría de ellos) que hacen a una 
Constitución. De hecho, todas la terminología relacionada con el constitucionalismo en 
el ámbito doméstico se refiere a un núcleo de normas procedimentales y sustanciales 
(principios) que no se puede replicar en su totalidad, no solo en el sistema multilateral 
de comercio sino en ninguna esfera del sistema internacional en general y del Derecho 
Internacional en particular, sobre todo con relación a legitimidad democrática y 
rendición de cuentas. Es decir, el planteo que niega el proceso de constitucionalización 
arguyendo la ausencia de legitimidad democrática impide cualquier avance en la 
discusión, en tanto y en cuanto esa ausencia no se resuelva. La solución en ese caso 
sería admitir que el término "constitucionalización" no significa lo mismo en la esfera 
doméstica que en la internacional y avanzar con la caracterización del proceso 
internacional usando los elementos más consensuados en la doctrina y la jurisprudencia 
internacionales, como se está haciendo en este trabajo.  
Igualmente, sobre la segunda objeción, que aguye que la constitucionalización del 
sistema multilateral de comercio con la creación de la OMC no se diferencia del proceso 
de constitucioalización del sistema internacional en general, hay tres puntos que rebaten 
dicho argumento. El primero es que el sistema multilateral de comercio a partir de la 
creación de la OMC recurre a técnicas doctrinales más asociadas al derecho doméstico 
que al internacional (por ej., la proporcionalidad y la competencia jurisdiccional). El 
segundo consiste en que la comunidad constituyente de la OMC es más reducida que la 
del sistema internacional en general. Existe un público especializado que no representa 
al público general y que actúa como una comunidad que comparte ciertos 
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entendimientos e interpretaciones. Esto no sucede con todos los tratados que rigen en el 
sistema internacional. El tercer punto es que las decisiones del sistema de solución de 
controversias de la OMC gozan de mayor aceptación que las de los tribunales 
internacionales en general (Cass, 2005: 52-54), hecho que se hace evidente en el uso 
regular del DSU y en el cumplimiento de los aranceles consolidados. 
Acerca del tercer argumento, que la creación de la OMC no debe ser analizada como un 
caso de constitucionalización del sistema multilateral de comercio sino que en el marco 
de la constitucionalización del Derecho Internacional general, hay que tener en cuenta 
que la Convención de Viena no es suficiente para describir el modo en que funciona el 
sistema multilateral de comercio. Sí puede decirse, en cambio, que la Convención es un 
marco sobre el cual se apoya la OMC. Así, la OMC no se plantea como un sistema 
totalmente cerrado, pero tampoco se descarta su proceso autónomo de 
constitucionalización (ibíd., p. 55-56). 
Dadas estas tres argumentaciones, se puede afirmar que la discusión acerca de si los 
aspectos observados a nivel internacional son suficientes para afirmar que existe un 
proceso que se pueda dar en llamar constitucionalización no se refiere solamente al 
sistema multilateral de comercio sino a todo el sistema internacional, dado que carece 
de los elementos intrínsecos de cualquier término derivado de "Constitucion" en el 
sentido nacional. Particularmente en el caso de la OMC, se aducen cuestiones de 
transparencia y procesos de toma de decisiones. En respuesta a esto, el principal 
argumento es que el proceso de constitucionalización en la esfera internacional no 
puede considerarse en los mismos términos que la esfera doméstica, ya que genera un 
punto muerto en la discusión e impide su avance. De hecho, toda la esfera internacional 
carece de algunos elementos típicos de la esfera doméstica y salvo que se cree una 
república federada y democrática mundial, la cuestión no se solucionará. Mientras tanto, 
se observan procesos de consolidación normativa con cierto sentido constitucional, 
como en el caso de la OMC, y es necesario destrabar el debate y analizar esos procesos.  
También es cierto que el avance en la discusión sobre la constitucionalización del 
sistema multilateral de comercio con la creación de la OMC tuvo lugar en un momento 
único, donde se dio una coyuntura  de particular hegemonía del pensamiento neoliberal 
como base teórica predominante en la comunidad epistémica dedicada al régimen 
comercial. El nivel de consenso (real y también forzado) en torno a las reformas 
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neoliberales permitió que se diera ese proceso de constitucionalización del sistema, con 
la creación y el fortalecimiento de la OMC como una institución que es quizás el 
principal símbolo del pensamiento liberal en el comercio internacional. Sin embargo, el 
avance en el tiempo de un proceso de constitucionalización supone sostener un nivel de 
consenso que no se presenta actualmente en el ámbito internacional en general y el 
sistema multilateral de comercio en particular. De hecho, ese avance tuvo marchar y 
contramarchas. Como se verá en los capítulos seis y siete, el proceso de 
constitucionalización inicial vino acompañado de varios procesos de fragmentación y 
multiplicación normativa del régimen de comercio multilateral. En medio del 
estancamiento de las negociaciones multilaterales de la mano de la reconfiguración de 
poder entre los actores más relevantes del sistema y del declive de la hegemonía 
neoliberal, la fragmentación y la multiplicación normativa son un camino más hacia 
donde avanza el sistema. 
Antes de entrar en el tema de fragmentación y multiplicación normativa, se analizará en 
el próximo capítulo, el caso de los Protocolos de Adhesión, que también contribuyen a 
ese debate en el sentido de que colaboran con la homogeneización de la reglas del 
sistema comercial además de las políticas comerciales de los países.  
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CAPÍTULO 5: EL AVANCE DE LA CONSTITUCIONALIZACIÓN: EL CASO 
DE LOS PROTOCOLOS DE ADHESIÓN 
Como ya se señaló en el capítulo anterior, en enero de 2015, la OMC contaba con 160 
miembros, 25 observadores (24 países y la Santa Sede) y decenas de organizaciones 
internacionales también en condición de observadores de los diferentes órganos del 
sistema multilateral (FMI; Banco Mundial, UNCTAD, OECD, Organización Mundial 
de la Salud-OMS, Organización Internacional del Trabajo-OIT, FAO, ISO, etc)56. La 
membresía es prácticamente universal: incluye a todos los países de más peso en el 
comercio internacional y a la mayoría de los PED de reciente liberalización luego de la 
caída de la URSS y nuclea cerca del 92 % de la población mundial y el 95 % del 
comercio mundial (Van Den Bossche, 2005: 103). Una parte considerable de dichos 
miembros (73) lo son desde la creación misma de la OMC, ya sea porque eran 
miembros originales del GATT/47 o bien porque su adhesión se produjo durante la 
Ronda Uruguay y coincidió con la creación de la OMC.  
Al observar esas cifras, se percibe que la adhesión a la OMC es en sí mismo un tema 
muy relevante, dado que a través de los protocolos se fijan pautas básicas que regulan la 
actividad de los Estados en el comercio internacional. En ese sentido, es importante 
indagar si esos protocolos contribuyen o no a la armonización normativa en el sistema 
multilateral de comercio, lo que contribuiría entonces a la constitucionalización de 
dicho sistema. 
En este apartado, se hará un breve recorrido por las reglas para la adhesión al sistema 
multilateral, desde la Carta de la Habana hasta la OMC y luego se analizarán los 
protocolos de adhesión disponibles en la base de datos de la OMC. El objetivo es 
observar en qué medida esos protocolos son armonizados y armonizadores en el camino 
hacia el proceso de constitucionalización iniciado con la creación de la OMC.  
 
 
                                                 
56
 Fuente: www.wto.org, último acceso, 20 de enero de 2015. 
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5.1. Proceso de adhesión en la Carta de La Habana y en el GATT de 1947 
El capítulo VII de la Carta de La Habana trataba específicamente sobre la Organización 
Internacional de Comercio (OIC) y en su artículo 71 estipulaba las condiciones de 
membresía. Según el documento, serían miembros originarios de la OIC:  
"a) los Estados invitados a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y 
Empleo, cuyos Gobiernos acepten la presente Carta, a más tardar el 30 de septiembre de 
1949, conforme a las disposiciones del párrafo 1 del Artículo 103 o, en caso de que la 
Carta no haya entrado en vigor en esa fecha, los Estados cuyos Gobiernos convengan en 
poner en vigor esta Carta, conforme a las disposiciones del inciso b) del párrafo 2 del 
Artículo 103; 
b) los territorios aduaneros separados invitados a la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Comercio y Empleo, en cuyo nombre los Miembros competentes acepten la 
presente Carta, a más tardar el 30 de septiembre de 1949, conforme a las disposiciones 
del Artículo 104 o, en caso de que la Carta no haya entrado en vigor en esa fecha, 
aquellos territorios aduaneros separados que convengan en poner en vigor esta Carta, 
conforme a las disposiciones del inciso b) del párrafo 2 del Artículo 103, en cuyo 
nombre el Miembro competente acepte la Carta conforme a las disposiciones del 
Artículo 104. Si, para la fecha en que desee depositar su instrumento de aceptación de la 
Carta, alguno de dichos territorios aduaneros ha asumido la plena responsabilidad 
oficial de sus relaciones diplomáticas, procederá en la forma prevista en el inciso a) del 
presente párrafo". 
Asimismo, establecía que cualquier otro Estado cuya admisión haya sido aprobada por 
la Conferencia llegaría a ser miembro de la OIC desde que hubiese aceptado la Carta y 
sus enmiendas (Art. 71:2). Con relación a los territorios aduaneros no invitados a la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Empleo, podrían llegar a ser 
miembros si se dieran algunas condiciones: el territorio debería ser propuesto como 
miembro por el miembro competente a quien corresponda la responsabilidad oficial de 
sus relaciones diplomáticas; el territorio debería gozar de autonomía en la dirección de 
sus relaciones comerciales exteriores y de las otras materias previstas en esta Carta; su 
admisión debería ser aprobada por la Conferencia. En ese caso, los territorios podrían 
ser miembros cuando el miembro competente aceptara la Carta en nombre de tal 
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territorio o bien, si se trata de un territorio respecto al cual la Carta haya sido aceptada 
ya en virtud de ese Artículo, cuando la Conferencia haya aprobado la admisión de ese 
territorio después de que el mismo hubiera adquirido su autonomía. (Art. 71: 3). 
La carta estipulaba aun condiciones de membresía para territorios en regímenes 
especiales, por ejemplo, territorio bajo administración fiduciaria de las Naciones Unidas 
o sometidos a ocupación militar (Art. 71: 4 y 5)  
Ante el fracaso de la Carta de La Habana y consecuentemente de la OIC, el GATT entró 
en vigencia. Teniendo en cuenta su condición de acuerdo y en ausencia de una 
estructura institucional más desarrollada, el GATT contaba con un solo artículo sobre la 
adhesión a dicho acuerdo. Así, según su art. XXXIII "todo gobierno que no sea parte en 
el presente Acuerdo o todo gobierno que obre en nombre de un territorio aduanero 
distinto que disfrute de completa autonomía en la dirección de sus relaciones 
comerciales exteriores y en las demás cuestiones tratadas en el presente Acuerdo, podrá 
adherirse a él en su propio nombre o en el de dicho territorio, en las condiciones que 
fijen dicho gobierno y las Partes Contratantes. Las decisiones a que se refiere este 
párrafo las adoptarán las Partes Contratantes por mayoría de los dos tercios". 
El GATT de 1947 sufrió varias modificaciones a lo largo de su vigencia y en el ámbito 
de sus rondas de negociaciones, como se puede ver en el siguiente cuadro. 
 
Cuadro IV: Las rondas de negociación del GATT de 1947, sus temas y la cantidad 
de países participantes 
 
Año Lugar/denominación Temas abarcados Países 
1947 Ginebra Aranceles 23 
1949 Annecy Aranceles 13 
1951 Torquay Aranceles 38 
1956 Ginebra Aranceles 26 
1960-1961 Ginebra (Ronda Dillon) Aranceles 26 
1964-1967 Ginebra (Ronda 
Kennedy) 
Aranceles y medidas 
antidumping 
62 
1973-1979 Ginebra (Ronda de 
Tokio) 
Aranceles, medidas no 
arancelarias y acuerdos 
relativos al marco jurídico 
102 
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1986-1994 Ginebra (Ronda 
Uruguay) 
Aranceles, medidas no 
arancelarias, normas, servicios, 
propiedad intelectual, solución 
de diferencias, textiles, 






Antes de finalizar la ronda Uruguay en diciembre de 1994, 128 países ya habían 
firmado el GATT en calidad de "partes contratantes", como muestra el siguiente cuadro: 
 
Cuadro V: Países firmantes del GATT de 1947 antes de la finalización de la Ronda 
Uruguay (por orden alfabético) 
 
PAIS FECHA INGRESO PAIS FECHA INGRESO 
Alemania  1.°de octubre de 1951 Kenya  5 de febrero de 1964  
Angola  8 de abril de 1994 Kuwait   3 de mayo de 1963  
Antigua y Barbuda  30 de marzo de 1987  Lesotho   8 de enero de 1988  
Argentina  11 de octubre de 1967  Liechtenstein   29 de marzo de 1994  
Australia  1.°de enero de 1948 Luxemburgo  1.°de enero de 1948  
Austria  19 de octubre de 1951 Macao   11 de enero de 1991  
Bangladesh  16 de diciembre de 1972 Madagascar  30 de septiembre de 1963  
Barbados    15 de febrero de 1967 Malawi  28 de agosto de 1964  
Bahrein  13 de diciembre de 1993 Malasia  24 de octubre de 1957  
Bélgica    1.°de enero de 1948 Maldivas   19 de abril de 1983  
Belice    7 de octubre de 1983 Malí   11 de enero de 1993  
Benin    12 de septiembre de 1963 Malta   17 de noviembre de 1964  
Bolivia  8 de septiembre de 1990 Marruecos  17 de junio de 1987  
Botswana  28 de agosto de 1987 Mauritania    30 de septiembre de 1963 
Brasil  30 de julio de 1948 Mauricio   2 de septiembre de 1970  
Brunei Darussalam  9 de diciembre de 1993 México   24 de agosto de 1986  
Burkina Faso    3 de mayo de 1963 Mozambique   27 de julio de 1992  
Burundi    13 de marzo de 1965 Myanmar, Unión de   29 de julio de 1948  
Camerún  3 de mayo de 1963 Namibia   15 de septiembre de 1992  
Canadá    1.°de enero de 1948 Nicaragua   28 de mayo de 1950  
Chad    12 de julio de 1963 Níger  31 de diciembre de 1963  
Chile    16 de marzo de 1949 Nigeria   18 de noviembre de 1960  
Chipre    15 de julio de 1963 Noruega  10 de julio de 1948 
Colombia    3 de octubre de 1981 Nueva Zelandia   30 de julio de 1948  
Congo  3 de mayo de 1963 Países Bajos   1.°de enero de 1948  
Corea, Rep. de    14 de abril de 1967 Pakistán   30 de julio de 1948  
Costa Rica    24 de noviembre de 1990 Papua Nueva Guinea   16 de diciembre de 1994 
Côte d"Ivoire   31 de diciembre de 1963  Paraguay   6 de enero de 1994 
Cuba    1.°de enero de 1948 Perú    7 de octubre de 1951 
Dinamarca    28 de mayo de 1950 Polonia    18 de octubre de 1967 
Djibouti   16 de diciembre de 1994  Portugal    6 de mayo de 1962 
Dominica    20 de abril de 1993 Qatar  7 de abril de 1994 
Egipto    9 de mayo de 1970 Reino Unido    1.°de enero de 1948 
El Salvador  22 de mayo de 1991 República Centroafricana  
  
3 de mayo de 1963 
Emiratos Árabes Unidos  8 de marzo de 1994 República Checa   15 de abril de 1993 
Eslovenia    30 de octubre de 1994 República Dominicana    19 de mayo de 1950 
España    29 de agosto de 1963 República Eslovaca    15 de abril de 1993 
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Estados Unidos    1.°de enero de 1948 Rumania    14 de noviembre de 1971 
Fiji    16 de noviembre de 1993 Rwanda    1.°de enero de 1966 
Filipinas    27 de diciembre de 1979 San Cristóbal y Nievas    24 de marzo de 1994 
Finlandia    25 de mayo de 1950 San Vicente y las 
Granadinas  
18 de mayo de 1993 
Francia    1.°de enero de 1948 Santa Lucía    13 de abril de 1993 
Gabón  3 de mayo de 1963 Senegal    27 de septiembre de 1963 
Gambia   22 de febrero de 1965  Sierra Leone    19 de mayo de 1961 
Ghana    17 de octubre de 1957 Singapur  20 de agosto de 1973 
Granada  9 de febrero de 1994 Sri Lanka    29 de julio de 1948 
Grecia    1.°de marzo de 1950 Sudáfrica    13 de junio de 1948 
Guatemala  10 de octubre de 1991 Suecia    30 de abril de 1950 
Guinea  8 de diciembre de 1994 Suiza    1.°de agosto de 1966 
Guinea Bissau    17 de marzo de 1994 Suriname    22 de marzo de 1978 
Guyana  5 de julio de 1966 Swazilandia, Reino de  8 de febrero de 1993 
Haití  1.°de enero de 1950 Tanzania  9 de diciembre de 1961 
Honduras    10 de abril de 1994 Tailandia  20 de noviembre de 1982 
Hong Kong    23 de abril de 1986 Togo  20 de marzo de 1964 
Hungría    9 de septiembre de 1973 Trinidad y Tabago  23 de octubre de 1962 
India    8 de julio de 1948 Túnez  29 de agosto de 1990 
Indonesia    24 de febrero de 1950 Turquía    17 de octubre de 1951 
Irlanda    22 de diciembre de 1967 Uganda  23 de octubre de 1962 
Islandia    21 de abril de 1968 Uruguay  6 de diciembre de 1953 
Islas Salomón  28 de diciembre de 1994 Venezuela  31 de agosto de 1990 
Israel  5 de julio de 1962 Yugoslavia    25 de agosto de 1966 
Italia  30 de mayo de 1950 Zaire    11 de septiembre de 1971 
Jamaica    31 de diciembre de 1963 Zambia    10 de febrero de 1982 
Japón    10 de septiembre de 1955 Zimbabwe  11 de julio de 1948 
Fuente: OMC, www.wto.org  
 
 
5.2. Proceso de adhesión en los Acuerdos de Marrakech (OMC) 
El 1º de enero de 1995, la OMC entró en vigencia y sustituyó al GATT. Algunos de los 
países que ya eran parte del GATT/47 así como aquellos que ingresaron en el momento 
de cierre de la ronda y creación de la OMC pasaron a ser "Miembros (iniciales) de la 
OMC" y su fecha de adhesión formal pasó a ser el 1º de enero de 1995, como muestra el 
siguiente cuadro:  









Costa Rica Hungría México  Santa Lucía 
Argentina Côte d"Ivoire India Myanmar San Vicente y 
las Granadinas 
Australia Dinamarca Indonesia Namibia Senegal 
Austria Dominica Irlanda Nigeria Singapur  
Bahrein, Reino 
de 
España Islandia Noruega Sri Lanka  
Bangladesh Estados Unidos 
de América 
Italia Nueva Zelandia Sudáfrica  
Barbados Filipinas Japón  Países Bajos Suecia 
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Bélgica Finlandia Kenya Pakistán Suriname 
Belice Francia Kuwait, Estado 
de 
Paraguay Swazilandia 
Brasil Gabón Luxemburgo Perú Tailandia  
Brunei 
Darussalam 
Ghana Macao, China Portugal Tanzanía 
Bulgaria Grecia Malasia Reino Unido Uganda 
Canadá Guyana  Malta República 
Checa 
 
Chile Honduras Marruecos República 
Eslovaca  
 
Fuente: OMC, www.wto.org  
 
A partir de la vigencia de las reglas de la Carta de la OMC (Art. XI, XII del Acuerdo y 
sus notas explicativas anexas), los miembros pueden ser tanto países como territorios 
aduaneros separados (por ej. Hong Kong). Asimismo, existen dos formas para que los 
países puedan ser miembros: 
- Miembros iniciales: el Art. XI de la Carta estipula que las partes contratantes del 
GATT de 1947 en la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo, y las 
Comunidades Europeas, que acepten el presente Acuerdo y los Acuerdos 
Comerciales Multilaterales y para las cuales se anexen Listas de Concesiones y 
Compromisos al GATT de 1994, y para las cuales se anexen Listas de Compromisos 
Específicos al AGCS, pasarán a ser Miembros iniciales de la OMC. Este camino 
estuvo disponible hasta marzo de 1997. 
- Adhesiones posteriores: el Art. XII de la Carta de la OMC (heredero del art. 
XXXIII del GATT) establece que todo Estado o territorio aduanero distinto que 
disfrute de plena autonomía en la conducción de sus relaciones comerciales 
exteriores y en las demás cuestiones tratadas en el Acuerdo de la OMC y en los 
Acuerdos Comerciales Multilaterales podrá adherirse al Acuerdo en condiciones que 
habrá de convenir con la OMC. Las decisiones en materia de adhesión serán 
adoptadas por la Conferencia Ministerial, que aprobará el acuerdo sobre las 
condiciones de adhesión por mayoría de dos tercios de los miembros de la OMC.  
El proceso por el cual un país pasa a ser miembro de la OMC es largo y minucioso, y 
difiere mucho del estilo "laisez faire" del GATT. De igual modo, como observación 
general, según el artículo XII del Acuerdo sobre la OMC, la adhesión a dicho 
organismo se llevará a cabo en las "condiciones que habrá de convenir" y eso quiere 
decir que dicha adhesión es en esencia un proceso de negociación, como lo expresa la 
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propia OMC57. Puesto que los grupos de trabajo encargados de las adhesiones adoptan 
sus decisiones por consenso, todos los miembros de la OMC interesados deben coincidir 
en que han sido atendidas sus preocupaciones y que han quedado resueltas todas las 
cuestiones pendientes en el curso de las negociaciones bilaterales y multilaterales. Hasta 
concluir este proceso, la documentación examinada por el Grupo de Trabajo encargado 
de la adhesión durante el proceso de negociación tiene carácter reservado.  
Hay varios pasos en el proceso de adhesión, como se puede ver en el cuadro que sigue a 
continuación. 
Cuadro VII: Etapas del proceso de adhesión a la OMC 
 
Solicitud de adhesión El proceso de adhesión se inicia con la presentación por 
escrito, por parte del gobierno de que se trate, de una solicitud 
oficial de adhesión. El Consejo General examina la solicitud y 
establece un Grupo de Trabajo cuyo mandato es examinar la 
solicitud de adhesión y, en último término, presentar al 
Consejo General para su aprobación las conclusiones del 
Grupo de Trabajo. Pueden formar parte del Grupo de Trabajo 
todos los miembros de la OMC. 
Presentación de un 
memorándum 
El gobierno solicitante presenta al Grupo de Trabajo un 
memorándum que abarca todos los aspectos de su régimen de 
comercio y su sistema jurídico. Este memorándum constituye 
la base del análisis fáctico detallado que realizará el Grupo de 
Trabajo.  
 
En las reuniones ulteriores del Grupo de Trabajo se 
examinarán las preguntas formuladas por los miembros de la 
OMC sobre la base de la información proporcionada en el 
memorándum y de las respuestas facilitadas por el gobierno 
solicitante. 
Condiciones de adhesión Tras examinar todos los aspectos relacionados con el régimen 
de comercio y el sistema jurídico del gobierno que solicita la 
adhesión, el Grupo de Trabajo acomete la parte sustantiva de 
las negociaciones multilaterales que se desarrollan en el 
marco del proceso de adhesión. En esta etapa se determinan 
las condiciones de la adhesión del gobierno solicitante. Dichas 
condiciones incluyen el compromiso de observar las normas y 
disciplinas de la OMC una vez formalizada la adhesión y los 
períodos de transición que se requieran para proceder a las 
modificaciones legislativas o estructurales que sean 
necesarias para aplicar dichos compromisos. 
Negociaciones bilaterales Al mismo tiempo, el gobierno solicitante entabla negociaciones 
bilaterales con los miembros interesados del Grupo de Trabajo 
en relación con las concesiones y los compromisos en materia 
de acceso a los mercados para los bienes y servicios. Los 
resultados de estas negociaciones bilaterales se incorporan a 
la documentación final de adhesión. 
Documentos finales de 
adhesión 
El conjunto consta de tres documentos que representan los 
resultados de las negociaciones multilaterales y bilaterales 
mencionadas anteriormente. Se trata de los instrumentos 
                                                 
57
 “Para entender la OMC”, en www.wto.org, último acceso el 22/01/2014. 
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siguientes: 
- el informe del Grupo de Trabajo que incluye un 
resumen de las actuaciones y de las condiciones de 
adhesión; 
- el Protocolo de Adhesión; y 
- las listas de compromisos en materia de acceso a los 
mercados para los bienes y servicios convenidas entre 
el gobierno que solicita la adhesión y los miembros de 
la OMC.  
Aprobación de los 
instrumentos de adhesión 
Cuando los miembros del Grupo de Trabajo consideran que el 
proyecto de informe, el Protocolo de Adhesión y los 
compromisos en materia de acceso a los mercados para los 
bienes y servicios han quedado finalizados de manera 
satisfactoria, los instrumentos relativos a la adhesión se 
adoptan en una última reunión oficial del Grupo de Trabajo. 
 
Los documentos se presentan a continuación al Consejo 
General o a la Conferencia Ministerial para su adopción. La 
CM o el CG toman la decisión de aceptar (o no) al nuevo 
miembro por consenso, o en su defecto, por mayoría. Una vez 
aprobados por el Consejo General o por la Conferencia 
Ministerial el conjunto de documentos de adhesión se vuelve a 
distribuir sin carácter reservado.  
Publicación de los 
documentos de Adhesión 
Se publicarán dos documentos finales: 
 
- la Decisión del Consejo General; y 
- el Protocolo de Adhesión del nuevo miembro anexo al 
informe, en el que se indica que el país se adhiere al 
Acuerdo sobre la OMC, se definen las listas de 
compromisos y se señalan las disposiciones finales 
relativas al plazo de aceptación del Protocolo y a la 
incorporación como Miembro de pleno derecho de la 
OMC. 
Miembro de pleno derecho Una vez aprobado por el Consejo General o la Conferencia 
Ministerial, el solicitante puede proceder a la firma del 
Protocolo de Adhesión e indicar que acepta el conjunto de 
documentos de adhesión aprobado, pendiente de la 
ratificación en su parlamento nacional. Normalmente se da un 
plazo de tres meses a partir de la fecha de la firma del 
Protocolo de Adhesión para concluir el procedimiento de 
ratificación. 
 
Treinta días después de que el gobierno solicitante haya 
notificado a la Secretaría de la OMC que ha finalizado sus 
procedimientos de ratificación, el gobierno solicitante pasa a 
ser Miembro de pleno derecho de la OMC. 
Fuente: OMC, www.wto.org  
 
A enero de 2015, 24 países negociaban su adhesión a la OMC58. Tal como se verá en el 
próximo apartado y como se desprende de los artículos XVI:4 y XVI:5, los miembros 
de la OMC deben garantizar que sus legislaciones, regulaciones y disposiciones 
                                                 
58
 Afganistán, Andorra, Argelia, Azerbaiyán, Bahamas, Bielorrusia, Bután, Bosnia y Herzegovina, las 
Comoras, Etiopía, Guinea Ecuatorial, Irán, Iraq, Kazajstán, Libia, República Árabe Siria, República de 
Liberia, República Libanesa, Santo Tomé y Príncipe, Serbia, Seychelles, Sudán, Uzbekistán y Yemen. 
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administrativas estén en conformidad con el Acuerdo, sin reservas. Existen solamente 
dos excepciones a esta regla:  
 "Exención de obligaciones" del artículo IX:3 y IX:4 del Acuerdo de la OMC. 
Puede invocarse en situaciones excepcionales, en las que es problemático para el 
país ceñirse a las obligaciones de la OMC. La CM (o el CG) es quien autoriza la 
exención. En casos en que se prolongue por más de un año, hay una revisión 
anual para ver si corresponde que continúe; hasta ahora, todas las revisiones han 
sido formales, es decir, se mantienen las exenciones.  
 "Cláusula de no aplicación". Prevista en el artículo XIII del Acuerdo de la OMC, 
permite a un miembro evitar que algunas reglas de la OMC se apliquen en su 
relación con otro miembro. La cláusula debe invocarse y notificarse a la CM (o 
el CG) en el momento que el nuevo miembro se une a la OMC. La importancia 
práctica de esta cláusula ha sido acotada, salvo en el caso de EE.UU. en su 
relación con países de la ex URSS (Van Den Bossche, 2005: 129).  
Además de los regateos políticos, el proceso también es largo por las complejidades 
para obtener información y por el tiempo que toma la concreción de reformas 
institucionales59.  
El Acuerdo de la OMC admite el abandono por parte del miembro. Desde la fecha de la 
denuncia del tratado, el miembro debe esperar 6 meses para que el abandono se 
concrete. Por otro lado, la OMC solo estipula la expulsión para los miembros que se 
nieguen a adoptar una enmienda; no hay protocolos de expulsión para violadores 
sistemáticos del acuerdo, ni para países que violan DD.HH. o que cometen crímenes de 
agresión (Van Den Bossche, 2005: 119). En la práctica, la denuncia del tratado es muy 
difícil de llevar a cabo considerando que el país que procede a denunciar debe negociar 
compensaciones con los demás miembros de la OMC. Actualmente, los países 
miembros de la OMC, que ingresaron con fecha posterior al 1.o de enero de 1995 son 82 
y están enumerados en el siguiente cuadro: 
 
                                                 
59
 En 2002, el CG elaboró una guía para orientar a los países menos desarrollados en sus procesos de 
adhesión y así generar más facilidad.  
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Cuadro VIII: Miembros de la OMC con fecha de adhesión posterior al 1.º de enero 
de 1995 (por orden de fecha de adhesión) 
 
PAÍS FECHA INGRESO PAÍS FECHA INGRESO 
Qatar  13 de enero de 1996 Granada  22 de febrero de 1996 
Trinidad y Tobago  1.°de marzo de 1995 Emiratos Árabes Unidos  10 de abril de 1996 
Zimbabue  5 de marzo de 1995 Ruanda  22 de mayo de 1996 
Jamaica  9 de marzo de 1995 Papúa Nueva Guinea  9 de junio de 1996 
República Dominicana  9 de marzo de 1995 Islas Salomón  26 de julio de 1996 
Turquía  26 de marzo de 1995 Chad  19 de octubre de 1996 
Túnez  29 de marzo de 1995 Gambia  23 de octubre de 1996 
Cuba  20 de abril de 1995 Angola  23 de noviembre de 1996 
Israel  21 de abril de 1995 Níger  13 de diciembre de 1996 
Colombia  30 de abril de 1995 República Democrática 
del Congo 
 1.°de enero de 1997 
El Salvador  7 de mayo de 1995 Mongolia  29 de enero de 1997 
Botsuana  31 de mayo de 1995 Congo  27 de marzo de 1997 
Djibouti  31 de mayo de 1995 Panamá  6 de septiembre de 1997 
Guinea-Bissau  31 de mayo de 1995 República Kirguisa  20 de diciembre de 1998 
Lesoto  31 de mayo de 1995 Letonia  10 de febrero de 1999 
Malawi  31 de mayo de 1995 Estonia  13 de noviembre de 1999 
Maldivas  31 de mayo de 1995 Jordania  11 de abril de 2000 
Malí  31 de mayo de 1995 Georgia  14 de junio de 2000 
Mauritania  31 de mayo de 1995 Albania  8 de septiembre de 2000 
República Centroafricana  31 de mayo de 1995 Omán  9 de noviembre de 2000 
Togo  31 de mayo de 1995 Croacia  30 de noviembre de 2000 
Burkina Faso  3 de junio de 1995 Lituania  31 de mayo de 2001 
Polonia  1.°de julio de 1995 Moldavia, República de  26 de julio de 2001 
Suiza  1.°de julio de 1995 China  11 de diciembre de 2001 
Guatemala  21 de julio de 1995 Taipei Chino  1.°de enero de 2002 
Burundi  23 de julio de 1995 Armenia  5 de febrero de 2003 
Sierra Leona  23 de julio de 1995 Ex República Yugoslava de 
Macedonia (ERYM)  
4 de abril de 2003 
Chipre  30 de julio de 1995 Nepal  23 de abril de 2004 
Egipto  30 de junio de 1995 Camboya  13 de octubre de 2004 
Eslovenia  30 de julio de 1995 Arabia Saudita, Reino de 
la  
11 de diciembre de 2005 
Mozambique  26 de agosto de 1995 Vietnam  11 de enero de 2007 
Liechtenstein  1.°de septiembre de 1995 Tonga  27 de julio de 2007 
Nicaragua  3 de septiembre de 1995 Ucrania  16 de mayo de 2008 
Bolivia, Estado 
Plurinacional de  
12 de septiembre de 1995 Cabo Verde  23 de julio de 2008 
Guinea  25 de octubre de 1995 Montenegro  29 de abril de 2012 
Madagascar  17 de noviembre de 1995 Samoa  10 de mayo de 2012 
Camerún  13 de diciembre de 1995 Federación de Rusia  22 de agosto de 2012  
Fiji  14 de enero de 1996 Vanuatu  24 de agosto de 2012 
Ecuador  21 de enero de 1996 República Democrática 
Popular Lao  
2 de febrero de 2013 
Haití  30 de enero de 1996 Tayikistán  2 de marzo de 2013 
Saint Kitts y Nevis  21 de febrero de 1996 Yemen 26 de junio de 2014 
Benín  22 de febrero de 1996   
Fuente: OMC, www.wto.org 
 
Como se puede observar, el número de adhesiones empieza a disminuir luego del año 
1997, y se mantiene más o menos constante hasta los días actuales, salvo por la ausencia 
de adhesiones en el período de crisis global, entre 2008 y 2012. 
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5.3. Análisis de los Protocolos de Adhesión 
En este apartado, se analizarán más en detalle los protocolos de adhesión disponibles en 
la base de datos de la OMC60, en búsqueda de similitudes que puedan apoyar el 
argumento según el cual los protocolos de adhesión contribuyen al proceso de 
constitucionalización iniciado con la creación de la OMC a la vez que promueven 
reformas internas en los países, armonizando sus legislaciones sobre la base de 
estándares comunes determinados por las prácticas del sistema multilateral de comercio.  
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 De los 82 miembros que ingresaron con fecha posterior a la creación de la OMC (1/1/1995), solo está 
































Letonia  10/2/1999 WT/ACC/LVA/32 WT/ACC/LVA/32/Add.1




































Nepal 23/4/2004 WT/ACC/NPL/16 WT/ACC/NPL/16/Add.1 WT/ACC/NPL/16/A
dd.2 
WT/MIN(03)/19 






























































Vanuatu 24/8/2012 WT/ACC/VUT/17 WT/ACC/VUT/17/Add.1 WT/ACC/VUT/17/A
dd.2 
WT/L/823 









Fuente: OMC, www.wto.org 
 
A partir del análisis de los textos disponibles en la base de datos, se observa que las 
decisiones ministeriales y los Protocolos de Adhesión siguen un formato más o menos 
uniforme en todos los protocolos61. En los considerandos de la decisión, la Conferencia 
Ministerial hace referencia al Acuerdo de la OMC y sus procedimientos de toma de 
decisión, a la solicitud de adhesión del país en cuestión y a los resultados del proceso de 
negociación que estableció las condiciones de adhesión, para luego aprobar la adhesión 
del país conforme al protocolo, anexo a la decisión. 
El texto de los protocolos se divide en cuatro partes (preámbulo y tres partes) y el 
documento en general tiene tres o cuatro páginas (sin contar las listas de mercancías, 
servicios y exenciones que van anexadas al protocolo).  
El preámbulo hace referencia al Acuerdo de la OMC y sus procedimientos de toma de 
decisiones, además del informe del Grupo de Trabajo y el resultado de las 
negociaciones. La Parte I, Disposiciones Generales, hace referencia al alcance de los 
compromisos, los plazos de aplicación de las obligaciones y aclara posibles exenciones 
o excepciones concedidas al país, como se puede observar en el cuadro X. La Parte II se 
refiere a las listas de compromisos en mercancías y servicios, aclarando que las listas de 
mercancías de cada país pasan a ser listas de concesiones y compromisos anexas al 
GATT de 1994 y las listas de servicios pasan a ser listas de compromisos específicos 
anexas al GATS. La Parte III se refiere a las Disposiciones Finales, donde se detallan 
                                                 
61
 Se analizaron todos los Protocolos disponibles en la base de datos de la OMC, detallados en el Cuadro 
IX de arriba.  
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los plazos y las condiciones de entrada en vigor, inclusive los procedimientos de 
depósito ante el Director General de la OMC. Las listas de mercancías, servicios y 
exenciones son anexos de los Protocolos62. 
Como se mencionó anteriormente, los miembros de la OMC deben garantizar que sus 
legislaciones, regulaciones y disposiciones administrativas estén en conformidad con el 
Acuerdo. Esto se observa en la extensión de los temas abarcados en los informes de los 
grupos de trabajo, en el nivel de detalle de las preguntas y respuestas de los miembros y 
del candidato a la adhesión, además de la duración del proceso de adhesión desde la 
solicitud del país hasta la aprobación por la Conferencia Ministerial. Los temas que son 
objeto de las reformas estructurales que los países deben llevar adelante en el proceso de 
adhesión, además de los principales puntos que son objeto de debate en el proceso de 
negociación, pueden observarse en el cuadro que sigue. 
Cuadro X: Lista de temas presentes en los informes de los Grupos de Trabajo 
 
Tema  Subtemas 
Política económica -  Políticas monetaria y fiscal 
- Sistema cambiario y de pagos exteriores 
- Política de competencia 
- Políticas de fijación de precios 
- Propiedad estatal, empresas comerciales del Estado, 
privatizaciones 
- Régimen de inversiones 
Marco para la adopción y 
aplicación de políticas 
- Reformas institucionales, incluso poder legislativo, 
ejecutivo y judicial 
Reglamentación de las 
importaciones 
- Régimen de importación 
- Arancel de aduanas 
- Contingentes arancelarios y exenciones arancelarias 
- Otros derechos y gravámenes 
- Impuestos al consumo, al valor añadido, a la renta, etc. 
- Derechos y cargos relacionados con las importaciones 
(por servicios prestados) 
- Regímenes de licencias de importación 
- Restricciones cuantitativas a las importaciones, incluso 
prohibiciones y contingentes 
- Valoración en aduana 
- Normas de origen 
- Otras medidas en frontera 
- Aplicación de impuestos internos a las importaciones 
- Inspección previa a la expedición 
- Regímenes antidumping, de derechos compensatorios y 
de salvaguardia 
Reglamentación de las 
exportaciones 
- Restricciones a la exportación 
- Derechos de exportación 
- Subvenciones a la exportación 
Políticas internas que 
afectan al comercio de 
- Políticas industriales, con inclusión de las subvenciones 
- Obstáculos técnicos al comercio 
                                                 
62
 El modelo general de Protocolo de Adhesión se encuentra ilustrado en el Anexo I. 
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mercancías - Transparencia 
- Aplicación de las obligaciones dimanantes del Acuerdo 
de la OMC 
- Medidas sanitarias y fitosanitarias 
- Medidas en materia de inversiones relacionadas con el 
comercio 
- Zonas francas 
- Contratación pública 
- Comercio de tránsito 
- Política agrícola 
- Comercio de aeronaves civiles 
Régimen de los ADPIC - Organismos responsables de la formulación y aplicación 
de las políticas 
- Participación en acuerdos internacionales sobre 
propiedad intelectual 
- Aplicación del trato NMF y trato nacional a los 
nacionales de otros países 
- Derechos y tasas 
- Derechos de autor 
- Patentes 
- Marcas de fábrica o de comercio 
- Indicaciones geográficas 
- Dibujos y modelos industriales 
- Esquemas de trazado de los circuitos integrados 
- Protección de las obtenciones vegetales 
- Información no divulgada 
- Observancia de la legislación: obligaciones generales, 
procedimientos civiles y administrativos, medidas provisionales, 
prescripciones especiales relacionadas con las medidas en 
frontera 
 
- Procedimientos penales 
Políticas que afectan al 
comercio de servicios 




- Procedimientos para la publicación de medidas que 
afecten el comercio, notificación a la OMC de los cambios en la 
política comercial, etc. 
Acuerdos comerciales - Notificación de los acuerdos existentes y estándares 
mínimos que los acuerdos comerciales deben observar 
Fuente: Elaboración propia sobre la base de los protocolos de adhesión disponibles en www.wto.org  
 
Las variaciones con relación al temario son mínimas. En este sentido, se puede observar 
que para el caso de las economías en transición (Rusia y países de la ex URSS, por 
ejemplo) hay mayor nivel de obligaciones y de detalle en todo lo relacionado al 
comercio estatal, las privatizaciones, las políticas sobre competencia, las subvenciones, 
los gobiernos subnacionales y todo lo atinente a la transición de una economía de 
planificación centralizada hacia una economía de mercado. En el caso de los reinos 
(Arabia Saudita y Camboya, por ejemplo), existe un mayor nivel de detalle en las 
reformas institucionales (creación de ministerios, por ej.), y en garantías judiciales de 
los particulares ante el poder soberano. La única excepción a ese modelo general de 
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protocolos es China, considerado el caso de adhesión más difícil e importante que se ha 
llevado a cabo, no solo por ser la mayor economía del mundo (con gran poder distorsivo 
en el comercio y las finanzas mundiales), sino por la planificación estatal que aún 
subsiste en dicho país.  
El Protocolo de Adhesión de China63 tiene 113 páginas sin contar las listas de 
mercancías y servicios. Esto se debe a que tiene incluido en su texto los compromisos 
que el país debe observar en puntos centrales relacionados con su sistema de 
planificación de la economía, por ejemplo: la administración del comercio (zonas 
económicas especiales, garantía de revisión jurídica de medidas administrativas, no 
discriminación, acuerdos comerciales especiales, garantía del derecho a tener 
actividades comerciales),las compras del Estado, las empresas estatales, las medidas no 
arancelarias, las licencias de importación y exportación, los controles de precios, las 
subvenciones, los impuestos y las cargas a la importación y la exportación, la 
agricultura, los obstáculos técnicos al comercio, las medidas sanitarias y fitosanitarias, 
la comparabilidad de precios para subvenciones y dumping, las salvaguardias, 
mecanismos de examen de la transición. Además, incluye listas de medidas que se 
deben eliminar gradualmente, listas de productos sujetos a medidas prohibidas por la 
OMC (controles de precios, controles de exportación, etc.), además de las reservas 
realizadas por otros miembros sobre medidas restrictivas tomadas en detrimento de 
China. En su conjunto, el Protocolo es una guía para el gradual acomodamiento de una 
economía enorme y  muy regulada, al marco multilateral de comercio.  
Rusia es el otro caso relevante. El país ingresó formalmente a la OMC el 22 de agosto 
de 2012, luego de 18 años de negociaciones, a partir de la solicitud del país de ingresar 
a la OMC, en el año 1994. Este momento marcó el comienzo de la integración de este 
país al comercio internacional luego de su alejamiento por más de 60 años a raíz de la 
Revolución Comunista. La primera reunión del Grupo de Trabajo para la adhesión de 
Rusia a la OMC se realizó en Ginebra en el mes de julio de 1995, en pleno auge 
neoliberal del sistema multilateral. Luego de dieciocho años de negociaciones, el Grupo 
de Trabajo elevó el informe a la Conferencia Ministerial, que incluyó un proyecto de 
Protocolo de Adhesión de la Federación de Rusia a la OMC64. A pesar de que 
formalmente no escapa de la regla de los Protocolos de Adhesión y de los temas de la 
                                                 
63
 Ver Anexo II, con el Protocolo de Adhesión de la República Popular China. 
64
 El Protocolo de Adhesión de Rusia se encuentra en el Anexo III. 
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reforma estructural "negociadamente exigida", el Informe del Grupo de Trabajo 
dedicado a su adhesión tiene más de 650 páginas y es el informe más extenso y 
detallado de todos los disponibles públicamente. El informe denota la preocupación de 
los miembros por garantizar el proceso de transición de Rusia, teniendo en 
consideración principalmente el tamaño de su economía (9.ª economía del mundo), la 
intensidad y magnitud de los subsidios a la energía y a la producción, además del poder 
simbólico de dicha transición a favor de la hegemonía del modelo librecambista.  
El tema agrícola, tema sensible en las negociaciones, se incluyó en ellas en el año 1998, 
cuando Rusia presentó su propuesta, que hacía especial hincapié en el mantenimiento de 
su sistema de subsidios. Según el Protocolo, los rusos dan 5 mil millones de dólares 
anuales de subsidios al sector agrícola y, a partir del ingreso a la OMC (2012), podrán 
ampliarlos a 9 mil millones de dólares y a partir de 2013 bajarlos gradualmente a 4,4 
mil millones de dólares hasta el 2018, con la posibilidad de mantener un sistema de 
cuotas. Los subsidios agrícolas pudieron mantenerse, e incluso elevarse, debido a que 
los EE.UU. y la UE no objetaron seriamente su subsistencia, a cambio de otras reformas 
más relevantes para la transición de la economía rusa. A su vez, por ejemplo, los países 
competitivos del MERCOSUR también aceptaron la permanencia de dichos montos a 
cambio de cupos de acceso para productos de interés particular.  
 
5.4. Conclusiones del Capítulo 5 
Es claro que el proceso de adhesión a la OMC puede dividirse en dos grandes etapas: la 
etapa de adhesión anterior a la creación de la OMC y la etapa posterior a ella. Los países 
que participaron de las negociaciones de la Ronda Uruguay, aunque de manera 
marginal, pudieron tener la posibilidad de incidir sobre las normas, para hacerlas más 
acordes a sus intereses. Si bien dicha posibilidad fue apenas formal en los casos de 
países con menor poder relativo —considerando su pequeña capacidad de incidencia en 
la producción de las reglas y el nivel de presión ejercido por los países con mayor poder 
relativo en ese proceso—, lo cierto es que la capacidad de incidencia se hizo aún más 
compleja de alcanzar por los candidatos a miembros luego de la creación de la OMC. A 
partir de este momento, lo que se observa es que el proceso de adhesión a la OMC es el 
gran armonizador de políticas, responsable por profundas reformas estructurales en los 
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países candidatos a ser miembros. Así como la creación de la OMC en el auge del 
dominio del pensamiento neoliberal permitió una mayor constitucionalización del 
sistema multilateral de comercio (como ya se observó en al capítulo 4), los Protocolos 
de Adhesión son la herramienta a través de la cual la armonización y la consolidación 
normativas avanzan en los países desmantelando regulaciones y exigiendo nuevas.  
La euforia de los años dorados de la OMC se denota por el gran número de adhesiones 
realizadas en el periodo que va de 1995 hasta el año 1997; llegan a 132 en total. Si bien 
esos números extraordinarios han cambiado y la cantidad de adhesiones ha disminuido, 
la razón es también que quedan pocos países por ingresar al sistema. De todas maneras 
el número de adhesiones mantiene un ritmo más o menos constante desde 1997, salvo 
por la parálisis en las adhesiones entre los años 2008 y 2012, a raíz de la crisis global.  
A pesar de la caída en el número de adhesiones a partir de 1997, no hubo cambios en los 
contenidos. Los documentos de los Protocolos de Adhesión, salvo algunas diferencias 
para el caso de China, son prácticamente idénticos para todos los países. En el caso de la 
primera economía mundial, el sistema multilateral tuvo que acordar más excepciones y 
flexibilidades para acomodar el ingreso del gigante asiático.  
De igual manera, los informes de los grupos de trabajo abordan temas similares. Las 
diferencias observadas son marginales y se deben al perfil del país y a su situación 
inicial al momento de ingresar, por ejemplo, si es una economía en transición, un reino, 
un país importador neto de alimentos o exportador de petróleo. El punto de llegada 
hacia donde apuntan las reformas es similar en términos generales para todos.  
En suma, a través del estudio de dichos Protocolos, se observa que los países que 
ingresan a la OMC siguen la misma fórmula y apuntan a reformas estructurales que 
garantizan en gran medida que el proceso de constitucionalización del sistema 
multilateral de comercio iniciado con la OMC avance hacia el interior de los países.  
En el próximo capítulo, se analizará el caso de los acuerdos comerciales regionales para 
seguir indagando sobre las tendencias de constitucionalización y/o fragmentación en el 
sistema multilateral de comercio. Como veremos, la marcha hacia la homogeneización 
no es inexorable y acompañando la misma surgen embates que generan una mayor 
fragmentación en el sistema. 
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CAPÍTULO 6: LA FRAGMENTACIÓN DEL SISTEMA MULTILATERAL DE 
COMERCIO: EL CASO DE LOS ACUERDOS COMERCIALES 
REGIONALES65 
Como se observó hasta el momento, la creación de la OMC significó un avance en el 
proceso de constitucionalización del sistema multilateral de comercio. Además, los 
Protocolos de Adhesión contribuyen a la armonización de las reglas del sistema, al 
imponer a los nuevos miembros de la OMC estándares comunes de regulaciones 
domésticas relacionadas con los más diversos temas de política económica y comercial. 
Sin embargo, como se destacó en el capítulo teórico dedicado al pluralismo jurídico y la 
fragmentación, dicho avance del proceso de constitucionalización no ha sido tan 
uniforme. Gran parte de ese avance respondió a un momento de predominancia del 
modelo neoliberal que contribuyó al auge del sistema multilateral; en cierta medida, 
también responde a un intento por parte de la corriente constitucionalista de disimular 
las "imperfecciones" del sistema, que como se verán en este capítulo y en el capítulo 
siguiente, son varias y responden a muchos factores, mayormente políticos. 
En este capítulo, se analizará el fenómeno de los Acuerdos Comerciales Regionales 
(ACR), su marco legal en el sistema multilateral de comercio y su desarrollo desde el 
GATT hasta la actualidad. Se contextualizará el fenómeno actual de la expansión de los 
ACR en un escenario de sistema multilateral de comercio y se analizará los principales 
argumentos que se presentan en la literatura sobre comercio internacional respecto del 
crecimiento de los ACR. El objetivo es mostrar que la multiplicación de dichos 
acuerdos es un ejemplo de fragmentación del sistema multilateral de comercio. Es 
también una vía de escape para contrarrestar el avance del proceso de 
constitucionalización de la OMC. De hecho, se demostrará que el alcance de los ACR es 
tan amplio y su número tan extenso que cabe preguntarse si la regla de la excepción no 
se invierte y dichos acuerdos no pasan a ser la regla y el sistema multilateral la 
excepción. Para ello, se iniciará con el análisis del marco legal de la OMC con relación 
a esos acuerdos. Posteriormente, se analiza la proliferación de los ACR y sus posibles 
causas y consecuencias. Por último, se trae a colación algunos casos de la jurisprudencia 
de la OMC con relación a los ACR para luego efectuar algunas reflexiones finales.  
                                                 
65
 Este apartado recoge parte de los hallazgos de Celli, Salles, Tussie y Peixoto (2010). 
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6.1. El marco legal de la OMC respecto de los Acuerdos Comerciales 
Regionales 
En esta sección se describirá y analizará el marco legal de la OMC que rige los ACR. 
En primer lugar, se analiza el estado legal de los ACR como excepción a la disposición 
fundamental del GATT: el principio de la nación más favorecida (NMF). En segundo 
lugar, se evalúan las diversas modalidades de ACR de acuerdo con la clasificación de la 
OMC, sus principales aspectos y definiciones. En tercer lugar, se analizan los requisitos 
legales de los ACR según las normas de la OMC, específicamente el artículo XXIV del 
GATT, la Cláusula de Habilitación, y el artículo V del GATS. Finalmente, discutiremos 
los mecanismos de supervisión de los ACR notificados a la OMC, con foco especial en 
la evaluación del MERCOSUR según dicho mecanismo.  
 
6.1.1.  El comercio regional y la regla de la NMF 
Como ya se señaló anteriormente en el capítulo dedicado a la OMC, la regla de la NMF 
es el principio básico sobre el cual se erige el sistema multilateral de comercio. Presente 
en el art. 1.1 del GATT/47, implica que un país debe tratar a otros países al menos tan 
bien como trata a cualquier país "más favorecido".  
Una de las excepciones más relevantes y cada vez más controvertidas a la regla de la 
NMF es el artículo XXIV del GATT y su equivalente para los servicios, artículo V del 
GATS66. Estas disposiciones autorizan la concesión de preferencias comerciales (en 
términos de bienes y servicios respectivamente) por medio de la formación de ACR en 
la  modalidad de uniones aduaneras y zonas de libre comercio, sin que estas 
preferencias se extiendan a los demás miembros del GATT. Así, los ACR pueden 
definirse como la integración entre dos o más países con el objetivo de reducir o 
eliminar las barreras comerciales entre ellos, al mismo tiempo que mantienen barreras 
contra las importaciones de otros países de afuera de la zona de integración.  
                                                 
66
 Además de las excepciones para los ACR, existen también excepciones en lo concerniente a salud, 
medio ambiente, moral pública, como también tratamiento de excepción para países en vías de desarrollo 
y los menos adelantados. 
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El concepto de preferencia comercial es un instrumento para comprender la relación 
tanto entre la NMF y los ACR, además de otras situaciones excepcionales como el 
Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) y otros esquemas preferenciales 
unilaterales no generalizados, como se verá más adelante. Por definición, una 
preferencia "positiva" es una ventaja comercial que se le ofrece a uno o más territorios. 
Es "preferencial" y, por ende, entra en conflicto con la NMF porque el tratamiento no se 
otorga de la misma manera a todos los demás miembros de la OMC. El mismo conflicto 
tiene lugar en el caso de la preferencia "negativa", según la cual el tratamiento de la 
NMF que se le otorga a todas las demás partes se le niega a una o más partes. 
A través de la historia, la NMF se ha considerado un medio para proteger los intereses 
de territorios más pequeños y débiles dentro del sistema comercial, ya que su falta de 
poder político comercial podría causar un tratamiento menos preferencial al no poder 
imponer condiciones recíprocas a sus socios comerciales más grandes o al no poder ser 
incluidos en sistemas preferenciales establecidos por Partes Contratantes del GATT de 
mayor peso y poder. Al mismo tiempo, la NMF también se ha considerado como un 
instrumento que favorece a territorios productores más grandes, ya que garantiza el 
derecho de acceso a recursos de otros territorios, incluso en territorios más pequeños y 
más débiles del sistema comercial. Ambos elementos están presentes en las 
justificaciones históricas del principio de la NMF (Viner, 1924). 
Con la regla de la NMF establecida en el GATT, la cuestión del alcance de su 
aplicación en la política comercial global depende de la amplitud con la que se redacten 
las excepciones a la NMF y, posteriormente, cómo se aplican en la práctica comercial. 
El impacto general de la NMF en el sistema depende de la arquitectura legal que resulta 
de dicho principio y las excepciones que se permiten para derogarlo con el fin de 
establecer ACR y otros sistemas preferenciales. La relación entre la NMF y los ACR se 
comprende por medio del análisis de las normas sustantivas y también los controles 
institucionales que se establecen para asegurar el cumplimiento67. 
                                                 
67
 La lógica del GATT en la práctica de la política comercial era, en general, prohibir el uso cuantitativo de 
restricciones en el comercio internacional (GATT, artículo XI) y favorecer el uso de derechos aduaneros 
(impuestos a la importación) como la forma permitida de “protección económica legal” (GATT, artículo II). 
Más adelante, el GATT estableció que los derechos aduaneros de las partes contratantes operarían 
según la regla de la NMF (GATT, artículo I). De esta manera, el beneficio o privilegio que le otorga 
cualquier parte del GATT a otro estado o territorio debería extenderse en forma inmediata e incondicional 
a todas las otras partes contratantes del GATT. En Jackson, J. H. (2002), The World Trading System: Law 
and Policy of International Economic Relations. Boston, MIT.  
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Si bien la excepción GATT - ACR del artículo XXIV para las uniones aduaneras y las 
zonas de libre comercio no es la única excepción a la NMF, es probablemente la 
relación "norma y excepción" más importante del sistema multilateral de comercio ya 
que sirve para definir el papel y el funcionamiento del sistema en el comercio 
internacional.  
De hecho, el aumento de ACR, con sus cualidades inherentemente discriminatorias, ha 
llevado a muchos a cuestionar si perjudica el sistema multilateral de comercio, como se 
verá más adelante. El creciente descontento dio como resultado la formación del Comité 
de Acuerdos Comerciales Regionales (CACR), que se estableció en 1996 para examinar 
ACR individuales y considerar si eran sistemáticamente compatibles con el 
multilateralismo (Baldwin y Low, 2009). 
 
6.1.2. El artículo XXIV del GATT 
Las principales teorías acerca de la inclusión del art. XXIV en el texto del GATT 
atribuyen sus orígenes en las aspiraciones de EE.UU. de promover la integración en 
Europa y sus esfuerzos por atraer a los países en desarrollo a las negociaciones de la 
carta de La Habana, aunque hay indicios de que dicha inclusión también respondería al 
acuerdo que EE.UU. tenía con Canadá y su necesidad de acomodarlo en las nuevas 
reglas (Chase, 2006). 
Lo cierto es que ante el inminente fracaso de la Organización Internacional del 
Comercio (OIC), los negociadores del GATT vieron la necesidad de dar espacio a los 
acuerdos preferenciales, mientras se imponían disciplinas en la creación de los ACR. 
Para enfrentar esas situaciones, se incorporó al GATT el artículo XXIV.  
El artículo XXIV del GATT establece la base para permitir los ACR como una 
excepción al principio de la NMF. Según dicho artículo, hay dos tipos de ACR: las 
zonas de libre comercio y las uniones aduaneras. 
Las zonas de libre comercio (ZLC) son un arreglo por el cual los miembros establecen 
la obligación de eliminar aranceles y barreras no arancelarias a los productos 
importados de otros miembros de la ZLC. En resumen, una ZLC es un área en la que no 
hay aranceles ni barreras no arancelarias en "sustancialmente todo el intercambio 
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comercial" entre los países que la constituyen, pero cada país tiene la libertad de 
establecer sus propios aranceles o barreras no arancelarias con respecto al resto del 
mundo. Alrededor del 70 %de los ACR que se han notificado a la OMC son ZLC 
(Neumann, 2009). 
Las zonas de libre comercio están definidas en el artículo XXIV, 8.b. del GATT: 
Artículo XXIV, 8.b. GATT - Se entenderá por zona de libre comercio un grupo 
de dos o más territorios aduaneros entre los cuales se eliminen los derechos de 
aduana y las demás reglamentaciones comerciales restrictivas (excepto, en la 
medida en que sea necesario, las restricciones autorizadas en virtud de los 
artículos XI, XII, XIII, XIV, XV y XX) con respecto a lo esencial de los 
intercambios comerciales de los productos originarios de los territorios 
constitutivos de dicha zona de libre comercio. 
En el caso de la unión aduanera (UA), tampoco existen aranceles sobre el comercio 
dentro de los países que participan pero para cada categoría de producto hay un arancel 
común aplicado a cada país frente al resto del mundo. A este se lo conoce comúnmente 
como arancel externo común (AEC). Cerca del 8 %de los ACR que están vigentes hoy 
en día son uniones aduaneras, incluidos el MERCOSUR, el Pacto Andino, el Mercado 
Común Centroamericano (MCCA) y la Unión Aduanera de África Austral (SACU, por 
sus iniciales en inglés). 
Las uniones aduaneras están definidas en el artículo XXIV, 8.a. del GATT: 
Artículo XXIV, 8.a. GATT - se entenderá por unión aduanera la substitución de 
dos o más territorios aduaneros por un solo territorio aduanero, de manera:  
(i) que los derechos de aduana y las demás reglamentaciones comerciales 
restrictivas (excepto, en la medida en que sea necesario, las restricciones 
autorizadas en virtud de los artículos XI, XII, XIII, XIV, XV y XX) sean 
eliminados con respecto a lo esencial de los intercambios comerciales entre los 
territorios constitutivos de la unión o, al menos, en lo que concierne a lo 
esencial de los intercambios comerciales de los productos originarios de dichos 
territorios; y  
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(ii) que, a reserva de las disposiciones del párrafo 9, cada uno de los miembros 
de la unión aplique al comercio con los territorios que no estén comprendidos 
en ella derechos de aduana y demás reglamentaciones del comercio que, en 
substancia, sean idénticos; 
El artículo XXIV establece cuatro reglas básicas que los miembros de la OMC deben 
cumplir para establecer un ACR en lo concerniente al comercio de bienes. El primer 
requisito está relacionado con los procedimientos:(1) notificar sobre el ACR a la OMC 
para una posterior revisión por parte del CACR. La segunda y tercera regla son 
fundamentales en su naturaleza: (2) un requisito de comercio exterior, que obliga a los 
miembros del ACR a no aumentar la protección general y brindar acceso a productos 
más onerosos previo al ACR, y (3) un requisito de comercio interno, que establece la 
obligación de liberalizar sustancialmente todo el comercio entre los miembros del ACR. 
La última regla, (4) período razonable de tiempo, determina la duración máxima para 
finalizar la implementación del ACR. 
Durante la Ronda de Uruguay, los negociadores acordaron consolidar su comprensión 
sobre la interpretación de las disposiciones del artículo XXIV en un documento titulado 
"Entendimiento relativo a la interpretación del artículo XXIV del GATT de 1994" (de 
ahora en más, el "Entendimiento"). El Entendimiento constituye la base para interpretar 
el artículo XXIV y sus disposiciones deben leerse en conjunto con los párrafos del 
artículo XXIV debido a los detalles que brinda. En el presente trabajo, se hará referencia 
al Entendimiento cuando corresponda68. 
Regla número 1: Obligación de notificar 
Los Miembros de la OMC que deseen realizar un ACR que cubra comercio de 
mercancías deben notificar su intención al Consejo del Comercio de Mercancías, que 
transfiere la notificación al CACR para examinar el ACR y comprobar la 
                                                 
68
 De acuerdo a su Preámbulo, se requirió el Entendimiento relativo a la interpretación del artículo XXIV 
entre otras cosas "para reforzar la efectividad del papel del Consejo del Comercio de Mercancías cuando 
revisa acuerdos notificados según el artículo XXIV, aclarando los criterios y procedimientos utilizados para 
evaluar el nuevo acuerdo o su ampliación y mejorando la transparencia de todos los acuerdos según el 
artículo XXIV", y “la necesidad de un entendimiento común de las obligaciones de los Miembros del 
párrafo 12 del artículo XXIV". El párrafo 12 del artículo XXIV establece que cada “parte contratante deberá 
tomar las medidas razonables que se encuentren disponibles para asegurar el cumplimiento de las 
disposiciones del presente Acuerdo por parte de las autoridades y gobiernos regionales y locales dentro 
de sus territorios”. 
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compatibilidad con las normas de la OMC. La dinámica de dichos análisis se discutirá 
en profundidad más adelante.  
Cabe preguntarse si la notificación debe presentarse antes o después de la creación del 
ACR: ¿debe ser ex ante o ex post? La mayor parte de los ACR se notificaron a 
GATT/OMC luego de su exitosa culminación. Esta situación pareciera violar el espíritu 
del artículo XXIV: 7(a) del GATT. Lo que originalmente tenía la intención de ser una 
revisión ex ante se transformó en una revisión ex post (Thortensen, 2002).  
Regla número 2: Requisito de comercio exterior 
La segunda regla (una exigencia en términos de comercio exterior) cambia de 
conformidad con el artículo XXIV: 5 según el ACR sea una ZLC o una UA. 
Según el artículo XXIV: 5 (b), al ingresar a una ZLC, las partes no podrán alterar su 
protección externa de manera tal que afecten negativamente a las partes que no 
conforman la ZLC. La lógica de dicha norma es simple: las ZLC tienen como objetivo 
facilitar la liberalización del comercio; por lo tanto, una ZLC debe estar estructurada de 
manera de quitar las barreras comerciales entre los participantes de la ZLC en lugar de 
aumentar las barreras comerciales a las partes que no participan. 
El mismo requisito es más complejo en el caso de las UA. Conforme al artículo XXIV: 
5 (a) se deben cumplir dos requisitos: (i) no aumentar el nivel general de la protección 
externa por encima de cierto umbral, y (ii) realizar ajustes compensatorios cuando se 
hayan aumentado los derechos aduaneros de algunos de los participantes de la UA para 
crear aranceles externos armónicos.  
Regla número 3: Requisito de comercio interno 
Una de las disposiciones más polémicas del artículo XXIV es sin dudas el requisito de 
comercio interno. Los párrafos 8 (a) y (b) disponen la eliminación de los derechos 
aduaneros y otras reglamentaciones restrictivas al comercio con respecto a 
"sustancialmente todo el comercio" entre los miembros del ACR. 
A través de los años, los miembros no lograron ponerse de acuerdo sobre el significado 
de "sustancialmente todo el comercio" o de "otras reglamentaciones restrictivas al 
comercio". Históricamente, desde la década de 1960, definir operativamente la regla de 
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la liberalización de sustancialmente todo el comercio ha sido muy difícil, tanto para los 
grupos de trabajo como para el Órgano de Apelación y durante las negociaciones 
ministeriales.  
Regla número 4: Período razonable de tiempo 
La cuarta regla se establece en el artículo XXIV: 5(c) del GATT y su Entendimiento. En 
el GATT, existe un requerimiento de tiempo que establece que todo acuerdo interino 
denominado en los subpárrafos (a), unión aduanera, y (b), zona de libre comercio, 
deberá incluir un plan y un cronograma respecto de la creación de dicha unión aduanera 
o dicha zona de libre comercio dentro de un plazo razonable de tiempo. Con el objeto de 
aclarar este artículo, el Entendimiento estableció que "un período razonable de tiempo" 
deberá interpretarse como no más de 10 (diez) años. 
 
6.1.3. Desarrollo y comercio regional: la Cláusula de Habilitación 
La relación entre los ACR y el desarrollo nunca fue clara en los albores del GATT, 
dedicado en gran parte al comercio entre naciones desarrolladas. De hecho, la relación 
entre el comercio y el desarrollo en su totalidad se formó en términos legales en el 
sistema multilateral de comercio recién en el año 1965, con la inserción de la Parte IV 
del GATT, titulada "Comercio y desarrollo". 
En la Parte IV se creó un principio fundamental del sistema multilateral de comercio: el 
principio de no reciprocidad. Fue solo una cuestión de tiempo para que dicho principio 
se extendiera a los ACR que involucraban a los países en desarrollo (PED). 
 
Hasta 1979, año en que se estableció la Cláusula de Habilitación, varios países en 
desarrollo recurrían a la Parte IV del GATT para justificar ACR que no eran 
consistentes con el artículo XXIV. La norma principal que estos ACR entre PED no 
cumplían debido a la gran asimetría en el área de comercio interno era el artículo XXIV: 
8 (a) y (b), que exigía la liberalización de "sustancialmente todo el comercio". El 
principio de no reciprocidad fijó la base para que los ACR entre PED llevaran a cabo la 
liberalización de "sustancialmente todo el comercio" (Feuer y Cassan, 1985). 
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La Cláusula de Habilitación, formalmente conocida como "Decisión sobre trato 
diferenciado y más favorable, reciprocidad y mayor participación de los países en vías 
de desarrollo", fue adoptada el 28 de noviembre de 1979 en el marco de la Ronda de 
Tokio, que comenzó en 1973, y representó la legalización sistemática de las 
preferencias comerciales según el principio de trato especial y diferenciado (TED). La 
Cláusula de Habilitación comprende: a) el Sistema Generalizado de Preferencias, b) 
medidas no arancelarias en los instrumentos del GATT, c) acuerdos globales o 
regionales entre países en vías de desarrollo y (d) trato especial para países menos 
adelantados (PMA). 
De acuerdo con la clasificación oficial de la OMC, un ACR notificado conforme a la 
Cláusula de Habilitación se define como un Acuerdo Preferencial de Comercio (APC). 
Un APC es un tipo de ACR en el que los países ofrecen a sus socios acceso preferencial 
a las mercancías y posiblemente a los servicios. A diferencia del art. XXIV, ese acceso 
preferencial no tiene que cubrir "sustancialmente todo el comercio", es decir, no implica 
necesariamente todas las mercancías ni la quita completa de aranceles donde se otorgan 
preferencias. Por lo tanto, los APC no tienen que ofrecer acceso simétrico entre todos 
los países asociados69. 
Los APC poseen dos características principales: (i) se basan en el principio de la no 
reciprocidad, que les permite a los países en vías de desarrollo no reducir aranceles al 
mismo nivel que los países desarrollados; (ii) según el principio de trato especial y 
diferenciado, las concesiones otorgadas por los países desarrollados a los países en vías 
de desarrollo en el APC no se extienden en forma automática a otros miembros de la 
OMC. 
 
Los APC están definidos en el párrafo 2 de la Cláusula de Habilitación: 
Párrafo 2, Cláusula de Habilitación - Los acuerdos regionales o generales 
concluidos entre partes contratantes menos adelantadas con el fin de reducir o 
eliminar mutuamente los aranceles y, de conformidad con los criterios o 
condiciones que puedan fijar las PARTES CONTRATANTES, las medidas no 
                                                 
69
 A veces, el término APC se usa en forma errónea para denominar conceptos más ambiciosos como 
zonas de libre comercio o uniones aduaneras. En principio, el artículo XXIV del GATT prohíbe a los APC 
que no llegan a ser zonas de libre comercio o uniones aduaneras.  
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arancelarias, aplicables a los productos importados en el marco de su comercio 
mutuo.  
Como señaló Manin (1997), un ejemplo paradigmático de APC puede ser la relación 
comercial de la Unión Europea (UE) con los Estados de África, el Caribe y el Pacífico 
(ACP) según los acuerdos de Lomé y Cotonou. Según dichos acuerdos, la UE otorgó 
acceso preferencial en la mayoría de las exportaciones de los Estados de ACP, mientras 
que los Estados de ACP conservaron sus aranceles sobre las exportaciones de la UE70. 
El párrafo 3 de la Cláusula de Habilitación define las condiciones para que dichos ACR 
cumplan con las normas del GATT/de la OMC: 
Todo trato diferenciado y más favorable dispuesto en la presente cláusula:  
(a) estará destinado a facilitar y fomentar el comercio de los países en desarrollo 
y no a poner obstáculos o a crear dificultades indebidas al comercio de otras 
partes contratantes;  
(b) no representará un impedimento para la reducción o eliminación de aranceles 
y otras restricciones al comercio en base al principio de la nación más 
favorecida;  
(c) en caso de que dicho trato sea otorgado por partes contratantes desarrolladas 
a países en desarrollo, deberá ser diseñado y, de ser necesario, modificado para 
responder en forma positiva a las necesidades comerciales, financieras y de 
desarrollo de los países en desarrollo. 
 
Finalmente, de acuerdo con el principio general de transparencia del GATT, el 
párrafo 4 establece la obligación de notificar el acuerdo al CACR. 
 
6.1.4. Comercio preferencial de servicios: el artículo V del GATS 
                                                 
70
 Para mayor información sobre las relaciones comerciales externas de la UE, ver MANIN, P. (1997). 
Para ver el texto completo de los acuerdos de Lomé y Cotonou, visitar 
http://ec.europa.eu/development/geographical/regionscountries_en.cfm.  
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El Acuerdo General sobre Comercio de Servicios (GATS) también estableció normas 
para los ACR que se refieren al comercio de servicios. Según el GATS, dichos ACR se 
denominan áreas de integración económica (AIE). 
El artículo V (b) del GATS define las AIE como acuerdos que poseen una cobertura 
sectorial sustancial y disponen la ausencia o eliminación de sustancialmente toda 
discriminación entre las partes, en el sentido dispuesto en el artículo XVII, en los 
sectores cubiertos por el GATS a través de la eliminación de medidas discriminatorias 
existentes y/o la prohibición de nuevas o más medidas discriminatorias. 
El artículo V del GATS es en esencia similar al artículo XXIV del GATT y establece 
cuatro reglas básicas que los miembros de la OMC deben cumplir para crear un AIE. 
Regla número 1: Obligación de notificar  
Los Miembros de la OMC que deseen celebrar o modificar un AIE deberán notificar al 
CACR a través del Consejo del Comercio de Servicios (CCS), para quien los miembros 
del acuerdo pondrán a disposición toda la información que el CCS crea relevante en el 
proceso de examen del cumplimiento de las normas del GATS.  
La controversia sobre en qué momento debe ocurrir dicha notificación es similar a la 
interpretación del artículo XXIV del GATT: ¿la notificación deberá ser ex ante o ex 
post? La norma del artículo V: 7(a) determina que la notificación debe realizarse con 
prontitud. Pero no existe una definición precisa sobre el plazo. Algunos sostienen que se 
debería respetar el plazo de 90 días, que es el mismo plazo que establece el artículo 
XXVIII del GATT para notificar cualquier modificación de los cronogramas. El CCS y 
los Miembros de la OMC todavía no resolvieron esta cuestión71. 
Regla número 2: Requisitos de comercio dentro del ACR  
El artículo V:1 define las obligaciones que deben observarse en relación con el 
comercio dentro del ACR para que se considere un AIE que cumple con las normas de 
la OMC. El artículo regula el comercio interno de servicios a través de dos conceptos 
                                                 
71
 Para conocer el debate actual sobre la interpretación de las normas de los ACR, ver los documentos del 
Grupo de negociación sobre normas (NGR, por sus iniciales en inglés) en 
http://www.wto.org/english/tratop_e/ region_e/region_negoti_e.htm.  
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básicos: la cobertura regional sustancial, en el artículo V:1 (a) y la eliminación de 
sustancialmente toda discriminación, en el artículo V: 1 (b).  
De acuerdo a la nota al pie del artículo V:1 (a) del GATS, el concepto de "cobertura 
sustancial sectorial" se entiende en términos de una cantidad de sectores, el volumen de 
comercio afectado y los modos de abastecimiento. No obstante, el concepto de 
"eliminación de sustancialmente toda discriminación" no posee ninguna aclaración ni 
interpretación oficial.  
El tema central de este párrafo tiene que ver con el significado de "sustancialmente 
toda" y, en consecuencia, la posibilidad de implementar medidas discriminatorias en un 
AIE. ¿En qué medida se permiten excepciones? Esa es una pregunta abierta y no hay 
jurisprudencia relevante de la OMC a ese respecto.  
Por último, otra particularidad importante relacionada con el aspecto del comercio 
interno de un AIE tiene que ver con el cumplimiento del principio de trato nacional en 
términos de servicios. El artículo V:6 rige la extensión de trato nacional a las personas 
jurídicas que se originan en un miembro que no pertenezca al AIE. La norma no es 
concluyente sobre la condicionalidad del establecimiento nacional y también se refiere 
al hecho de que dicha empresa posee "operaciones comerciales sustanciales", otro 
concepto vago que el CCS no aclara.  
Regla número 3: Requisito de comercio frente a los no miembros 
A tal respecto, existen dos requisitos, dispuestos en los párrafos 4 y 5 del artículo V del 
GATS: (1) el acuerdo no deberá aumentar ni restringir el comercio con partes no 
firmantes del ACR en los sectores o subsectores que no sean originales de las partes del 
AIE; (2) si se necesita un ajuste de la lista de compromisos de un miembro debido a que 
se unió al AIE, el miembro deberá notificar dicha modificación dentro de los 90 días. 
Regla número 4: Período razonable de tiempo 
En base a lo analizado anteriormente, el artículo V:I (b) determina que cualquier AIE 
deberá entrar en vigencia en un plazo razonable. Algunos miembros argumentan que el 
plazo para las AIE es el mismo que para las ZLC y UA, establecido en el párrafo 3 del 
Entendimiento del artículo XXIV. Por ende, el plazo razonable no debería ser mayor a 
diez años.  
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Regla número 5: Acuerdos que involucran países en vías de desarrollo 
Finalmente, el párrafo 3 del artículo V del GATS contiene disposiciones importantes 
sobre los países en desarrollo. Hace una distinción entre dos tipos de acuerdos: el 
primero, cuando hay miembros desarrollados y en vías de desarrollo (V:3 a) y, el 
segundo, cuando hay únicamente miembros en vías de desarrollo involucrados en el 
acuerdo (V:3 b). 
 
6.1.5. La vigilancia de los ACR por parte de la OMC 
Durante los años del GATT, la evaluación de los acuerdos se llevó a cabo con equipos 
de trabajo individuales. El establecimiento del CACR como órgano único responsable 
de evaluar los acuerdos contribuyó a simplificar el proceso de examen y brindó un foro 
para todos los debates de cuestiones sistémicas transversales que son comunes a la 
mayor parte de los acuerdos, si no a todos. En febrero de 1996, el Consejo General de la 
OMC creó el Comité de Acuerdos Comerciales Regionales. Sus dos principales 
obligaciones son examinar los acuerdos regionales individuales y considerar las 
implicaciones sistémicas de los acuerdos en el sistema multilateral de comercio y la 
relación entre ellos.  
Los acuerdos que se rigen por el artículo XXIV se notifican al Consejo del Comercio de 
Mercancías (CCM), que adopta los términos de referencia y transfiere el acuerdo al 
CACR para su evaluación. La notificación de los acuerdos que se rigen por la Cláusula 
de Habilitación se realiza al Comité de Comercio y Desarrollo (CCD). Los acuerdos que 
cubren el comercio de servicios, ya sean realizados por miembros de la OMC 
desarrollados o en desarrollo, se notifican al Consejo del Comercio de Servicios (CCS). 
En el año 2006, el Consejo General estableció un nuevo mecanismo de transparencia 
para todos los ACR en forma provisional. El nuevo mecanismo de transparencia 
dispone el anuncio temprano de cualquier ACR y la notificación a la OMC. Los 
miembros considerarán los ACR notificados sobre la base de la presentación fáctica por 
parte de la Secretaría de la OMC. 
 200
En esencia, los procedimientos del nuevo mecanismo de transparencia, según la 
Decisión del Consejo General de 200672, son los siguientes: 
 
- Pronto anuncio: Los Miembros que participen en nuevas negociaciones encaminadas a la 
conclusión de un ACR procurarán que la OMC sea informada al respecto.  
Los Miembros que sean Partes en un ACR recientemente firmado transmitirán a la Secretaría 
en la medida en que sea accesible al público y tan pronto como lo sea, información sobre el 
mismo, que comprenderá su nombre oficial, su alcance y la fecha de su firma, el calendario que 
se haya podido prever para su entrada en vigor o aplicación provisional, los puntos de contacto 
y/o direcciones de sitios webs pertinentes y cualquier otra información de carácter no reservado 
que sea pertinente. 
- Notificación: La notificación requerida de un ACR por los Miembros que sean Partes en el 
mismo se efectuará lo antes posible. Como norma, la notificación se hará a más tardar 
inmediatamente después de la ratificación del ACR por las Partes o de la decisión de 
cualquiera de ellas sobre la aplicación de las partes pertinentes de un acuerdo y antes de la 
aplicación del trato preferencial entre las Partes. Las Partes deberán especificar en base a qué 
disposición(es) de la OMC se notifica el ACR y proveer el texto completo y cualquier calendario, 
anexos y protocolos. 
- Procedimientos para aumentar la transparencia: El examen por parte de los Miembros de un 
ACR notificado se concluirá normalmente dentro de un plazo no superior a un año a partir de la 
fecha de la notificación. La Secretaría de la OMC, en consulta con las Partes, establecerá un 
calendario preciso para el examen del ACR en el momento de la notificación.  
- Presentación fáctica: La presentación fáctica de la Secretaría de la OMC, como también toda 
información adicional enviada por las Partes, se hará circular en todos los idiomas oficiales de 
la OMC de manera que las preguntas y comentarios escritos de los Miembros respecto al ACR 
sujeto a consideración puedan ser transmitidos a las Partes por medio de la Secretaría. 
- Ulteriores notificaciones y presentación de informes: La notificación requerida de los cambios 
que afecten a la aplicación de un ACR, o al funcionamiento de un ACR ya aplicado, se 
efectuará lo antes posible una vez que dichos cambios hayan tenido lugar. Las Partes 
facilitarán un resumen de los cambios realizados, así como cualquier texto, cronograma, anexo 
o protocolo relacionado, en uno de los idiomas oficiales de la OMC y, si está disponible, en 
formato utilizable electrónicamente.  
- Confección de resúmenes fácticos: El artículo 22(b) del Mecanismo de Transparencia 
requiere que la Secretaría prepare un resumen fáctico para presentar las características de los 
ACR para los cuales el CACR haya concluido su "examen fáctico". 
                                                 
72
 WT/L/671 - Decisión del 14 de diciembre de 2006 del Consejo General, que creó el mecanismo de 
transparencia para los acuerdos de comercio regionales.  
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Fuente: Decisión sobre el Mecanismo de Transparencia de la OMC (2006) 
 
El estado de los exámenes en febrero de 2014 se presenta en la tabla que sigue a 
continuación. 
 
Tabla I: Estado de los exámenes de las notificaciones de los ACR73  
 
  




 Artículo XXIV 
del GATT 
 Total 
 Presentación fáctica no 
distribuida 
12 25 72 109 
 Presentación fáctica en 
suspenso 
0 4 0 4 
 Presentación fáctica 
distribuida 
5 67 94 166 
 Extracto fáctico no 
distribuido 
0 0 0 0 
 Extracto fáctico distribuido 11 21 40 72 
 Informe adoptado 1 0 17 18 
 No hay informe 8 0 0 8 
 Total 37 117 223 377 
Fuente: Base de datos de ACR de la OMC. www.wto.org  
 
6.2.  La excepción se convierte en regla: la proliferación de los acuerdos 
regionales de comercio y sus posibles causas  
 Los ACR florecieron en la primera mitad del siglo XX, con acuerdos entre Estados 
europeos, africanos y sudamericanos y una gran cantidad de ellos se realizó entre países 
con lazos coloniales, como es el caso del Sistema de Preferencias Imperiales (SPI)74. En 
aquel entonces se negociaron algunos acuerdos similares a los ACP, como es el caso del 
Benelux, que luego se convirtió en el embrión de la Unión Europea75. 
Hasta la década de 1980, los acuerdos regionales y bilaterales fueron utilizados en 
Europa Occidental entre países con proximidad geográfica, en una gran variedad de 
                                                 
73
 La información no está actulizada en la OMC. 
74
 La Preferencia de la Commonwealth, otrora conocida como SPI, era un sistema establecido de 
aranceles o acuerdos de libre comercio que se compensaban recíprocamente entre los distintos dominios 
y colonias de la Mancomunidad de Naciones. Para más detalles, ver FRAM, N. (2006). “Decolonization, 
the Commonwealth and British Trade (1945-2004)”. Stanford, Public Policy Forum.  
75
 El Benelux es una unión económica que incluye tres países limítrofes: Bélgica, los Países Bajos y 
Luxemburgo. En 1944, los tres países establecieron la Unión Aduanera de Benelux, que luego fue 
suplantada por la Unión Económica de Benelux en 1960. Para más detalles, ver Manin, P. (1997). Les 
Communautés Européennes. París, Pedone. 
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países en desarrollo con proximidad geográfica y en el formato de preferencias 
otorgadas entre PD y de PD a PED. Al momento de la conclusión de la Ronda Uruguay, 
todos los miembros de la OMC excepto tres —Hong Kong, Corea y Japón— formaron 
parte de al menos uno de los 62 ACR vigentes76. 
No obstante, desde la creación de la OMC, la cantidad de ACR ha crecido a paso 
acelerado. De hecho, durante los años de vigencia del GATT, solo había 124 acuerdos 
notificados (Fiorentino, Verdeja y Toqueboef, 2006). En los años siguientes, hasta julio 
de 2013, ese número ascendió a 583 notificaciones (contando bienes y servicios por 
separado), de las cuales 377 están vigentes77. El número total de ACR en vigor ha ido 
en constante aumento, tendencia que probablemente se intensificará, habida cuenta del 
gran número de ACR que actualmente se están negociando. Los acuerdos de libre 
comercio (ALC) y los acuerdos de alcance parcial representan más del 90 % de estos 
ACR y las uniones aduaneras, el 10%. 
No todos los ACR son iguales. La literatura ha variado con el correr del tiempo y ha 
sido muy imprecisa en su descripción y diferenciación78. De acuerdo con documentos e 
informes oficiales de la OMC79, los ACR se pueden clasificar como zona de libre 
comercio, unión aduanera, acuerdo preferencial de comercio y área de integración 
económica. Según dicha tipología, el estado de notificaciones a la OMC en febrero de 
2014 se detalla en la tabla II, a continuación. 
 
Tabla II: Estado de los exámenes de las notificaciones de los ACR80  
 
  Cláusula de 
Habilitación 
GATS, art. V AGCS, 
artículo V 
Total 
 Unión aduanera 8  10 18 
 Unión aduanera - 
Adhesión 
1  7 8 
 Acuerdo de integración 
económica 
 113  113 
 Acuerdo de integración 
económica - Adhesión 
 4  4 
                                                 
76
 Para más información sobre la historia de los ACR, ver Lester, S. and Mercurio, B. (2008), World Trade 
Law. Oxford, Hart. 
77
 Ver Base de datos de ACR de la OMC: http://www.wto.org/english/tratop_e/region_e/region_e.htm. 
Acceso el 28/01/2014. 
78
 Por ejemplo, ver la taxonomía clásica de Bela Balassa para observar las fases de integración regional 
en Balassa, B. (1961). The Theory of Economic Integration. Illinois, Richard Irwin Press. 
79
 Ver la base de datos de ACR para obtener una clasificación, criterios e informes. En 
http://rtais.wto.org/UI/PublicMaintainRTAHome.aspx. 
80
 Idem, nota la pie 71. 
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 Acuerdo de libre 
comercio 
13  205 218 
 Acuerdo de libre 
comercio - Adhesión 
0  1 1 
 Acuerdo de alcance 
parcial 
14   14 
 Acuerdo de alcance 
parcial - Adhesión 
1   1 
 Total 37 117 223 377 
Fuente: Base de datos de ACR de la OMC. www.wto.org 
 
Esos acuerdos fueron creciendo en número al correr los años, a partir de la creación de 
la OMC en 1995, como muestra el siguiente gráfico.  




Fuente: Celli, Salles, Tussie y Peixoto, 2011 en base a los datos de la OMC (www.wto.org ) 
 
Como se puede observar, hay una tendencia creciente a la notificación de los ACR, a 
pesar de la caída inmediatamente posterior a la crisis del 2008.  
Las razones de la expansión de los ACR son múltiples. En primer lugar, los ACR 
liberalizan el comercio entre socios comerciales naturales y así alientan el comercio de 
bienes y servicios y estimulan la inversión, tanto en países desarrollados como en vías 
de desarrollo. Además, se ha argumentado que los ACR se pueden negociar con mayor 
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rapidez que los procesos multilaterales, lo cual permite a las partes liberalizarse más 
rápidamente de lo que ocurriría a través de un consenso multilateral, además de tratar 
temas específicos, como inversión, competencia, normas laborales, movimientos de 
personas y otros temas que todavía no han sido sometidos a los acuerdos multilaterales. 
Desde esta perspectiva, los resultados que se logran en la liberalización del comercio 
complementarían sustancialmente a la OMC y podrían percibirse como pilares 
fundamentales para una futura liberalización multilateral (Lester y Mercurio, 2008). Por 
otra parte, también se ha sostenido que la proliferación de ACR podría constituir un 
fenómeno negativo para el escenario multilateral. En consecuencia, los ACR 
representarían una piedra en el camino más que un pilar fundamental. Desde el punto 
de vista de los PED, esta cuestión es aún más controvertida. De cualquier modo, cabe 
preguntarse si el aumento de la discriminación es un objetivo final o una fase durante la 
cual las negociaciones comerciales se llevan a cabo en otra parte pero finalmente 
vuelven a incorporarse al objetivo de la OMC, como lo sugiere el trabajo de Richard 
Baldwin y Patrick Low (2009). 
Las causas de la expansión son, por lo tanto, económicas, geopolíticas e institucionales. 
Pasamos a detallar las mismas.  
Estancamientos e insatisfacciones multilaterales: razones institucionales 
Una de las razones de la proliferación de los ACR está relacionada con el ritmo con el 
que avanza el multilateralismo. Esto es así, por lo menos desde las negociaciones de la 
Ronda Uruguay. La ola de expansión de los ACR en la primera mitad de la década de 
1990 puede explicarse —entre otras cosas como por ejemplo el esfuerzo de la UE por 
salir del colapso del bloque COMECON— por las incertidumbres con relación a los 
resultado de la Ronda Uruguay (OMC, 2002).  
En la era pos Ronda Uruguay, se han intensificado las preocupaciones sobre el sistema 
multilateral de comercio. Como ya se analizó anteriormente en el capítulo dedicado a la 
OMC, en especial muchos PED no estaban satisfechos con los efectos de la 
liberalización del comercio mundial. El grado de liberalización del mercado de la 
agricultura no estaba a la altura de sus expectativas. Los continuos subsidios que les 
otorgan algunos PD a sus productores internos constituyen un obstáculo importante para 
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que ciertos PED obtengan acceso al mercado de las economías más avanzadas81. Ni que 
hablar de los nobles objetivos enumerados en el preámbulo del Acuerdo de la OMC, 
como mejorar el nivel de vida, asegurar el empleo pleno y promover el desarrollo 
sustentable. Así, luego del colapso de las Conferencias Ministeriales de la OMC en 
Seattle (1999) y Cancún (2003), varios países saltearon las negociaciones multilaterales 
parar poner su atención en los ACR bilaterales y regionales y se dedicaron a sus propias 
iniciativas (Pal, 2004).  
Al mismo tiempo, debido a las dificultades en las negociaciones de los temas 
relacionados con la inversión directa en la OMC, dichos países también están firmando 
los tratados bilaterales sobre inversiones (TBI). Según UNCTAD, en 2005, estaban 
vigentes casi 2.500 TBI en todo el mundo82. Hoy en día, los expertos en comercio 
consideran a los TBI como un factor económico preponderante que estimula la 
propagación del regionalismo. Considerando que algunos países condicionan las 
negociaciones de los ACR a la existencia de normas de inversión, los TBI se 
convirtieron en un elemento clave para los países que realizan intercambios comerciales 
(tanto desarrollados como en vías de desarrollo) para ganar acceso comercial 
preferencial a grandes mercados regionales83. 
Razones económicas 
Para explicar el rápido crecimiento de los ACR desde la década de 1990, los 
economistas han intentado identificar las razones que llevan a los países hacia el 
regionalismo, en especial, a través de la explicación tradicional de los efectos de 
bienestar de la liberalización del comercio y las subsiguientes ganancias provenientes 
del comercio a nivel regional.  
                                                 
81
 Incluso la hambruna mundial se ha incrementado en varios países en vías de desarrollo. Ver la 
información disponible en el Informe Anual de la FAO “Situación de la alimentación y la agricultura 2009". 
En http://www.fao.org/docrep/012/i0680e/i0680e00.htm . Acceso el 08/08/2010. Los subsidios que otorga 
el gobierno de los EE.UU. a los productores de algodón son un emblema de los pocos beneficios que 
genera hasta ahora el Acuerdo sobre Agricultura de la OMC. 
82
 Ver Informe de UNCTAD. The Entry into Force of Bilateral Investment Treaties (BITs). En 
http://www.unctad.org/en/ docs/webiteiia20069_en.pdf Acceso el 09/02/2010. 
83
 Ver documento de trabajo sobre política comercial de OCDE n.° 55 “The interaction between investment 
and services chapters in selected regional trade agreements”. En 
http://www.oecd.org/officialdocuments/displaydocumentpdf/?cote=COM/DAF/INV/TD(2006)40/FINAL&docl
anguage=en. Acceso el 12/05/2009. Brasil es una de las grandes excepciones a esta tendencia; a pesar 
de haber firmado varios TBI, ninguno se ha ratificado. No obstante, la inversión extranjera directa (IED) es 
una de las más altas del mundo. 
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La teoría tradicional sobre las ganancias de la integración económica regional hace una 
diferencia entre los conceptos de creación de comercio y desviación de comercio para 
mostrar los efectos netos de la liberalización del comercio a nivel regional84. 
Fundamentalmente, los ACR pueden llevar a la creación de comercio si, debido a la 
formación del ACR, sus miembros cambian de productores internos ineficientes e 
importan más de productores eficientes provenientes de otros miembros del ACR. En 
teoría, esta situación genera bienestar proveniente de la eficiencia de la producción y del 
consumo. Por otra parte, la desviación de comercio ocurre si, a causa del ACR, los 
miembros cambian importaciones por producción a bajo costo en el resto del mundo e 
importan más de los productores de alto costo de los países socios. En este caso, por el 
contrario, la desviación de comercio debería disminuir el bienestar proveniente no solo 
de los países del socio sino del resto del mundo85. 
Un grupo de economistas86 cuestionó dichos supuestos y argumentó que los ACR son 
más propensos a promover el bienestar ya que la desviación de comercio puede tener un 
efecto benigno en los países miembros, en especial si los miembros son "socios 
comerciales naturales", es decir, si tienen cercanía geográfica y tienen una gran 
dependencia comercial entre ellos. En dicho debate, los académicos latinoamericanos 
han tenido un papel prominente en la Comisión Económica para Latinoamérica y el 
Caribe (ECLAC). Los académicos sostuvieron que la desviación de comercio era la 
única manera de superar la estructura internacional de dependencia comercial de los 
miembros en vías de desarrollo de los ACR en relación con las economías más 
avanzadas de los PD. Para Prebisch y Furtado, la desviación de comercio era imperativa 
y tenía varios efectos beneficiosos para los PED que participaban de ACR: aumentos en 
el PBI, el empleo y los ingresos tributarios, entre otros87. 
                                                 
84
 Ver Viner, J. (1950). The Customs Union Issue, Carnegie Endowment of International Peace. Nueva 
York. 
85
 Ver informe de ECLALC “Desvio de comércio provocado pelos acordos bilaterais de países latino-
americanos com os Estados Unidos”, LC/BRS/R.150. Marzo de 2005. 
86
 Ver Summers, L (1991). Regionalism and the World Trading System. Wyoming: Federal Reserve Bank 
of Kansas City; Krugman, P. (1991), "Is Bilateralism Bad?" in E. Helpman and A. Razin (eds.), 
International Trade and Trade Policy, Cambridge, Mass., MIT Press.; Frankel, J. (1997): Regional Trading 
Blocks in the World Economic System. Washington DC, Institute for International Economics. 
87
 Ver Prebisch, R. (1973). Transformações e desenvolvimento: a grande tarefa da América Latina. Río de 
Janeiro, Fundação Getúlio Vargas; Furtado, C. (2007). A economia latino-americana: formação histórica e 
problemas contemporâneos. San Pablo, Companhia das Letras. Wionczek, M. (1966). Integração 
Econômica da América Latina: experiências e perspectivas. Río de Janeiro: Cruzeiro. Bielschowsky, R. 
(Org.) (2000). Cinqüentas anos de pensamento na Cepal. Río de Janeiro, Record. 
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Otra razón crítica e importante que lleva a los miembros a negociar ACR es el temor a 
la exclusión y, por lo tanto, el consiguiente impacto en el acceso a los mercados, en 
especial en un escenario poscrisis. Como resultado del mayor bilateralismo y 
regionalismo de los últimos años, los países que siguen relativamente inactivos en el 
frente bilateral enfrentan una discriminación de facto en muchos mercados clave. El 
resultado es que el comercio mundial se ve intensificado por los ACR en lugar de por el 
principio de la NMF de la OMC.  
Esta situación ha sido moneda corriente en el sistema de comercio mundial. Resulta 
claro que ciertos países han quedado en desventaja a nivel mundial y están perdiendo 
espacio comercial debido al escepticismo inicial con respecto a los ACR. Ahora que la 
cantidad de ACR crece rápidamente y que todas las grandes naciones del mundo que 
intervienen en el comercio están negociando ACR con varios países, el fenómeno solo 
puede crecer (Estevadeordal, Freund y Ornelas, 2008).  
Algunos economistas creen que esta exclusión de los mercados, o desventaja frente a las 
naciones competidoras, es la razón principal que impulsa el crecimiento de los ACR. 
Esta lógica es comúnmente denominada "el efecto dominó" del regionalismo: cuantos 
más países se adhieran a los ACR, mayor será la necesidad de que los no miembros 
negocien ACR para mantener su competitividad en el comercio internacional (Baldwin, 
1994). De hecho, en 1999, antes de la explosión de ACR que siguió al fracaso de las 
Ministeriales de Seattle y Cancún, la OMC calculaba que el 57 % del comercio mundial 
de bienes estaba cubierto por los ACR; sin embargo, menos de la mitad del comercio de 
bienes estaba bajo el gobierno del principio de la NMF, la piedra angular del sistema de 
la OMC (Fiorentino, Verdeja y Toqueboef, 2006). Diez años después, los cuatro 
grandes ACR (la UE, el TLCAN, el MERCOSUR y el ASEAN) dan cuenta del 65 % 
del total de las exportaciones y del 70 % del total de las importaciones del mundo88. En 
otras palabras, la participación del comercio global regulado por el principio de la NMF 
es aproximadamente de un tercio.  
Razones geopolíticas  
Los ACR pueden ser un sustituto viable de un acuerdo multilateral complejo y 
laborioso. A menudo, las naciones cercanas desde el punto de vista geográfico 
                                                 
88
 Informe anual del CCI de 2008. At http://www.intracen.org/Corporate/En/Annual_report.htm. Acceso el 
10/02/2010. 
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comparten intereses comunes. Entre ellas, puede haber elementos en común en la 
cultura, la religión, el idioma, la historia, los sistemas sociales y económicos. No 
obstante, estos elementos en común con frecuencia no existen en los ACR, como es el 
caso de EE.UU.-Jordania, México-Japón y EE.UU.-Corea, entre otros. 
Además, las oportunidades bilaterales/regionales pueden ayudar a los PED a obtener 
ganancias de la integración regional y lazos económicos más fuertes con los países 
desarrollados, lo cual mejora tanto los regímenes comerciales como el estado de 
derecho e implementa las reformas estructurales necesarias para profundizar su 
integración en la economía mundial. Este hecho puede contribuir también a abrir y 
liberalizar las economías de los PED en la etapa multilateral. A esta perspectiva, que 
considera al regionalismo como una etapa previa al multilateralismo, se la conoce como 
"regionalismo abierto". Los ACR son los pilares fundamentales del sistema comercial 
multilateral89. 
Este debate geopolítico puede observarse desde otra perspectiva. Según Ghosh, los 
países desarrollados, como los EE.UU. y la UE, están impulsando enérgicamente los 
ACR para persuadir a los PED para asumir compromisos comerciales y de inversión 
más profundos que ahora son imposibles en la OMC. Por otra parte, ciertas economías 
emergentes, como la de Brasil e India, están impulsando acuerdos de Cooperación 
Sur/Sur según el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo 
de UNCTAD para fortalecer aún más el ya importante flujo comercial que mantienen90 
y posiblemente para consolidar la idea de que los mecanismos y compromisos de 
liberalización del comercio entre PED deben observar cierta flexibilidad, lo cual en 
última instancia hará que no cumplan en su totalidad la cláusula de la NMF91. Es 
                                                 
89
 Correa (2001). O Mercosul e a OMC: Regionalismo e Multilateralismo. San Pablo, LTr.  
90
 Desde 1996 hasta 2006, el comercio Sur/Sur se triplicó y alcanzó un total de USD 3 billones (Pontes, 
Vol. 4, N.° 20, 2010, Ginebra, ICTSD). 
91
 "Con el propósito de alentar el comercio Sur/Sur, un grupo de países en vías de desarrollo (veintidós 
países, incluidos Brasil, India, Indonesia, entre otros) durante una ronda de negociaciones bajo los 
auspicios de SGPC en Ginebra, llegaron a un acuerdo el 25 de noviembre de 2009 cuyo objetivo era 
eliminar los derechos de importación y otras barreras que afectaban las exportaciones entre ellos. Los 
participantes reducirán los derechos de importación en aproximadamente un 70 % de los productos 
manufacturados y agrícolas de cada uno de ellos. Después de la adopción efectiva del acuerdo, cada uno 
de los Participantes establecerá una lista de productos factibles de ser sujetos a la reducción de derechos 
y la a los otros Participantes para su negociación y evaluación. Dicha reducción de aranceles no se 
extenderá a otros países. Como señaló Pontes, “el margen preferencial” parece ser al menos un 20 % 
más bajo que el nivel de aranceles aplicados de acuerdo al principio de la NMF de la OMC. En la práctica, 
quiere decir que si los aranceles de importación de India de autopartes provenientes de EE.UU. es del 
10 %, las mismas autopartes importadas de Brasil tendrán un arancel del 8 %". Pontes, Vol. 4, N.° 20, 
2010, Ginebra, ICTSD. 
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evidente entonces que la opción de adoptar los ACR se está volviendo una decisión 
política estratégica para los PD y los PED92. 
 
6.3. La proliferación de los acuerdos y sus consecuencias: la "maraña" de 
normas (o "spaghetti bowl”) y las dimensiones de la fragmentación 
Una de las consecuencias más relevantes de la proliferación de los ACR es la 
multiplicación y la fragmentación de normas, que constituyen una "maraña" normativa. 
Desde el punto de vista del sistema multilateral de comercio y su intento de avanzar 
hacia un proceso constitucionalizador que armonice las normas de todo del globo, el 
gran desafío es la complejidad que resulta de la multiplicidad de acuerdos comerciales 
en vigencia. Cada ACR posee diferentes condiciones y obligaciones que se aplican a 
diferentes países y situaciones, lo cual puede llevar a obligaciones confusas y en 
conflicto. La variedad de estándares y normas presenta obstáculos a la facilitación del 
comercio ya que incrementa la complejidad administrativa y crea una "maraña" de 
distintas regulaciones que surgen de la fragmentación del derecho comercial 
internacional dentro de la jurisdicción de los países. Este hecho preocupa a la 
comunidad del comercio internacional y fue denominado de Spaghetti Bowl por Jagdish 
Bhagwati (1995) debido a la variedad de normas y estándares en vigencia en forma 
simultánea en todo el mundo. El mapa de la Figura IV brinda una ilustración interesante 
de este escenario. Asimismo, muchos ACR son utilizados por los países para esquivar 
las prohibiciones impuestas por las reglas multilaterales. Es el caso, por ejemplo, de las 
medidas de inversión relacionadas con el comercio. La exigencia de contenido nacional, 
considerada una medida incompatible bajo las reglas del acuerdo sobre inversiones 
(TRIMs, por sus siglas en ingles), está presente en los procesos de integración como 
regla de origen regional. Así, la antigua exigencia de contenido nacional, ahora 
prohibida por el TRIMs, se reconvirtió en una poderosa herramienta bajo el título de 
reglas de contenido regional. Desde esa óptica, la prohibición del TRIMs fue, en gran 
medida, neutralizada por los acuerdos regionales de integración comercial (Peixoto, 
2005). 
                                                 
92
 Ver debate económico en Frankel, J. and Romer, D. (1999). “Does Trade Cause Growth?”. The 
American Economic Review 89 (3); Rodriguez, F. and Rodrik, D. (1999). “Trade Policy and Economic 
Growth: A sceptic’s guide to the cross-national evidence”. National Bureau of Economic Research 
documento de trabajo 7081; Sachs, J. and Warner, A. (1995). “Economic Reform and the Process of 
Global Integration”. Brookings Papers sobre Actividad económica 95.  
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Fuente: Asociación de Estados del Caribe, www.acs-aec.org. 
 
La cantidad de ACR nos lleva a preguntarnos si en verdad el sistema multilateral de 
comercio es la regla y los ACR son la excepción. La proliferación de acuerdos 
bilaterales y regionales erosiona el avance de las disciplinas armonizadoras de la OMC 
y ponen en peligro la efectividad del sistema multilateral de comercio para avanzar con 
el proceso de constitucionalización de los miembros. En vista de que hay tantos ACR 
(y, por ende, más fragmentación de las reglas comerciales) y que las negociaciones de 
comercio multilateral son cada vez más difíciles, lo más probable es que el comercio 
realizado por excepción a la regla MNF sea cada más mas importante.  
En este sentido, los ACR y la maraña de normas que crean contribuyen a varias 
dimensiones de la fragmentación. Cabe recordar que las dimensiones seleccionadas en 
este trabajo son: 1. modificación de normas multilaterales entre algunas de las partes 
únicamente; 2. existencia de más de un tribunal competente para dirimir la misma 
controversia; 3. existencia de normas contradictorias que regulan situaciones similares; 
y 5. existencia de fallos contradictorios sobre la misma materia.  
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Así, la creación de ACR en sí mismo significa la modificación de normas multilaterales 
entre algunas de las partes únicamente (es decir, los socios del ACR), teniendo en 
cuenta en marco legal de la OMC que abriga los ACR, el Art. XXIV y la Cláusula de 
Habilitación, detallados en los apartados 6.1 y 7.1. 
Además, dichos acuerdos poseen sus propios sistemas de solución de controversias, De 
hecho, como ya mencionado en el capítulo dos, en general, cada acuerdo regional 
dispone de algún tipo de sistema de solución de controversias, para tratar temas que 
muchas veces coinciden con los temas regulados por el sistema multilateral: comercio 
de bienes, servicios, propiedad intelectual, valoración en aduana, barreras técnicas al 
comercio, etc. Asimismo, dichos sistemas de solución de controversias se dividen en 
tres grandes grupos, a saber: 1) aquéllos que permiten la elección de foro, con o sin la 
garantía de exclusividad del foro elegido inicialmente; 2) aquellos que determinan 
jurisdicción exclusiva y requieren que todas las disputas que emerjan del acuerdo 
regional sean resueltas según el sistema de solución de disputas del mismo acuerdo y 3) 
aquellos que determinan un foro privilegiado para la solución de disputas, que puede 
cambiarse por un foro alternativo previo acuerdo entre las partes (Hillman, 2009: 195). 
La mayor parte de los acuerdos notificados ante la OMC son del primer tipo, en los que 
la parte demandante puede elegir si lleva el reclamo al sistema de solución de 
controversias del acuerdo regional o de la OMC, aunque en muchos de los casos, el 
acuerdo establece que una vez que la parte demandante eligió el foro, la misma disputa 
no puede presentarse en otro foro. Vale decir, se constata la existencia de más de un 
tribunal competente para dirimir la misma controversia, segunda dimensión de la 
fragmentación, con ejemplos concretos como el caso de los Pollos, involucrando a 
Brasil y Argentina,93 
Asimismo, en el caso de las conductas prohibidas en la OMC y que sin embargo son 
permitidas en los acuerdos comerciales, como el supracitado caso de las inversiones, la 
maraña de normas contribuye a la existencia de normas contradictorias que regulan 
situaciones similares, lo cual constituye la tercera dimensión de la fragmentación.  
Con relación a la cuarta dimensión de la fragmentación, la existencia de fallos 
contradictorios sobre la misma materia, se estudiará en el próximo apartado, con el 
análisis de la jurisprudencia de la OMC acerca de los ACR.  
                                                 
93
 Argentina – Derechos antidumping sobre los pollos, WT/DS241/R, 2001.  
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6.4. Jurisprudencia de la OMC sobre los ACR y su compatibilidad con las 
normas multilaterales 
Mientras que el CACR hasta el momento no ha logrado analizar de forma efectiva las 
más de 570 notificaciones de ACR, el Órgano de Solución de Diferencias (OSD) de la 
OMC, a través del Panel y el Órgano de Apelación (OA), tiene algunos fallos 
significativos con respecto a la compatibilidad de los ACR con las normas de la OMC.  
Un caso destacado de la OMC respecto de los ACR es Turquía -Textiles, en el que se 
brindó un poco de claridad sobre las disposiciones del artículo XXIV. Además, también 
se discutieron las implicaciones legales del procedimiento de revisión del CACR y la 
competencia del OSD para analizar la compatibilidad de los ACR notificados94. El caso 
estaba relacionado con un reclamo que realizó India frente a Turquía, que había 
impuesto restricciones cuantitativas a los textiles indios alegando que eran necesarias 
para cumplir sus obligaciones según el Acuerdo de Unión Aduanera entre la CE y 
Turquía95. Desde la perspectiva turca, debido a que la CE mantenía su propio conjunto 
de cuotas para los productos textiles de India, era necesaria la imposición de cuotas de 
acuerdo con el párrafo 8 del artículo XXIV, que dispone que los miembros de las 
uniones aduaneras deben aplicar sustancialmente los mismos derechos y otras normas 
del comercio al intercambio con los no miembros. Sin embargo, el Panel encontró que 
dichas cuotas no estaban cubiertas por el Acuerdo sobre Textiles de la OMC y, por lo 
tanto, no eran consistentes con el artículo XI del GATT (Eliminación general de las 
restricciones cuantitativas).  
Por otra parte, según el Panel, el artículo XXIV no puede nunca utilizarse para validar 
una excepción a una restricción cuantitativa ilícita. El hallazgo del Panel no fue apoyado 
por el OA. El OA determinó que, en principio, el artículo XXIV no se podía utilizar 
para validar la violación de ningún artículo del GATT siempre y cuando se dieran dos 
condiciones: (i) "… que la medida en cuestión sea introducida al formarse la unión 
aduanera que cumpla con todos los requisitos del subpárrafo 8 (a) y 5 (b) del artículo 
XXIV; y (ii) "…la parte debe demostrar que la creación de la unión aduanera sería 
                                                 
94
 Turquía- Restricciones a la importación de productos textiles y prendas, WT/DS34/R, 1999.  
95
 Para leer el acuerdo entre la CE y Turquía, ver http://ec.europa.eu/trade/creating-opportunities/bilateral-
relations/countries/turkey/. 
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imposible si no se permitiera la introducción de la medida en cuestión". La parte 
interesada ha de probar la necesidad de implementar dicha medida. 
Esta fue la primera disputa presentada ante el OSD para analizar la legalidad del ACR 
notificado, cuya evaluación todavía no ha concluido. Este es precisamente el estado 
actual del MERCOSUR. Otra razón por la cual otorgarle importancia a este caso en el 
análisis del MERCOSUR es la prueba de la doble condición dispuesta por el OSD. El 
OSD aplicó los siguientes criterios en ambos casos que involucraron al MERCOSUR: 
El caso de Argentina - Calzados de 1998 y el de Brasil - Neumáticos recauchutados de 
2002, que se analizan a continuación.  
En el caso Argentina - Calzado con respecto a las medidas de salvaguardia dentro del 
alcance de los ACR, el OSD analizó la cuestión de la compatibilidad con las normas de 
la OMC96. 
En 1998, la Comunidad Europea (CE) cuestionó la legalidad de las medidas definitivas 
de salvaguardia impuestas por Argentina para la importación de calzado originado en 
todos los miembros de la OMC, excepto los países del MERCOSUR. Argentina alegó 
que, según el artículo XXIV del GATT y el Acuerdo sobre salvaguardias97, estaba 
autorizada a excluir a los miembros del MERCOSUR de dichas restricciones en vista de 
sus compromisos con la unión aduanera. Sin embargo, la CE planteó que, cuando se 
llevó a cabo la investigación de Argentina, también se consideraron importaciones del 
MERCOSUR. Fue solo en una etapa posterior que Argentina decidió excluir las 
importaciones del MERCOSUR en la aplicación de las medidas de salvaguardia. Por 
otra parte, la CE y otras partes, como Indonesia y los EE.UU., argumentaron que dichas 
medidas definitivas de salvaguardia no fueron impuestas por la unión aduanera, es decir 
el MERCOSUR, sino únicamente por Argentina, lo que no les permitiría basarse en el 
artículo XXIV y el Acuerdo sobre salvaguardias de la OMC. Indonesia y los EE.UU. 
dieron un paso más y sostuvieron que el MERCOSUR no había sido notificado según el 
artículo XXIV, dado que sus miembros habían elegido notificarlo solo según la 
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 Argentina — Medidas de salvaguarda para la importación de calzado,  WT/DS121/AB/R. 
97
 La base jurídica específica de este caso es la nota al pie del artículo 2 del Acuerdo sobre salvaguardias, 
que expresa: “Una unión aduanera podrá aplicar una medida de salvaguardia como entidad única o en nombre de un 
Estado miembro cuando una unión aduanera aplique una medida de salvaguardia como entidad única, todos los 
requisitos para la determinación de la existencia o amenaza de daño grave de conformidad con el presente Acuerdo se 
basarán en las condiciones existentes en la unión aduanera considerada en su conjunto. Cuando se aplique una 
medida de salvaguardia en nombre de un Estado miembro, todos los requisitos para la determinación de la existencia o 
amenaza de daño grave se basarán en las condiciones existentes en ese Estado miembro y la medida se limitará a 
este. Ninguna disposición del presente Acuerdo prejuzga la interpretación de la relación que existe entre el artículo XIX 
y el párrafo 8 del artículo XXIV del GATT de 1994”. 
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Cláusula de Habilitación. En consecuencia, según su punto de vista, el MERCOSUR no 
podría invocar la condición de unión aduanera conforme al artículo XXIV y la nota al 
pie del artículo 2 del Acuerdo sobre salvaguardias.  
El OSD se limitó a analizar específicamente las cuestiones del Acuerdo sobre 
salvaguardias y evitó tratar en forma directa el tema de la compatibilidad del 
MERCOSUR con el artículo XXIV y la Cláusula de Habilitación. 
De acuerdo con el Panel: 
Respecto de los hechos del presente caso, Argentina no puede justificar la 
imposición de sus medidas de salvaguardia a fuentes de abastecimiento que no 
son miembros del MERCOSUR solamente en base a una investigación que 
encontró un serio perjuicio o amenaza causada por las importaciones de todas 
las fuentes, incluso las de otros Estados miembro del MERCOSUR98.  
El OA apoyó los hallazgos del Panel: 
En base al Acuerdo sobre salvaguardias, las medidas de salvaguardia deben 
aplicarse a las importaciones provenientes de "todas" las fuentes que se 
consideraron en la investigación subyacente. En consecuencia, la investigación 
de Argentina se considera inconsistente con el acuerdo dado que no incluyó a 
las importaciones del MERCOSUR en la aplicación de sus medidas de 
salvaguardia mientras que había incluido a dichas importaciones del 
MERCOSUR en la investigación99. 
El segundo caso del OSD relacionado con el MERCOSUR fue la disputa Brasil - 
Neumáticos recauchutados100. A pesar de que representó una oportunidad para que el 
OSD evaluara el cumplimiento del MERCOSUR con las normas de los ACR, no lo hizo 
y, una vez más, esquivó el tema y una decisión final sobre la legalidad del 
MERCOSUR. 
Este caso, iniciado en el año 2002 por la CE contra Brasil, involucra temas de medio 
ambiente y salud pública combinados con integración regional. En esencia, está 
                                                 
98
 Informe del panel sobre Argentina – Calzado. Distribuido el 25 de junio de 1999. 
99
 Informe del OA sobre Argentina – Calzado. Adoptado el 12 de enero 2000.  
100
 Brasil — Medidas que afectan la importación de neumáticos recauchutados, WT/DS332/R, 2007. 
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relacionado con una política comercial de Brasil que prohibía la importación de 
neumáticos recauchutados de todo el mundo, mientras que permitía su importación 
cuando eran producidos en el MERCOSUR.  
Según la CE, la medida violaba el principio de la NMF y representaba una restricción 
cuantitativa de sus importaciones, lo cual es incompatible con las normas de la OMC. 
Brasil alegó que la importación de grandes cantidades de neumáticos recauchutados 
tenía un impacto severo en el medio ambiente brasileño y que las restricciones 
cuantitativas estaban justificadas según el artículo XX (b) del GATT: 
Artículo XX – Excepciones generales: A reserva de que no se apliquen las 
medidas enumeradas a continuación en forma que constituya un medio de 
discriminación arbitrario o injustificable entre los países en que prevalezcan las 
mismas condiciones, o una restricción encubierta al comercio internacional, 
ninguna disposición del presente Acuerdo [el GATT] será interpretada en el 
sentido de impedir que toda parte contratante adopte o aplique las medidas: (b) 
necesarias para proteger la salud y la vida de las personas y de los animales o 
para preservar los vegetales. 
Al mismo tiempo, la defensa de Brasil debió combinar los argumentos con las 
obligaciones con el MERCOSUR para justificar el trato discriminatorio. En este caso, el 
argumento era que Brasil estaba simplemente cumpliendo una decisión del sistema de 
solución de disputas del MERCOSUR, que había establecido que el país debía eliminar 
todas las barreras a la importación de neumáticos recauchutados provenientes del 
MERCOSUR. Es por esta razón que Brasil había modificado su política comercial sobre 
los neumáticos recauchutados y permitido la importación únicamente del MERCOSUR.  
Al final, el OSD condenó la medida de Brasil invocando la lógica del caso destacado de 
Turquía - Textiles, a pesar de no haber basado la decisión en el artículo XXIV. Si bien 
se entiende que los fundamentos del artículo XX son necesarios para el comercio 
internacional, de acuerdo con la doble prueba que representó el caso Turquía - Textiles, 
la medida específica no puede constituir una discriminación injustificada o arbitraria 
entre países con las mismas condiciones101. 
                                                 
101
 Brasil — Neumáticos recauchutados. Informe del OA adoptado el 17 de diciembre de 2007. 
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El OA sostuvo que la medida constituyó una discriminación injustificada o arbitraria 
debido a que la justificación no estaba relacionada con el objetivo de la medida: la 
protección de la salud y la vida de los humanos, los animales o los vegetales. Si Brasil 
continuase importando neumáticos recauchutados del MERCOSUR, dicho objetivo se 
vería perjudicado. Los fundamentos del artículo XX no se cumplieron. 
Los principales hallazgos del OA son los siguientes: 
Desde nuestra perspectiva, el fallo emitido por el tribunal arbitral del 
MERCOSUR no tiene fundamentos aceptables para la discriminación, dado que 
no posee relación alguna con el objetivo legítimo al que aspira la Prohibición 
de Importación alcanzada por el artículo XX(b), e incluso va en contra de dicho 
objetivo, si bien en un pequeño grado. En consonancia, es nuestra opinión que 
la excepción del MERCOSUR dio como resultado una Prohibición de 
Importación que se aplicó de manera tal que constituye una discriminación 
arbitraria o injustificable102. 
Por lo tanto, una vez más el OSD falló sobre la base de la regla de la excepción (artículo 
XX) y no analizó al MERCOSUR según el artículo XXIV. 
También es necesario mencionar otra disputa presentada al OSD, que, a pesar de que no 
se falló con base en el artículo XXIV, estableció pautas adicionales para interpretar la 
Cláusula de Habilitación. Es el caso CE - SGP103.  
En el año 2003, se estableció un panel para evaluar el reclamo de la India contra las 
regulaciones de la CE que otorgaban preferencias arancelarias diferenciadas a países en 
vías de desarrollo en el marco del SGP. India sostenía que, según el SGP europeo, había 
cinco subsistemas específicos, cada uno con sus diferentes preferencias arancelarias y 
sus respectivos beneficiarios. India cuestionó en especial el Acuerdo sobre drogas de la 
CE y alegó que no cumplía con el principio de la NMF al punto que algunos países en 
vías de desarrollo recibían beneficios arancelarios adicionales y otros, no. 
Esencialmente, se le solicitó al OSD que emitiera un fallo sobre la validez del principio 
de la NMF dentro del esquema del SGP.  
                                                 
102
 Brasil — Neumáticos recauchutados. Informe del OA. 
103
 Comunidades europeas – Condiciones para el otorgamiento de preferencias arancelarias a países en 
desarrollo, WT/DS246/14, 2004.  
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La disposición principal de la Cláusula de Habilitación invocada por India fue la nota al 
pie 3 del párrafo 2, que establece que: 
"El trato arancelario preferencial concedido por partes contratantes 
desarrolladas a productos originarios de países en desarrollo de conformidad con 
el Sistema Generalizado de Preferencias" será establecido observando "un 
sistema generalizado de preferencias sin reciprocidad ni discriminación que 
redunde en beneficio de los países en desarrollo"104. 
Según la India, la discriminación que sufrió con el esquema de SGP europeo no era 
consistente con la Cláusula de Habilitación. 
El OA interpretó dicha disposición de la Cláusula de Habilitación sobre la base del 
Preámbulo de la OMC según el cual primero "es necesario realizar esfuerzos positivos 
para que los países en desarrollo, y especialmente los menos adelantados, obtengan una 
parte del incremento del comercio internacional que corresponda a las necesidades de su 
desarrollo económico" y segundo, los miembros de la OMC deberán "incrementar los 
medios para hacerlo, de manera compatible con sus respectivas necesidades e intereses 
según los diferentes niveles de desarrollo económico"105. 
El OSD falló que, si bien el preámbulo de la OMC permite el trato diferencial según los 
diferentes niveles de desarrollo económico de los miembros, dicho trato debería 
otorgarse según objetivos y estándares positivos. El OSD condenó el SGP europeo por 
medio de su fallo: 
"El término ‘no discriminatorio’ que aparece en la nota al pie 3 no prohíbe a 
los Miembros desarrollados otorgar aranceles diferentes a los productos 
originarios de distintos beneficiarios del SGP, siempre que dicho trato 
arancelario diferencial cumpla con el resto de las condiciones de la Cláusula de 
Habilitación. No obstante, al otorgar dicho trato arancelario diferencial, en 
virtud del término ‘no discriminatorio’, se requiere que los países que otorgan 
las preferencias garanticen que exista un trato idéntico para todos los 
beneficiarios del SGP en situación similar, es decir, para todos los beneficiarios 
                                                 
104
 La Cláusula de Habilitación, conocida formalmente como “Trato diferenciado y más favorable, 
reciprocidad y mayor participación de los países en desarrollo”, se adoptó el 28 de noviembre de 1979 en 
el marco de la Ronda de Tokio. 
105
 Preámbulo del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio. 
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del SGP que posean ‘las necesidades comerciales, financieras y de desarrollo’ 
que el tratamiento en cuestión pretenda satisfacer"106. 
El caso CE-SGP constituye un caso de jurisprudencia relevante para dicho ACR ya que 
también está fundamentado en la Cláusula de Habilitación.  
Existen casos donde la jurisprudencia de los ACR y de la OMC entran en conflicto 
directo, como en el caso Argentina - Pollos107 del año 2001. En dicho caso, Brasil 
inicialmente recurrió al sistema de solución de controversias del MERCOSUR108 y 
alegó que la normativa de Argentina (Resolución ME 574/2000) y los procedimientos 
de investigación antidumping en los que se basa no eran compatibles con la normativa 
MERCOSUR sobre investigación y aplicación de derechos antidumping en el comercio 
entre los Estados partes del MERCOSUR.  
En ese respecto, el Tribunal decidió que si bien no hay normativa vigente en el 
MERCOSUR sobre el procedimiento antidumping, hay normativa vigente sobre la libre 
circulación de bienes que prohíbe la aplicación de restricciones de cualquier naturaleza 
al comercio intrazona, salvo en las excepciones expresas resultantes en las normas 
vigentes y para ello cita el Tratado de Asunción y el Régimen de Adecuación Final a la 
Unión Aduanera (RAFUA), las reglas del GATT-OMC, entre otros.  
El Tribunal entiende entonces que es competente para apreciar si un procedimiento de 
investigación de dumping y las medidas antidumping adoptadas sobre la base de ese 
procedimiento constituyen restricciones a la libre circulación de bienes o no, es decir, si 
incurren en el incumplimiento de normativa del MERCOSUR o no. En ese sentido, el 
Tribunal entendió que la Resolución referida y el procedimiento de investigación 
antidumping de Argentina no constituyen incumplimiento de la regla de libre 
circulación de bienes en el MERCOSUR y no dio lugar al pedido por parte de Brasil. 
Ante tal decisión, Brasil decide accionar el sistema de solución de controversias de la 
OMC e iniciar consultas el 6 de noviembre de 2001. En el año 2003, se dicta el informe 
del grupo especial (posteriormente adoptado por el OSD) en el que el dicho grupo 
                                                 
106
 Informe del OA CE-SGP adoptado el 7 de abril de 2004.  
107
 Argentina - Derechos antidumping definitivos sobre los pollos procedentes de Brasil (DS 241).  
108
 Laudo IV, 2000 – Aplicación de medidas antidumping contra la exportación de pollos enteros 
provenientes de Brasil, Resolución 574/2000 del Ministerio de Economía de la República Argentina. 
Disponible en: http://badicc.eclac.cl/controversias/mercosur.htm?perform=desplegar , último acceso el 
25/02/2014. 
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constató que la Argentina había sí actuado de manera incompatible con las obligaciones 
que le incumben en virtud de varios dispositivos del Acuerdo Antidumping.  
En vista de lo expuesto, se pueden sacar algunas conclusiones. En primer lugar, en los 
numerosos casos que se sometieron al OSD en solo uno se evaluó de forma directa al 
artículo XXIV y tuvo un fallo basado en él, que fue el caso Turquía – Textiles.  
Como señaló Prazeres, una razón fundamental de la ausencia de fallos del OSD sobre 
las normas de los ACR es el síndrome del techo de cristal (Prazeres, 2008). Es decir, 
que un país evita cuestionar las iniciativas relacionadas con ACR porque siente que él 
también está involucrado en un ACR que puede ser potencialmente cuestionado. Como 
evidencia, baste mencionar que a partir del caso Turquía – Textiles ningún miembro de 
la OMC volvió a cuestionar a otro por su participación en un ACR.  
Otra razón estructural de la ausencia de decisiones objetivas, ya sea por parte del CACR 
o del OSD, es que los miembros de la OMC parecen ser reticentes a aclarar la 
interpretación y aplicación de las normas de los ACR porque tal aclaración podría 
limitar la estrategia que esos países llevan adelante en los ACR, es decir, la adopción de 
medidas de política comercial incompatibles con las reglas multilaterales.  
Asimismo, como se puede observar en el caso Argentina-Brasil sobre los pollos en que 
el Tribunal del MERCOSUR y el grupo especial de la OMC dictaron fallos opuestos 
sobre la adopción de medidas antidumping por parte de Argentina contra pollos 
provenientes de Brasil, los ACR contribuyen a la fragmentación de las normas del 
sistema multilateral por medio de otra de las variables consideradas en este estudio: la 
existencia de fallos contradictorios sobre la misma materia. 
 
6.5. Conclusiones del Capítulo 6 
El número de ACR sufrió una fuerte expansión a partir de la década de 1990. Las 
razones son muchas, sobre todo económicas y geopolíticas. Además, en comparación 
con las negociaciones de comercio multilateral, las negociaciones regionales y 
bilaterales de los ACR son, en general, más sencillas y cuentan hoy con tanto 
protagonismo que pueden considerarse un patrón de comercio. Según la OMC, el 
comercio bajo ese patrón representa más del 60% del total.  
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Sin embargo, la relación entre el marco multilateral y el regionalismo dista de ser 
armoniosa. Debido a su naturaleza, los ACR son hostiles al principio de la NMF de la 
OMC. Asimismo, contribuyen a la fragmentación del sistema, en forma de maraña. 
Vale decir, la erosión de los avances hacia una mayor homogeneización normativa es 
además de una clara erosión de la cláusula de NMF. En ese sentido, se ha acusado los 
ACR de debilitar la predictibilidad de todo el sistema multilateral de comercio y 
amenazar su sustentabilidad.  
Según los críticos de la expansión de los ACR, la línea divisoria entre los aspectos 
positivos de los ACR y los negativos es muy difusa y si la cantidad de ACR continúa 
multiplicándose, todas las bases del sistema multilateral pueden debilitarse. 
Conjuntamente, ante las estadísticas de comercio real, se observa que la gran mayoría 
del comercio mundial se realiza por reglas preferenciales y cabe preguntarse si los ACR 
son una excepción a la NMF del sistema multilateral o si es al contrario.  
La compatibilidad del enmarañado de normas creadas por los ACR y las reglas 
multilaterales es dudosa, como lo demuestra la prudencia del Comité de Acuerdos 
Comerciales Regionales cuando evalúa los acuerdos de integración y la tímida actividad 
del OSD en los fallos a ese respecto. Asimismo, en algunos casos hay flagrante 
incompatibilidad con las reglas multilaterales, como en el caso de normas de origen e 
inversiones. En ese sentido, los Acuerdos Comerciales Regionales (ACR) y la maraña 
de normas que crean contribuyen a varias dimensiones de la fragmentación. Cabe 
recordar que las dimensiones seleccionadas en este trabajo son: 1. modificación de 
normas multilaterales entre algunas de las partes únicamente; 2. existencia de más de un 
tribunal competente para dirimir la misma controversia; 3. existencia de normas 
contradictorias que regulan situaciones similares; y 4. existencia de fallos 
contradictorios sobre la misma materia.  
Así, la creación de un ACR en sí mismo significa la modificación de normas 
multilaterales entre algunas de las partes únicamente, es decir, los socios del ACR, 
teniendo en cuenta en marco legal de la OMC que abriga los ACR, es decir, el Art. 
XXIV y la Cláusula de Habilitación. Además, dichos acuerdos poseen sus propios 
sistemas de solución de controversias. De hecho, como ya mencionado anteriormente en 
general, cada acuerdo regional dispone de algún tipo de sistema de solución de 
controversias, para tratar temas que muchas veces coinciden con los temas regulados 
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por el sistema multilateral: comercio. Vale decir, se constata la existencia de más de un 
tribunal competente para dirimir la misma controversia, segunda dimensión de la 
fragmentación, con ejemplos concretos como el caso de pollos, involucrando a Brasil y 
Argentina.109 
Asimismo, con relación a la tercera dimensión de la fragmentación, se observa  la 
existencia de normas contradictorias que regulan situaciones similares, como en el caso 
de los aspectos de inversiones relacionados con el comercio, donde algunas medidas 
están prohibidas por la OMC y sin embargo están permitidas en los  ACR. Por último, 
con relación a la cuarta dimensión de la fragmentación, se observa la existencia de 
fallos contradictorios sobre la misma materia, como en el caso de detallado en este 
capítulo, Brasil-neumáticos recauchutados110, donde Brasil fue condenado por la OMC 
por llevar adelante una medida en cumplimiento de un fallo del sistema de solución de 
controversias del MERCOSUR.  
Ante esas observaciones, vemos que en paralelo a que los protocolos de adhesión, 
analizados en el capítulo anterior, tienden a promover la uniformización de las reglas, 
también se da el alejamiento por parte del sistema multilateral de comercio del 
multilateralismo no discriminatorio y su avance hacia un sistema más fracturado y 
fragmentado fundado en el bilateralismo y el regionalismo. Basado en lo que está 
emergiendo, se puede decir que coexisten ambas tendencias. Así, como se puede 
observar, los ACR constituyen sin duda el mayor obstáculo a una progresiva 
armonización de las reglas del comercio internacional de base multilateral. Contribuyen 
a la multiplicación y fragmentación de las normas (en todas sus dimensiones de 
análisis), hecho que contrarresta y matiza el proceso de constitucionalización observado 
en los dos capítulos anteriores. En el próximo capítulo, se analizará el caso del trato 
especial y diferenciado, para indagar cómo también socava el proceso de 
constitucionalización y da lugar a su erosión y a la creciente multiplicación de normas y 
fragmentación del sistema.  
                                                 
109
 Argentina – Derechos antidumping sobre los pollos (7 de noviembre de 2001) WT/DS241/R.  
110
 Brasil — Medidas que afectan la importación de neumáticos recauchutados WT/DS332/R. 
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CAPÍTULO 7: LA MULTIPLICACIÓN DE NORMAS EN EL SISTEMA 
MULTILATERAL DE COMERCIO: EL CASO DEL TRATO ESPECIAL Y 
DIFERENCIADO  
Al considerar la tendencia de fragmentación analizada en el capítulo teórico, se hizo 
evidente que la literatura especializada tiene una visión estricta sobre el tema: recurre a 
casos clásicos de fragmentación y considera el conflicto de normas y jurisdicciones 
como único indicador de ello. Al hacerlo, soslayan la variable política en las 
negociaciones de las reglas del sistema multilateral de comercio.  
Sin embargo, puede haber otros ámbitos en el sistema multilateral de comercio en 
donde se vislumbra la multiplicidad de normas a raíz de las disputas de poder entre los 
países. Así, el objetivo del presente capítulo es analizar la tendencia de multiplicación 
de las normas relativas al trato especial y diferenciado (TED), a partir de la creación de 
la OMC, hito temporal inicial para el análisis de los casos. Para contextualizar el tema, 
se hará inicialmente un recorrido histórico sobre el TED desde su creación en el GATT 
hasta el fin de la Ronda Uruguay y la creación de la OMC. Luego, se analizará la 
situación del TED en los Acuerdos de Marrakech y posteriormente en los borradores de 
negociación de la Ronda de Doha, para formular luego algunas conclusiones. 
 
7.1. Recorrido histórico: el Trato Especial y Diferenciado desde el GATT hasta 
la creación de la OMC 
Como ya se vio anteriormente, el principio de no discriminación es el eje del sistema 
multilateral de comercio. Dicho principio se deriva del principio liberal de igualdad 
(jurídica) entre las partes. Así, en sus comienzos (1948 hasta 1955) el GATT se basaba 
en la igualdad soberana de las partes contratantes y eso significaba que los PED eran 
considerados pares en igualdad de condiciones con relación a los PD (Kessie, 2000). La 
única disposición disponible para los PED era el art. XVII, que permitía que estos 
dejaran de aplicar sus compromisos arancelarios o implementaran medidas no 
arancelarias, como cuotas, para promover el establecimiento de ciertas industrias en sus 
territorios, vale decir, la protección de industrias nacientes (Singh, 2005). Sin embargo, 
a lo largo de los años, aumentaron las presiones por contar con reglas más flexibles que 
pudiesen dar cuenta de las asimetrías del sistema.  
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El trato especial y diferenciado (TED) nace como producto de la coordinación de 
esfuerzos políticos por parte de los PED para corregir lo que percibían como 
inequidades del sistema de la pos Segunda Guerra Mundial, entendido como el trato 
preferencial a favor de los PED, en todo el espectro de sus relaciones económicas 
internacionales (UNCTAD, 2000).  
El termino TED evolucionó en el GATT desde los debates en la década de 1960 sobre 
cómo el crecimiento y el desarrollo se pueden facilitar por medio de las reglas 
comerciales y se refirió a los derechos dados a los PED, que no son extensivos a los PD, 
lo que refleja una larga historia de lucha de los PED en búsqueda de mejores 
condiciones en el comercio global (Whalley, 1999). El término fue acuñado en la Ronda 
de Tokio, por la referencia de la Declaración de la ronda a la "importancia de la 
aplicación de medidas diferenciales para PED de modo que se provea trato especial y 
más favorable para ellos en las áreas de negociación donde sea posible", en aquel 
entonces, fundamentalmente a el acceso a los mercados y los derechos de protección de 
sectores (Whalley, 1999: 3). 
Ese paradigma de desarrollo —cuyos pioneros fueron América Latina, India y Egipto y 
que luego fue apoyado por países de Asia y África— tenía por base la necesidad de 
mejorar los términos del comercio, reducir la dependencia de las exportaciones de 
productos primarios, corregir la volatilidad y los desequilibrios de la balanza de pagos e 
industrialización por medio de protección de industrias nacientes y subsidios a la 
exportación, entre otros. 
El soporte intelectual para la inclusión de los acuerdos relacionados con el TED en el 
GATT se remite a las corrientes desarrollistas y teóricos del "Tercer Mundo" de los 
años 50. Según dichas enseñanzas, los problemas en la balanza de pagos eran 
endémicos en los PED, en el sentido de disminuir el nivel de ingresos y que era 
imposible para la mayoría de los PED liberalizar su comercio dado que dicha acción 
solo ampliaría sus déficits comerciales. También se argumentaba que los PED deberían 
proteger sus industrias nacientes, en particular teniendo en cuenta la experiencia de 
Japón (que protegió sus industrias y dependió del mercado interno para luego promover 
un crecimiento en las exportaciones). Estos argumentos se complementaron con la tesis 
de Singer-Prebisch, según la cual los PED siempre enfrentarán un declive secular en los 
 224
términos del intercambio, lo que hace que sea necesario un acceso preferencial a los 
mercados de los PD para minimizar los efectos de ese declive (Whalley, 1999: 5).  
Durante los años siguientes a la creación del GATT, varias disposiciones relacionadas 
con el TED fueron introducidas en este Acuerdo. En primer lugar, por la reforma del art. 
XVIII en la Sesión de Revisión del GATT 1954-55. El nuevo ítem (art. XVIII:b) 
permitía flexibilidades a los PED para lidiar con dificultades en la balanza de pagos. 
Posteriormente, en 1965, el TED se hizo también presente con la inclusión de la parte 
IV al GATT, que eximía a los PED de la prohibición de aplicar subsidios a la 
exportación de bienes manufacturados y permitía mayor flexibilidad en el uso de 
protecciones arancelarias. Asimismo, muchos PED accedieron al GATT por medio del 
art. XXVI, lo que les permitió evadir las negociaciones de los aranceles consolidados 
como parte de sus convenios de adhesión. 
Las flexibilidades con relación al acceso a los mercados fueron profundizadas con la 
incorporación en 1964 de la cláusula de no reciprocidad (art. XXXVI:8) de la parte IV 
del GATT, denominada de "comercio y desarrollo". También, entre 1966 y 1971, se 
introdujeron en el GATT el sistema generalizado de preferencias (SGP) y el protocolo 
para las negociaciones comerciales entre 16 países en desarrollo, como exenciones al 
art.1 (NMF).  
En la Ronda de Tokio, iniciada en 1973, los esfuerzos de los PED para consolidar el 
trato especial en su favor conllevaron la "Decisión sobre trato diferencial y más 
favorable, reciprocidad y completa participación de los países en desarrollo", conocida 
como Cláusula de Habilitación. La Cláusula de Habilitación abarca a) el Sistema 
Generalizado de Preferencias, b) medidas no arancelarias en los instrumentos del 
GATT, c) acuerdos globales o regionales entre países en desarrollo y (d) trato especial 
para países menos adelantados (PMA). El concepto de trato especial y diferenciado 
llegaba al corazón del sistema multilateral de comercio. De todos modos, también se 
estableció que ese no era un derecho a ser ejercido por tiempo indeterminado, ya que se 
previó que los PED se graduaran del TED cuando estuvieran dadas algunas condiciones 
de desarrollo.  
Sin embargo, en ese entonces, los PED empezaron a percibir que la creciente 
discriminación negativa en contra de su comercio superaba la discriminación positiva 
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que recibían bajo el TED y endurecieron su posición111. El final de la Ronda de Tokio 
estuvo marcado por mucha tensión entre los llamados poderes transatlánticos (EE.UU. y 
Comunidad Europea-CE) y los PED, miembros del llamado "Grupo informal de países 
en desarrollo". Con el auxilio de la UNCTAD, este grupo sintetizó su posición acerca de 
los códigos de la Ronda de Tokio y partió para la ofensiva, encabezado por Argentina, 
Brasil, Egipto, India y Yugoslavia.  
Aunque los EE.UU. y la CE estuvieron en total desacuerdo con la posición de los PED 
y con lo que denominaron la "UNCTADización" del GATT —inclusive planearon 
resucitar la cláusula de NMF condicional o hasta salir del GATT y negociar un acuerdo 
en la OECD—, decidieron aceptar la posición de los PED para cerrar la Ronda en medio 
de consideraciones de seguridad y defensa traídas por la Guerra Fría (Steinberg, 2002: 
359; Krasner, 1977 y Gilpin, 1981 en Steinberg, 2002). Así, la Ronda de Tokio se cerró 
en 1979 con códigos de adhesión voluntaria, que de ese modo reflejaban las tensiones 
existentes. Los PED pudieron en ese entonces defender su derecho a no aceptar todas 
las reglas, lo que los países industrializados consideraron como el ejemplo más claro de 
"free riding".  
La Ronda Uruguay (RU) empezó en un contexto en el cual muchos PED estaban de 
cierta forma empoderados por las flexibilidades del TED y al mismo tiempo estaban 
alertas a la discriminación en contra de su comercio. Vale decir, querían conseguir más 
acceso a los mercados, adoptando una posición más cooperativa, ante la promesa de 
inclusión de agricultura en las negociaciones, además de que pretendían mantener el uso 
las disposiciones de TED. En un principio, no tenían la intención de firmar acuerdos 
como el TRIPs, TRIMs o el GATS. Sin embargo, el desarrollo de la Ronda llevó a 
resultados muy diferentes a los de la Ronda de Tokio.  
Para empezar, la RU estuvo abierta a la participación solo de países que fueran partes 
contratantes del GATT o para los que se comprometieran a negociar su adhesión 
durante la Ronda (UNCTAD, 2000: 28). Asimismo, a medida que la Ronda avanzaba, la 
                                                 
111
 Las discriminación negativa a los países en desarrollo se hacía notar sobre todo con relación a: los 
acuerdos de restricción voluntaria adoptados directamente en contra de sus exportaciones más 
competitivas, ampliación de los acuerdos de libre comercio y uniones aduaneras entre países 
desarrollados, crecientes restricciones en textiles bajo el acuerdo multifibras, aranceles más altos para 
productos de interés exportador de los PED en comparación con aquellos de interés de los PD, creciente 
aplicación de medidas antidumping y compensatorias y uso del SGP como herramienta de presión por 
parte de los PD, que además, a falta de disposiciones específicas, “graduaban” unilateralmente a los 
países que ya no recibirían los beneficios del SGP (UNCTAD, 2000, 27; Kessie, 2000, 9). 
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Guerra Fría llegaba a su fin y los negociadores de los EE.UU. no tenían que sopesar 
cuestiones de seguridad en el despliegue de su poder para presionar los países más 
reticentes. Adicionalmente, la crisis y el ajuste por los que atravesaban muchos PED, 
los llevó a valorar la RU como la oportunidad de conseguir además algún beneficio de 
la liberalización unilateral llevada adelante a raíz de los programas de ajustes 
estructurales exigidos por las instituciones internacionales de crédito como condición al 
salvataje. Con posterioridad, los PED se dieron cuenta de que el asentimiento en adoptar 
medidas profundas de liberalización no significaba automáticamente poder incidir de 
manera decisiva en la agenda y los resultados de las negociaciones (Tussie, 2010). 
En ese contexto, los EE.UU. y la CE desplegaron su poder de coerción y de regateo para 
lograr el cierre de la ronda, echando mano del mismo plan de amenaza de vaciamiento 
del GATT. Esta vez, la amenaza se concretó como un artificio legal en el texto del 
Acuerdo por el que se establece la OMC. En su Art. II, el Acuerdo determina que todos 
los anexos (GATT de 1994, el GATS, el TRIPs, el TRIMs, los acuerdos de subsidios y 
antidumping, es decir, todos los denominados acuerdos comerciales multilaterales) son 
parte integral del acuerdo que establece la OMC y vinculante para todos los miembros. 
Era el nacimiento del single undertaking o compromiso único. Asimismo, el acuerdo 
determina que el GATT de 1994 es legalmente diferente al GATT de 1947.  
Esos artificios fueron creados para evitar el "free riding" o "GATT a la carta" y vaciar el 
GATT del 47, y obligaban a los PED a aceptar el paquete completo ya que, además, 
después de firmado el acuerdo de la OMC y la consecuente aceptación de todos los 
otros acuerdos, los EE.UU. y la CE daban por terminadas sus obligaciones con relación 
al GATT de 1947 (Steinberg, 2002).  
Los impactos del paquete de Marrakech sobre las estrategias de desarrollo no fueron 
suficientemente ponderados. No hubo consenso entre los PED para la adopción de un 
marco general que sirviera de paraguas para las disposiciones del TED pero tampoco 
hubo mucha posibilidad de luchar por esto. Los PED se encontraron en la disyuntiva de 
adherir a todas las normas y obligaciones resultantes de la negociación o permanecer al 
margen de la organización.  
 
7.2. El Trato Especial y Diferenciado en la OMC 
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El resultado de la Ronda Uruguay fue muy desigual en favor de los PD y significó un 
duro golpe al TED. De hecho, el resultado del compromiso único fue el de hacer que los 
PED y los PD asumieran compromisos muy similares (Fukasaku, 2000), basados en 
reglas muchas veces sesgadas a favor de los PD. El avance de temas novedosos como 
propiedad intelectual, servicios e inversiones no se correspondió con un similar avance 
en el concepto de TED o de los instrumentos que lo implementaran y pudiesen 
garantizar un espacio para la convergencia de las reglas del libre comercio y las 
estrategias de desarrollo. 
Así, con la creación de la OMC —marco inicial para el análisis de los casos del presente 
estudio— el concepto de TED se transformó112, su alcance se restringió y su contenido 
se fragmentó. Esta situación fue el reflejo de la puja de intereses en la negociación y 
cierre de la Ronda Uruguay, que demostraba además la poca voluntad de los PD de 
seguir concediendo trato especial, particularmente a los países de nivel de renta medio. 
Ejemplo de esto es la expresa disposición de mecanismos de graduación, como ejemplo 
de lo que ya se hacía de forma unilateral con los beneficiarios del SGP. El foco pasó a 
ser los países menos adelantados (PMA), como expresamente dispone el art. XI:2 del 
Acuerdo por el que se establece la OMC: 
"Art. XI. Miembros iniciales 
… 
2. Los países menos adelantados reconocidos como tales por las 
Naciones Unidas solo deberán asumir compromisos y hacer 
concesiones en la medida compatible con las necesidades de cada uno 
de ellos en materia de desarrollo, finanzas y comercio o con sus 
capacidades administrativas e institucionales". 
Las medidas del TED en los Acuerdos de Marrakech fueron divididas en tres grandes 
grupos: reglas que determinan menor grado de obligaciones a los PED; aquellas que 
disponen medidas positivas a favor de los PED y por último, las reglas que buscan 
atender a las necesidades especiales de los PMA (WTO, 1999). 
                                                 
112
 Sobre la diferencia entre el TED antes y después de la Ronda Uruguay, ver Whaley (1999). 
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Se aprobaron textos que contenían disposiciones amplias y declaraciones exhortativas 
de TED, al tiempo que solo algunas disposiciones específicas de algunos acuerdos 
ganaron fuerza vinculante, mayormente relacionadas con plazos extendidos para la 
implementación113. 
Vale decir, en los acuerdos vigentes desde la creación de la OMC, las disposiciones de 
TED que claramente establecen derechos y obligaciones oponibles ante el sistema de 
solución de disputas son aquellas relacionadas con períodos de transición más largos 
para implementación de las obligaciones; y flexibilidad en algunas obligaciones y 
procedimientos, además de algunas disposiciones de asistencia técnica114. Aun así, eso 
es insuficiente si se tienen en cuenta las profundas implicancias que las normas 
multilaterales de comercio tienen para una economía de desarrollo, ya que no existen 
provisiones de TED capaces de superar el impacto anti-desarrollo que poseen varias 
disposiciones de los acuerdos multilaterales, como el TRIPs, TRIMs y el Acuerdo de 
Subsidios, que por momentos parecen invertir la lógica y conferir trato especial a los 
países desarrollados115.  
La esencia del nuevo TED relanzado junto con la OMC es solamente un espacio para el 
ajuste y la implementación de los controvertidos Acuerdos de Marrakech, producto de 
la Ronda Uruguay. Eso da cuenta de la reducción del alcance del TED con la creación 
de la OMC y el cambio de orientación en su "raison d'etre". La intención que se plasmó 
en la Ronda de Tokio, de tener un marco abarcador que brindara cierta coherencia al 
conjunto de normas de TED fue dejada de lado.  
Las reglas de TED fragmentadas y esparcidas por los Acuerdos de Marrakech se 
detallan en el Anexo IV.  
Allí, se observa que hay referencia al TED en casi todos los Acuerdos de Marrakech, 
inclusive el Acuerdo por el que se establece la OMC. Sin embargo, la mayor parte de las 
                                                 
113
 Aun en el caso de las disposiciones de carácter vinculante, hubo una creciente restricción en su 
aplicación, con la exclusión de hecho de muchos PED del universo de beneficiarios de las excepciones 
relacionadas al TED. Al respecto, ver Peixoto Batista, J. (2005).  
114
 Para consideraciones sobre la fuerza vinculante de las disposiciones de TED, ver, Kessie, 2000, entre 
otros. Asimismo, otros autores clasificaron las disposiciones de TED presentes en los Acuerdos de 
Marrakech. Ver Fukusaku, 2000; Kessie, 2000; Stevens, 2003; Kleen & Page, 2005; Hoekman, 2005, 
entre otros. Por su parte, la OMC también estableció una clasificación que se describirá más adelante.  
115
 Entre algunos ejemplos de ese sesgo de trato especial hacia los países desarrollados están las cuotas 
de textiles, los subsidios agrícolas, el acuerdo de subsidios, donde los susidios permitidos son adecuados 
para países industrializados, o las restricciones a la política de competencia permitidas en el acuerdo 
TRIPs. Ver Singh, 2005.  
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normas no tiene carácter vinculante y cumple una función exhortativa. Confieren 
legitimidad a los nuevos acuerdos, pero no parece ser un marco muy creíble para la 
acción de los países en desarrollo (Whalley, 1999). Esto denota la tensión entre el 
intento de los PED de incluir el TED en la mayor cantidad de disposiciones posibles de 
los Acuerdos de Marrakech y el intento (contrario) de los PD por vaciar esas 
disposiciones de contenido vinculante. 
Además, al contrario de la tendencia de avance de la constitucionalización que significó 
la creación misma de la OMC y la codificación de asuntos como la propiedad 
intelectual, las inversiones y los servicios, el TED en líneas generales dio un paso atrás 
con relación al período anterior, el GATT, y no contó con un marco normativo que le 
brindara coherencia.  
 
7.2.1. Casos de TED en la jurisprudencia de la OMC 
Teniendo en cuenta que la mayor parte de las normas no tienen carácter vinculante, 
existen muy pocos casos llevados al Órgano de Solución de Controversias. Uno de ellos 
es el caso de la India contra las Comunidades Europeas sobre las condiciones para el 
otorgamiento de preferencias arancelarias a los PED (WT/DS246). 
En el año 2003, se estableció un panel para evaluar el reclamo de la India contra las 
regulaciones de la CE que otorgaban preferencias arancelarias diferenciadas a PED en el 
marco del SGP. India sostenía que, según el SGP europeo, había cinco subsistemas 
específicos, cada uno con sus diferentes preferencias arancelarias y sus respectivos 
beneficiarios. India cuestionó en especial el Acuerdo sobre drogas de la CE y alegó que 
no cumplía con el principio de la NMF al punto que algunos países en vías de desarrollo 
recibían beneficios arancelarios adicionales y otros, no. En esencia, se le solicitó al OSD 
que emitiera un fallo sobre la validez del principio de la NMF dentro del esquema del 
SGP.  
La disposición principal de la Cláusula de Habilitación invocada por India fue la nota al 
pie 3 del párrafo 2, que establece que: 
"El trato arancelario preferencial concedido por partes contratantes desarrolladas a 
productos originarios de países en desarrollo de conformidad con el Sistema 
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Generalizado de Preferencias" será establecido observando "un sistema 
generalizado de preferencias sin reciprocidad ni discriminación que redunde en 
beneficio de los países en desarrollo"116. 
Según la India, la discriminación que sufrió con el esquema del SGP europeo no era 
consistente con la Cláusula de Habilitación. El OA interpretó dicha disposición de la 
Cláusula de Habilitación en base al preámbulo de la OMC según el cual primero "es 
necesario realizar esfuerzos positivos para que los países en desarrollo, y especialmente 
los menos adelantados, obtengan una parte del incremento del comercio internacional 
que corresponda a las necesidades de su desarrollo económico", y segundo, los 
miembros de la OMC deberán "incrementar los medios para hacerlo, de manera 
compatible con sus respectivas necesidades e intereses según los diferentes niveles de 
desarrollo económico"117. 
El OSD falló que, aunque el preámbulo de la OMC permite el trato diferencial según los 
diferentes niveles de desarrollo económico de los miembros, dicho trato debería 
otorgarse según objetivos y estándares positivos. El OSD condenó el SGP europeo por 
medio de su fallo: 
"El término ‘no discriminatorio’ que aparece en la nota al pie 3 no prohíbe a los 
Miembros desarrollados otorgar aranceles diferentes a los productos originarios 
de distintos beneficiarios del SGP, siempre que dicho trato arancelario 
diferencial cumpla con el resto de las condiciones de la Cláusula de Habilitación. 
No obstante, al otorgar dicho trato arancelario diferencial, en virtud del término 
‘no discriminatorio’, se requiere que los países que otorgan las preferencias 
garanticen que exista un trato idéntico para todos los beneficiarios del SGP en 
situación similar, es decir, para todos los beneficiarios del SGP que posean ‘las 
necesidades comerciales, financieras y de desarrollo’ que el tratamiento en 
cuestión pretenda satisfacer"118. 
Además del caso de India, existen algunos casos que expresan la fragmentación 
existente en las normas. Con relación al MERCOSUR, si bien algunos casos se 
                                                 
116
 La Cláusula de Habilitación, conocida formalmente como “Trato diferenciado y más favorable, 
reciprocidad y mayor participación de los países en desarrollo”, se adoptó el 28 de noviembre de 1979 en 
el marco de la Ronda de Tokio. 
117
 Preámbulo del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio. 
118
 Informe del OA CE-SGP adoptado el 7 de abril de 2004.  
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examinan bajo el marco de los Acuerdos Preferenciales, también trastocan cuestiones 
relacionadas con el TED, como la Cláusula de Habilitación. Los casos de Argentina - 
Calzados (1998) y Brasil - Neumáticos Recauchutados (2002) son ejemplos de esto, 
donde se hace evidente la fragmentación y contradicción de las normas entre el sistema 
multilateral y los acuerdos preferenciales de comercio, como analizado en el apartado 
dedicado a los Acuerdos Preferenciales de Comercio.  
Otro caso en que se analizó el TED fue el caso India – Restricciones cuantitativas a la 
importación de productos agrícolas, textiles e industriales (WT/DS90), de 1997119.  
El caso se trata de una demanda por parte de los EE.UU. contra la India, en la que se 
afirma que las medidas tomadas por la India en forma de restricciones cuantitativas a la 
importación de productos agrícolas, textiles e industriales contravienen el párrafo 11 del 
artículo XVIII porque no son necesarias con arreglo a los términos del párrafo 9 del 
artículo XVIII. A juicio de los EE.UU., el párrafo 11 del artículo XVIII permite la 
atenuación progresiva de las medidas tomadas por motivos de balanza de pagos a 
medida que vaya mejorando la situación de esta, pero esa atenuación progresiva ha de 
efectuarse solo durante el período en el que se cumplen las condiciones establecidas en 
el párrafo 9 del artículo XVIII, no después. Para los EE.UU., en la sección B del 
artículo XVIII no aparece de modo alguno la idea de una supresión progresiva después 
de ese período, y, una vez que ya no haya ninguna justificación por motivos de balanza 
de pagos, hay que eliminar las medidas. 
Por su lado, la India considera que está autorizada a mantener las medidas tomadas por 
motivos de balanza de pagos hasta que el Consejo General decida, por recomendación 
del Comité de Balanza de Pagos, que ya no están justificadas. La India alega además 
que, conforme a la nota al párrafo 11 del artículo XVIII, incluso si no está 
experimentando actualmente dificultades en relación con su balanza de pagos en el 
sentido del párrafo 9 del artículo XVIII, no está obligada a atenuar o a suprimir 
restricciones si esa atenuación o supresión puede crear inmediatamente una situación 
que justifique el refuerzo o el establecimiento, según el caso, de restricciones con 
arreglo al párrafo 9 del artículo XVIII. Asimismo, la India alega que en todo caso tiene 
derecho, conforme al Entendimiento de 1994 y a otras disposiciones del GATT de 1994, 
a la eliminación progresiva de sus restricciones cuantitativas.  
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 http://www.sice.oas.org/dispute/wto/ds90/90sr34.asp. Último acceso: 30/10/2013. 
 232
Conforme al párrafo 9 del artículo XVIII: 
"[…] las restricciones a la importación establecidas, mantenidas o reforzadas no 
[excederán] los límites necesarios para: 
a) oponerse a la amenaza de una disminución importante de sus reservas 
monetarias o detener dicha disminución; o 
b) aumentar sus reservas monetarias de acuerdo con una proporción de 
crecimiento razonable, en caso de que sean insuficientes; 
teniendo debidamente en cuenta todos los factores especiales que puedan influir 
en las reservas monetarias del Miembro o en sus necesidades a este respecto". 
La segunda frase del párrafo 11 del artículo XVIII dispone lo siguiente: 
"[El Miembro interesado] Atenuará progresivamente, a medida que vaya 
mejorando la situación, toda restricción aplicada en virtud de esta sección y solo 
la mantendrá dentro de los límites necesarios, teniendo en cuenta las 
disposiciones del párrafo 9 de este artículo; la suprimirá tan pronto como la 
situación no justifique su mantenimiento; sin embargo, [ningún Miembro] estará 
obligado a suprimir o modificar restricciones, sobre la base de que, si se 
modificara su política de desarrollo, las restricciones que aplique en virtud de 
esta sección dejarían de ser necesarias". 
La nota al párrafo 11 del artículo XVIII dispone lo siguiente: 
"La segunda frase del párrafo 11 no deberá interpretarse en el sentido de que 
obligue a [un Miembro] a atenuar o a suprimir restricciones, si dicha atenuación 
o supresión puede crear inmediatamente una situación que justifique el refuerzo 
o el establecimiento, según el caso, de restricciones con arreglo al párrafo 9 del 
artículo XVIIII". 
El grupo especial debió entonces examinar si la situación de la balanza de pagos de la 
India era tal que se cumplían las condiciones establecidas en el párrafo 9 del artículo 
XVIII. De ser ese el caso, la India estaría en una situación en la que los EE.UU. 
admitirían que tendrían derecho a mantener y atenuar progresivamente, a medida que 
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fuera mejorando la situación de su balanza de pagos, las medidas adoptadas por motivos 
de balanza de pagos, sin estar obligada a eliminarlas. En cambio, si determinamos que 
no es ese el caso, tendremos que considerar la posición de la India, es decir, que las 
restricciones podrían mantenerse basándose en el párrafo 11 del artículo XVIII aun 
cuando la situación de la balanza de pagos no cumpliera las condiciones establecidas en 
el párrafo 9 del artículo XVIII. Finalmente, hemos de estudiar si la India podría 
reivindicar el derecho a mantener las medidas en tanto y en cuanto el Consejo General 
no haya determinado que son incompatibles con la sección B del artículo XVIII o, por 
alguna otra razón, tiene derecho a eliminar gradualmente las medidas tomadas por 
motivos de balanza de pagos. 
Para el análisis de esos argumentos, el grupo especial entendió que debería considerar 
primero el concepto de trato especial y diferenciado en relación con la sección B del 
artículo XVIII del GATT de 1994, concepto que es importante para el examen con 
arreglo a la sección B del artículo XVIII del GATT de 1994 en su conjunto. De hecho, 
el párrafo 11 del artículo 12 del ESD obliga al OSD a indicar explícitamente la forma en 
que se han tenido en cuenta las disposiciones pertinentes sobre trato especial y 
diferenciado para los PED miembros que forman parte de los acuerdos abarcados y que 
hayan sido alegadas por el PED miembro en el curso del procedimiento de solución de 
diferencias. 
La India argumentó que la sección B del artículo XVIII era la expresión más importante 
del principio del trato especial y diferenciado en el GATT. La India adujo además que 
las disposiciones de la sección B del artículo XVIII entrañaban una presunción de que 
los PED miembros se enfrentarían con dificultades en materia de balanza de pagos a 
causa de su desarrollo económico, que el orden en que aparecían los términos en el 
párrafo 11 del artículo XVIII hacía pensar en una vinculación dinámica entre la reforma 
de la política nacional y el mejoramiento de la balanza de pagos y que tal mejoramiento 
permitiría a los miembros atenuar progresivamente y eliminar las restricciones a la 
importación a medida que fuese mejorando la situación de la balanza de pagos. Por 
consiguiente, el párrafo 11 del artículo XVIII partía de la premisa de que la 
liberalización del comercio había de seguir al mejoramiento de la situación de la 
balanza de pagos, y no viceversa. A juicio de la India, la sección B del artículo XVIII no 
exigía que ningún miembro tuviera que aportar pruebas de que el mantenimiento de 
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restricciones a la importación llevaría al mejoramiento de la situación de su balanza de 
pagos o, al contrario, que la supresión de las restricciones a la importación llevaría al 
empeoramiento de la balanza de pagos. Para la India, dada la presunción en que se basa 
la sección B del artículo XVIII, los EE.UU. tenían la carga de probar que el 
mantenimiento de restricciones a la importación no llevaría al mejoramiento de la 
situación de la balanza de pagos de la India, o conduciría a un empeoramiento de esa 
situación120. 
En el párrafo 8 del artículo XVIII, los miembros reconocen que los países en desarrollo 
"pueden, cuando estén en vías de desarrollo rápido, experimentar dificultades para 
equilibrar su balanza de pagos, provenientes principalmente de sus esfuerzos por 
ampliar sus mercados interiores, así como de la inestabilidad de su relación de 
intercambio". En el párrafo 2 del artículo XVIII, se reconoce que: 
"puede ser necesario para [los Miembros] [...], con objeto de ejecutar sus 
programas y de aplicar sus políticas de desarrollo económico tendientes al 
aumento del nivel de vida general de su población, adoptar medidas de 
protección o de otra clase que influyan en las importaciones y que tales medidas 
son justificadas en la medida en que con ellas se facilite el logro de los objetivos 
del presente Acuerdo. Por consiguiente, están de acuerdo en que deben preverse, 
en favor de [estos Miembros], facilidades suplementarias que les permitan: [...] 
b) establecer restricciones cuantitativas por motivos de balanza de pagos de 
manera que se tenga plenamente en cuenta el nivel elevado y estable de la 
demanda de importaciones que puede originar la ejecución de sus programas de 
desarrollo económico". 
En el apartado a) del párrafo 4 del artículo XVIII se dispone además que: 
"Por lo tanto, [todo Miembro] cuya economía solo puede ofrecer a la población 
un bajo nivel de vida y que se halla en las primeras fases de su desarrollo podrá 
apartarse temporalmente de las disposiciones de los demás artículos del presente 
                                                 
120
 En particular, las condiciones que han de cumplirse para poder adoptar medidas por motivos de 
balanza de pagos son diferentes en el párrafo 9 del artículo XVIII y en el artículo XII, y, así como en 
relación con el párrafo 11 del artículo XVIII hay una nota que se aplica a las condiciones para la 
atenuación progresiva y la eliminación de las restricciones, en relación con el artículo XIII no hay ninguna 
disposición análoga. 
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Acuerdo, según se estipula en las secciones A, B y C de este artículo". (Se han 
añadido las cursivas). 
De estas disposiciones se desprende que el artículo XVIII, que autoriza a los PED a 
mantener, en ciertas condiciones, restricciones temporales a la importación por motivos 
de balanza de pagos, se basa en la hipótesis de que "puede ser necesario" que esos 
países adopten tales medidas con objeto de ejecutar sus programas de desarrollo 
económico. El artículo XVIII les permite "apartarse temporalmente de las disposiciones 
de los demás artículos" del GATT de 1994, según se estipula, en particular, en la 
sección B de dicho artículo. Esas disposiciones reflejan el reconocimiento de las 
necesidades específicas de los países en desarrollo en lo que se refiere a las medidas 
adoptadas por motivos de balanza de pagos. Así pues, la sección B del artículo XVIII 
del GATT de 1994 incorpora el trato especial y diferenciado previsto para los PED en 
relación con tales medidas.  
En el análisis del grupo especial, se afirma que se tomaron debidamente en cuenta esas 
disposiciones. En particular, las condiciones para tomar medidas por motivos de balanza 
de pagos con arreglo al artículo XVIII son claramente distintas de las condiciones 
aplicables a los PD con arreglo al artículo XII del GATT de 1994.  
También argumenta que, así como en el párrafo 2 del artículo XVIII se prevé que 
"puede" ser "necesario" que los países en desarrollo impongan restricciones por motivos 
de balanza de pagos, no siempre puede ser necesario adoptar tales medidas. Estas 
restricciones han de adoptarse en condiciones específicas, "según se estipula" en la 
sección B del artículo XVIII. Las condiciones específicas que han de respetarse para la 
adopción y el mantenimiento de tales medidas incluyen las establecidas en el párrafo 9 
del artículo XVIII, en el que se indican las circunstancias en que se pueden tomar y 
mantener tales medidas y el párrafo 11 del artículo XVIII, en el que se establecen las 
prescripciones para la atenuación progresiva y la eliminación de las medidas adoptadas 
por motivos de balanza de pagos. 
El grupo especial terminó por desestimar las pretensiones de la India afirmando, luego 
de analizar la situación de las reservas del país, que no están dadas las condiciones 
según las cuales el país enfrentaría problemas de balanza de pagos si suprimiera las 
medidas restrictivas. El informe fue confirmado por el Órgano de Apelación y las partes 
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llegaron a un acuerdo mutuo sobre el plazo prudencial para las modificaciones de las 
medidas por parte de la India.  
De lo expuesto, es importante resaltar la inclinación de la OMC por evitar ahondar en el 
análisis del fenómeno de fragmentación y de aclarar los conflictos existentes entre las 
normas del sistema multilateral que se aplican de manera general y las múltiples normas 
especiales de TED que se aplican solamente a los PED. Esto también contribuye a la 
dificultad de hacer que las disposiciones de TED sean vinculantes y creen 
jurisprudencia.  
En el siguiente apartado, se analizarán las reglas de TED que comenzaron a negociarse 
a partir del lanzamiento de la Ronda de Doha, en el 2001, hasta su estado actual, para 
seguir indagando acerca de las tendencias de fragmentación que presentan dichas 
normas.  
 
7.3. El Trato Especial y Diferenciado a partir de la Ronda de Doha 
El debate sobre TED parecía tener sus días contados ya que sus normas habían sido 
pulverizadas en los Acuerdos de Marrakech, sin pertenecer a un marco general que las 
contuviese y les brindase más efectividad y sin tener un poder vinculante, en su mayor 
parte. Sin embargo, en los años de implementación de los Acuerdos de Marrakech, el 
tema tomó nuevo impulso, cuando muchos PED ganaron una dimensión más clara del 
grado de sesgo de los acuerdos de la Ronda Uruguay (RU) en favor de los países 
desarrollados y del sesgo antidesarrollo que caracterizó a dicha Ronda.  
Por su parte, los EE.UU. y la Unión Europea querían seguir avanzando con la 
profundización de los compromisos de Marrakech, y para ello lanzaron la propuesta de 
una nueva ronda. Los PED, por otra parte, descontentos con los resultados de la RU, 
aceptaron la oferta, previa exclusión de temas como medioambiente, trabajo y con la 
condición de que el mandato de la nueva ronda fuese amplia para incluir sus intereses, 
necesidades y estrategias de desarrollo (Steinberg, 2002). En las negociaciones de 
apertura de la Ronda, los PED tenían muy presente el gran vacío de la RU con relación 
al tópico del desarrollo. Así, mientras que los PD insistían en que la nueva Ronda se 
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llamara Ronda del Milenio, los PED hicieron hincapié en que se titulara Ronda del 
Desarrollo.  
Luego del fracaso de Seattle (Conferencia Ministerial de 1999), y en medio de los 
atentados del 11 de septiembre de 2001 en los EE.UU., en un intento de enviar una 
señal positiva a la comunidad internacional, los principales PD aceptaron lanzar la 
Ronda del Desarrollo. (Steinberg, 2002). Así, en la Conferencia Ministerial de Doha, en 
el 2001, se lanzó la Ronda Doha para el Desarrollo. La Declaración de Doha, en su 
párrafo 44 afirma que las disposiciones sobre TED son parte integrante de los Acuerdos 
de la OMC y que prestará especial atención a aquellas, con miras a reforzarlas y 
hacerlas más precisas, eficaces y operativas. En ese sentido, la retórica del mandato 
guarda relación con el discurso constitucionalista al orientarse hacia el fortalecimiento 
de la presencia y la eficacia de las normas de TED en los acuerdos de la OMC. 
A partir de allí, el TED emprendió un nuevo camino en los textos de los acuerdos en 
negociación en la Ronda de Doha. Por un lado, las negociaciones se desarrollaron en el 
Comité de Comercio y Desarrollo (CCD o Comité), a través de sesiones extraordinarias. 
Por otro lado, el TED se incluyó en varios acuerdos específicos, negociados por los 
comités de los diversos temas, como agricultura o NAMA (Acceso a mercados de 
productos no agrícolas, por sus siglas en inglés).  
 
7.3.1. El TED en el Comité de Comercio y Desarrollo (CCD) 
Desde febrero de 2002 el CCD trabaja intensamente sobre cuestiones como el examen 
de las disposiciones de TED en los acuerdos específicos para interpretarlas de manera 
de reforzarlas y hacerlas más eficaces; el examen de propuestas para un acuerdo marco 
en materia de TED, además de identificación de las disposiciones que tienen carácter 
obligatorio y las consecuencias de la conversión de las medidas que actualmente no son 
vinculantes en disposiciones obligatorias, todo conforme el mandato del párrafo 44 de la 
Declaración de Doha y del párrafo 12.1 de la Declaración sobre cuestiones y 
preocupaciones relativas a la aplicación de Doha121. La tarea desde entonces es la 
elevación de informes con recomendaciones al Consejo General para que ese adopte 
decisiones al respecto. 




A partir de la revisión de los informes del Comité se observa que se trabajó de manera 
sostenida hasta el 2008, pero los plazos fueron postergándose a medida que avanzaron 
las negociaciones en la ronda y el tema sufrió varias modificaciones que se verán a 
continuación. Antes de empezar los trabajos, a pedido de algunos países, se llamó a la 
Secretaría de la OMC a divulgar la información sobre la aplicación de las disposiciones 
de TED por parte de los miembros, con el fin de facilitar los trabajos en el Comité122. 
Las disposiciones de TED fueron divididas en cinco grupos, a saber: disposiciones para 
aumentar las oportunidades de comercio por medio de acceso a mercados, disposiciones 
que requieren que los miembros salvaguarden el interés de los PED, disposiciones que 
permiten ciertas flexibilidades a los PED en la aplicación de normas y disciplinas, 
disposiciones que permiten períodos de transición más largos para los PED y 
disposiciones relativas a la asistencia técnica.  
A partir de esto, los debates siguieron abordando propuestas de acuerdos específicos y 
propuestas de carácter transversal y sistémico. La meta era llegar a la Ministerial de 
Cancún con recomendaciones al Consejo General de forma de ser adoptado en el texto 
de la Declaración. En las sesiones que siguieron hasta Cancún, se incorporó al debate —
como propuesta del Grupo Africano— el mecanismo de vigilancia que sería encargado 
de monitorear el cumplimiento de las disposiciones de TED en los acuerdos de la OMC. 
En el último tramo de sesiones hasta diciembre de 2003 el Comité trabajó de forma 
intensa bajo la presidencia del sudafricano Faizel Ismail, que reemplazó el jamaiquino 
Ransford Smith. Se llegó a Cancún con una propuesta de Anexo C al proyecto de texto 
ministerial que contenía las propuestas donde hubo acuerdo. Sin embargo, ni el anexo ni 
el texto fueron adoptados en la Ministerial. En aquel entonces, las atenciones se 
centraban en la agricultura, el acceso a los mercados en NAMA, el algodón y los temas 
de Singapur, lo cual dejó a la discusión sobre TED momentáneamente suspendida, 
aguardando además, la identificación de mayores ámbitos de convergencia entre los 
países. 
Las principales divergencias hasta Cancún estaban en las cuestiones transversales, como 
los principios y los objetivos del TED, la obligatoriedad o no de la asistencia técnica, la 
Cláusula de Habilitación y la graduación, la diferenciación entre PED para permitir una 
estructura de derechos y obligaciones en uno, dos o tres niveles así como la estructura y 
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el alcance del mecanismo de vigilancia. Después de Cancún, con base en la iniciativa 
del presidente (Brasil), se retomaron los trabajos por medio de preguntas puntuales a los 
miembros sobre cómo avanzar en el TED. Había divergencias, pero era consenso la 
exigencia de que el paquete de julio de 2004 tuviese un claro componente de desarrollo.  
Según el paquete de julio (WT/L/579), las preocupaciones sobre el desarrollo y las 
disposiciones de TED son parte integrante de la Declaración Ministerial de Doha y los 
acuerdos de la OMC, respectivamente. Además, recomendó que se siga avanzando en 
las propuestas pendientes de disposiciones en acuerdos específicos y que abarque todos 
los demás trabajos pendientes, incluidos los relativos a las cuestiones transversales, el 
mecanismo de vigilancia y la incorporación del TED a la estructura de las normas de la 
OMC, y le rinda informe. Además, encomienda a todos los órganos de la OMC a los 
que se han remitido propuestas de la categoría de TED que concluyan rápidamente el 
examen de las mismas y rindan informe a ese órgano, con recomendaciones claras para 
la adopción de una decisión, de cara a la Ministerial de Hong Kong.  
A partir de allí, en vistas del exiguo plazo hasta la ministerial, la prioridad para el logro 
de consensos en cuestiones pendientes pasaron a ser los temas que involucraban a los 
PMA, además de lograr cerrar las propuestas en acuerdos específicos para llegar con 
recomendaciones al Consejo General en Hong Kong. Durante ese período, sin embargo, 
las negociaciones volvieron a empantanarse en la disyuntiva: cuestiones transversales 
versus cuestiones puntuales. La prioridad conferida a los PMA tampoco liberó de 
conflicto el debate en esos temas. Muchos países desarrollados temían por la 
automaticidad de las concesiones, proponiendo además que las flexibilidades fuesen 
transitorias y que se otorgaran sobre la necesidad evaluada colectivamente. Asimismo, 
consideraban inaceptables las exenciones generales y la obligatoriedad de la asistencia 
técnica.  
En vísperas de la ministerial de Hong Kong, no había consenso más allá de algunas 
propuestas sobre acuerdos específicos. Tampoco avanzaban las propuestas en TED 
remitidas a otros órganos de la OMC. Hacía falta un decisión política y el trabajo 
técnico parecía haberse agotado, como lo diagnositcaron algunos miembros. Se decidió 
enviar el proyecto de texto apoyado por la mayoría, además de todas las propuestas 
minoritarias. Se solicitó una decisión política sobre la adopción de las cuestiones ya 
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consensuadas, la cuestión prioritaria de los PMA y una directiva clara acerca de los 
trabajos pendientes. 
Como respuesta, los ministros renovaron el compromiso con el TED en la Ronda, 
adoptaron cinco decisiones a favor de los PMA y encomendaron al CCD concluir los 
trabajos antes de fines del 2006. Sin lugar a dudas, lo más importante de la declaración 
fue la decisión a favor de los PMA, en cuanto fueron más allá de la expresión de deseo 
o estipulación de plazos que serían postergados. Asimismo, en la Declaración 
Ministerial de Hong Kong, se detallaron puntos específicos de TED hacia los PED, 
como el párrafo 24 del documento, o el principio de la reciprocidad menos que plena, 
conforme se verá en la próxima sección.  
Posteriormente, los trabajos del Comité —bajo la presidencia de embajadores de 
Singapur y posteriormente de Tailandia— se concentraron en primer lugar en 
operacionalizar las decisiones a favor de los PMA. En ese sentido, los PMA buscaban 
mayormente avanzar en las disposiciones sobre acceso a los mercados libre de derechos 
y de contingentes y la mayor transparencia de las normas de origen. Se pudo avanzar en 
la primera cuestión y para mediados del 2007, el CCD declaró que varios PD ya 
cumplían la exención de derechos en por lo menos un 97 % de las exportaciones de los 
PMA. El trabajo pendiente es incluir los 3 % restantes, que según representantes de los 
PMA son lo más relevante de sus exportaciones, así como hacer que los PED que estén 
en condiciones de hacerlo concedan ese beneficio a los menos adelantados. Sobre las 
reglas de origen, sin embargo, no se observa el mismo avance. De acuerdo a muchos 
miembros, este es un tema en el que actualmente el avance en estándares comunes y 
criterios de transparencia es poco probable, lo que lleva a concluir que también lo será 
en el seno del CCD, donde de hecho el tema está estancado.  
En el trabajo sobre disposiciones en acuerdos específicos, hasta el año 2012 se había 
logrado el consenso en 6 propuestas. Asimismo, sobre las cuestiones transversales, la 
propuesta del mecanismo de vigilancia ha recibido el consenso suficiente para avanzar, 
pero no hay un margen cómodo de consenso sobre si dicho mecanismo debe ocuparse 
solo de las disposiciones eventualmente aprobadas a partir del inicio de Doha o si debe 
ocuparse de todas las disposiciones, incluso los Acuerdos de Marrakech.  
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A continuación, se resume la fragmentación de la agenda de TED en las negociaciones 
del CCD. La información se organiza sobre la base de la agenda anual del comité, hasta 
noviembre de 2012123.  
Cuadro XI: Agenda del Comité de Comercio y Desarrollo en sesión extraordinaria 
 
2002-2003 (Cancún) Mandato inicial de Doha: examen de disposiciones de TED en 
los acuerdos específicos para reforzarlas y hacerlas más eficaces; 
examen de propuestas para un acuerdo marco en materia de 
TED; identificación de las disposiciones que tenían carácter 
obligatorio y las consecuencias de la conversión de las medidas 
que en ese momento no eran vinculantes en disposiciones 
obligatorias. Adoptar decisiones al respecto a más tardar el 31 de 
marzo de 2003 (párrafos 44 y 14 de la Declaración Ministerial de 
Doha y párrafo 12.1 de la Declaración sobre cuestiones y 
preocupaciones relativas a la aplicación de Doha). 
Temas debatidos:  
- propuestas de disposiciones en acuerdos específicos (28) 
- obligatoriedad y no obligatoriedad de las disposiciones y 
sus consecuencias 
- principios y objetivos del TED 
- diferenciación entre países en desarrollo 
- mecanismo de vigilancia 
- prioridad a los PMA 
- asistencia técnica, financiera y formación de capacidades 
- incorporación del TED en la estructura de normas de la 
OMC. 
 
2003-2005 (Hong Kong) Mandato en Hong Kong124: mandato inicial de Doha con plazos 
extendidos, paquete de julio de 2004 y Declaración Ministerial de 
Hong Kong. 
Temas debatidos: 
- propuestas de disposiciones en acuerdos específicos (16) 
- medidas de acceso a mercados libres de derechos y 
contingentes y reglas de origen 
- propuestas enviadas e otros órganos de la OMC 
- mecanismo de vigilancia 
- incorporación del TED en la estructura de normas de la 
OMC. 
2005-2012 Mandato actual: mandato de Hong Kong, con plazos extendidos. 
 
Temas debatidos: 
- propuestas de disposiciones en acuerdos específicos (6) 
- mecanismo de vigilancia 
- medidas de acceso a mercados libre de derechos y 
contingentes. 
Fuente: Elaboración propia a partir de los informes del CCD desde 2002 hasta 2012 disponibles en 
http://docsonline.wto.org y página web de la OMC: www.wto.org. 
 
                                                 
123
 El último informe del CCD disponible en http://docsonline.wto.org al 06/02/2014 es el referente a la 
reunión de noviembre de 2012. 
124
 Este mandato incluye las decisiones de TED que se trataron en el CCD. No están detalladas aquí las 
flexibilidades en NAMA, Agricultura o Servicios, para dar algunos ejemplos.  
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Como se puede observar, a la pulverización de las normas de TED en los Acuerdos de 
Marrakech le sigue la multiplicación de propuestas y la adopción de reglas especiales 
para los PMA con relación al TED, sin que haya un marco general que apunte hacia la 
armonización. En su lugar, se observan grandes divisiones en los PED, entre los que ya 
tienen preferencias garantizadas y otras excepciones —y que, como consecuencia, 
disminuyen sus demandas— y los demás países que quedaron fuera de esas reglas 
excepcionales125. 
Otro fenómeno que se viene observando en la tendencia de fragmentación es que 
prácticamente ya no se observa participación de algunos PED de nivel medio en el 
CCD, lo que se se refleja también en la disminución de la cantidad de propuestas de 
TED en acuerdos específicos y en el menor grado de actividad del CCD. Estos países 
empezaron a negociar excepciones puntuales en acuerdos específicos, como manera de 
acomodar sus intereses diversos y a veces contrapuestos, lo que se vincula con el 
escenario de fragmentación existente en una relación de causa y efecto de dicha 
fragmentación.  
En ese orden de ideas, en la próxima sección, se identificarán los ámbitos más 
relevantes donde países de nivel medio están avanzando en la búsqueda de 
flexibilidades y excepciones en las negociaciones de Doha —y así contribuyen a la 
fragmentación de las normas—, en particular aquellos más involucrados en el G-20 y 
NAMA 11, dos coaliciones que manifiestan dos ámbitos de especial interés para estos 
países: Agricultura y NAMA (acceso a mercados para productos no agrícolas, por sus 
siglas en inglés).  
 
7.3.2. El TED en acuerdos específicos 
Muchos de los PED están logrando instalar sus demandas en la búsqueda de márgenes 
de flexibilidad en los acuerdos que se están negociando en la Ronda de Doha y así 
contribuyen a la fragmentación de las normas en el sistema multilateral.  
En el acuerdo de productos no agrícolas (NAMA, por sus siglas en inglés), no son 
muchos los países que aplicarán la rebaja arancelaria general (la llamada fórmula suiza 
                                                 
125
 Entrevista a miembro de la delegación argentina ante la OMC y al ex Director General Adjunto de la 
OMC, en octubre de 2009. 
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con coeficientes). La mayoría de los países miembros, en especial los PED, son parte de 
alguna excepción, sea porque son países menos adelantados, economías pequeñas y 
vulnerables, miembros de reciente adhesión (RAM), economías en transición, países 
altamente endeudados, pequeñas islas, países sin costa, etc. Entre los países que 
aplicarán la fórmula, muchos están negociando flexibilidades adicionales además de las 
flexibilidades generales derivadas de la regla general de reciprocidad menos que plena y 
equilibrio con agricultura. El MERCOSUR, por ejemplo, negoció una regla adicional 
que consiste en una lista de excepciones que no entrará en la rebaja arancelaria.  
Algunos otros grupos de PED también buscan acomodarse en este contexto, por 
ejemplo Perú, Colombia, Ecuador o Costa Rica. Dichos países son economías pequeñas 
pero no entran en la categoría de "pequeñas y vulnerables" y temen por la erosión de 
preferencias frente a las flexibilidades especiales para esa categoría de países. De igual 
manera, países como Paraguay están activos en sus demandas por flexibilidades 
especiales para "países sin costa". 
En agricultura, el panorama es un poco diferente. En el G-20 hay por lo menos dos 
grupos: los exportadores netos ofensivos —liderados por Brasil— y los importadores 
netos defensivos —liderados por India y China—. Países como Brasil y Argentina 
quieren la profundización de compromisos en ayuda interna (cuyo mayor obstáculo son 
los EE.UU.) así como en medidas de acceso a los mercados (cuyo mayor obstáculo es la 
Unión Europea), mientras India tiene más interés en derribar medidas de ayuda interna, 
porque tiene muchos obstáculos para el acceso a su mercado.  
A pesar de que las negociaciones entraron en una etapa de estancamiento a partir de 
2009, hubo un "cierre" de la ronda en la conferencia de Bali, realizada en diciembre de 
2013. Allí, se logró avanzar con una agenda mucho más modesta y diferente. El 
denominado "paquete de Bali" es un conjunto de medidas comerciales que gira 
alrededor de tres temas: la agricultura, la facilitación del comercio y el componente de 
desarrollo para los PMA, además de algunas decisiones del Consejo General en áreas 
como comercio electrónico y quejas de no violación y situación respecto al Acuerdo 
sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el 
Comercio (TRIPs, por sus siglas en ingles), así como otros asuntos pendientes de las 
reuniones ministeriales de la OMC. 
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En la conferencia de Bali, los miembros se comprometieron a revisar el resto de las 
negociaciones comerciales de la Ronda y a preparar un programa de trabajo "claramente 
definido" durante el año 2014 sobre cómo tratar los asuntos pendientes (Puentes, 2013). 
Entre dichos asuntos pendientes se encuentra el núcleo de la controversia que 
contribuyó al estancamiento de las negociaciones y al fracaso de la "miniministerial" de 
Ginebra en 2008: el acceso al mercado agrícola y no agrícola y las reformas a las 
políticas internas de apoyo agrícola. 
En ese contexto, parece que las negociaciones caminan hacia la recta final, con la 
multiplicación de normas excepcionales, flexibilidades hechas a medida para los 
diferentes grupos de países, en un contexto de fragmentación mutuamente acordado 
entre ellos. Aunque sería un error asumir que el TED desaparecerá de la agenda y está 
claro que dicho tema seguirá siendo uno de los grandes blancos móviles de la OMC 
(Tórtora, 2003.7). 
 
7.4. Conclusiones del Capítulo 7 
El trato especial y diferenciado (TED) fue un tema instalado en el sistema multilateral 
de comercio por los países en desarrollo (PED), ante las falencias de ese sistema para 
dar respuesta a la necesidad de implementación de estrategias de desarrollo y ante la 
desigualdad en el "campo de juego" entre esos países y los países desarrollados (PD). 
La inclusión del articulo XVIII:b y de la parte IV del GATT son reflejos de esa 
demanda.  
A fines de la década de 1970, durante la Ronda de Tokio, el TED logró llegar al corazón 
del sistema multilateral de comercio, a través de la Cláusula de Habilitación. Allí, los 
PED tenían un marco a partir del cual negociar sus compromisos y preferencias. Sin 
embargo, durante las negociaciones de la Ronda Uruguay y en los posteriores Acuerdos 
de Marrakech de la OMC, ese marco desapareció. El alcance del TED fue restringido y 
en cambio surgió una serie de normas fragmentadas y pulverizadas a lo largo y ancho de 
los acuerdos, la mayoría de esas normas sin poder vinculante. Esta situación denota la 
tensión entre la posición de los PED de seguir incluyendo el tema en los acuerdos y la 
posición de los PD de querer vaciar el TED de capacidad vinculante.  
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La Ronda de Doha hizo un intento por volver a dar un marco de debate al TED sin 
éxito. Si bien por acción de los PED líderes en la OMC, el desarrollo volvió al sistema 
multilateral en la Declaración de Doha, también es cierto que esa declaración de 
principios e intenciones no se consolidó en la práctica. En cambio, se observa la 
pulverización de las normas de TED en los Acuerdos de Marrakech le sigue la 
multiplicación de propuestas y la adopción de reglas especiales para los PMA con 
relación al TED, sin que haya un marco general que apunte hacia la armonización. En 
su lugar, se observan grandes divisiones en los PED, entre los que ya tienen 
preferencias garantizadas y otras excepciones —y que, como consecuencia, disminuyen 
sus demandas— y los demás países que quedaron fuera de esas reglas excepcionales. 
En la última conferencia de Bali, los miembros se comprometieron a revisar el resto de 
las negociaciones comerciales de la Ronda y a preparar un programa de trabajo 
"claramente definido" durante el año 2014 sobre cómo tratar los asuntos pendientes 
(Puentes, 2013). En ese contexto, parece que las negociaciones caminan hacia la recta 
final, con la multiplicación de normas excepcionales, flexibilidades hechas a medida 
para los diferentes grupos de países, en un contexto de fragmentación mutuamente 
acordado entre ellos. Aunque sería un error asumir que el TED desaparecerá de la 
agenda y está claro que dicho tema seguirá siendo uno de los grandes blancos móviles 
de la OMC (Tórtora, 2003.7). 
Todo ello muestra la creciente fragmentación del sistema, en el caso particular de las 
reglas relacionadas con el TED, sea por medio de la negociación ad hoc de 
flexibilidades para cada país y grupo de países (TED a la carta), ya sea por la clara 
diferenciación entre PED y países menos adelantados que son, hoy por hoy, los únicos 
beneficiarios de las medidas de TED más concretas. A ejemplo de lo que sucede con los 
protocolos de adhesión, que contribuyen a la armonización de normas y al proceso de 
constitucionalización del sistema, el TED a la carta contribuye a la erosión y 
multiplicación normativa, abonando a la tendencia de fragmentación del sistema. 
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CONCLUSIONES 
La tarea de encuadrar la realidad social en marcos teóricos es una tarea verdaderamente 
desafiante. Como afirma Kennedy, el dilema esencial de la teoría social es la 
contradicción entre la convicción basada en la experiencia de que todo parece estar 
relacionado con todo lo demás y la necesidad de recurrir a la reducción para poder 
explicar y/o entender la vida social, ejercicio que disminuye mucho la complejidad de la 
realidad misma (1986, p. 213). La tarea de enmarcar la realidad internacional en una 
teoría no escapa a esa regla. Ya sea en los estudios de derecho o de las relaciones 
internacionales, cierto reduccionismo es parte de la necesidad de entender y explicar la 
realidad. Así, este trabajo busca describir algunos aspectos de la realidad internacional, 
con conciencia del necesario reduccionismo. Sin embargo, también es cierto que en el 
estudio de la dimensión internacional hay enfoques teóricos más estrictos que otros y 
esto hizo que buscara enfoques que ampliasen la descripción de lo que quería observar, 
vale decir, las tendencias en el sistema internacional relacionadas con el debate de 
constitucionalización y fragamentación, en particular, en el sistema multilateral de 
comercio.  
En este sentido, el primer debate que me despertó el interés al momento de iniciar el 
trabajo fue la discusión sobre el constitucionalismo internacional, un enfoque liberal 
que posee fuerte influencia del pensamiento kantiano. En cierta medida, el 
constitucionalismo describe de manera convincente varias de las tendencias observadas 
en el sistema internacional desde fines de la Segunda Guerra Mundial. De hecho, si bien 
sus raíces kantianas datan de fines del siglo XVIII lo cierto es que el debate sobre el 
denominado constitucionalismo internacional emergió con fuerza a partir de la segunda 
mitad del siglo XX con la creciente interacción entre las esferas nacional e 
internacional, la creación del nuevo orden internacional y sus instituciones, el desarrollo 
de los procesos de integración económico-comercial y más recientemente con el 
fenómeno de la globalización, hacia fines del siglo XX. Allí, algunos valores y 
procedimientos esencialmente constitucionales (democracia, DD.HH., separación de 
poderes) empezaron a migrar a la esfera internacional bajo influencia  del surgimiento 
de otros actores en la escena internacional como las ONG, las organizaciones 
internacionales, etc. Hacia fines del siglo XX y principios del siglo XXI,  el 
constitucionalismo ganó fuerza con el auge del pensamiento neoliberal.  
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La corriente constitucionalista no solo observa y describe esa tendencia de 
constitucionalización en el sistema internacional sino que la defiende ante la necesidad 
de ordenarlo para dotarlo de mayor coherencia y previsibilidad y contribuir así a la 
seguridad jurídica en las relaciones (jurídicas) internacionales. El constitucionalismo 
internacional reconoce un rol activo al Derecho Internacional en el proceso de 
globalización. De esta manera, se logra migrar de las bases tradicionales del Derecho 
Internacional —voluntad contractual de los Estados, responsbilidad internacional— 
hacia conceptos más vinculantes como jus cogens, obligaciones erga omnes, entre otros. 
Sin embargo, y teniendo en cuenta que el auge de este debate es relativamente reciente, 
la literatura es vasta pero todavía muy amplia e imprecisa en el análisis de los 
fenómenos relacionados con procesos de constitucionalización en el sistema 
internacional. Entre las principales dificultades se encuentra la falta de precisión 
terminológica, la confusión entre conceptos, categorías de análisis elegidas, cierto nivel 
de endogeneidad entre algunas de las dimensiones de análisis o de circularidad entre 
una y otra dimensión. En se sentido, se observa que el debate es muy amplio; superpone 
lo fáctico y lo normativo, lo jurídico y lo político en el intento por analizar los cambios 
recientes ocurridos en el sistema internacional, compreender mejor los procesos de 
gobernanza global, en los cuales el Derecho Internacional y su creciente armonización 
son entendidos en clave de una creciente constitucionalización. 
De todos modos, el constitucionalismo internacional es un campo controvertido. De 
hecho, autores como Gill (1998 citado en Pureza, 2012: 9) y Lang (2011) definen el 
constitucionalismo como la dimensión jurídica de un movimiento más amplio, el 
neoliberalismo. En ese sentido, así como defiende los DD.HH., la democracia y el 
reconocimiento de crímenes internacionales, el constitucionalismo también defiende los 
valores del libre mercado y otros conceptos de base liberal. Además, al hacerlo supone 
(y en algunos casos impone) el consenso alrededor de esos valores, cuya universalidad 
es como mínimo blanco de discusiones. En ese punto, surge otra literatura que hace un 
diagnóstico diferente del escenario internacional y afirma que en realidad el Derecho 
Internacional ha sufrido un creciente proceso de fragmentación. En el nuevo orden 
internacional post SGM empiezan a funcionar y a reproducirse innumerables 
instituciones y tratados que regulan los más variados aspectos de la vida internacional y 
cuyo resultado es una creciente fragmentación institucional y legislativa. Estos ven la 
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fragmentación normativa e institucional como un problema que se debe resolver por 
medio de técnicas que involucran algún grado de jerarquización, de coordinación de 
regímenes. Muchos de esos autores dedicados al estudio de la fragmentación, reconocen 
también que al mismo tiempo, se crean consensos mínimos que permiten la convivencia 
de los Estados en la comunidad internacional y el nuevo orden contribuye a una 
creciente uniformización de la vida social.  
Desde esta perspectiva, se podría afirmar que la fragmentación y el constitucionalismo 
van de la mano y se encuentran íntimamente relacionados. De alguna manera, la 
creciente presencia del constitucionalismo en el debate internacional es el resultado, en 
cierta medida, de la fragmentación del Derecho Internacional y la preocupación 
generada por ella. Tomando prestadas palabras de Koskenniemi y Leino (2002) y 
adaptándolas, hay una suerte de “ansiedad postmoderna” que lleva a muchos autores a 
defender la necesidad de un proceso de constitucionalización, ante el peligro inminente 
traído por la fragmentación del Derecho Internacional como multiplicación de normas, 
regímenes y tribunales. Sin embargo, para muchos críticos de dicha manera de describir 
y analizar el derecho y las relaciones internacionales, tanto la perspectiva del 
constitucionalismo, como la de la fragmentación como problema a resolver están 
además dotados de un objetivo político claro, es decir, hacer prevalecer determinada 
visión del mundo, disfrazándola de términos como voluntad de la sociedad 
internacional, rule of law, valores compartidos, bien común, coordinación de regímenes, 
gobernanza global, entre otros. 
Surge así con necesidad una literatura más pluralista que da lugar a las diferencias, sin 
necesidad de brindar soluciones que apuntan a la centralización o jerarquización, sino 
que considerando la fragmentación como un fenómeno natural del Derecho 
Internacional, en el que están en juego diferentes actores con visiones divergentes y 
muchas veces contrapuestas, que interactúan en la construcción de las normas 
internacionales. La diversidad y la pluralidad serían entonces la realidad de un escenario 
internacional poblado de múltiples actores, instituciones e intereses, que al interactuar 
van construyendo visiones diferentes, verdades diferentes, conductas adecuadas 
diferentes. En tal debate, tiene primordial importancia la Organización Mundial de 
Comercio (OMC). No solo porque es uno de los casos paradigmáticos de la literatura 
constitucionalista, sino que al mismo tiempo es uno de los casos más detractados por las 
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corrientes más críticas del pensamiento jurídico internacional. En ese sentido, la 
elección de la OMC como estudio de caso buscó mostrar de la mano de la 
constitucionalización y armonización normativa hay procesos de fragmentación y 
multiplicación de normas, en el intento de mostrar que la realidad es compleja y que las 
organizaciones no son lineales y son muy dinámicas.  
Además, no solo cambian las instituciones sino la manera en que son vistas y descriptas 
por la comunidad internacional. De hecho, según se analizó, la OMC surgió en un 
momento singular del ámbito internacional, en medio a altos niveles de consenso 
alrededor del paradigma neoliberal y la necesidad de apertura de los mercados con el fin 
de promover el bienestar y el desarrollo de los países. Si bien es cierto que en muchos 
casos ese consenso fue fruto de la necesidad generada por crisis internas como en el 
caso de las crisis de la deuda en América Latina, el nivel de euforia generado con la 
caída del muro de Berlín y el auge de la globalización hizo posible una reforma del 
sistema multilateral de comercio profunda y vinculante para los Estados. Volviendo a 
las palabras de Lang, la creación de la OMC no es un hecho aleatorio sino que coincide 
además con el predominio del neoliberalismo como lógica de pensamiento dominante y 
su respectiva comunidad epistémica (Lang, 2011). 
A partir del trabajo empírico, se puede tejer varias conclusiones que corroboran la 
hipótesis del presente trabajo. La creación de la OMC y los Protocolos de Adhesión de 
los miembros que luego de la caída del Muro de Berlin se incorporan durante o después 
de la Ronda Uruguay representaron una mayor constitucionalización del sistema 
multilateral de comercio y una mayor armonización de sus normas, pero  también es 
cierto que se observan procesos simultáneos y continuos de fragmentación y 
multiplicación normativa en el sistema multilateral de comercio, como es el caso de los 
Acuerdo Comerciales Regionales (ACR) y del Trato Especial y Diferenciado. 
El giro en el sistema multilateral de comercio hacia una mayor constitucionalización se 
hizo notar con la creación de la OMC, una institución del sistema internacional con 
personería jurídica (a diferencia del GATT/47). De hecho, de acuerdo a las dimensiones 
de constitucionalización seleccionadas y listadas en el capítulo 3 de este los cambios 
ocurridos en el sistema multilateral dan cuenta de la existencia de un proceso de 
constitucionalización de dicho régimen. Vale recordar que dichas dimensiones son: 
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- Existencia de norma fundamental superior; creación de normas que regulan y 
restringen el comportamiento político y económico de los estado-miembros; 
- Creación de instituciones; estructura de gobierno y delineación de competencias; 
- Creación de derecho por medio de órgano interno con capacidad judicial de 
interpretación de normas; y  
- Condiciones de membresía. 
Los principales aspectos de la evidencia de que se da un fenómeno de 
constitucionalización en base a dichas dimensiones son: la existencia de la Carta de la 
OMC, el poder vinculante de sus normas, la definición de los procesos de toma de 
decisiones y de competencias, la creación de instituciones con poder normativo, la 
creación de un órgano interno de interpretación normativa, conforme detallado en el 
capítulo 4.  
Esa constatación no excluye el debate sobre el déficit democrático de la OMC, su escasa 
transparencia y los criterios de representatividad, que son algunos de los argumentos 
más resaltados por los que rechazan el uso del ´termino “constitucionalización” en el 
ámbito del sistema multilateral de comercio. Si bien la OMC cumple sólo formalmente 
con el criterio de representatividad, y que la cadena de legitimidad que vincula a los 
tomadores de decisiones con aquellos afectados por la decisión es muy larga y no muy 
transparente, se pueden detallar algunos comentarios que refutan las críticas más 
severas.  
En primer lugar, algunas visiones pierden de vista que hablar de constitucionalización 
en el sistema multilateral no equivale a plantear que el sistema multilateral cuente con 
una Constitución al estilo nacional. Desde luego, la OMC no incluye los elementos que 
hacen a una Constitución nacional. De hecho, el término constitucionalismo en el 
derecho interno se refiere a un núcleo de normas procedimentales y sustanciales 
(principios) que no se puede replicar en su totalidad, no solo en el sistema de comercio 
sino en ninguna esfera del Derecho Internacional, sobre todo con relación a la 
legitimidad democrática y rendición de cuentas. Así, la discusión acerca de si esos 
aspectos son suficientes para afirmar que existe un proceso que se pueda dar en llamar 
constitucionalización no se refieren solamente al sistema multilateral de comercio sino a 
todo el Derecho Internacional, que carece de los elementos intrínsecos de cualquier 
término derivado de Constitución en el sentido nacional. Vale decir, el planteo que 
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niega el proceso de constitucionalización arguyendo la ausencia de legitimidad 
democrática impide cualquier avance en la discusión, en cualquier régimen normativo 
internacional, ante la imposibilidad de que ese déficit se resuelva. La solución en ese 
caso sería considerar que los términos constitucionalización o constitucionalismo no 
significan lo mismo en la esfera doméstica que en la internacional e intentar avanzar con 
la caracterización del proceso internacional usando los elementos más consensuados en 
la doctrina y la jurisprudencia internacionales, como se hizo en este trabajo. Ello 
permite entonces destrabar la discusión y analizar el proceso de armonización normativa 
con cierto sentido constitucional.  
En ese proceso de análisis de la consolidación normativa, y con relación a los 
Protocolos de Adhesión, analizados en el capítulo 5, se pude afirmar que el proceso de 
adhesión a la OMC contribuye a la armonización normativa del sistema. Dicho proceso 
puede dividirse en dos grandes etapas: la etapa de adhesión anterior a la creación de la 
OMC y la etapa posterior a esta. Los países que participaron de las negociaciones de la 
Ronda Uruguay, aunque de manera marginal, tuvieron la posibilidad de incidir sobre las 
normas, para hacerlas más acordes a sus intereses. Si bien esa posibilidad fue apenas 
formal en los casos de países con menor capacidad de negociación y poder relativo —
considerando su pequeña capacidad de incidencia en la producción de las reglas y el 
nivel de presión ejercido por los países con mayor poder relativo en ese proceso—, lo 
cierto es que dicha posibilidad se tornó aún menos factible luego de la creación de la 
OMC. A partir de ese momento, lo que se observa es que el proceso de adhesión a la 
OMC es un gran armonizador de normas y  políticas, responsable de profundas 
reformas estructurales en los países candidatos a miembros. Dichas reformas 
estructurales apuntan al mismo objetivo: el de asegurar la libertad del mercado. Ello ha 
creado también ciertas tensiones entre los países que ya eran miembros de la OMC y lo 
que adhirieron posteriormente. 
Se observa también que hubo un auge de adhesiones entre 1995 y 1997 (133 en total), y 
que esos números extraordinarios han cambiado y la cantidad de adhesiones ha 
disminuido. Dicha disminución se relaciona no tanto con la pérdida de impulso del 
sistema multilateral, sino con el hecho de que quedan pocos países por ingresar al 
sistema. Esto es así teniendo en cuenta que el número de adhesiones mantiene un ritmo 
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más o menos constante desde 1997, salvo por la parálisis en las adhesiones entre los 
años 2008 y 2012, a raíz de la crisis global y el casi colapso de la Ronda de Doha.  
A pesar del menor número de adhesiones a partir de 1997, no hubo cambios en los 
contenidos. Los documentos de los Protocolos de Adhesión, salvo algunas diferencias 
para el caso de China, son prácticamente idénticos para todos los países. En el caso de la 
primera economía mundial y altamente regulada, el sistema multilateral tuvo que 
acordar más excepciones y flexibilidades para acomodar el ingreso del gigante asiático. 
De igual manera, los informes de los grupos de trabajo abordan temas similares. Las 
diferencias observadas se deben al perfil del país y a su situación inicial al momento de 
ingresar (por ejemplo, si es una economía en transición, un reino, un país importador 
neto de alimentos o exportador de petróleo), no al punto de llegada hacia donde apuntan 
las reformas. Ese punto de llegada es similar en términos generales para todos. Vale 
decir, se observa que los Protocolos de Adhesión de los países que ingresan a la OMC 
siguen la misma fórmula y apuntan a reformas estructurales que garantizan en gran 
medida que el proceso de constitucionalización del sistema multilateral de comercio 
iniciado con la OMC avance. En este sentido, así como la creación de la OMC en el 
auge del dominio del pensamiento neoliberal permitió una mayor constitucionalización 
del sistema multilateral de comercio, los Protocolos de Adhesión son la herramienta 
ideal a través de la cual la armonización y la consolidación normativas avanzan hacia el 
interior de los países, en particular aquéllos que transitaban de una economía 
centralmente planificada, a una creciente desregulación. En ese sentido, los Protocolos 
dieron un norte para el camino de dichos países y para XXX la nivelación de la cancha 
de juego. 
Pero también es cierto que en paralelo con dicho camino, el sistema multilateral de 
comercio presenta brechas y vías de escape que matizan esa tendencia y apuntan hacia 
un proceso de fragmentación. Así, los ACR son la vía de escape más utilizada por los 
países ante el avance de la OMC hacia el interior de las fronteras. De hecho, representan 
más del 60% del comercio internacional actualmente. Los ACR y la maraña de normas 
que ellos crean contribuyen a varias dimensiones de la fragmentación. Cabe recordar 
que las dimensiones seleccionadas en este trabajo son:  
- Modificación de normas multilaterales entre algunas de las partes únicamente;  
- Existencia de más de un tribunal competente para dirimir la misma controversia;  
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- Existencia de normas contradictorias que regulan situaciones similares; y  
- Existencia de fallos contradictorios sobre la misma materia.  
Así, la creación de un ACR en sí mismo significa la modificación de normas 
multilaterales entre algunas de las partes únicamente (es decir, los socios del ACR), 
teniendo en cuenta el marco legal de la OMC que abriga los ACR, es decir, el Art. 
XXIV y la Cláusula de Habilitación. Además, dichos acuerdos poseen sus propios 
sistemas de solución de controversias, De hecho, como mencionado en el trabajo, cada 
acuerdo regional dispone de algún tipo de sistema de solución de controversias, para 
tratar temas que muchas veces coinciden con los temas regulados por el sistema 
multilateral de comercio. Vale decir, se constata la existencia de más de un tribunal 
competente para dirimir la misma controversia, segunda dimensión de la fragmentación, 
con ejemplos concretos como el caso de los Pollos, involucrando a Brasil y 
Argentina126. 
Asimismo, la tercera y cuarta dimensión de la fragmentación están estrechamente 
relacionadas. Así, se observa la existencia de normas contradictorias que regulan 
situaciones similares, como en el caso de los aspectos de inversiones relacionados con 
el comercio, donde algunas medidas están prohibidas por la OMC y sin embargo están 
permitidas en los ACR, o como los fallos detallados en el capítulo 6, donde se analiza la 
compatibilidad de las normas de la OMC con las normas de los ACR (Turquía-
Textiles127; Argentina-Calzados128, CE-SGP129). En el mismo sentido, se observa la 
existencia de fallos contradictorios sobre la misma materia, como en el caso de 
detallado en el mismo capítulo 6, Brasil-neumáticos recauchutados130, donde Brasil fue 
condenado por la OMC por llevar adelante una medida en cumplimiento de un fallo del 
sistema de solución de controversias del MERCOSUR. De hecho, el alcance de los 
ACR es tan amplio y la fragmentación que produce es tan significativa, que cabe 
preguntarse si la regla y la excepción no se invierten y dichos acuerdos no pasan a ser la 
regla y el comercio multilateral la excepción. 
                                                 
126
 Argentina – Derechos antidumping sobre los pollos,  WT/DS241/AB/R, 2001.  
127
 Turquía- Restricciones a la importación de productos textiles y prendas, WT/DS34/R, 1999. 
128
 Argentina — Medidas de salvaguarda para la importación de calzado,  WT/DS121/R, 1999. 
129
 Comunidades europeas – Condiciones para el otorgamiento de preferencias arancelarias a países en 
desarrollo, WT/DS246/14, 2004. 
130
 Brasil — Medidas que afectan la importación de neumáticos recauchutados,  WT/DS332/R, 2007. 
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En la misma dirección, se observa cómo el TED permite  la multiplicación de normas, 
como fue analizado en el capítulo 7. El TED logró llegar al corazón del sistema 
multilateral de comercio, a través de la Cláusula de Habilitación a fines de la década de 
1970, durante la Ronda de Tokio.  Allí, los PED tenían un marco a partir del cual 
negociar sus compromisos y preferencias. Sin embargo, durante las negociaciones de la 
Ronda Uruguay y en los posteriores Acuerdos de Marrakech de la OMC, ese marco 
desapareció. A partir de la creación de la OMC, el tema fue blanco de intensos debates y 
disputas entre países en desarrollo y países desarrollados. Ese impasse viene generando 
un enfoque de "TED a la carta" que contribuye a la fragmentación del sistema 
multilateral. El alcance del TED fue restringido y en cambio surgió una serie de normas 
fragmentadas y pulverizadas a lo largo y ancho de los acuerdos, la mayoría de esas 
normas sin poder vinculante.  
La Ronda de Doha hizo un intento por volver a dar un marco de debate al TED, sin 
éxito. Si bien por acción de los PED líderes en la OMC, el desarrollo volvió al sistema 
multilateral en la Declaración de Doha, también es cierto que dicha declaración de 
principios e intenciones no se consolidó en la práctica. En cambio, se observa que a la 
multiplicación de las normas de TED en los Acuerdos de Marrakech le sigue la 
multiplicación de propuestas y la adopción de reglas especiales para los Países Menos 
Adelantados (PMA) con relación al TED, sin que haya un marco general que apunte 
hacia la armonización. Además, se observan grandes divisiones en los PED, entre los 
que ya tienen preferencias garantizadas y otras excepciones —y que, como 
consecuencia, disminuyen sus demandas— y los demás países que quedaron afuera de 
esas reglas excepcionales. Así, se observa que las normas de TED  se fragmentan y se 
multiplican, sea por medio de la negociación ad hoc de flexibilidades para cada país y 
grupo de países, ya sea por la clara diferenciación a los efectos del TED entre PED y 
países menos adelantados que son, hoy por hoy, los únicos beneficiarios de las medidas 
de TED más concretas. En suma, se observa que las tensiones generadas alrededor del 
tema TED generaron una multiplicación de normas en el sistema multilateral de 
comercio, que contribuye al escenario de fragmentación observado en el caso de los 
ACR. 
El hecho de que los fenómenos de constitucionalización y armonización por un lado y 
fragmentación y multiplicación por otro lado se desarrollen de manera simultánea en la 
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OMC refleja la realidad compleja de dicha institución, que posee una dinámica mixta 
entre reglas y poder. Una organización atravesada por un escenario de negociaciones 
constantes, avances y retrocesos, disputas por espacios de poder y por la capacidad de 
imponer agendas. Al mirar el escenario desde esta perspectiva, se logra ampliar el 
debate para vislumbrar que en el Derecho Internacional, las normas no se 
constitucionalizan o se fragmentan ni de manera autónoma, ni tampoco permanente. De 
hecho, ese debate debe estar enmarcado necesariamente en la intrincada relación entre 
las construcciones normativas y el balance de poder en las organizaciones 
internacionales, en este caso en particular, en la OMC.  
Luego de la creación de la OMC y el gran auge del neoliberalismo, el balance de poder 
entre sus miembros está cambiando. Históricamente, las coaliciones conformadas por 
los países desarrollados occidentales han dominado las principales organizaciones 
internacionales dedicadas a temas económico-comerciales, tales como el GATT-OMC 
(también el FMI, el Banco Mundial, etc.) (Cox y Jacobson, 1973; Tussie, 1987). Sin 
embargo, la acción de países emergentes y sus coaliciones se viene intensificando en los 
últimos años y están logrando incidir en las negociaciones e incluso bloquearlas 
(aunque con menor capacidad de reformas sustantivas en la agenda).  
Hoy por hoy, la OMC es una organización en crisis, entendida en los términos 
gramscianos, en que algo nuevo está naciendo, pero lo viejo no termina de morir. Es 
probable que ese escenario perdure por varios años y lo que se espera entonces es la 
inercia al sesgo constitucionalizador que arrastra la OMC desde su creación se vea cada 
vez más desafiada por la tendencia a la fragmentación y multiplicación normativa.  
Este escenario de zonas grises y tendencias contrapuestas, nos hace matizar un poco la 
fe casi mesiánica que los internacionalistas tenemos por "lo internacional". En palabras 
de Koskenniemi (1995), los abogados internacionalistas tenemos una inclinación por 
considerarnos la avant-garde de la modernidad reflejada en el escenario internacional, 
en contra del nacionalismo y la anacrónica soberanía. Sin embargo, al observar la 
realidad del interior de organizaciones internacionales como la OMC, la presunta 
modernidad se desvanece y sostener principios como la coherencia del sistema jurídico 
se tornan por momentos una tarea “inasible”. Lo que subyace a las normas es la realidad 
compleja de intereses, actores y capacidades diferentes, divergentes, y que dicha 
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realidad posee muchas versiones, que se reescriben al ritmo de las disputas de poder, 
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 (Código del 
documento) 
(Fecha) 
  CONFERENCIA MINISTERIAL 
(XX período de sesiones) 





ADHESIÓN DE (Nombre del país) 
6.1.1.1.1.1. (Fecha de la decisión) 
 La Conferencia Ministerial, 
 Habida cuenta del párrafo 2 del artículo XII y del párrafo 1 del artículo IX del 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio 
("Acuerdo sobre la OMC") y del Procedimiento de adopción de decisiones de 
conformidad con los artículos IX y XII del Acuerdo sobre la OMC, acordado por el 
Consejo General (WT/L/93); 
 Tomando nota de la solicitud de (NOMBRE DEL PAÍS) de adhesión al Acuerdo 
sobre la OMC, de fecha (FECHA DE LA SOLICITUD); 
 Observando los resultados de las negociaciones encaminadas al establecimiento 
de las condiciones de adhesión de (NOMBRE DEL PAÍS) al Acuerdo sobre la OMC y 
habiendo preparado un Protocolo de Adhesión de (NOMBRE DEL PAÍS); 
 Decide lo siguiente: 
1. (NOMBRE DEL PAÍS) podrá adherirse al Acuerdo sobre la OMC en los 





PROTOCOLO DE ADHESIÓN DE (NOMBRE DEL PAÍS) 
Preámbulo 
 La Organización Mundial del Comercio (denominada en adelante la "OMC"), en 
virtud del artículo XII del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la 
Organización Mundial del Comercio (denominado en adelante "Acuerdo sobre la 
OMC"), y (NOMBRE DEL PAÍS), 
 Tomando nota del informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de 
(NOMBRE DEL PAÍS) al Acuerdo sobre la OMC que figura en el documento 
(CÓDIGO DEL DOCUMENTO), de fecha (FECHA DEL DOCUMENTO) 
(denominado en adelante "informe del Grupo de Trabajo"), 
 Habida cuenta de los resultados de las negociaciones sobre la Adhesión de 
(NOMBRE DEL PAÍS) al Acuerdo sobre la OMC, 
 Convienen en las disposiciones siguientes: 
PARTE I - DISPOSICIONES GENERALES 
1. En la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo de conformidad con el 
párrafo 8, (NOMBRE DEL PAÍS) se adherirá al Acuerdo sobre la OMC de 
conformidad con el artículo XII de dicho Acuerdo y, en consecuencia, pasará a ser 
Miembro de la OMC.  
2. El Acuerdo sobre la OMC al que se adherirá (NOMBRE DEL PAÍS) será el 
Acuerdo sobre la OMC, incluidas las Notas Explicativas de dicho Acuerdo, rectificado, 
enmendado o modificado de otra forma por los instrumentos jurídicos que hayan 
entrado en vigor antes de la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo. Este 
Protocolo, que incluirá los compromisos mencionados en el párrafo 224 del informe del 
Grupo de Trabajo, formará parte integrante del Acuerdo sobre la OMC. 
3. Salvo disposición en contrario en el párrafo (XX) del informe del Grupo de 
Trabajo, las obligaciones establecidas en los Acuerdos Comerciales Multilaterales 
anexos al Acuerdo sobre la OMC que deban cumplirse a lo largo de un plazo contado a 
partir de la entrada en vigor de ese Acuerdo serán cumplidas por (NOMBRE DEL 
PAÍS) como si hubiera aceptado ese Acuerdo en la fecha de su entrada en vigor. 
4. (NOMBRE DEL PAÍS) podrá mantener una medida incompatible con el párrafo 
1 del artículo II del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (denominado en 
adelante "AGCS") siempre que tal medida esté consignada en la Lista de Exenciones de 
las Obligaciones del artículo II anexa al presente Protocolo y cumpla las condiciones 
establecidas en el Anexo del AGCS sobre Exenciones de las Obligaciones del Artículo 
II. 
PARTE II - LISTAS 
5. Las Listas que figuran en el anexo I del presente Protocolo pasarán a ser la Lista 
de concesiones y compromisos anexa al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio de 1994 (denominado en adelante "GATT de 1994") y la Lista de 
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Compromisos Específicos anexa al AGCS relativas a (NOMBRE DEL PAÍS). El 
escalonamiento de las concesiones y los compromisos enumerados en las Listas se 
aplicará en la forma especificada en las partes pertinentes de las Listas respectivas. 
6. A los efectos de la referencia que se hace en el apartado a) del párrafo 6 del 
artículo II del GATT de 1994 a la fecha de dicho Acuerdo, la fecha aplicable con 
respecto a las Listas de Concesiones y Compromisos anexas al presente Protocolo será 
la fecha de entrada en vigor de este último. 
PARTE III - DISPOSICIONES FINALES 
7. El presente Protocolo estará abierto a la aceptación de (NOMBRE DEL PAÍS), 
mediante firma o formalidad de otra clase, hasta el 31 de marzo de 2004. 
8. El presente Protocolo entrará en vigor treinta días después de su aceptación por 
(NOMBRE DEL PAÍS). 
9. El presente Protocolo quedará depositado en poder del Director General de la 
OMC. El Director General de la OMC remitirá sin dilación a cada Miembro de la OMC 
y a (NOMBRE DEL PAÍS) una copia autenticada del presente Protocolo, así como una 
notificación de la aceptación por (NOMBRE DEL PAÍS), de conformidad con el 
párrafo 7. 
 El presente Protocolo será registrado de conformidad con las disposiciones del 
Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 
 Hecho en (LUGAR), el (FECHA), en un solo ejemplar y en los idiomas español, 
francés e inglés, siendo cada uno de los textos igualmente auténtico, salvo que 




















ADHESIÓN DE LA REPÚBLICA POPULAR CHINA 
 
Decisión de 10 de noviembre de 2001 
 
 
 La Conferencia Ministerial, 
 
 Teniendo en cuenta el párrafo 2 del artículo XII y el párrafo 1 del artículo IX del 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio y 
el Procedimiento de adopción de decisiones de conformidad con los artículos IX y XII 
del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del 
Comercio, acordado por el Consejo General (WT/L/93), 
 
 Tomando nota de la solicitud de la República Popular China de adhesión al 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, 
de fecha 7 de diciembre de 1995, 
 
 Observando los resultados de las negociaciones encaminadas al establecimiento 
de las condiciones de adhesión de la República Popular China al Acuerdo de Marrakech 
por el que se establece la Organización Mundial del Comercio y habiendo preparado un 
Protocolo de Adhesión de la República Popular China, 
 
 Decide lo siguiente: 
 
 La República Popular China podrá adherirse al Acuerdo de Marrakech por el 
que se establece la Organización Mundial del Comercio en los términos y 
condiciones enunciados en el Protocolo anexo a la presente decisión. 
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 La Organización Mundial del Comercio ("OMC"), en virtud de la aprobación de 
la Conferencia Ministerial de la OMC, concedida de conformidad con el artículo XII del 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio 
("Acuerdo sobre la OMC"), y la República Popular China ("China"), 
 
 Recordando que China fue una de las partes contratantes iniciales del Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1947, 
 
 Tomando nota de que China es signataria del Acta Final en que se incorporan los 
resultados de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales, 
 
 Tomando nota del informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de China, 
que figura en el documento WT/ACC/CHN/49 ("informe del Grupo de Trabajo"), 
 
 Teniendo en cuenta los resultados de las negociaciones sobre la adhesión de 
China a la OMC, 
 
 Convienen en las disposiciones siguientes: 
 
Parte I - Disposiciones generales 
 
1. Normas generales 
1. En el momento de su adhesión, China se adherirá al Acuerdo sobre la OMC de 
conformidad con el artículo XII de dicho Acuerdo y, en consecuencia, pasará a ser 
Miembro de la OMC. 
2. El Acuerdo sobre la OMC al que se adherirá China será el Acuerdo sobre la 
OMC rectificado, enmendado o modificado de otra forma por los instrumentos jurídicos 
que hayan entrado en vigor antes de la fecha de la adhesión. El presente Protocolo, que 
comprenderá los compromisos mencionados en el párrafo 342 del informe del Grupo de 
Trabajo, formará parte integrante del Acuerdo sobre la OMC. 
3. Salvo disposición en contrario en el presente Protocolo, las obligaciones 
establecidas en los Acuerdos Comerciales Multilaterales anexos al Acuerdo sobre la 
OMC que deban ponerse en aplicación en un plazo contado a partir de la entrada en 
vigor de ese Acuerdo serán cumplidas por China como si hubiera aceptado ese Acuerdo 
en la fecha de su entrada en vigor. 
4. China podrá mantener una medida incompatible con el párrafo 1 del artículo II 
del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios ("AGCS") siempre que tal medida 
esté consignada en la Lista de exenciones del artículo II anexa al presente Protocolo y 
cumpla las condiciones establecidas en el Anexo del AGCS sobre Exenciones de las 
Obligaciones del Artículo II. 
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2. Administración del régimen de comercio 
 A) Administración uniforme 
1. Las disposiciones del Acuerdo sobre la OMC y del presente Protocolo serán 
aplicables en todo el territorio aduanero de China, incluidas las regiones comerciales 
fronterizas y las zonas de minorías autónomas, las zonas económicas especiales, las 
ciudades costeras abiertas, las zonas de desarrollo económico y técnico y otras zonas 
donde se han establecido regímenes especiales de aranceles, impuestos y normas 
(denominadas colectivamente "zonas económicas especiales"). 
2. China aplicará y administrará de forma uniforme, imparcial y razonable todas las 
leyes, reglamentos y demás medidas de su Gobierno central, así como los reglamentos, 
normas y demás medidas locales que se publiquen o apliquen a nivel subnacional 
(denominados colectivamente "leyes, reglamentos y demás medidas") que se refieran o 
afecten al comercio de mercancías, los servicios, los aspectos de los derechos de 
propiedad intelectual relacionados con el comercio ("ADPIC") o el control cambiario. 
3. Los reglamentos, normas y demás medidas de los gobiernos locales de China a 
nivel subnacional estarán en conformidad con las obligaciones asumidas en virtud del 
Acuerdo sobre la OMC y el presente Protocolo. 
4. China establecerá un mecanismo que permitirá a los particulares y las empresas 
someter a la atención de las autoridades nacionales los casos de aplicación no uniforme 
del régimen comercial. 
 B) Zonas económicas especiales 
1. China notificará a la OMC todas las leyes, reglamentos y demás medidas 
relativos a sus zonas económicas especiales, enumerando estas zonas por su nombre e 
indicando los límites geográficos que las definen. China notificará a la OMC con 
prontitud, pero en cualquier caso en un plazo de 60 días, las ampliaciones o 
modificaciones de sus zonas económicas especiales, incluidas las leyes, reglamentos y 
demás medidas referentes a las mismas. 
2. China aplicará a los productos importados, incluidos los componentes 
incorporados materialmente, que se introduzcan en otras partes del territorio aduanero 
de China desde zonas económicas especiales todos los impuestos, cargas y medidas que 
afecten a las importaciones, con inclusión de las restricciones a la importación y las 
cargas aduaneras y arancelarias que normalmente se apliquen a las importaciones en las 
demás partes del territorio aduanero de China. 
3. Salvo disposición en contrario en el presente Protocolo, al otorgar un trato 
preferencial a las empresas situadas en estas zonas económicas especiales se respetarán 
plenamente las disposiciones de la OMC sobre no discriminación y trato nacional. 
 C) Transparencia 
1. China se compromete a hacer cumplir únicamente las leyes, reglamentos y 
demás medidas que se refieran o afecten al comercio de mercancías, los servicios, los 
ADPIC o el control cambiario que se hayan publicado y que puedan ser obtenidas con 
facilidad por los demás Miembros de la OMC, los particulares y las empresas. Además, 
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China pondrá a disposición de los Miembros de la OMC, previa solicitud, todas las 
leyes, reglamentos y demás medidas que se refieran o afecten al comercio de 
mercancías, los servicios, los ADPIC o el control cambiario antes de que tales medidas 
sean puestas en aplicación o de que se exija su cumplimiento. En situaciones de 
emergencia, las leyes, reglamentos y demás medidas se pondrán a disposición de los 
Miembros de la OMC, a más tardar cuando sean aplicadas o se exija su cumplimiento. 
2. China creará o designará un diario oficial dedicado a la publicación de todas las 
leyes, reglamentos y demás medidas que se refieran o afecten al comercio de 
mercancías, los servicios, los ADPIC o el control cambiario y, después de la 
publicación de sus leyes, reglamentos y demás medidas en tal diario, preverá un plazo 
razonable para que se presenten observaciones a las autoridades competentes antes de 
que se apliquen, salvo si se trata de leyes, reglamentos y demás medidas que afecten a la 
seguridad nacional, de medidas específicas que fijen los tipos de cambio o determinen la 
política monetaria o de otras medidas cuya publicación sería un obstáculo para que se 
hicieran cumplir. China publicará este diario de forma periódica y pondrá a disposición 
de los particulares y las empresas copia de todos los números del mismo. 
3. China creará o designará un servicio de información donde podrá obtenerse, a 
petición de cualquier particular, empresa o Miembro de la OMC, toda la información 
relativa a las medidas que deben publicarse de conformidad con el párrafo 1 de la 
sección 2 C) del presente Protocolo. Las respuestas a las solicitudes de información se 
facilitarán en general en un plazo de 30 días contados a partir de la recepción de las 
mismas. En casos excepcionales, podrán facilitarse las respuestas en un plazo de 45 días 
contados a partir de la recepción de la solicitud. Se notificará por escrito a la parte 
interesada el retraso y los motivos del mismo. Las respuestas a los Miembros de la 
OMC serán completas y representarán la opinión autorizada del Gobierno chino. Se 
facilitará a los particulares y las empresas una información exacta y fiable. 
 D) Revisión judicial 
1. China creará o designará, y mantendrá tribunales, puntos de contacto y 
procedimientos para la pronta revisión de todos los actos administrativos relacionados 
con la aplicación de las leyes, los reglamentos, las decisiones judiciales y las 
disposiciones administrativas de aplicación general a que se hace referencia en el 
párrafo 1 del artículo X del GATT de 1994, el artículo VI del AGCS y las disposiciones 
pertinentes del Acuerdo sobre los ADPIC. Estos tribunales serán imparciales e 
independientes del organismo encargado de la ejecución administrativa de las normas y 
no tendrán ningún interés sustancial en los resultados del asunto. 
2. El procedimiento de revisión incluirá la posibilidad de que los particulares o las 
empresas afectados por actos administrativos que puedan ser sometidos a revisión 
judicial apelen, sin incurrir en sanción. En todos los casos en que el derecho inicial de 
apelación sea un derecho de apelación ante un órgano administrativo, habrá la 
posibilidad de optar por apelar contra la decisión ante un órgano judicial. Se notificará 
por escrito al apelante la decisión en apelación y los motivos de la misma. El apelante 
también será informado de su eventual derecho a una ulterior apelación. 
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3. No discriminación 
 Salvo disposición en contrario en el presente Protocolo, se concederá a los 
particulares y empresas extranjeros y a las empresas financiadas con capital extranjero 
un trato no menos favorable que el concedido a los demás particulares y empresas en lo 
que respecta: 
 a) a la adquisición de los insumos, las mercancías y los servicios 
necesarios para la producción, y a las condiciones en que producen, 
comercializan o venden sus mercancías en el mercado interno y para la 
exportación; y 
 b) a los precios y la disponibilidad de mercancías y servicios 
facilitados por autoridades nacionales y subnacionales y por empresas 
públicas o estatales en sectores tales como el transporte, la energía, las 
telecomunicaciones básicas, otros servicios públicos y los factores de 
producción. 
4. Acuerdos comerciales especiales 
 En el momento de su adhesión, China eliminará o pondrá en conformidad con el 
Acuerdo sobre la OMC todos los acuerdos comerciales especiales con terceros países y 
territorios aduaneros distintos, incluidos los acuerdos de comercio de trueque, que no 
estén en conformidad con el Acuerdo sobre la OMC. 
5. Derecho a tener actividades comerciales 
1. Sin perjuicio del derecho de China a regular el comercio de forma compatible 
con el Acuerdo sobre la OMC, China liberalizará progresivamente la disponibilidad y el 
alcance del derecho a tener actividades comerciales, de forma que, en un plazo de tres 
años contados a partir de la adhesión, todas las empresas de China disfrutarán del 
derecho a tener actividades comerciales con todo tipo de mercancías en todo el territorio 
aduanero de China, salvo las mercancías enumeradas en el anexo 2A, que seguirán 
sujetas a un régimen de comercio de Estado de conformidad con el presente Protocolo. 
Este derecho a tener actividades comerciales incluirá el derecho a importar y exportar 
mercancías. Todas estas mercancías recibirán un trato nacional de conformidad con el 
artículo III del GATT de 1994, especialmente su párrafo 4, en lo concerniente a su 
venta, oferta para la venta, compra, transporte, distribución y uso en el mercado interior, 
con inclusión del acceso directo a las mismas por parte de los usuarios finales. En 
cuanto a las mercancías enumeradas en el anexo 2B, China eliminará gradualmente, de 
conformidad con el calendario incluido en dicho anexo, los límites al reconocimiento 
del derecho a tener actividades comerciales. China completará todos los procedimientos 
legislativos necesarios para dar cumplimiento a estas disposiciones durante el período 
de transición. 
2. Salvo disposición en contrario en el presente Protocolo, se concederá a todos los 
particulares y empresas extranjeros, incluidos los que no hayan recibido inversiones o 
no estén registrados en China, un trato no menos favorable que el concedido a las 
empresas en China en lo que respecta al derecho a tener actividades comerciales. 
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6. Comercio de Estado 
1. China se asegurará de que los procedimientos de adquisición de importaciones 
por las empresas comerciales del Estado sean plenamente transparentes y estén en 
conformidad con el Acuerdo sobre la OMC, y se abstendrá de adoptar cualquier medida 
que influya u obligue a las empresas comerciales del Estado en lo que respecta a la 
cantidad, el valor o el país de origen de las mercancías compradas o vendidas, salvo en 
conformidad con el Acuerdo sobre la OMC. 
2. Como parte de la notificación que debe hacer de conformidad con el GATT de 
1994 y el Entendimiento relativo a la interpretación del artículo XVII del GATT de 
1994, China facilitará asimismo información completa sobre los mecanismos de fijación 
de precios de las mercancías exportadas por sus empresas comerciales del Estado. 
7. Medidas no arancelarias 
1. China cumplirá el programa de eliminación progresiva de estas medidas que 
figura en el anexo 3. Durante los períodos especificados en dicho anexo, la protección 
otorgada mediante las medidas enumeradas en el mismo no aumentará, ni se ampliará su 
dimensión, alcance o duración, ni se aplicarán nuevas medidas, salvo en conformidad 
con las disposiciones del Acuerdo sobre la OMC. 
2. Para dar cumplimiento a las disposiciones de los artículos III y XI del GATT de 
1994 y el Acuerdo sobre la Agricultura, China eliminará las medidas no arancelarias 
que no pueda justificar de conformidad con las disposiciones del Acuerdo sobre la 
OMC y no introducirá, reintroducirá ni aplicará medidas no arancelarias de este tipo. 
Cuando se trate de medidas no arancelarias, enumeradas o no en el anexo 3, que se 
apliquen después de la fecha de adhesión en conformidad con el Acuerdo sobre la OMC 
y el presente Protocolo, China asignará y administrará en general estas medidas en 
estricta conformidad con las disposiciones del Acuerdo sobre la OMC, incluido el 
GATT de 1994 y su artículo XIII, así como del Acuerdo sobre Procedimientos para el 
Trámite de Licencias de Importación, incluidas las prescripciones en materia de 
notificación. 
3. En el momento de su adhesión, China cumplirá el Acuerdo sobre las MIC sin 
recurrir a las disposiciones del artículo 5 de dicho Acuerdo. China eliminará y dejará de 
aplicar las prescripciones destinadas a mantener el equilibrio comercial y cambiario, las 
prescripciones de contenido nacional y las prescripciones sobre exportación o resultados 
hechas efectivas mediante leyes, reglamentos y demás medidas. Además, China no hará 
cumplir las disposiciones de los contratos que impongan requisitos de este tipo. Sin 
perjuicio de las disposiciones pertinentes del presente Protocolo, China se asegurará de 
que la distribución de las licencias de importación, los contingentes, los contingentes 
arancelarios y cualquier otro medio de aprobación de las importaciones, así como el 
derecho de importación o de inversión, por las autoridades nacionales y subnacionales, 
no se condicione al hecho de que existan o no proveedores nacionales competidores de 
tales productos, o a prescripciones sobre resultados de cualquier tipo, tales como 
prescripciones de contenido nacional, compensaciones, transferencia de tecnología, 
resultados de exportación o a la realización de actividades de investigación y desarrollo 
en China. 
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4. Solo las autoridades nacionales o las autoridades subnacionales con autorización 
de las autoridades nacionales impondrán y harán cumplir prohibiciones y restricciones a 
la importación y la exportación y prescripciones en materia de licencias de importación 
y de exportación. Las medidas que no sean impuestas por las autoridades nacionales o 
por las autoridades subnacionales con autorización de las autoridades nacionales no se 
aplicarán ni se exigirá su cumplimiento. 
8. Licencias de importación y exportación 
1. Al aplicar el Acuerdo sobre la OMC y las disposiciones del Acuerdo sobre 
Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación, China adoptará las 
siguientes medidas para facilitar su cumplimiento: 
 a) China publicará de forma periódica, en el diario oficial a que se 
hace referencia en el apartado C) 2 de la sección 2 del presente 
Protocolo, lo siguiente: 
  - la lista, por productos, de todas las organizaciones que 
sean responsables de autorizar o aprobar las importaciones o 
exportaciones, sea a través de la concesión de una licencia u otro 
medio de aprobación, incluidas las organizaciones en las que las 
autoridades nacionales hayan delegado tal facultad; 
  - los procedimientos y criterios para obtener tales licencias 
de importación o exportación u otros medios de aprobación, y las 
condiciones para decidir si deben concederse; 
  - una lista de todos los productos, por códigos arancelarios, 
que estén sujetos a prescripciones en materia de licitación, con 
inclusión de información sobre los productos sujetos a tales 
prescripciones y sobre cualquier modificación, según lo previsto 
en el Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias 
de Importación; 
  - una lista de todas las mercancías y tecnologías cuya 
importación o exportación está restringida o prohibida; también 
se notificarán las mercancías al Comité de Licencias de 
Importación; 
  - los cambios que se introduzcan en la lista de mercancías y 
tecnologías cuya importación y exportación está restringida o 
prohibida. 
  En un plazo de 75 días contados a partir de la publicación, se 
entregará a la OMC, para su distribución a los Miembros y para su 
presentación al Comité de Licencias de Importación, copia de estas 
comunicaciones, en uno o más idiomas oficiales de la OMC. 
 b) China notificará a la OMC todas las prescripciones en materia de 
licencias y contingentes que sigan vigentes después de su adhesión, 
enumeradas por separado, por líneas arancelarias del SA y con una 
indicación de las cantidades afectadas por la restricción, en su caso, así 
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como la justificación para mantener la restricción o la fecha prevista para 
su terminación. 
 c) China presentará la notificación de sus procedimientos para el 
trámite de licencias de importación al Comité de Licencias de 
Importación. China informará anualmente a dicho Comité sobre su 
régimen de licencias automáticas de importación, explicando las 
circunstancias que motivan esas prescripciones y justificando la 
necesidad de su mantenimiento. El informe contendrá también la 
información enumerada en el artículo 3 del Acuerdo sobre 
Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación. 
 d) Las licencias de importación que otorgue China tendrán un plazo 
mínimo de validez de seis meses, salvo que circunstancias excepcionales 
lo hagan imposible. En tales casos, China notificará con prontitud al 
Comité de Licencias de Importación las circunstancias excepcionales que 
exigen que el plazo de validez de las licencias sea más breve. 
2. Salvo disposición en contrario en el presente Protocolo, se concederá a los 
particulares y empresas extranjeros y a las empresas financiadas con capital extranjero 
un trato no menos favorable que el concedido a los demás particulares y empresas en lo 
que respecta a la distribución de las licencias y contingentes de importación y 
exportación. 
9. Controles de precios 
1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 infra, China permitirá que las fuerzas 
del mercado determinen los precios de las mercancías y servicios de cualquier sector 
que sean objeto de comercio exterior y eliminará las prácticas de precios múltiples para 
tales mercancías y servicios. 
2. Las mercancías y servicios enumerados en el anexo 4 podrán ser objeto de 
controles de precios, en forma compatible con el Acuerdo sobre la OMC y en particular 
con el artículo III del GATT de 1994 y los párrafos 3 y 4 del Anexo 2 del Acuerdo 
sobre la Agricultura. Salvo en circunstancias excepcionales, y previa notificación a la 
OMC, los controles de precios no afectarán a otras mercancías y servicios que los 
enumerados en el anexo 4 y China pondrá el máximo empeño en reducir y eliminar 
estos controles. 
3. China publicará en el diario oficial la lista de las mercancías y servicios 
sometidos a un sistema estatal de fijación de precios y los cambios que se introduzcan 
en la misma. 
10. Subvenciones 
1. China notificará a la OMC todas las subvenciones, en el sentido del artículo 1 
del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias ("Acuerdo SMC"), que se 
concedan o mantengan en su territorio, ordenadas por productos específicos, incluidas 
las subvenciones definidas en el artículo 3 del Acuerdo SMC. La información facilitada 
deberá ser lo más específica posible y respetar el contenido y la forma del cuestionario 
sobre las subvenciones, según indica el artículo 25 del Acuerdo SMC. 
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2. A los efectos de la aplicación del párrafo 2 del artículo 1 y el artículo 2 del 
Acuerdo SMC, las subvenciones otorgadas a empresas de propiedad estatal se 
considerarán específicas si, entre otras cosas, las empresas de propiedad estatal son las 
receptoras predominantes de tales subvenciones o reciben cantidades 
desproporcionadamente elevadas de tales subvenciones. 
3. En el momento de su adhesión, China eliminará todos los programas de 
subvenciones que estén comprendidos en el ámbito del artículo 3 del Acuerdo SMC. 
11. Impuestos y cargas a la importación y exportación 
1. China se asegurará de que las tasas o cargas aduaneras que apliquen o 
administren las autoridades nacionales o subnacionales estén en conformidad con el 
GATT de 1994. 
2. China se asegurará de que los impuestos y cargas internos, incluidos los 
impuestos sobre el valor añadido, que apliquen o administren autoridades nacionales o 
subnacionales estén en conformidad con el GATT de 1994. 
3. China eliminará todos los impuestos y cargas a la exportación salvo en los casos 
previstos expresamente en el anexo VI del presente Protocolo o que se apliquen en 
conformidad con las disposiciones del artículo VIII del GATT de 1994. 
4. En el momento de la adhesión, se concederá a los particulares y empresas 
extranjeros y a las empresas financiadas con capital extranjero un trato no menos 
favorable que el concedido a los demás particulares y empresas en lo que respecta a los 
ajustes fiscales en frontera. 
12. Agricultura 
1. China aplicará las disposiciones que contiene su Lista de concesiones y 
compromisos sobre mercancías y, como establece expresamente el presente Protocolo, 
las del Acuerdo sobre la Agricultura. En este contexto, China no mantendrá ni 
introducirá ninguna subvención a la exportación de productos agropecuarios. 
2. China notificará, en el marco del Mecanismo de examen de la transición, las 
transferencias fiscales y de otro tipo que se produzcan entre empresas de propiedad 
estatal del sector agrícola (tanto nacionales como subnacionales) y con otras empresas 
que operen como empresas comerciales del Estado en el sector agrícola. 
13. Obstáculos técnicos al comercio 
1. China publicará en el diario oficial todos los criterios, tanto formales como 
informales, que sirvan de fundamento a cada reglamento técnico, norma o 
procedimiento de evaluación de la conformidad. 
2. En el momento de su adhesión, China pondrá en conformidad con el Acuerdo 
OTC todos los reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación de la 
conformidad. 
3. China solo someterá los productos importados a procedimientos de evaluación 
de la conformidad para determinar el cumplimiento de los reglamentos técnicos y 
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normas que sean compatibles con las disposiciones del presente Protocolo y del 
Acuerdo sobre la OMC. Las instituciones de evaluación de la conformidad solo 
determinarán la conformidad de los productos importados con las condiciones 
comerciales establecidas en los contratos si han sido autorizadas para ello por las partes 
en tales contratos. China se asegurará de que la inspección de los productos para 
comprobar el cumplimiento de las condiciones comerciales de los contratos no influya 
en el despacho de aduanas o en la concesión de licencias de importación de tales 
productos. 
4. a) En el momento de su adhesión, China se asegurará de que se 
apliquen los mismos reglamentos técnicos, normas y procedimientos de 
evaluación de la conformidad tanto a los productos importados como a 
los productos nacionales. Para facilitar la transición desde el sistema 
actual, China se asegurará de que, desde el momento de la adhesión, 
todas las instituciones y agencias encargadas de las certificaciones, los 
certificados de seguridad y los certificados de calidad estén autorizadas a 
realizar tales actividades tanto para los productos importados como para 
los productos nacionales y de que, un año después de su adhesión, todas 
las instituciones y agencias de evaluación de la conformidad estén 
autorizadas para realizar dicha evaluación de la conformidad tanto para 
los productos importados como para los productos nacionales. La 
elección de la institución o agencia será confiada a la discreción del 
solicitante. Las instituciones y agencias utilizarán la misma marca para 
los productos importados y los productos nacionales y cobrarán los 
mismos honorarios. También se aplicarán en ambos casos los mismos 
plazos de tramitación y procedimientos de reclamación. Los productos 
importados no serán sometidos a más de una evaluación de la 
conformidad. China publicará y pondrá a disposición de los demás 
Miembros de la OMC, los particulares y las empresas una información 
completa sobre las responsabilidades respectivas de sus instituciones y 
agencias de evaluación de la conformidad. 
 b) A más tardar 18 meses después de su adhesión, China atribuirá las 
responsabilidades respectivas a sus instituciones de evaluación de la 
conformidad en función únicamente del área de trabajo y el tipo de 
producto, sin tener en cuenta el origen del producto. Doce meses después 
de su adhesión, China notificará al Comité OTC las responsabilidades 
respectivas que haya atribuido a sus instituciones de evaluación de la 
conformidad. 
14. Medidas sanitarias y fitosanitarias 
 En un plazo de 30 días contados a partir de su adhesión, China notificará a la 
OMC todas las leyes, reglamentos y demás medidas que tengan relación con medidas 
sanitarias y fitosanitarias, incluyendo la cobertura de productos y las normas, directrices 
y recomendaciones internacionales pertinentes. 
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15. Comparabilidad de los precios para determinar las subvenciones y el 
dumping 
 En los procedimientos relacionados con importaciones de origen chino en un 
Miembro de la OMC se aplicarán el artículo VI del GATT de 1994, el Acuerdo relativo 
a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio de 1994 ("Acuerdo Antidumping") y el Acuerdo SMC, en conformidad con 
lo siguiente: 
 a) Para determinar la comparabilidad de los precios, de conformidad 
con el artículo VI del GATT de 1994 y el Acuerdo Antidumping, el 
Miembro de la OMC importador utilizará o bien los precios o los costos 
en China de la rama de producción objeto de la investigación, o una 
metodología que no se base en una comparación estricta con los precios 
internos o los costos en China, sobre la base de las siguientes normas: 
  i) si los productores sometidos a investigación pueden 
demostrar claramente que en la rama de producción que produce 
el producto similar prevalecen las condiciones de una economía 
de mercado en lo que respecta a la manufactura, la producción y 
la venta de tal producto, el Miembro de la OMC utilizará los 
precios o costos en China de la rama de producción sometida a 
investigación para determinar la comparabilidad de los precios; 
  ii) el Miembro de la OMC importador podrá utilizar una 
metodología que no se base en una comparación estricta con los 
precios internos o los costos en China si los productores 
sometidos a investigación no pueden demostrar claramente que 
prevalecen en la rama de producción que produce el producto 
similar las condiciones de una economía de mercado en lo que 
respecta a la manufactura, la producción y la venta de tal 
producto. 
 b) En los procedimientos sometidos a las disposiciones de las partes 
II, III y V del Acuerdo SMC, cuando se trate de las subvenciones 
descritas en los apartados a), b), c) y d) del artículo 14 de dicho Acuerdo 
se aplicarán las disposiciones pertinentes del mismo; no obstante, si tal 
aplicación presenta dificultades especiales, el Miembro de la OMC 
importador podrá utilizar, para identificar y medir el beneficio otorgado 
por la subvención, metodologías que tengan en cuenta la posibilidad de 
que las condiciones que prevalecen en China no siempre se pueden 
utilizar como criterios adecuados. Para aplicar tales metodologías, 
cuando sea factible, el Miembro de la OMC importador deberá ajustar 
esas condiciones prevalecientes antes de considerar el uso de condiciones 
que prevalezcan fuera de China. 
 c) El Miembro de la OMC importador notificará las metodologías 
utilizadas de conformidad con el apartado a) al Comité de Prácticas 
Antidumping y las utilizadas de conformidad con el apartado b) al 
Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias. 
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 d) Una vez que China haya establecido, de conformidad con la 
legislación nacional del Miembro de la OMC importador, que tiene una 
economía de mercado, se dejarán sin efecto las disposiciones del 
apartado a) siempre que la legislación nacional del Miembro importador 
contenga criterios de economía de mercado en la fecha de la adhesión. 
En cualquier caso, las disposiciones del apartado a) ii) expirarán una vez 
transcurridos 15 años desde la fecha de la adhesión. Además, en caso de 
que China establezca, de conformidad con la legislación nacional del 
Miembro de la OMC importador, que en una rama de producción o en un 
sector determinado prevalecen unas condiciones de economía de 
mercado, dejarán de aplicarse a esa rama de producción o sector las 
disposiciones del apartado a) referentes a las economías que no son de 
mercado. 
16. Mecanismo de salvaguardia de transición para productos específicos 
1. En aquellos casos en que productos de origen chino se estén importando en el 
territorio de cualquier Miembro de la OMC en tal cantidad y en condiciones tales que 
causen o amenacen causar una desorganización del mercado para los productores 
nacionales de productos similares o directamente competidores, el Miembro de la OMC 
así afectado podrá pedir la celebración de consultas con China con el fin de llegar a una 
solución mutuamente satisfactoria, incluida la cuestión de si el Miembro de la OMC 
afectado debe proceder a la aplicación de una medida al amparo del Acuerdo sobre 
Salvaguardias. Las solicitudes de este tipo serán notificadas inmediatamente al Comité 
de Salvaguardias. 
2. Cuando, en el curso de estas consultas bilaterales, se convenga que las 
importaciones de origen chino son tal causa y que es necesario adoptar medidas, China 
adoptará las medidas necesarias para prevenir o reparar la desorganización del mercado. 
Las medidas de este tipo serán notificadas inmediatamente al Comité de Salvaguardias. 
3. Si las consultas no permiten llegar a un acuerdo entre China y el Miembro de la 
OMC en cuestión en un plazo de 60 días contados a partir de la recepción de la solicitud 
de las mismas, el Miembro de la OMC afectado quedará en libertad, en lo que respecta a 
tales productos, de retirar concesiones o limitar de otro modo las importaciones pero 
solo en la medida necesaria para prevenir o reparar la desorganización del mercado. Las 
medidas de este tipo serán notificadas inmediatamente al Comité de Salvaguardias. 
4. Existirá desorganización del mercado siempre que las importaciones de un 
artículo similar a otro artículo producido por la rama de producción nacional o que 
compita directamente con él estén aumentando rápidamente, en términos absolutos o 
relativos, de forma que sean una causa importante de daño grave o amenaza de daño 
grave para la rama de producción nacional. Para determinar si existe desorganización 
del mercado, el Miembro de la OMC afectado considerará factores objetivos, entre 
ellos, el volumen de las importaciones, el efecto de las importaciones sobre los precios 
de artículos similares o directamente competidores y el efecto de esas importaciones 
sobre la rama de producción nacional que produce productos similares o directamente 
competidores. 
5. Antes de aplicar una medida de conformidad con el párrafo 3, el Miembro de la 
OMC que la adopte hará llegar un aviso público razonable a todas las partes interesadas 
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y dará oportunidades adecuadas a los importadores, exportadores y demás partes 
interesadas para que expongan sus opiniones y pruebas de la adecuación de la medida 
propuesta y de si redundará en beneficio del interés público. El Miembro de la OMC 
anunciará, por escrito, la decisión de aplicar una medida, con inclusión de los motivos 
de la misma y su alcance y duración. 
6. Los Miembros de la OMC solo aplicarán medidas al amparo de la presente 
sección durante el período de tiempo necesario para prevenir o reparar la 
desorganización del mercado. Si se adopta una medida como resultado de un aumento 
relativo del nivel de las importaciones, China tendrá derecho a suspender la aplicación 
de concesiones u obligaciones sustancialmente equivalentes resultantes del GATT de 
1994 al comercio del Miembro de la OMC que aplique la medida, si tal medida se 
mantiene en vigor más de dos años. Sin embargo, si se adopta una medida como 
resultado de un aumento absoluto de las importaciones, China tendrá derecho a 
suspender la aplicación de concesiones u obligaciones sustancialmente equivalentes 
resultantes del GATT de 1994 al comercio del Miembro de la OMC que aplique la 
medida, si tal medida se mantiene en vigor más de tres años. Las medidas de este tipo 
que adopte China serán notificadas inmediatamente al Comité de Salvaguardias. 
7. En circunstancias críticas, en las que cualquier demora entrañaría un perjuicio 
difícilmente reparable, el Miembro de la OMC afectado podrá adoptar una medida de 
salvaguardia provisional en virtud de una determinación preliminar de que las 
importaciones han causado o amenazan causar una desorganización del mercado. En tal 
caso, se dará notificación inmediatamente después al Comité de Salvaguardias de la 
medida adoptada y se presentará una solicitud de consultas bilaterales. La duración de la 
medida provisional no excederá de 200 días, durante los cuales se cumplirán las 
prescripciones pertinentes de los párrafos 1, 2 y 5. Se computará como parte del período 
previsto en el párrafo 6 la duración de esas medidas provisionales. 
8. Si un Miembro de la OMC considera que una medida adoptada de conformidad 
con los párrafos 2, 3 ó 7 causa o amenaza causar una desviación importante del 
comercio hacia su mercado, podrá solicitar consultas con China y/o el Miembro de la 
OMC de que se trate. Las consultas se celebrarán en un plazo de 30 días contados a 
partir de la notificación de la solicitud al Comité de Salvaguardias. Si tales consultas no 
permiten llegar a un acuerdo entre China y el Miembro o Miembros de la OMC en 
cuestión en un plazo de 60 días contados a partir de la notificación, el Miembro de la 
OMC solicitante quedará en libertad, con respecto a tal producto, para retirar 
concesiones acordadas o limitar de otro modo las importaciones procedentes de China 
en la medida necesaria para prevenir o reparar tal desviación. Las medidas de este tipo 
serán notificadas inmediatamente al Comité de Salvaguardias. 
9. La aplicación de la presente sección terminará 12 años después de la fecha de la 
adhesión. 
17. Reservas de los Miembros de la OMC 
 Todas las prohibiciones, restricciones cuantitativas y demás medidas que 
mantengan los Miembros de la OMC contra las importaciones procedentes de China de 
manera incompatible con el Acuerdo sobre la OMC están enumeradas en el anexo 7. 
Todas estas prohibiciones, restricciones cuantitativas y demás medidas serán eliminadas 
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gradualmente o tratadas en conformidad con las condiciones y los plazos convenidos 
mutuamente que se detallan en dicho anexo. 
18. Mecanismo de examen de la transición 
1. Los órganos subsidiarios131 de la OMC cuyo mandato abarque los compromisos 
asumidos por China en el marco del Acuerdo sobre la OMC o el presente Protocolo, 
examinarán, según proceda en virtud de su mandato, dentro del plazo de un año contado 
a partir de la adhesión y de conformidad con el párrafo 4 infra, la aplicación por China 
del Acuerdo sobre la OMC y las disposiciones conexas del presente Protocolo. China 
facilitará la información correspondiente, incluida la información especificada en el 
anexo 1A a cada uno de los órganos subsidiarios con antelación al examen. China podrá 
también plantear cuestiones con respecto a las reservas que se hayan hecho al amparo de 
la sección 17, o con respecto a cualquier compromiso específico asumido por los demás 
Miembros en el presente Protocolo, ante los órganos subsidiarios que tengan un 
mandato pertinente. Cada uno de los órganos subsidiarios informará sobre los resultados 
de este examen con prontitud al Consejo pertinente establecido de conformidad con el 
párrafo 5 del artículo 4 del Acuerdo sobre la OMC, en su caso, el cual informará a su 
vez con prontitud al Consejo General. 
2. El Consejo General, en un plazo de un año contado a partir de la adhesión y de 
conformidad con el párrafo 4 infra, examinará la aplicación por China del Acuerdo 
sobre la OMC y las disposiciones del presente Protocolo. El Consejo General realizará 
tal examen de conformidad con el marco que se establece en el anexo 1B y teniendo en 
cuenta los resultados de los exámenes que hayan tenido lugar de conformidad con el 
párrafo 1. China podrá también plantear cuestiones con respecto a las reservas que se 
hayan hecho al amparo de la sección 17, o con respecto a cualquier compromiso 
específico asumido por los demás Miembros en el presente Protocolo. El Consejo 
General podrá hacer recomendaciones a China y a los demás Miembros al respecto. 
3. La consideración de una cuestión de conformidad con esta sección no redundará 
en perjuicio de los derechos y obligaciones que correspondan a los Miembros, incluida 
China, en virtud del Acuerdo sobre la OMC o cualquier Acuerdo Comercial Plurilateral 
y no impedirá recurrir a las disposiciones referentes a consultas o a otras disposiciones 
del Acuerdo sobre la OMC o del presente Protocolo ni podrá ser una condición previa 
para ello. 
4. El examen previsto en los párrafos 1 y 2 tendrá lugar después de la adhesión, 
cada año, durante ocho años. Transcurridos éstos, se realizará un examen final al 
cumplirse el décimo año o en una fecha anterior si así lo decide el Consejo General. 
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 Consejo del Comercio de Mercancías, Consejo de los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio, Consejo del Comercio de Servicios y Comités de Restricciones 
por Balanza de Pagos, Acceso a los Mercados (que abarca también el ATI), Agricultura, Medidas 
Sanitarias y Fitosanitarias, Obstáculos Técnicos al Comercio, Subvenciones y Medidas Compensatorias, 
Prácticas Antidumping, Valoración en Aduana, Normas de Origen, Licencias de Importación, Medidas en 




Parte II - Listas 
1. Las Listas anexas al presente Protocolo pasarán a ser la Lista de concesiones y 
compromisos anexa al GATT de 1994 y la Lista de compromisos específicos anexa al 
AGCS correspondientes a China. El escalonamiento de las concesiones y los 
compromisos enumerados en las Listas se aplicará en la forma especificada en las partes 
pertinentes de las Listas respectivas. 
2. A los efectos de la referencia que se hace en el párrafo 6 a) del artículo II del 
GATT de 1994 a la fecha de dicho Acuerdo, la fecha aplicable con respecto a las Listas 
de concesiones y compromisos anexas al presente Protocolo será la fecha de la 
adhesión. 
Parte III - Disposiciones finales 
1. El presente Protocolo estará abierto a la aceptación de China, mediante firma o 
formalidad de otra clase, hasta el 1º de enero de 2002. 
2. El presente Protocolo entrará en vigor 30 días después de la fecha de su 
aceptación. 
3. El presente Protocolo quedará depositado en poder del Director General de la 
OMC. El Director General de la OMC remitirá sin dilación a cada Miembro de la OMC 
y a China una copia autenticada del presente Protocolo, así como una notificación de la 
aceptación del mismo por China de conformidad con el párrafo 1 de la Parte III del 
presente Protocolo. 
4. El presente Protocolo será registrado de conformidad con las disposiciones del 
Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 
 Hecho en Doha el día diez de noviembre de dos mil uno, en un solo ejemplar y 
en los idiomas español, francés e inglés, siendo cada uno de los textos igualmente 
auténtico, salvo que alguna de las Listas anexas al presente Protocolo se especifique que 
es auténtica solo en uno o más de dichos idiomas. 
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ANEXO 1A 
INFORMACIÓN132 QUE DEBERÁ FACILITAR CHINA EN EL CONTEXTO  
DEL MECANISMO DE EXAMEN TRANSITORIO 
 En virtud del párrafo 1 de la sección 18 del Protocolo de Adhesión, se solicita a 
China que facilite información sobre los siguientes aspectos. La información solicitada 
se facilitará anualmente, salvo en aquellos casos en los que China y los Miembros 
convengan en que ya no es necesaria para el examen. 
I. DATOS ECONÓMICOS 
a) Las estadísticas de importación y exportación más recientes de las que se 
disponga, por valor y volumen y por país proveedor, a escala de 8 dígitos del 
SA. 
b) Datos de la cuenta corriente sobre los servicios, por fuente y destino, conforme a 
las prescripciones en materia de estadísticas del FMI. 
c) Datos de la cuenta de capitales sobre la inversión extranjera directa entrante y 
saliente, por fuente y destino, conforme a las prescripciones en materia de 
estadísticas del FMI. 
d) El valor de los ingresos arancelarios, impuestos no arancelarios y otros derechos 
fronterizos aplicados exclusivamente a las importaciones, por producto o con el 
mayor nivel de detalle posible, pero al menos a escala de partidas de 4 dígitos 
del SA, al comienzo del mecanismo de examen. 
e) El valor de los derechos/impuestos a la exportación, por producto. 
f) El volumen del comercio sujeto a exenciones arancelarias, por producto o con el 
mayor nivel de detalle posible pero al menos a escala de partidas de 4 dígitos del 
SA, al comienzo del mecanismo de examen. 
g) El valor de las comisiones, recargos y demás gravámenes aplicados a las 
importaciones realizadas en régimen de comercio de Estado o por empresas 
designadas, en aplicación de reglamentos u orientaciones estatales, en su caso. 
h) El porcentaje de las importaciones y exportaciones atribuible a las actividades 
comerciales de las empresas propiedad del Estado. 
i) Los programas anuales de desarrollo económico, los planes quinquenales de 
China y cualquier programa o política industrial o sectorial (con inclusión de los 
programas relativos a la inversión, exportación, importación, producción, 
fijación de precios u otros objetivos, si los hubiere) promulgado por entidades 
gubernamentales centrales y subcentrales. 
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 Esta "información" hace referencia a toda información distinta a la exigida por las prescripciones de 
notificación general para los Miembros de la OMC. Con el fin de evitar la duplicación, se entiende que 
los Miembros aceptarán que la información facilitada anualmente por China a otros órganos de la OMC 
satisface las prescripciones de información establecidas en el anexo 1. 
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j) Ingresos anuales obtenidos del impuesto sobre el valor añadido (IVA), con 
información diferenciada sobre las importaciones y los productos nacionales, así 
como información acerca de las rebajas del IVA. 
II. POLÍTICAS ECONÓMICAS 
1. No discriminación (la notificación debe hacerse al Consejo del Comercio de 
Mercancías) 
a) La derogación y suspensión de todas las leyes, reglamentos y demás medidas 
relativas al trato nacional que sean incompatibles con la OMC. 
b) Las derogaciones o modificaciones que se hayan producido con miras a otorgar 
el trato nacional pleno previsto en el GATT en lo que respecta a las leyes, 
reglamentos y demás medidas que se apliquen a la venta interna, la oferta para la 
venta, la adquisición, transporte, distribución o utilización de: servicios 
posventa, productos farmacéuticos, cigarrillos, bebidas espirituosas, productos 
químicos y calderas y recipientes de alta presión (para los productos 
farmacéuticos, los productos químicos y las bebidas espirituosas se ha hecho una 
reserva del derecho a utilizar un período de transición de un año a partir de la 
fecha de adhesión con el fin de modificar o derogar la legislación pertinente). 
2. Sistema cambiario y de pagos (la notificación debe hacerse al Comité de 
Restricciones por Balanza de Pagos) 
a) Las medidas cambiarias prescritas en la sección 5 del artículo VIII del Convenio 
Constitutivo del FMI y demás información análoga sobre las medidas 
cambiarias de China, según se estime necesario en el contexto del mecanismo 
transitorio de examen. 
3. Régimen de inversiones (la notificación debe hacerse al Comité de Medidas 
en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio) 
a) Revisiones de las directrices de inversión llevadas a cabo de conformidad con el 
Acuerdo sobre la OMC. 
4. Políticas de fijación de precios (la notificación debe hacerse al Comité de 
Subvenciones y Medidas Compensatorias) 
a) Aplicación de los controles vigentes de precios o de cualquier otro tipo y motivo 
de utilización de los mismos. 
b) Mecanismos utilizados por las empresas comerciales del Estado de China para 
fijar los precios de los productos exportados. 
III. MARCO PARA LA ELABORACIÓN Y APLICACIÓN DE POLÍTICAS 
1. Estructura y atribuciones del Gobierno/Autoridad de los Gobiernos 
Subcentrales/Administración Uniforme (la notificación debe hacerse al 
Consejo General) 
a) Revisión o nueva promulgación de leyes, reglamentos y demás medidas 
nacionales relacionadas con los compromisos contraídos por China en virtud del 
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Acuerdo sobre la OMC y del proyecto de Protocolo, con inclusión de las de los 
gobiernos locales a nivel subnacional, que hayan entrado en vigor después de la 
adhesión o desde la reunión precedente del órgano pertinente en virtud del 
mecanismo de examen transitorio. 
b) Creación y puesta en marcha (en el momento de la adhesión) del mecanismo 
previsto en el punto 2 A), párrafo 4, del Protocolo en virtud del cual los 
particulares y las empresas podrán someter a la atención de las autoridades 
nacionales casos de aplicación no uniforme del régimen comercial. 
IV. POLÍTICAS QUE AFECTAN AL COMERCIO DE MERCANCÍAS 
1. Contingentes arancelarios (la notificación debe hacerse al Comité de Acceso 
a los Mercados) 
a) Administración de los contingentes arancelarios de manera transparente, 
previsible, uniforme, equitativa y no discriminatoria, con plazos, procedimientos 
administrativos y prescripciones claramente especificados, y pruebas de una 
política nacional de asignación (y reasignación) coherente, con inclusión de: 
 i) volumen/valor previsto del contingente o contingente arancelario 
disponible; 
 ii) solicitudes de reasignación de contingente o de contingentes arancelarios; 
 iii) volumen/valor de las solicitudes de asignación o reasignación denegadas; 
 iv) tasas de utilización de los contingentes o contingentes arancelarios; 
 v) en el caso de los contingentes arancelarios, cantidad de cualquier 
mercancía importada al tipo de derecho aplicable a las cantidades que 
excedan del  
contingente; y 
 vi) tiempo que ha tomado asignar un contingente o un contingente 
arancelario. 
2. Medidas no arancelarias con inclusión de las restricciones cuantitativas a la 
importación (la notificación debe hacerse al Comité de Acceso a los 
Mercados) 
a) La introducción, reintroducción o aplicación de cualquier medida no arancelaria 
distinta de las enumeradas en el anexo 3 del Protocolo y la eliminación de las 
medidas no arancelarias. 
b) Cumplimiento del calendario de eliminación gradual de las medidas que figura 
en el anexo 3. 
c) Asignación y reasignación de contingentes de conformidad con las 
prescripciones de la OMC, con inclusión del Acuerdo sobre Procedimientos para 
el Trámite de Licencias según los criterios definidos en el informe del Grupo de 
Trabajo sobre la Adhesión de China ("informe"). 
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d) Las licencias de distribución, contingentes, contingentes arancelarios o cualquier 
otro medio de aprobación de la importación no están sujetos a las condiciones 
establecidas en la sección 7, párrafo 3, del Protocolo. 
3. Trámite de licencias de importación (la notificación debe hacerse al Comité 
de Licencias de Importación) 
a) Aplicación de las disposiciones del Acuerdo sobre Procedimientos para el 
Trámite de Licencias de Importación y del Acuerdo sobre la OMC mediante la 
adopción de las medidas que establece la sección 8 del Protocolo, con inclusión 
de la disposición relativa al tiempo que toma otorgar una licencia de 
importación. 
4. Valoración en aduana (la notificación debe hacerse al Comité de Valoración 
en Aduana) 
a) Utilización de métodos de valoración distintos del método del valor declarado de 
la transacción. 
5. Restricciones a la exportación (la notificación debe hacerse al Consejo del 
Comercio de Mercancías) 
a) Cualquier restricción de las exportaciones que se aplique por medio del trámite 
no automático de las licencias o de cualquier otro medio justificado por el 
Acuerdo sobre la OMC o el Protocolo, por productos específicos. 
6. Salvaguardias (la notificación debe hacerse al Comité de Salvaguardias) 
a) Aplicación de la reglamentación en materia de salvaguardias de China. 
7. Obstáculos técnicos al comercio (la notificación debe hacerse al Comité de 
Obstáculos Técnicos al Comercio) 
a) Notificación de aceptación del Código de Buena Conducta a más tardar cuatro 
meses después de la adhesión de China. 
b) Examen periódico de las normas vigentes de los organismos gubernamentales de 
normalización, y armonización de las mismas con las normas internacionales 
pertinentes, cuando proceda. 
c) Revisión de las normas voluntarias nacionales, locales y sectoriales actuales con 
el fin de armonizarlas con las normas internacionales. 
d) En las notificaciones que presenta China en virtud del Acuerdo OTC, con 
inclusión del párrafo 2 del artículo 15 del mismo, y en las publicaciones 
referenciadas en éste, así como en las modificaciones de las medidas vigentes, 
utilización de los términos "reglamentos técnicos" y "normas" de acuerdo con su 
significado en el Acuerdo OTC. 
e) Examen de los reglamentos técnicos cada cinco años con el fin de garantizar que 
se utilizan las normas internacionales según lo previsto en el párrafo 4 del 
artículo 2 del Acuerdo e inclusión en la notificación que se haga en virtud del 
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párrafo 2 del artículo 15 del Acuerdo de las medidas que se hayan adoptado para 
utilizar las normas internacionales como base de la reglamentación técnica. 
f) Informe de situación del aumento del 10 por ciento en la utilización de las 
normas internacionales como base de los reglamentos técnicos en cinco años. 
g) Establecimiento de procedimientos para aplicar el párrafo 7 del artículo 2 del 
Acuerdo. 
h) Como parte de la notificación que haga China en virtud del párrafo 2 del artículo 
15 del Acuerdo, presentación de una lista de los órganos locales 
gubernamentales y no gubernamentales que estén autorizados para adoptar 
reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad. 
i) Actualizaciones en curso de los órganos de evaluación de la conformidad 
reconocidos por China. 
j) Promulgación y aplicación de una nueva ley relativa a la evaluación y el control 
de los productos químicos para la protección del medio ambiente, y de 
reglamentos pertinentes, que garanticen un trato nacional completo y una plena 
compatibilidad con las prácticas internacionales en un plazo de un año contado a 
partir de la adhesión de China de acuerdo con las condiciones establecidas en el 
párrafo 3 t) del informe del Grupo de Trabajo sobre los OTC. 
k) Información, un año después de la adhesión, sobre la autorización a todos los 
órganos y organismos de evaluación para llevar a cabo la evaluación de la 
conformidad tanto de los productos importados como de los nacionales, de 
acuerdo con las condiciones establecidas en el párrafo 4 a) de la sección 13 del 
Protocolo. 
l) Asignación de las responsabilidades respectivas a los órganos de evaluación de 
la conformidad de China únicamente sobre la base de su ámbito de trabajo y del 
tipo de producto, sin tener en cuenta el origen, a más tardar 18 meses después de 
la adhesión. 
m) Notificación al Comité OTC de las responsabilidades respectivas atribuidas a los 
órganos de evaluación de la conformidad de China 12 meses después de la 
adhesión. 
8. Medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio (la 
notificación debe hacerse al Comité de Medidas en materia de inversiones 
relacionadas con el Comercio) 
a) Eliminación y suspensión de la aplicación de prescripciones en materia de 
nivelación del comercio y equilibrio cambiario, compensaciones de contenido 
local y resultados de exportación y prescripciones en materia de transferencia de 
tecnología aplicadas mediante leyes, reglamentos u otras medidas. 
b) Modificaciones para garantizar la supresión de todas las medidas aplicables a los 
productores de vehículos automóviles que restrinjan las categorías, tipos o 
modelos de los vehículos cuya producción está autorizada (medidas deberán 
eliminarse por completo dos años después de la adhesión). 
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c) Aumento de los límites dentro de los cuales las inversiones en la fabricación de 
vehículos automóviles podrían ser aprobadas por los gobiernos provinciales en 
los niveles señalados en el informe. 
9. Entidades comerciales del Estado (la notificación debe hacerse al Consejo 
del Comercio de Mercancías) 
a) Eliminación progresiva del comercio de Estado del régimen de la seda, y 
aumento y ampliación del derecho a comerciar para concederlo a todos los 
particulares a más tardar el 1º de enero de 2005. 
b) Acceso a los suministros de materias primas en el sector de los textiles en 
condiciones no menos favorables que las disfrutadas por los usuarios nacionales, 
y que no se vea afectado de manera desfavorable el acceso a suministros de 
materias primas previsto en los acuerdos vigentes. 
c) Aumento progresivo del acceso de las entidades comerciales no estatales al 
comercio de abonos y petróleo y agotamiento de los cupos reservados para las 
importaciones realizadas por entidades que no sean empresas comerciales del 
Estado. 
10. Contratación pública (la notificación debe hacerse al Consejo del Comercio 
de Mercancías) 
a) Leyes, reglamentos y procedimientos. 
b) Contratación transparente y aplicación del principio NMF. 
V. POLÍTICAS QUE AFECTAN AL COMERCIO DE SERVICIOS (la 
notificación debe hacerse al Consejo del Comercio de Servicios) 
a) Listas actualizadas periódicamente de todas las leyes, reglamentos, directrices 
administrativas y demás medidas que afecten al comercio en cada sector o 
subsector de los servicios con indicación, en cada caso, de los sectores o 
subsectores de servicios a los que se apliquen, la fecha de publicación y la fecha 
de entrada en vigor. 
b) Procedimientos para el trámite de licencias en China y condiciones, si las 
hubiere, que deban respetar los proveedores de servicios nacionales y 
extranjeros, medidas de reconocimiento de la libertad de elección de socios y 
lista de los acuerdos de transporte abarcados por las excepciones del trato NMF. 
c) Listas actualizadas periódicamente de las autoridades, en todos los niveles de 
gobierno (con inclusión de las organizaciones que tengan una autoridad 
delegada, que sean responsables de la adopción, aplicación y recepción de 
apelaciones de las leyes, reglamentos, directrices administrativas y demás 
medidas que afectan al comercio de servicios. 
d) Independencia de las autoridades de reglamentación de los proveedores de 
servicios. 
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e) Proveedores extranjeros y nacionales en los sectores en los que se hayan 
adoptado compromisos específicos con indicación de la situación en que se 
encuentran las solicitudes de licencias, por niveles de sector y subsector 
(aceptadas, pendientes, denegadas). 
VI. RÉGIMEN DE LOS ASPECTOS DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD 
INTELECTUAL RELACIONADOS CON EL COMERCIO (la notificación 
debe hacerse al Consejo de los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio) 
a) Modificaciones de la Ley sobre Derecho de Autor, Marcas de Fábrica o de 
Comercio y Patentes, así como de las normas de aplicación en los diferentes 
ámbitos del Acuerdo sobre los ADPIC, para que todas esas medidas estén 
plenamente conformes con el Acuerdo sobre los ADPIC y la protección de la 
información no divulgada, y les den pleno cumplimiento. 
b) Medidas para mejorar la observancia de la propiedad intelectual mediante la 
aplicación de sanciones administrativas más eficaces, según lo previsto en el 
informe. 
VII. CUESTIONES ESPECÍFICAS EN EL CONTEXTO DEL MECANISMO 
DE EXAMEN TRANSITORIO (la notificación debe hacerse al Consejo 
General o al órgano subsidiario pertinente) 
a) Respuesta a las preguntas específicas que reciba el Consejo General o un órgano 




CUESTIONES QUE DEBERÁN SER ABORDADAS POR EL CONSEJO 
GENERAL EN VIRTUD DEL PÁRRAFO 2 DE LA SECCIÓN 18 
DEL PROTOCOLO DE ADHESIÓN DE CHINA 
- Examen de los informes y las cuestiones a que se hace referencia en el párrafo 1 
de la sección 18 del Protocolo de Adhesión de China. 
- Evolución del comercio de China con los Miembros de la OMC y con otros 
interlocutores comerciales, con inclusión del volumen, orientación y 
composición del comercio. 
- Evolución reciente del régimen comercial de China y cuestiones intersectoriales. 
 A menos que se indique lo contrario, se aplicará el Reglamento del Consejo 
General de la OMC. China presentará la información y la documentación para el 
examen a más tardar 30 días antes de la fecha del mismo. 
ANEXO 2A1 
PRODUCTOS SUJETOS AL COMERCIO DE ESTADO (IMPORTACIONES) 
ANEXO 2A2 
PRODUCTOS SUJETOS AL COMERCIO DE ESTADO (EXPORTACIONES) 
ANEXO 2B 
PRODUCTOS OBJETO DE COMERCIO POR EMPRESAS DESIGNADAS 
ANEXO 3 
MEDIDAS NO ARANCELARIAS SUJETAS A ELIMINACIÓN GRADUAL 
ANEXO 4 
PRODUCTOS Y SERVICIOS SUJETOS A CONTROLES DE PRECIOS 
ANEXO 5A 
NOTIFICACIÓN DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO XXV 
DEL ACUERDO SOBRE SUBVENCIONES  
ANEXO 5B 
SUBVENCIONES QUE HAN DE ELIMINARSE GRADUALMENTE 
ANEXO 6 
PRODUCTOS SUJETOS A DERECHOS DE EXPORTACIÓN 
ANEXO 7 
RESERVAS PRESENTADAS POR LOS MIEMBROS DE LA OMC 
ANEXO 8 
LISTA CLII - REPÚBLICA POPULAR CHINA 
Auténtica en inglés únicamente 
(Distribuida con las signaturas WT/ACC/CHN/49/Add.1 y WT/MIN(01)/3/Add.1.) 
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ANEXO 9 
REPÚBLICA POPULAR CHINA 
 
LISTA DE COMPROMISOS ESPECÍFICOS EN MATERIA DE SERVICIOS 
LISTA DE EXENCIONES DE LAS OBLIGACIONES DEL ARTÍCULO II 




(Distribuidas con las signaturas WT/ACC/CHN/49/Add.2 y WT/MIN(01)/3/Add.2.) 
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ADHESIÓN DE LA FEDERACIÓN DE RUSIA 
Decisión de 16 de diciembre de 2011 
 La Conferencia Ministerial, 
 Teniendo en cuenta el párrafo 2 del artículo XII y el párrafo 1 del artículo IX del 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio 
(el "Acuerdo sobre la OMC"), y el Procedimiento de adopción de decisiones de 
conformidad con los artículos IX y XII del Acuerdo sobre la OMC, acordado por el 
Consejo General (WT/L/93); 
 Tomando nota de la solicitud de la Federación de Rusia de adhesión al Acuerdo 
sobre la OMC, de fecha 14 de junio de 1993 (L/7243); 
 Tomando nota de los resultados de las negociaciones encaminadas al 
establecimiento de las condiciones de la adhesión de la Federación de Rusia al Acuerdo 
sobre la OMC, y habiendo preparado un Protocolo de Adhesión de la Federación de 
Rusia, 
 Decide lo siguiente: 
 La Federación de Rusia puede adherirse al Acuerdo sobre la OMC en los 





PROTOCOLO DE ADHESIÓN DE LA FEDERACIÓN DE RUSIA 
Preámbulo 
 La Organización Mundial del Comercio (denominada en adelante "OMC"), en 
virtud de la aprobación de la Conferencia Ministerial, concedida de conformidad con el 
artículo XII del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial 
del Comercio (denominado en adelante "Acuerdo sobre la OMC"), y la Federación de 
Rusia, 
 Tomando nota del informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de la 
Federación de Rusia al Acuerdo sobre la OMC, que figura en el documento 
WT/ACC/RUS/70, de fecha 17 de noviembre de 2011 (denominado en adelante 
"informe del Grupo de Trabajo"), 
 Teniendo en cuenta los resultados de las negociaciones sobre la adhesión de la 
Federación de Rusia al Acuerdo sobre la OMC, 
 Convienen en lo siguiente: 
PARTE I - DISPOSICIONES GENERALES 
En la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo con arreglo al párrafo 8, la 
Federación de Rusia se adherirá al Acuerdo sobre la OMC de conformidad con el 
artículo XII de ese Acuerdo y, en consecuencia, pasará a ser Miembro de la OMC. 
El Acuerdo sobre la OMC al que se adherirá la Federación de Rusia será el Acuerdo 
sobre la OMC, incluidas sus Notas explicativas, rectificado, enmendado o modificado 
de otra forma por los instrumentos jurídicos que hayan entrado en vigor antes de la 
fecha de entrada en vigor del presente Protocolo.  Este Protocolo, que comprenderá los 
compromisos mencionados en el párrafo 1450 del informe del Grupo de Trabajo, 
formará parte integrante del Acuerdo sobre la OMC. 
Salvo disposición en contrario en el párrafo 1450 del informe del Grupo de Trabajo, las 
obligaciones establecidas en los Acuerdos Comerciales Multilaterales anexos al 
Acuerdo sobre la OMC que deban ponerse en aplicación en un plazo contado a partir de 
la entrada en vigor de ese Acuerdo serán cumplidas por la Federación de Rusia como si 
hubiera aceptado ese Acuerdo en la fecha de su entrada en vigor. 
La Federación de Rusia podrá mantener una medida incompatible con el párrafo 1 del 
artículo II del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (denominado en 
adelante "AGCS") siempre que tal medida esté consignada en la lista de exenciones del 
artículo II anexa al presente Protocolo y cumpla las condiciones establecidas en el 
Anexo del AGCS sobre Exenciones de las Obligaciones del Artículo II. 
PARTE II - LISTAS 
Las Listas reproducidas en el anexo I del presente Protocolo pasarán a ser la Lista de 
concesiones y compromisos anexa al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio de 1994 (denominado en adelante "GATT de 1994") y la Lista de 
compromisos específicos anexa al AGCS correspondientes a la Federación de Rusia.  El 
escalonamiento de las concesiones y los compromisos enumerados en las Listas se 
aplicará conforme a lo indicado en las partes pertinentes de las Listas respectivas. 
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A los efectos de la referencia que se hace en el párrafo 6 a) del artículo II del GATT de 
1994 a la fecha de dicho Acuerdo, la fecha aplicable con respecto a las Listas de 
concesiones y compromisos anexas al presente Protocolo será la fecha de entrada en 
vigor de este último. 
PARTE III - DISPOSICIONES FINALES 
El presente Protocolo estará abierto a la aceptación, mediante firma o formalidad de otra 
clase, de la Federación de Rusia, durante un período de 220 días a partir de la 
aprobación del Protocolo de Adhesión de la Federación de Rusia. 
El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha de su 
aceptación por la Federación de Rusia. 
El presente Protocolo quedará depositado en poder del Director General de la OMC.  El 
Director General de la OMC remitirá sin dilación a cada Miembro de la OMC y a la 
Federación de Rusia copia autenticada del presente Protocolo, así como una notificación 
de la aceptación del mismo por la Federación de Rusia, de conformidad con el párrafo 
7. 
El presente Protocolo será registrado de conformidad con las disposiciones del Artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas. 
 Hecho en Ginebra, el dieciséis de diciembre de dos mil once, en un solo 
ejemplar y en los idiomas español, francés e inglés, siendo cada uno de los textos 
igualmente auténtico, salvo que en alguna de las Listas anexas se especifique que es 






LISTA CLXV - FEDERACIÓN DE RUSIA 
Auténtica únicamente en idioma inglés 
(distribuida en el documento WT/ACC/RUS/70/Add.1) 
_______________ 
LISTA DE COMPROMISOS ESPECÍFICOS EN MATERIA DE SERVICIOS 
LISTA DE EXENCIONES DEL ARTÍCULO II 
Auténtica únicamente en idioma inglés 





ANEXO IV– El Trato Especial y Diferenciado (TED) en los Acuerdos de Marrakech (OMC) 
 
Área del Acuerdo de Marrakech Provisiones de TED para Países en desarrollo 
Agricultura 
 
• Mayor plazo implementaciòn de cronograma 
 
• Flexibilidades en: 
 
 Reducciòn de tarifas 
 
 





























 Reducciòn promedio de 24% (36% para paìses desarrollados (Art. 15.1, y 
Modalidades para el establecimiento de obligaciones vinculantes especìficas 
 
 No obligación de reducir algunas medidas de ayuda interna que son parte integral 
de sus programas de desarrollo; exenciones para inversiones, y subsidios para 
insumos en el desarrollo agricola y rural; reducciòn de 13.3% en el total de la ayuda 
interna (contra los 20% exigidos para los PD); (art. 6.4(b)) 
 
 Niveles de reducción en promedio del 14% en términos de subsidios al volumen de 
exportaciones y del 24% en términos de valor de las exportaciones (budgetary 
outlets) (para los PD los niveles fueron de 21 y 36% respectivamente); exenciones 
para subsidios orientados a la reducción de costos de exportación, transporte, etc 
(art. 9.4) 
 
  Medidas relacionadas a los posibles efectos negativos de las reformas sobre los 
países menos adelantados y países importadores netos de alimentos (Art. 16.1); 
exenciones al art. 12 sobre prohibicion de exportaciones; TED en el proceso de 
reforma (Art. 20(c)), para el stock para los fines de seguridad alimentaria (Anexo 2, 
para. 3 y 4), y para alimentos de la dieta básica de PED (Anexo 5, seccion B) 
 
  No se requiere de los PMA compromisos de reducción en acceso a mercados, 
ayuda interna o subsidios a la exportación (Art. 15.2) 
 












• Asistencia Técnica 
 
 
• Medidas especiales para PMA 
 
• Períodos más largos para adecuación en el caso de productos que sean del interés 
de PED (Art. 10.2); 2 años de postergación en la aplicación de provisiones cuya 
aplicación no es posible por falta de capacidad técnica y de infraestructura (Art. 14) 
 
• Posibilidad de adoptar excepciones específicas y temporarias a las obligaciones de 
este Acuerdo (Art. 10.3) 
 
• Asistencia técnica para PED, no obligatoria, sino que optativa al PD cuyos 
requerimientos de SPS afecten exportaciones de PED (art. 9.1 y 9.2) 
 
• 5 años de postergación en la aplicación de provisiones del Acuerdo SPS con 










• Aumentar las posibilidades de acceso de pequeños proveedores y permitir el 
desarrollo de oportunidades comerciales para nuevos participantes (Art. 1.2) 
 
• PMA deberán ser tratados de manera significativamente mas favorable con relación 
a otros grupos de miembros, con relación a la aplicación de salvaguardias 
temporarias (Art. 6.6(a)) 


















•  No obligación para que los PED adopten estándartes internacionales como la base 
para sus regulaciones y estándares, si esos no son adecuados para sus 
necesidades financieras, comerciales y de desarrollo; posibilidad de adoptar 
excepciones especíificas y temporarias, bajo solicitud previa, al cumplimiento de 
obligaciones del Acuerdo TBT (Art. 12.4 y 12.8) 
• Provisión de asistencia técnica por parte de PD a PED, previa solicitud, para la 
elaboración de regulaciones, que no deben crear obstáculos a la expansión y a la 
diversificación de las exportaciones de los PED (Art. 11 y 12.7) 
 
• La asistencia técnica debe tener en cuenta el nivel de desarrollo del país que la 
solicita, tomando en consideración las dificultades que tienen los PMA en la 
aplicación de regulaciones técnicas, estándares y procedimientos de control y 
evaluación de conformidad (Art. 12.7 y 12.8) 
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Medidas de inversiones relacionadas con el 
comercio (TRIMs) 
 















• 5 años de transición para la eliminación de las medidas de inversiónn relacionadas 
con el comercio que no estén en conformidad con el acuerdo TRIMs (2 años para 
los PD) (Art. 5.2) 
 
•  Autorización, previa solicitud, para eludir temporariamente los requerimientos de 
trato nacional y restricciones cuantitativas, en consonancia con la protección de 
industrias nacientes (GATT, Art. 18,C), salvaguardias de balanza de pagos (GATT, 
Art. 18,B y Declaración de 1979) (TRIMs, art. 4; posibilidad de extender el periodo 
de transición, previa solicitud, y en caso de demostrar dificultades particulares (Art. 
5.3)  
 
• 7 años de transición (Art. 5.2) 
Valoración en Aduana 
 













• Postergación en la aplicación de este acuerdo, por hasta 5 años, para los PED que 
no formen parte del Acuerdo de la Ronda Tokio para la Implementación del Art. VII 
del GATT (Art. 20.1) 
 
• Posibilidad de que los PED que no formen parte del Acuerdo de la Ronda Tokio 
para la Implementación del Art. VII del GATT soliciten una extensión adicional de 3 
años al período de transición, solo para el caso de aplicación de las metodologias 
computadas y si aplicaron todas las demás provisiones (Art. 1.2 (b)(iii) y Art. 6; Art. 
20.2.  
 
• Los PD deben suministrar, en mutuo acuerdo, asistencia técnica a PED que así lo 
requieran (Art. 20.3) 
Inspecciones pre embarque (PSI) 
 




• Mediante solicitud previa, los países miembros exportadores podrán suministrar, en 
mutuo acuerdo, asistencia técnica para PED sobre la base bilateral, plurilateral o 
multilateral 













• Medidas especiales para los PMA 
 
• Posibilidad de que los PED que no formen parte del Acuerdo de la Ronda Tokyo 
sobre licencias puedan postergar hasta 2 años, previa notificación, la aplicación de 
licencias automáticas relativas al art. 2.2 (a) (ii) y (iii) (Art. 2.2, nota al pie) 
 
• No obligación para los PED, de tomar medidas administrativas gastos adicionales 
con el fin de proveer estadísticas de importación con relación a productos sujetos a 
licencias no automáticas (Art. 3.5 (a) (iv)) 
 
• Al momento de aplicar las licencias, se debe tener consideración especial con las 
importaciones oriundas de PED y en especial, de PMA (Art. 3.5 (j)). 
Subsidios y medidas compensatorias (SCM) 
 














•  5 años no prorrogables para PED; 8 años, prorrogables, para PED, para la 
eliminación de subvenciones supeditadas a la exportación (Art. 27, 1, 2(b) y 3, 
Anexo VII) 
 
•  Los PMA y algunos PED listados en el acuerdo (cuyos PBI per capita no habian 
alcanzado los 1000 USD anuales) no están sujetos a la obligación de eliminar los 
subsidios a la exportación; inversión de la carga de la prueba (Art. 27.2(a)) 
 
 
• 8 años no prorragables para PMA, para la eliminación de subvenciones supeditadas 







•  No se puede aplicar salvaguardias contra productos oriundos de PED, si su 
participación individual no supere los 3% y si los PED con menos de 3% participen 
de forma colectiva de menos de 9% en el total de las importaciones (Art. 9.1); 10 
años para adopción de salvaguardias por parte de PED (8 años para PD) (Art. 9.2) 
Servicios (GATS) 
 






• Debe haber acuerdo con relación a las flexibilidades apropiadas con relación al 
tiempo límite para establecer puntos de investigación (Art. 3.4) 
 

















• Medidas especiales para los PMA 
 
 
5:3(a)); para el uso de subsidios en programas de desarrollo (Art. 15:1); para PED 
que deseen liberalizar algunos sectores, aumentar el acceso a mercados, 
incrementar su participación en el comercio mundial, etc (Art. 19:2); felxibilidades 
para el acceso y uso de servicios de telecomunicaciones necesarios para 
incrementar su infraestructura de telecomunicaciones y para aumentar su 
participación en el mercado internacional de las telecomunicaciones (Anexo sobre 
Telecomunicaciones, para. 5(g)) 
 
• Asistencia técnica a ser provísta por la Secretaria de la OMC (Art. 25:2); fomento de 
la participación de PD y PED y sus proveedores en el diseño de programas de 
desarrollo de organismos regionales e internacionales; fomento a la cooperación en 
telecomunicaciones entre PED a nivel internacional, regional y sub-nacional, etc 
(Anexo sobre Telecomunicaciones, para.6 (b) y (c)). 
 
• Especial consideración a las necesidades de los PMA (Art. 4:3), especialmente con 
relación a las oportunidades que PMA puedan dar a los proveedores extranjeros 
para que transfieran tecnología (Anexo sobre telecomunicaciones, para. 6(d)) 
Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual 
relacionados con el Comercio (TRIPs) 
 

















• Período de transición de 5 años para los PED para aplicar el acuerdo (1 año para 
los PD). (Art. 65, p.1) 
 
• Período de transición adicional de 5 años para sectores de tecnología no protegidos: 
(Art. 65, p. 4).. 
 
• Los PD deberían proveer, previa solicitud y en mutuo acuerdo acerca de los 
términos y condiciones, cooperación técnica y tecnológica a favor de los PED y PMA 
(Art. 67) 
 
• Período de transición de 11 años para los PMA para aplicar el TRIPs (con 
excepeción de los art. 3,4 y 5), con posibilidad de prórroga, debidamente justificada 
y a ser acordada con el Consejo TRIPs (Art. 66.1). Los PD deberían proveer 
incentivos para que sus empresas e instituciones promuevan la transferencias de 
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tecnología a los PMA (art. 66.2) 









• Assitencia técnica 
 
 




• Posoboñlodad de uso de los buenos oficios del Director General y de un 
procedimiento más corto en el panel, para el caso de que un PED tenga un reclamo 
contra un PD, conforme decisión de 1966 (Art. 3.12). Además, puede solicitar que al 
menos un panelista sea originario de un PED (Art. 8,10). Existen tambien 
flexibilidades pcon relación a los tiempos de preparación de la argumentación (Art. 
12.10). 
•  El secretariado de la OMC deberá hacer disponible un experto legal cualificado, del 
cuerpo de cooperación técnica de la organización, para proveer sus servicios a los 
PED. 
 
•  Se debe tener especial atención hacia los PMA, con relación a las causas de la 
disputa y al procedimiento de disputas en si mismo (Art. 24.1). El PMA puede contar 
con los buenos oficios del presidente del DSU, además de los del Director General 
(Art. 24.2) 
 











• La mayoría de los PED será revisado solamente una vez cada 6 años, excepto si 
algun periodo mas largo es estipulado para un PMA (Section C(ii)) 
•  El secretariado de la OMC deberá hacer disponible asistencia técnica previa 
solicitud de PED, y en particular de PMA (Section D) 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la 
Organización Mundial de Comercio  
 





•  El Comité de Comercio y Desarrollo revisará periodicamente las provisiones 
especiales a favor de los PMA e informará al Consejo General para las acciones 
pertinentes (Art. IV.7). Para que PMAs (así reconocidos por la ONU) se conviertan 
en miembros de las OMC, solo necesitan asumir compromisos en la extensión de 
sus necesidades técnicas, comerciales y de desarrollo, y de sus capacidades 
institucionales y administrativas (Art. XI.2) 
Entendimiento sobre las provisiones de balanza de 
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•  Simplificación de los procedimientos de consulta para los PMA y PED que estén 
haciendo esfuerzos de liberalización, de conformidad con el cronograma presentado 
al Comité de Balanza de Pagos. Uso sucesivo de consultas simplificadas solo son 
permitidas a los PMA (Para. 8). 
 
• La asistencia técnica está disponible previa solicitud de cualquier PED (Para.12) 




• La Decisión Ministerial de 1994 reconoce las necesidades especiales de los PMA en 
acceso a mercados. Se decide que solo se requerirá de ellos que asuman 
compromisos y hagan conseciones en la medida de sus necesidades técnicas, 
comerciales y de desarrollo, y de sus capacidades institucionales y administrativas. 
Se acuerda que los PMA deberán tener un aumento sustantivo en la asistencia 
técnica para el desarrollo, fortalecimiento y diversificación de su producción y base 
de exportaciones, incluyendo la de servicios, así tambien como en promocion del 
comercio, para permitirles tener máximos beneficios de la liberalización de 
mercados. Sus necesidades especiales estarán constantemente bajo revisión, y se 
hrán esfuerzos para adoptar medidas positivas que faciliten la expansión de 
oportunidades comerciales a su favor.  
Fuente: Elaboración propia en base a OMC, 2000A; Fukusaku, 2000; Peixoto, 2005. 
 
 
 
